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INTRODUCCION 

Es tradicional y lógico, en cumplimiento de los man- 
datos de los artículos 47 del Estatuto y 96 del Regla- 
mento del Ministerio Fiscal, que las Memorias, tanto las 
que han de rendir las Fiscalías Provinciales y Territo- 
riales como la presente, se adecúen a la experiencia de 
la Institución en el año a que se refieren, atendiendo, 
desde una óptica estrictamente jurídica, a las realida- 
des sociales, políticas y económicas que laten en la socie- 
dad española. 

Ha querido este año el Fiscal acentuar tal carac- 
terística autorizando a las Fiscalías, al amparo del ar- 
tículo 99 del Reglamento, para que en sus respectivas 
Memorias anuales, sin alterar las líneas maestras que 
constituyen la esencia del Ministerio Público, pudieran 
manejarse con mayor libertad en torno a las peculiari- 
dades que han incidido más especialmente en su zona 
y al análisis criminológico que aquéllas ofrezcan para 
un mejor entendimiento de la Justicia en 1978. 

No podría faltar, pues, a este criterio la Memoria de 
la Fiscalía General del Estado. 

El año 1978 tenemos que calificarlo señaladamente 
como el año de la Constitución. En 1978 se ha  debatido, 
votado, aprobado, refrendada por el pueblo español y 
promulgada por S. M. El Rey la primera Constitución 
democrática de la Monarquía Española desde la de 1876. 
El suceso califica al año y condiciona el comentario de 
la actividad del Ministerio Fiscal, que, por razón natu- 
ral, gira alrededor de los principios que en ella se con- 
tienen, 



La Constitución consagra un régimen político de 
derecho social y libre, democrático y pluralista, monár- 
quico y parlamentario y con una concepción autonó- 
mica de las regiones dentro de la unidad de la patria 
española, común e indisoluble. La Constitución incor- 
pora los principios humanos que han dado vida a las 
democracias del mundo occidental, fundándose en el 
catálogo de los derechos que, nacidos del derecho natu- 
ral y recogidos en la doctrina cristiana, han sido des- 
pués convencionalmente aceptados por la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, de 1948, y la Conven- 
ción de Salvaguarda de los Derechos del Hombre y de 
las Libertades Fundamentales, firmado en Roma en 1950. 

Es así congruente la proyección de estos principios 
en el Poder Judicial y en las funciones del Ministerio 
Fiscal. Que es a la Administración de Justicia a la que 
el pueblo español otorga la responsable protección de 
los derechos y libertades reconocidos en el artículo 14 y 
y en la Sección l.a del Capítulo Segundo de la Constitu- 
ción, a tenor de lo mandado en el artículo 53, al esta- 
blecer las garantías de aquéllos, protección que ya ha 
empezado a manifestarse en los tres procedimientos: 
civil, penal y contencioso-administrativo, de la Ley nú- 
mero 52, de 1978 (completada por el Real Decreto 342/79, 
de 20 de febrero), en cuyos preceptos se otorga la vigi- 
lancia de esos derechos al Ministerio Fiscal, constitu- 
yéndole en tutor de la primacía del respeto humano que 
infunde la Constitución. 

Se desarrolla así este acontecimiento en el Capitu- 
lo 11 de esta Memoria, analizando cuanto en ella se 
declara y establece sobre el Poder Judicial y concreta- 
mente sobre su artículo 124, en el que se concentra la 
naturaleza, función y ulterior desarrollo del Ministerio 
Fiscal. Este tema conforma también el Capitulo VI con 
referencia más detallada al anteproyecto de Ley de 
nuevo Estatuto de nuestra Institución, preparado por- 
esta Fiscalfa y en el que se recogen avances técnicos y 



normas de autogobierno que pueden configurar el encua- 
dramiento de este difícil instituto dentro del contexto 
del Poder Judicial y con independencia tal que le garan- 
tice la excelsa función de representante genuino de la 
legalidad. 

Preocupación primordial desde el momento en que 
se fijó el esquema de esta Memoria ha sido la de reflejar 
en ella la justa alarma que produce el avance de la cri- 
minalidad en 1978; no un avance general, pues en algu- 
nos delitos resultan números descendentes y en otros 
un aumento estrictamente vegetativo, pero sí respecto 
a tres tipos de delincuencia que progresan de manera 
gravisima: el terrorismo, los delitos contra la salud 
pública -tráfico y consumo de drogas- y los delitos 
contra la propiedad, con fuerza en las cosas o violencia 
en las personas, en los que debe subsumirse esa autén- 
tica plaga de hurto o robo de uso de vehículos de motor. 

Detenidamente estudiados en el Capítulo IV, remiti- 
mos allí nuestra exposición y nuestro estudio de sus 
causas y alcances, no sin hacer desde ahora una llamada 
de atención a la urgencia e inflexibilidad con que deben 
acudir al remedio las medidas políticas, policiales y legis- 
lativas (preventivas y punitivas) y la necesidad de con- 
vocar a la sociedad española a una solidaridad contra 
el crimen -mental y directa-, de la que habrán de ser 
adelantados esenciales, sin rebozos, que la gravedad del 
tema no admite, los medios de difusión -especialmente 
la prensa- y los partidos políticos y centrales sindicales. 

Y en esta mentalización activa que desde aqui y 
como representantes de la legalidad proclamamos y recla- 
mamos, debe incluirse esa dramática nube que ensom- 
brece nuestro futuro que es la delincuencia juvenil y a 
la que se dedica el Capítulo V. 

No se trata de un fenómeno español, sino europeo; 
esta generalización no le quita gravedad ni a nosotros 
debe restarnos inquietud. Las cifras están ahí, claras y 
dolientes. La edad criminal desciende ya a los quince y 



aun a los catorce años, el dolo se orienta a los delitos 
contra la propiedad sin el menor reparo a la violencia; 
es más, en muchos casos, como detectan los criminólo- 
gos ingleses, se ofrece la violencia humana como un pla- 
cer en sí misma y como Único y principal objetivo de 
las ,bandas criminales juveniles. El fenómeno pueden 
estudiarlo criminólogos y penalistas, pueden analizarlo y 
señalar remedios sociólogos y psicólogos, pero este Fiscal 
- s i n  descartar la absoluta necesidad de esas colabora- 
ciones- quiere dejar claro su convencimiento de que 
éste es un problema de moralistas. No hay necesidad de 
"ponerle el paño al púlpito", basta con señalar las fuen- 
tes del mal: estamos educando una juventud sin otras 
ambiciones que las sensuales -de todo tipo- que ofrece 
a raudales la sociedad de consumo capitalista, cuyas 
cotas de materialismo no hubieran soñado sus más furio- 
sos detractores. 

Pero el hecho es, y será, un mal para todos y un mal 
de difícil recuperación si no se acude pronto a remediarlo. 
Aún  es tiempo de conseguir para la juventud unas ilu- 
sionadas metas de espiritualidad -religiosa o no-, pero 
que la estimule algo más que la escasa esperanza de lo 
material. 

Cada cual puede apuntar hacia una diferente fuente 
de estímulos que, en definitiva, se fundan todas en el 
amor al prójimo y la solidaridad humana. Sin ese com- 
promiso social, asumido por encima de ideologías, cre- 
dos y programas, acabaremos perdiendo en la juventud 
de hoy a los españoles de mañana. 

La Memoria que aquí se presenta hace un examen 
amplio y sincero de cómo el Ministerio Fiscal ha  visto 
a la Administración de Justicia en 1978; su eficacia, su 
sacrificio, sus méritos, sus defectos y sus fallos. No que- 
remos ocultarlos, sino recoger los que realmente se detec- 
tan y reclamar los remedios, que nacerán unos de la 
autocrítica a que todos venimos obligados cuando des- 
empeñamos una función pública y otros de la culpa y 



el abandono ajenos, cuya responsabilidad soporta el 
Poder Judicial, comprometido al silencio que impone su 
posición en la estructura del Estado. 

Dedicamos el Capítulo 111 a la labor de la Adminis- 
tración de Justicia; allí encontraréis cuanto de su tra- 
bajo y de su abandono resulte. Pero faltaríamos a un 
deber si, en este enfoque general, no dejáramos claro la 
gran diferencia que existe entre las altas tareas que la 
Constitución le encomienda y la situación en que se 
encuentra. 

De este esencial encargo ha de deducirse como colo- 
rario inmediato la necesidad de potenciar la Adminis- 
tración de Justicia, tanto proveyéndola de las armas 
legales necesarias como, desde un punto de vista prag- 
mático, facilitándole los medios humanos y materiales 
de actuación si realmente se desea constituirla en ins- 
trumento de protección de los fundamentos de la demo- 
cracia que se sustentan en la Constitución de 1978. 

Bienvenido sea el momento pasa salir al paso de la 
acusación fácil y gratuita de que la democracia facilita 
la delincuencia. Lo negamos; lo único que hace la demo- 
cracia es ampliar el margen humano para el ejercicio 
de sus libertades, margen que, según sea la predisposi- 
ción natural, la educación y el entorno vital, unos utili- 
zarán para hacer el bien y otros para ejercer el mal. 
Esta última posibilidad no es razón suficiente para res- 
tringir esas libertades en forma contraria y atentatoria 
a la dignidad del hombre; también Dios ha concedido 
al hombre el libre albedrío, a través del cual el hombre 
puede salvarse o condenarse. 

- La libertad hace al hombre más vulnerable a los 
atractivos del mal, el ejercicio de las libertades humanas 
y -ciudadanas le coloca, naturalmente, en condiciones 
más idóneas para la comisión de delitos. Ahí está la 
augusta grandeza de la Justicia, en el equilibrio que debe 
mantener, como garantía de la paz social, entre la liber- 
tad y la represión y, a su vez, en medida tan dificil como 



discutida, la necesidad de represión y el respeto a la dig- 
nidad del hombre aunque sea delincuente. 

El Poder Judicial tiene que estar siempre dispuesto 
al castigo del crimen y a la defensa de los derechos del 
ciudadano. Es, en definitiva, la protección de los más 
contra los desvaríos de los menos, sin que éstos puedan 
resultar arrollados -en un humano error de m e d i d a  
por la injusticia de la Justicia. 

Esta dificil -dificilísima- misión, que se ha hecho 
aún más ardua para el Poder Judicial durante los años 
de la transición política, sin disponer de nuevos instru- 
mentos legales y prácticos, ha producido públicas críti- 
cas al funcionamiento de la Administración de Justicia. 
Para unos resulta un instrumento ineficaz, que no 
acierta a imponer los principios rígidos de una repre- 
sión rigurosa y dura, con sus ribetes de venganza; para 
otros, por el contrario, la Justicia sigue entablillada en 
principios pretéritos, sin alcanzar una plenitud demo- 
crática que la haga plenamente asequible a la defensa 
de la nueva orientación. 

Ni una ni otra cosa son ciertas. El problema de la 
Justicia en el momento actual no ha sido suficientemente 
entendido y, por muy crudo que sea, queremos afron- 
tarlo. La Justicia española durante varias décadas ha 
funcionado para la dirirnencia de los derechos privados 
y para los públicos de trascendencia aséptica. Nunca fue 
utilizada en la extensión y profundidad de su función. 
Ha permanecido durante más de medio siglo anclada en 
sus viejas leyes seculares, la Orgánica del Poder Judi- 
cial, la de Enjuiciamiento Civil, la de Enjuiciamiento 
Criminal, el Código Civil y un troceado, parcheado e irre- 
conocible Código Penal, sin que a nadie se le ocurriera 
la necesidad -repito, en más de medio siglo- de entrar 
con el bisturí en todas estas disposiciones para adecuar- 
las a las realidades socic+politicas de la evolución del 
mundo. 

Pero, además, la Justicia española ha permanecido 



(y permanece), desde un punto de vista organizativo y 
de infraestructura, en el más increíble abandono, no ya 
desde un punto de vista económico respecto a la subsis 
tencia humana de los hombres que la realizan, sino en 
sus propios medios mecánicos; en un siglo las únicas 
novedades técnicas y de sistemas de trabajo que han 
entrado en nuestros Juzgados y Tribunales han sido el 
teléfono y la máquina de escribir, mientras el hombre 
llegaba a la Luna y los métodos de organización y pro- 
ductividad, servidos por una tecnología alucinante, se 
desarrollaban en progresión increíble hasta en la más 
pobre empresa del país. 

Pero, de repente, en unos meses se ha pretendido 
que la Justicia recobre por sí sola, sin una sola rectifi- 
cación a tanto abandono, toda su potencia y sus posibi- 
lidades, sin tocar sus Leyes, sin mejorar sus sistemas y 
sin proporcionar a sus hombres la holgura precisa para 
que puedan entregarse a su servicio. 

Se ha dicho por algún eminente jurista que la diná- 
mica de la sociedad es muy superior a la dinámica del 
Estado y que generalmente aquélla, la sociedad, por sus 
problemas y sus necesidades va más deprisa en sus exi- 
gencias y en sus innovaciones, se recrea y se construye, 
se organiza más al día que el Estado, lento y premioso 
en sus realizaciones. 

Repasando la Constitución, enumerando las Leyes 
Orgánicas que dispone para su desarrollo y haciendo el 
catálogo de las Ordinarias que han de complementarlas 
y las que por natural exigencia se deriven de unas y 
otras, queda patente esa presión que la sociedad ha ejer- 
cido sobre sus constituyentes para que activen la diná- 
mica del Estado. 

Pero no basta con la modernización de la legislación 
constitucional ni aun de la procesal, civil y penal y aun 
de sus respectivos Códigos sustantivos. Todo ello es 
bueno, urgente y preciso en su orientación a las necesi- 
dades de la nueva sociedad. Es también indispensable 



modernizar los edificios y las instalciones de nuestra Jus- 
ticia, crear unas oficinas modernas y cómodas, donde se 
trabaje con satisfacción, donde el justiciable, ofensor o 
víctima puedan ser a.tendidos sin retrasos ni abandonos, 
en que los sistemas de trabajo, organizados con arreglo 
a las modernas técnicas, se hagan rápidos, breves y fáci- 
les, aumentando el rendimiento de los equipos huma- 
nos, asistidos de los medios mecánicos de reproducción, 
comunicación, declaración y archivo, recolección y recu- 
peración de datos que ofrece hoy la burocracia moderna. 

Sólo nos falta añadir en este repaso de urgencias que 
la experiencia aconseja la atención a las Instituciones 
Penitenciarias, a cuyo "aggiornarniento" hay que aten- 
der con una munificencia cuya rentabilidad social y 
humana supera a la de cualquier otro gasto. 

Son precisos modernos centros de cumplimiento de 
condenas, arrestos, de prisiones preventivas, de jóvenes 
y de menores, con diferentes localizaciones, precauciones 
constructivas, regímenes y tratamientos, comunicacio- 
nes y permisos, etc. Hay que pensar que las diferencias 
de comportamiento, según el delito, la condena y la psi- 
cología del delincuente, deben centrarse en el cumpli- 
miento más que en la prematura remisión. 

Cuando se redactan estas líneas acaba de manifestar 
el señor Ministro de Justicia que el Presupuesto de su 
Departamento representa solamente el 1,9 por 100 de los 
Generales del Estado, mientras en el país europeo que 
menos dotación le dedica alcanza el 4 por 100. He ahí 
el secreto. La Justicia es la gran coilquista de la civili- 
zación; el hombre, convencido de que la paz social sólo 
puede alcanzarse a través de un poder superior que 
dirima sobre las zonas tangentes o secantes del ejercicio 
de sus.libertades -ya coiisionen con las de otros o con 
las facultades de los demás poderes del Estado-, pacta 
una fórmula convencional de general aceptación que es 
la Administración de Justicia. 

Por ella, y sólo a través de ella, se alcanza la paz 



social; es la realización humana del valor absoluto de 
la Verdad; es la única Institución que en el mundo de 
las libertades transforma en democracia lo que sin ella 
seria sangrante anarquía. 

Su fiabilidad constituye el mayor índice cultural de 
un pueblo. Con el debido respeto, la Fiscalía que informa 
advierte la absoluta necesidad de conseguirlo. 



MOVZMIENTO DE PERSONAL FISCAL Y SEÑORES 
FISCALES QUE HAN REDACTADO LAS MEMORIAS 

Como ya es tradicional, al comienzo de la Memoria 
se reseñan las variaciones más importantes que, durante 
el año al que se contrae la misma, han afectado a los 
miembros de la Carrera, promovidos a puestos destaca- 
dos en ella y a quienes la han abandonado, bien por jubi- 
lación al cumplir la edad reglamentaria o por falleci- 
miento. 

Afortunadamente, en el ario 1978 no se produjo nin- 
guna jubilación ni fallecimiento en la Carrera; única- 
mente abandonar011 la misma, pasando a la situación de 
supernumerarios, varios funcionarios para desempeñar 
el cargo de Magistrados de Trabajo y otros a la situa- 
ción de excedencia voluntaria. 

En virtud de lo dispuesto en la Ley de 20 de febrero 
de 1978 se reincorporaron a la Carrera Fiscal cuatro fun- 
cionarios que se hallaban en situación de excedencia 
especial; así, el 23 de mayo de 1978 lo hizo el Ilmo. señor 
don Antonio José García y Rodríguez-Acosta, el iiustrí- 
sirno señor don Félix Hernández Gil se reintegró a la 
Carrera el 3 de mayo de 1978, el Ilmo. señor don Meli- 
tino García Carrero lo hizo en 9 de junio y el ilustrísimo 
señor don José Aparicio Calvo-Rubio en 28 de agosto de 
1978; los dos primeros de los mencionados funcionarios 
se incorporaron a la plantilla del Tribunal Supremo con 
el cargo de Abogado Fiscal del mismo, que ostentaban 
con anterioridad a su nombramiento, y los otros dos fun- 



cionarios como Abogados Fiscales de la Audiencia Terri- 
torial de Madrid. 

Por Orden del Ministerio de Justicia de 15 de diciem- 
bre de 1978 y procedentes de la Escuela Judicial, se inte- 
graron en la Carrera seis nuevos Abogados Fiscales, a 
los que deseamos toda clase de aciertos en el desempeño 
de su nueva función. Son miembros de esta promoción 
las señoritas María de los Milagros Calvo Ibarlucea y 
Maria Dolores Villalonga Serrano, quienes ocupan con 
notable acierto sendas plazas de Abogado Fiscal de la 
Audiencia Provincial de Bilbao, lo que es grato resaltar 
puesto que pone de manifiesto la valiosa aportación de 
la condición femenina al servicio de la Administración 
de Justicia, siendo curioso resaltar que en la plantilla de 
ia Fiscalía de Vizcaya participan en la actualidad tres 
mujeres. 

Al tiempo de redactarse esta Memoria, concretamente 
el día 3 de marzo de 1979, falleció el Excmo. señor don 
Rafael Fernández Martínez, Fiscal Jefe de la Audiencia 
Territorial de Oviedo. No podemos terminar esta primera 
parte sin dedicar un cariñoso y entrañable recuerdo a 
este jurista ejemplar; su inteligencia, su vocación, su 
dedicación al cumplimiento de esta actividad profesio- 
nal, su preparación jurídica y su calidad humana hacen 
que su recuerdo y su ausencia se mantengan vivos entre 
todos los que le conocimos. 

Las Fiscalias de Avila, Guadalajara, Huesca, Segovia, 
Teruel y Cuenca han estado durante el pasado año 1978 
servidas por un solo funcionario, lo que es preciso des- 
tacar ya que este hecho, que no es nuevo, puesto que 
se remonta a varios años anteriores, ha supuesto y 
supone una sobrecarga de actividad para los Fiscales 
Jefes de dichas Audiencias, que vienen trabajando, con 
plena dedicación y acierto, en solitario. 

Basta, siquiera sea de pasada, este ejemplo del pro- 
blema que amenaza a la Institución, donde al tiempo de 
redactar estas líneas se comprueban 23 vacantes sobre 



la plantilla presupuestaria, vacío que no alcanzan a 
cubrir las nuevas promociones, una en curso de la Es- 
cuela Judicial y otra en trance de oposiciones, mientras 
el incentivo vital no acierte a las suficiencias precisas 
para atraer más vocaciones. 

Antes de concluir esta relación sobre las variaciones 
habidas en 1978 en el escalafón de la Carrera Fiscal debe- 
mos detenernos y recordar a dos compañeros judiciales 
asesinados por grupos terroristas en aquel año y al 
comienzo del actual. El día 16 de noviembre, a la puerta 
de su casa y cuando se dirigía a su trabajo, fue muerto 
a tiros el Excmo. señor don José Francisco Mateu Cáno- 
ves, Magistrado adscrito a la Sala Sexta del Tribunal 
Supremo, asesinato que posteriormente fue reivindicado 
por la organización E. T. A. El día 9 de enero de 1979 
caía igualmente asesinado en idénticas circunstancias 
el Excmo. señor don Miguel Cruz Cuenca, Presidente de 
la Sala Sexta de'este Alto Tribunal de Justicia. Ambos, 
dignísimos funcionarios que ostentaban la más alta jerar- 
quía de la Administración de Justicia, han dejado pro- 
funda huella, difícil de superar y borrar; su recuerdo y 
ejemplo, de auténticos mhrtires, permanecerán indele- 
bles no sólo entre sus compañeros, sino también entre 
todos los españoles que, sorprendidos, observan cómo la 
ola creciente del terror alcanza a hombres cuya única 
ilusión y norma de vida es cumplir el deber que tienen 
confiado. 

Los Fiscales de las Audiencias Territoriales y Provin- 
ciales que han redactado sus Memorias se relacionan a 
continuación : 

Audiencia Nacional: Excmo. Sr. D. Felipe Rodríguez 
Franco. 

Albacete: Excmo. Sr. D. Fernando Alamillo Canillas. 
Alicante: Ilmo. Sr. D. Francisco Garcia Romeu. 
Almería: Ilmo. Sr. D. José María Contreras Diaz. 
Avila: Ilmo. Sr. D. Emilio Vez Pazos. 
Badajoz: ilmo. Sr. D. Manuel Ruiz Fernández. 



Barcelona: Excmo. Sr. D. Alejandro Sanvicente 
Sama. 

Bilbao: iimo. Sr. D. Fernando Barrilero Turel. 
Burgos: Excmo. Sr. D. Santiago Adolfo Martin 

Andrés. 
Cáceres: Excmo. Sr. D. Maturino Rodriguez Mellado. 
Cádiz: Ilmo. Sr. D. Jaime Ollero Gómez. 
Castellón: Ilmo. Sr. D. Manuel Lucas Escamilla. 
Ciudad Real: Ilmo. Sr. D. Rafael Rojo Urrutia. 
La Coruña: Excmo. Sr. D. Eduardo Monzón de 

Aragón. 
Córdoba: Ilmo. Sr. D. Rafael Contreras de la Paz. 
Cuenca: Ilmo. Sr. D. Joaquín Llobell Muedra. 
Gerona: Ilmo. Sr. D. Alfonso Carro Crespo. 
Granada: Excmo. Sr. D. Rafael Salgado Camacho. 
Guadalajara: Ilmo. Sr. D. José Leopoldo Aranda 

Calleja. 
Huelva: ilrno. Sr. D. José Jiménez Vilarejo. 
Huesca: Ilmo. Sr. D. Francisco Goyena de la Mata. 
Jaén: Ilmo. Sr. D. Mariano Monzón de A.ragón. 
León: Ilmo. Sr. D. Odón Colmenero González. 
Lérida: Ilmo. Sr. D. Martín Rodríguez Esteban. 
Logroño: Ilmo. Sr. D. Arturo Tejero Acerete. 
Lugo: Ilmo. Sr. D. José María Iscar Sánchez. 
Madrid: Excmo. Sr. D. Rafael Alonso Pérez-Hickman. 
Málaga: Ilmo. Sr. D. Francisco Javier Dago y Mar- 

tinez de Carvajal. 
Murcia: Ilmo. Sr. D. Bernardino Ros Oliver. 
Orense: Ilmo. Sr. D. Jaime Poch y Gutiérrez de Ca- 

viedes. 
Oviedo: Ilmo. Sr. D. Jesús Berna1 Valls. 
Palencia: Ilmo. Sr. D. David Rayo Gómez. 
Palma de Mallorca: Excmo. Sr. D. Hipólito Hernán- 

dez Garcia. 
Las Palmas: Excmo. Sr. D. Lucas Garcfa Rodrfguez, 
Pamplona: Excmo. Sr. D. Ricardo Querol Giner, 
Pontevedrar Timo. Sr. D. Jwobo Varela Feijoo. 



Salamanca: Ilmo. Sr. D. Bernardo Almendral Lucas. 
San Sebastián: Ilmo. Sr. D. Jesús Martínez Calleja. 
Santander: Ilmo. Sr. D. Juan de Escalante Huidobro. 
Santa Cruz de Tenerife: ilmo. Sr. D. Temístocles 

Díaz-Llanos y Oramas. 
Segovia: Ilmo. Sr. D. Juan Antonio Martina Casa- 

nueva. 
Sevilla: Excmo. Sr. D. Guillermo Blanco Vargas. 
Soria: Ilmo. Sr. D. Gaspar Molina Rodríguez. 
Tarragona: Ilmo. Sr. D. Ricardo Beltrán y Fernán- 

dez de los Ríos. 
Teruel: Iimo. Sr. D. Fermín Hernández Viliarroya. 
Toledo: Ilmo. Sr. D. Eugenio Casimiro López y López. 
Valencia: Excmo. Sr. D. Eliseo García Martínez. 
Valladolid: Excmo. Sr. D. Eduardo Mendizábal Lan- 

dete. 
Vitoria: Ilmo. Sr. D. Alfonso Arroyo de las Heras. 
Zamora: ilmú. Sr. D. Fernando Santamarta Delgado. 
Zaragoza: Excmo. Sr. D. Luis Martfn-Ballestero 

Costea. 



DESARROLLO SOCIO-POLJTICO DE 1978 
Y SU INCIDENCIA EN LA INTERVENCION 

DEL MINISTERIO FISCAL 

1. Continuó durante 1978 la evolución socio-política 
de nuestro país, iniciada en 1976, con el natural reflejo 
en la legislación positiva, que necesariamente ha de 
encarnarla a través de una nueva regulación de los dere- 
chos de la persona y de las Instituciones Públicas. Su 
detalle se recoge en otro lugar de esta Memoria, pero 
interesa resaltar aquí los aspectos de la nueva legisla- 
ción que mejor incorporan los rumbos del cambio y que 
por afectar, lógicamente, a aquellas parcelas del orde- 
namiento jurídico cuya tutela corresponde a nuestro 
Ministerio, nos conciernen más de cerca. 

En lo penal, 1978 señala dos preocupaciones supe& 
cialmente contrapuestas, pero prácticamente comple- 
mentarias: la liberación de costumbres y comportamien- 
tos reprimibles, de un lado, y la necesidad de una lucha 
enérgica y eficaz contra la violencia y el terrorismo, del 
otro. Al primer intento pertenecen las Leyes 22/1978, de 
26 de mayo, que despenalizó el adulterio y amanceba- 
miento; las 45 y 46/1978, de 7 de octubre, que, respec- 
tivamente, alteran esencialmente el tratamiento penal 
del uso, propaganda y expedición de anticonceptivos y 
el de los delitos contra la honestidad; la 77/1978, de 26 
de diciembre, que reformó la Ley de Peligrosidad y Reha- 
bilitación Social, erradicando de ella ciertos estados rela. 
cionados con el comportamiento social del sujeto, que 



ya no se estima peligroso "in se" sino en cuanto su con- 
ducta trascienda a una peligrosidad en relación con ter.. 
ceros, y, por ultimo, la Ley 81/1978, de 28 de diciembre, 
que modifica la definición de la multirreincidencia y sus 
efectos agravatorios, que, de preceptivos, han pasado a 
ser meramente potestativos. Si a ellas agregamos la Ley 
20/1978, de 8 de mayo, que actualizo, elevándolas, las 
cuantías dinerarias de los distintos preceptos del Código 
Penal, con el consiguiente reflejo estimatorio en la pena- 
lidad de los delitos patrimoniales, tendremos completo 
el panorama de la reforma liberalizadora y moderadora 
del Código Penal en 1978. 

En la vertiente de la lucha contra la violencia y el 
terrorismo es de destacar la Ley 82/1978, de 28 de diciem- 
bre, que modifica los preceptos que en el Código tipi- 
ficaban las diversas formas de terrorismo, pasando a 
considerar esas actividades ilicitas no como formas cri- 
minológicas espetificas y calificadas, sino como meras 
expresiones de la criminalidad común; tal criterio ha 
tenido su adecuado complemento procesal en la Ley 56/ 
1978, de 4 de diciembre, sobre los delitos cometidos por 
bandas aimadas, que confirmó lo ya establecido con 
carácter provisional por el Real Decreto-Ley de 30 de 
junio anterior. 

Otros aspectos de la evolución afloran en medidas 
procesales de Íinalidad político-social, como la Ley 10/ 
1978, de 20 de febrero, que suprime la circunstancia 4.' 
del articulo 503 en orden a la prisión incondicional en 
los delitos que afectaban al orden público y la muy im- 
portante 53/1978 sobre intervención de Letrado y asis- 
tencia al detenido, que viene a reaArmar los derechos 
del imputado en congruencia con un mayor respeto a 
su persona y a los derechos fundamentales que le corres- 
ponden. 

Desde el punto de vista politico, la Ley 54/1978, de 
4 de diciembre, sobre partidos polfticos y los Reales 
Decretos-Leyes de 27 de noviembre, estableciendo la ma- 



yoría de edad a los dieciocho años y admitiendo al voto 
a todos los mayores de esa edad incluidos en el censo 
electoral, vienen a aumentar el g-rado de participación 
de los españoles en el proceso político. 

Todas estas reformas han de ser asumidas por el 
Ministerio Fiscal con el espíritu que las han inspirado. 
No cabe duda que la labor del Fiscal en un Estado demo- 
crático de Derecho ha de ser más compleja y más difícil. 
Más compleja en cuanto la defensa de los derechos de 
los ciudadanos y la representación del interés social le 
obliga a extender su campo de actuación, con interven- 
ciones de las que hasta ahora estaba excluido, tanto en 
orden a defender la legalidad y la sociedad de la intro- 
misión de grupos políticos que pretenden fines excluidos 
por la Ley fundamental, como a tutelar los derechos de 
la persona no sólo en el ámbito penal, sino en la total 
exclusión del ordenamiento jurídico. Más difícil por 
cuanto todo lo que sea ampliar las garantías y los dere- 
chos de defensa, implica que el Fiscal debe extremar su 
celo, su estudio y su intervención en el proceso para 
equilibrar los derechos de defensa del inculpado con los 
derechos de tutela de la sociedad ofendida y perturbada 
por el delito. Ello ha dado lugar a Circulares de esta 
Fiscalía dando instrucciones sobre la interpretación y 
aplicación de alguna de las mencionadas disposiciones 
legales que no se incluyen en esta Memoria por ser de 
fecha posterior al periodo de tiempo al que se contrae. 

En cuanto a estructura, la Constitución introduce 
hondas novedades en nuestra organización judicial y, 
al lado de principios ya tradicionales en nuestra concep- 
ción de la justicia, proclama otros nuevos que van a dar 
a ésta una configuración aún más clara y congruente 
con un Estado democrático y de Derecho. 

Principios ya tradicionales en nuestro Derecho son 
el de la inamovilidad de los Jueces, el de su responsabi- 
lidad y el de su independencia (art. 117, l) ,  el de la 
exclusividad de la potestad jurisdiccional (art. 117, 2), el 



de gratuidad de la justicia (art. 119), el de publicidad 
de sus actuaciones (art. 120, l ) ,  el rígido sistema de 
incompatibilidades de los Magistrados y Fiscales (art. 127, 
1 y 2) y, sobre todo, el enraizamiento de la Justicia con 
el pueblo, proclamado no sólo por ser la Justicia una 
manifestación de ia soberanía y residir ésta en el pueblo 
(art. 1.O, 2, y 117, l), sino plasmado concretamente en 
la institución del jurado (art. 125). 

Al lado de esos principios clásicos se han introducido 
otros nuevos que, hemos de reconocer con satisfacción, 
pretenden perfeccionar la actividad y eficacia de nues- 
tra justicia en un sincero desarrollo de su función. 

En primer lugar está el principio genérico, común a 
todos los poderes, del reconocimiento, respeto y protec- 
ción de los principios proclamados en el Capítulo 111 
del Título 1, que deberán informar "la práctica judicial" 
(art. 53,3) .  Cierto que esa suinisión tiene el límite expreso 
de que tales principios sólo podrán ser alegados ante la 
jurisdicción ordinaria, de acuerdo con lo que dispongan 
las leyes que lo desarrollan. Pero en cuanto "inspirado- 
res de la práctica judicial" marcan ya una orientación 
en la función interpretativa del Juez, toda vez que 
cuando, conforme con lo prevenido en el articulo 3, 1, 
del Código Civil, hayan de acomodar el sentido de la Ley 
a la "realidad social del tiempo en que han de ser apli- 
cadas", no podrán menos de tener presente tal realidad 
constitucional. 

El predominio de la oralidad en los procedimientos 
de todo orden (art. 120, 21 obligará sin duda a una revi- 
sión en profundidad de nuestras Leyes procesales para 
incorporarles tal principio, revisión, de otra parte, nece- 
saria dada su vetustez y la proliferación de procedimien- 
tos nacidos de la necesidad de nuevas vías procesales - 

más modernas. 
La indemnización por el error judicial (art. 121), que 

habfa pretendido introducir nuestro Código Penal de 
1822 y que sólo era hoy factible al amparo de una inter- 



pretación extensiva del articulo 40 de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado, viene a elevar 
a rango constitucional (como lo hizo la Constitución 
de 1931) incluso en aqueilos casos, que son los más, en 
que por haberse producido el error, pese a la diligencia 
y correcta actuación del Tribunal, sus miembros apa- 
rezcan exentos de responsabilidad. 

En tal caso el Estado asumirá la obligación de indem- 
nizar, con lo que el carácter subsidiario con que esa obli- 
gación estatal se configuraba en la Constitución de 1931, 
pasa a convertirse en principal y autónoma. 

Por primera vez se establece en una Constitución la 
unidad de Cuerpo de los Jueces y Magistrados de Ca- 
rrera (art. 122, l). No tiene muy clara explicación téc- 
nica la inclusión a nivel constitucional de ese detalle de 
la organización de los cuerpos jurisdiccionales, que más 
parecería reservado a la Ley Orgánica del Poder Judicial 
que habrá de redactarse en cumplimiento del mandato 
constitucional previsto en el artículo 112. La unifica- 
ción de Cuerpos o su permeabilización, sin duda, es en 
estos momentos una reinvindicación atendible, pero tal 
vez no se haya dado con la fórmula más adecuada. Desde 
luego, ha sido éste el único punto donde la Constitución 
ha descendido a niveles organizativos de los Cuerpos 
funcionariales. 

El reconocimiento del derecho de asociación profe- 
sional de los Jueces, Magistrados y Fiscales se establece 
en el artículo 127, 1, que, si niega todo derecho a perte- 
necer a sindicatos a los Jueces, Magistrados y Fiscales, 
les reconoce el de formar asociaciones profesionales a 
través de las cuales puedan defender sus intereses. El 
derecho comparado ofrece soluciones menos rigidas y sin 
más que cruzar nuestras dos fronteras tenemos el ejem- 
plo de unas Constituciones más permisivas en orden al 
ejercicio de la libertad de sindicación cuyos resultados 
evidentemente son muy discutiblemente brillantes. 

Sin duda, la novedad más trascendental introducida 



por la Constitución respecto al Poder Judicial radica en 
el artículo 122, cuyo párrafo 2 establece el principio del 
autogobierno a través de un órgano especifico: el Con- 
sejo General del poder judicial. 

Se trata de un gobierno autónomo, a través de un 
órgano propio, de cuya composición además forman 
parte no sólo representantes de los Jueces y Magistrados 
de todas las categorías, sino juristas que pueden ser aje- 
nos a los Cuerpos judiciales y designados a propuesta 
del Congreso y del Senado. Se conserva así una cierta 
preeminencia del legislativo, que no sólo tiene la fun- 
ción de control de la acción del Gobierno (art. 66, 2), 
sino también participa en el funcionamiento de la Jus- 
ticia a través de miembros elegidos por las Cortes Gene- 
rales (art. 122, 3). 

11. Las cuestiones íntimamente relacionadas con la 
Administración de Justicia y que la Constitución plantea 
no se agotan en el Título VI. Dos hay muy específicas y 
preocupantes por los conflictos que pueden suscitar si 
no se logra una fórmula certera en el desarrollo consti- 
tucional. 

La primera de ellas la plantea el artículo 53 al con- 
ceder la tutela de las libertades y derechos reconocidos 
en el artículo 14 y la Sección 1." del Capítulo 11, esto es, 
las llamadas libertades públicas, a los Tribunales ordi- 
narios, pero reconociendo a la vez otra vía de amparo 
de esos derechos ante el Tribunal Constitucional. 

Quiere decir, pues, que van a coexistir dos procedi- 
mientos especiales de tutela de aquellos derechos y liber- 
tades: uno, preferente y sumario, ante los Tribunales 
ordinarios; otro, de amparo, ante el Tribunal constitu- 
cional. Ambos han de ser desarrollados -por una ley pos- 
terior y Csta, o éstas si son independientes, habrán de 
cuidar que ambos procesos no se interfieran ni provo- 
quen conflictos de jurisdicción o declaraciones juzgadas 
contradictorias sobre un mismo asunto. El tema es bien 
claro: o ambas vías se eetablecen como alternativas o 



con un contenido objetivo diferenciado, o se establecen 
paralelamente y admitiendo como objeto del proceso 
idénticas cuestiones y entonces los confíictos se poten- 
ciarán y devendrán insolubles. 

La tercera solución, que plantearía gravísimas ten- 
siones teóricas y prácticas, seria estimar el recurso de 
amparo como extraordinario y para el supuesto de que 
la pretensión no hubiera prosperado en el juicio ante la 
jurisdicción ordinaria. Ello implicaría una revisión de las 
decisiones judiciales por el Tribunal Constitucional, que 
se convertiría así en un órgano jurisdiccional superior a 
la propia jurisdicción, lo que no encuentra base firme 
en ninguna otra norma constitucional ni parece que 
tenga precedente alguno. 

Antes de subrayar la otra cuestión interesa dibujar 
la solución aplicada por el Texto Constitucional a la posi- 
ble impugnación de las leyes ordinarias por su dispa- 
ridad con la Constitución. 

La Constitución ha resuelto el control de la constitu- 
cionalidad de las leyes optando, entre las varias solucio- 
nes posibles al respecto, no por el control jurisdiccional 
ordinario -sistema americano-, sino por el estableci- 
miento de un Tribunal especial, de carácter mixto, con 
una intervención muy directa de los órganos afectados 
-Cortes y Gobierno- en la designación de sus miem- 
bros. Hay quien entiende más lógico que si se pretende 
un árbitro imparcial y especializado, que intervenga en 
la dirimencia de la constitucionalidad con criterios &p- 
ticos, la función se hubiera encomendado a quienes, por 
principio, tienen que actuar con imparcialidad e inde- 
pendencia y, por función, están acostumbrados a la exé- 
gesis de las normas y a hacer recta aplicación del dere- 
cho, esto es, a los Jueces. 

Pero tambi6n debe pensarse que, fundándose el espf- 
ritu de la líconstitucionalidad" en la continuidad legis- 
lativa, en la interpretación auténtica de la norma legal 
y en su hermeneutica a través de lo que sobre ella pen- 



saron y pretendieron los legisladores, sea sobre quienes 
la prepararon, ,debatieron, fijaron y aprobaron sobre 
quienes haya de pesar la responsabilidad de su decisión. 

Sobre esta base el artículo 163 regula, como previ- 
sión que no encuentra apoyo específico en el Derecho 
comparado, la posicibn del Juez ante una posible ley anti- 
constitucional. La obligación de plantear la cuestión ante 
el Tribunal constitucional, sustrayendo la decisión al 
órgano jurisdiccional, tiene ya precedentes en el articu- 
lo 31 de la Ley Orgánica del Tribunal de Garantías de 
la Segunda República y, al menos, es congruente con el 
sistema de la Constitución en la materia al deferir a un 
órgano especial la declaración de inconstitucionalidad 
de las leyes. Pero la decisión de que la consulta no tenga 
efectos suspensivos y la pretensión de que el Juez venga, 
en consecuencia de esa no suspensión del proceso, obli- 
gado a juzgar aplicando la norma que estima anticons- 
titucional, ofrece un evidente mundo de confusiones. 

Continuar el proceso estando sub-iudice la constitu- 
cionalidad de la norma invocada y aplicable, va contra 
toda economía procesal y puede desembocar en una cleci- 

- 

sión judicial, amparada eil una norma, que luego se 
puede declarar inaplicable por inconstitucional. ¿Qué 
dirá el litigante perjudicado por la resolución y cuáles 
serán sus derechos? La decisión judicial será firme y con- 
servará su valor de cosa juzgada, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 161, 1, 1) "in fine", pero el litigante lesio- 
nado podrá intentar una indemnización por haber resul- 
tado condenado en virtud de una ley contraria al orde- 
namiento jurídico. ¿Estaríamos siempre ante un error 
judicial, inculpado y reparable conforme al principio del 
artículo 121? 

Preocupa hondamente a esta Fiscalía el desarrollo 
legal de este precepto, ya que se habrá de prever con 
moderación y prudencia el alcance de esa exclusión de 
los efectos suspensivos de la consulta de inconstitucio- 
nalidad, determinando si sólo alcanzará la no suspen- 



sión a la tramitación del procedimiento hasta la fase 
de sentencia o si también se pretenderá que no quede 
en suspenso ese trámite y el Juez o Tribunal vendrá obli- 
gado a dictar sentencia sin conocer la decisión del Tri- 
bunal constittucional sobre la inconstitucionalidad de 
la ley en litigio. 

Mucho es cuanto a través de la Constitución y de la 
legislación declaratoria y protectora de los derechos 
humanos han realizado las Cortes Generales en 1978 y 
bastante también lo que ha de completarse a través de 
las leyes orgánicas y ordinarias que han de desarrollar 
el texto matriz. Compleja es la tarea en la que a este 
Ministerio Público ha de caberle fundamental interven- 
ción, pues si la brújula de la libertad firmemente em- 
prendida debe pasar necesariamente por la ley habrá de 
ser siempre el Fiscal quien vigile la exactitud del iumbo. 



LA A D ~ T R A C I O N  DE LA JUSTICIA 

Al iniciar la redacción de este Capitulo considero 
deber de conciencia dejar constancia una vez más del 
estado de escasez, rayano en la penuria, en que se mue- 
ven los hombres y los órganos de la Administración de 
Justicia para la realización de su augusta misión. 

Sigue pendiente el problema de retribuciones y la 
pendencia puede ya contarse por años. No extraña, pues, 
que proclamemos la urgencia del proyecto de reforma 
tanto en su filosofía como en su resultado económico. 

Su promulgación, que sigue anunciándose próxima, 
seria momento oportuno para una revisión de la infra- 
estructura de la Administración de Justicia. Es impor- 
tante la modernización de los textos procesales, pero tan 
importante como eso es la actualización de instalacio- 
nes, medios, métodos y sistemas de trabajo. El rendi- 
miento de nuestra organización no es eficaz ni produc- 
tivo al ritmo que reclama la Justicia para ser ésta 
considerada como tal. 

No debemos excluir la autocritica de los hombres que 
la forman y el planteamiento de su propio rendimiento, 
pero, para ser equitativos, esa autocritica debe encua- 
drarse en el marco de sus compensaciones materiales y 
de los medios auxiliares de que disponen. 

Cualquier reestructura habrá de tener muy presente 
la profesionalización respectiva de todos los Cuerpos 
auxiiiares, recogiendo en una común y exigente disci- 
plina a quienes colaboran a la alta misión de juzgar y 



hacer ejecutar lo juzgado. Suprimir imágenes torticeras 
que hoy existen. De todo ello habrá de resaltar la jus- 
ticia que demanda la nueva sociedad española. 

Al reconocer esa imagen deteriorada que hoy existe 
en nuestra sociedad sobre el ejercicio material del Poder 
Judicial, no puede olvidarse el abandono en que se ha 
tenido a sus estructuras durante años, quizá porque su 
función resultaba demeritada en el reparto de las potes- 
tades públicas. De pronto se le ha exigido ocupar la ple- 
nitud de su papel en la nueva sociedad democrática, sin 
atender a la obsolencia de sus instrumentos legales y 
de sus mecanismos prácticos. 

Nos hallamos ante una ingente tarea legislativa del 
derecho sustantivo -público y privado- y del procesal, 
pero no olvidemos, y esta Fiscalía no se cansará de repe- 
tirlo, que preferente a todo1 es la infraestructura y la 
planta üe nuestra Administración de Justicia. 

El funcionamiento de los Órganos de la Administra- 
ción de la Justicia en los distintos órdenes jurisdiccio- 
nales durante el año 1978 ha sido el que a continuación 
se expone. 

1. Tribunaks de lo Penal. 
La exposición, análisis y valoración de la actividad 

desarrollada por los Tribunales en el campo penal du- 
rante el pasado año 1978 se ha hecho siguiendo dos coor- 
denadas: la clase o naturaleza del procedimiento que en 
cada caso ha dispuesto la investigación judicial y el 
órgano llamado a resolver el conflicto que plantea toda 
infracción. 

Esta actividad, inevitablemente expresada en núme- 
ros, da una macrovisión, formal y matemática, del tra- 
bajo desarrollado, que, por su propio carácter, elimina 
del contenido del Capitulo temas esenciales, cual pudiera 
ser la intrínseca calidad o bondad de la actividad juris- 
diccional que se examina, su influencia en el cuerpo 
social o, recíprocamente, la que los avatares de este ejerce 



sobre aquélla. Los números poseen la suíiciente fuerza 
de expresión para que al tiempo de reflejar el desarrollo 
del año judicial pasado nos ofrezcan indicaciones, algu- 
nas de considerable porte, entre las que destacan l a  
siguientes : 

En primer lugar el aumento del número de Diligen- 
cias Previas instruidas en relación con las que lo fueron 
en el año precedente. En 1978 se instruyeron 652.153, 
frente a las 559.461 abiertas en 1977. Si entendemos 
como noticia criminis la que ha dado lugar a la apertura 
de cada una de las 92.692 Previas que se han incoado 
de más sobre las del pasado año - c i f r a  que representa 
un crecimiento de un 14,22 por 100-, se confirma la 
inquietante y general convicción del aumento de la cri- 
minalidad en valores absolutos y reIativos. 

Tal desarreglo social, independientemente en este 
examen estadístico de todo diagnóstico en cuanto a su 
origen y valoración, comporta un correlativo peso en la 
actividad de los órganos de la Administración de Justi- 
cia, que es absorbido por los Tribunales con desigual 
presión, como más adelante se comprobará. 

El segundo es el número de aquellas Previas que, tras 
el sobreseimiento acordado por desconocimiento de su 
autor, son archivadas. Fueron 309.574. Representan, pues, 
casi la mitad de las instruidas. Exactamente el 41,48 
por 100. Ciertamente, la actual y peculiar estructura de 
la sociedad española -que como consecuencia de los 
grandes desplazamientos de población ha creado enor- 
mes concentraciones humanas- propicia el delito y 
facilita su impunidad. 

Aquí 6e nos ofrece un tema de meditación de gran 
importancia: hasta qu6 punto las denuncias de hechos 
presuntamente delictivos sin autor conocido inciden 
-desequilibrándole en la labor de los Juzgados de 
Instrucción hasta casi un 42 por 100 de trabajo estéril. 
Y, consiguientemente, cómo y dónde podría ~-emansarse 



esta primera criba procesal, sin acumularse en los Juz- 
gados. 

a) Diligencias Previas. 

1977 1978 

Número de Por- Número de Pm- 
diligencias ceniaje diligencias oenthje 

Pendientes del año anterior ... 70.129 11,12 94.081 12,60 
Iniciadas en el año ... ... ... 559.461 88,88 650.153 87,39 

T ~ ~ A L  ... . .. ... .. . .. . . . . 629.600 1i00 746.234 100 

Su aumento en valores absolutos ha sido el de 92.652 
nuevas Diligencias. En valores relativos supone el de un 
14,22 por 100. 

No deja de llamar la atención el número de las que 
se encuentran en trámite a fin de 1978: 114.696. Repre- 
senta el 15,37 por 100 de las instruidas, porcentaje que 
si pudiera resultar admisible, o al menos tolerable, en 
otro tipo de instrucciones, más dilatadas o complejas, 
parece francamente excesivo aplicado a autos con voca- 
ción y ñnalidad tan sumaria. 

Es triste señalar que la agilización, en cuanto a su 
conclusión y término, no ha progresado. En 1977 que- 
daron pendientes 94.081. En el año 1978, 114.696. 

Es manifiesta, como se ha dicho, la reducida propor- 
ción del número de estas Diligencias iniciales que se 
transforman en verdaderos procesos penales. &-@e- 
mente un 10,75 de las mismas, de las que un 2,78 corres- 
ponden a Sumarios y un 7,97 por 11% a Preparatorias. 
Bidentemente contribuye a &te resultado el elevadí- 
simo número de estas Instrucciones que concluyen, 
según ha quedado explicado, con una declaración de des- 
conocimiento de su autor. Fenómeno que, si certera- 
mente recoge la ciencia criminológica como constante 
mundial, no por eso debe ser admitido como norma 
aceptable. 



Lo expuesto queda reflejado en el siguiente estado: 

1977 1978 

Número de Por- Nilmero de Pm- 
di~iigeiiQas centaje diligencias calaje 

Archivadas por no ser d&to. 92.203 18,9 113.237 15,17 
Por anitor no habido ...... 249.965 39,7 309.574 41.48 
Declaradas falta ............ 87.084 13,3 98.659 13.22 
Convmidas en S d o  ...... 17.700 3,1 20.874 2,78 
Convertidas en Preparatorias. 55.922 8,8 59.506 7,97 
Inhibidas .................. 23.005 36 24.089 3,22 
En trámite ............... 94.204 15,7 114.763 15,37 

Solamente, pues, un 10,75 por 1 0  de los hechos 
denunciados o conocidos - apa r t e  del 13,22 por 100 tra- 
mitado como falta- se han tratado como delitos. 

Los datos estadisticos atestiguan un aumento en el 
número de las Preparatorias instruidas -4.693 sobre las 
de 1977-, con manifiesta progresión de las que han 
llegado. hasta la apertura de juicio oral, que si en 1976 
fue el de 47,4 por 100 y en 1977 el del 46,6 por 100, en 
1978 lo ha sido del 53,16 por 100. 

Igualmente constituye dato importante que debe ser 
consignado el de que el número de Preparatorias sobre- 
seídas por resultar desconocido el autor del hecho ha 
quedado, en valores absolutos y relativos, reducido a la 
casi mitad de las mismas. En 1978 concluyeron en la 
forma expuesta 6.750, que representan un  8,39 por 100, 
frente al 15,7 y 16,3 por 100 de los años 1976 y 1977. 
Ello quizá debido a la utilización de las Previas como 
un cedazo más cuidadoso de los hechos importantes O 

probables. 

Expresados datos y otros que complementan el curso . . 

de las mismas se reflejan en el siguiente estadillo: . ' 



1976 1977 1978 

Número de Por- Número de Por- Número de Por- 
diiigencias centaje diligencias centaje diligencias centaje 

Pendientes da2 a60 ani- 
terior ............... 14.497 21,4 15.246 20.6 17.036 21,19 

Incoaxtss en el año ... 54.989 78,6 58.658 79.4 63,.351 78,W 

Sobreseídas por no ser 
delictivo el hecho o 
no p~obarse. su d- 
zaci6n ............ 7.047 10,l 7.875 1.0,6 6.840 10.7 

Sobreseidas por m> co- 
nocerse el autor o 
estar exento de res- 
,pnsabiidad ......... 10.84 1 15,7 12.095 16.3 6.750 8,39 

Abierto el juicio o r l .  32.939 47,4 33.759 45,6 42.734 %,16 
Pasaron a Sumario ... 3.061 4.4 3.179 4,3 T.0'22 3,75 
En trámite ............ 15.019 21,7 16.922 22.9 17.809 22.15 
Paralizadas rebel- 

día ............... 579 0.7 74 0.3 1~432 1.78 

1976 1977 1978 

Sentencias dictadas ... 1 3.705 18..n0 29.1E1 

Al examinar el curso de las mismas se advierte, en 
t6rminos generales, el mantenimiento de las constantes 
que caracterizan este tipo de instrucción. Su aumento 
concuerda con el de la actividad judicial media y es 
homogéneo, a salvo del número de sentencias pronun- 
ciadas. En este apartado la progresián ha sido espec- 
tacular. Durante el período a que se refiere esta Memo- 
ria se dictaron 29.125 sentencias, frente a las 18.029 
pronunciadas en 1977. Eh 1976 se dictaron 13.705 sen- 
tencias. 

La razón del retorno a los niveles normales de esta 
actividad -téngase en cuenta que en 1974 se resolvie- 
ron por sentencia 36.885 Diligencias Preparatorias y 
32.735 en 1975- hay que hallarla en que en noviembre 
de 1975 fue promulgado el Real Decreto de Indulto, otor- 
gado con ocasión de la proclamacibn del Rey, en julio 



de 1976, el Real Decreto de Arnnistia y, Analmente, en 
el mes de marzo de 1977 el último Decreto de Indulto. 

Las medidas de gracia que concedían las citadas dis- 
posiciones incidieron en gran medida en el curso de un 
considerable número de Preparatorias. 

Contra dichas sentencias se formalizaron los recursos 
que recoge el siguiente cuadro. De ellos s61o un 22 por 
100 fueron interpuestos por el Ministerio Público. 

Número de Por- 
recursos centaje 

interpuestos por el Fis- 
cal ................ 405 21,9 

interpuestos por las par- 
tes ............... 1..452 78,l 

TOTALES ...... ;.. 1..837 100 

Número de Por- 
recursos centaje 

1978 

Númmode Por- 
recursos centaje 

Resueltos por la Audien- 
cia: 
Confirmados ...... 910 44,12 1.359 46,6 2.220 56,38 
Revocados ......... 546 26.5 68 1 28.2 13.037 26.33 
Pendientes de resolu- 

ción ............. 605 29,3 538 29.3 680 1'1,27 

El número de Sumarios de Urgencia instruidos es lige- 
ramente superior a los del año anterior, como puede 
apreciarse en el siguiente cuadro: 

. . .  Número de Por- 
. . . . .  sumarios centaje - 

Pendientes de! afio &erior ... 6.861 18,9 
Incoados .................. 29.863, 81,,1 - . . . . .  

Tma ...... ,.,. .., .., ,.. 36.724 100 

Número de Por- 
sumarios centaie 

7.367 19,38 
30.627 80,61 



Su desarrollo procesal es como sigue: 

1977 

Número de Por- 
sumarios centaje 

Sobresei miento prwjsiond 
(art. 641, l." de L. E. O.). 2.718 7 3  

Sobresei miento provisional 
(art.&1,2."deL.E.Cr.). 7.008 19,2 

Declarados falta ............ 405 1,2 
Inbibidos .................. 486 1,s 
Elevados a la Audiencia ... 18.571 19,s 

Trámite en la Aztdiencia: 

Total aamitados ......... 26.729 100 
Sobreseirniento (art. 641, 

lr."delaL.E.Cr.) ...... 1?631 63 
Sobreseirniento (art. 641, 

2." de la L. E. Cr.) ...... 2.299 8,7 
Abiento Juicio Oral ...... 113.243 493 
Extinción de responsabili- 

dad .................. 2.362 8 3  
Pendientes ............... 7.194 26,s 

1978 

NiÍmero & Por- 
sumarios centaje - 

Se observa que, porporcionalmente, ha disminuido el 
número de Sumarios de Urgencia terminados en sobre- 
seimiento. Tal dato cobra su exacto valor al relacionarlo 
con lo acontecido en los años 1975, 1976 y 1977. Durante 
este período corrieron esta suerte (comprendiendo ambos 
tipos de sobreseimiento) un 27,9, un 35,8 y un 26,7 por 
100, respectivamente. En 1978 tal proporción fue de un 
25,39 por 100. 

Igualmente, ha disminuido en -1 período a que se 
contrae esta Memoria el número de aquellos concluidos 
por declaración de extinción de responsabilidad. En 1975 
fue de 2.025, en 1976 de 1.934, en 1977 fue de 2.632; final- 
mente, en 1978 tal número se redujo a 1.413. No cabe 
duda que las expuestas cifras son el resultado de la inci- 
dencia producida por las medidas de gracia a que nos 
hemos referido. 

Las sentencias dictadas por l& Audiencias en esta 
clase de Sumarias han sido las siguientes: 



1977 1978 

Número de Por- Número de Pm- 
sentencias centaje sentencias centaje - 

Centencias diotadas ......... 9.401 100 . -1 b.854 100 
Tdrnente conformes con la 

acusación ............... 5.936 63,72 7.789 6635 
Parcialmente confofmes ...... 1.13 1 12,02 2.613 22.04 
Disconforrnes ............... 2.337 21,88 1.352 11.40 

.. ~ 2 - -. . . 
Este cuadro, destinado a expresar la relación entre 

la postulación instacia por 1áSpartes y la resolucí6ri acor- 
dada, refleja una considerabIe disminución del número 
de sentencias dictadas en disconformidad absoluta con 
la acusación. La proporción de las sentencias absoluto- 
rias, un  11,443 por 180 en 1978, ha disminuido considera- 
blemente en relación con este tipo de pronunciamientos 
acordados en 1977, un 24,88 por 100, en 1976 un 14,s 
por 100 y en 1975 un 15,4 por 100. 

Si tales resultados se deben, como parece razonable, 
a un mayor esfuerzo y diligencia del Ministerio Público y 
a-r.un& más..acuciosa intervención en.período instructor; 
constituyen un estimulo y una compensación al trabajo 

. . . . .  bien hecho. . . . . .  
. . -  
. .  - . . . . .  . 

. :  . . .  . . .  
. . .  d) Sumarios Ordinarios. . . - - -  . . . . . .  .. 

Su curso ha sido el siguiente: 

. 1977 ' 1978' . , . '  

Número de Por- Níirnmo de ..Por- 
: sumarios - centaje . sumarios - centaje 

- .  - 
Trámite de Instrircci6n: . , .  . .-; - .  

Pendientes del año anterior. 3.087 21#,7 3.189 22,16 
...... I n d m  en el año 111 367 79,3 '1l1:197 - 77.83 

............... TOTAL 14.867 100 
. . . . . . . . . . . . .  . . . .  

14.386 1i00 , 

. . . . 
Declarados falta ......... 154 11; 1 218  1.52 

. . .  ::-1,8 ,.. --255;-. . -1 1t55 hE,bid&- ... ,.. .......... 325 . 

E:levados a le ,Audiencia. ,.10!666 . 74.3, , . , JO;t51 . 79,96 
'Pendientes :,. .l... ......... 3.181 .. 29;3 3.681 25;93 



Número de 
sumarios 

Trdmire en lo Audiencia: 

Sobreseido ,por no ser de- 
lito .................. 4.500 

Sobreseido por ser el autor 
decconncjdo ............ 2.465 

Abierto Juicio Oral ...... 3.251 
Extinción de responsaihili- 
&d .................. 251 

Pendientes ............... 1 .S 19 

Por- 
centaje - 

Número& Por- 
sumarios centaje 

Número de Por- Nfimero de Por- 
sentencias centaje sentencias centaje 

Sentencias diotadas ......... 2.720 1.00 3.072 1'00 
Totdmcnte c o n f m e s  con la 

acusación ............... 1.404 5 1~,8 1.688 54,80 
Parcialmente conformes ...... 424 15.3 906 29.41 
Diaonfonnes ............... 892 32.9 47 8 15.51 

La nota más acusada es el equilibrio y escasa altera- 
bilidad de sus datos. Destinados, pese a su nombre, al 
esclarecimiento de hechos de especial importancia y gra- 
vedad -afortunadamente menos frecuentes-, se ven 
menos afectados que los procesos medios y menores. Co- 
rresponde al fondo más profundo de la criminalidad, en 
alguna medida permanente e indiferente, con ocasiones 
pasajeras. 

Ha aumentado el número de aperturas de juicio oral 
respecto a 1977 y ha disminuido sensiblemente el de sen- 
tencias absolutorias, que si en este año fue de un 32 por 
100 -excepcional, puesto que en 1975 fue el de 17 por 100 
y en 1976 el de 17,4 por 100- en 1978 se ha reducido 
a un 15,51 por 100, cifra que se acomoda más a las que 
en este sentido han venido pronunciándose. 

Dishr* det trabajo entre Juzgados y Audiencias. 

La r e f h a  procesal de 1967 creó, como es sabido, un 
nuevo orden competencial. Organos que hasta entonces 



tenían en el campo penal una función meramente ins- 
tructora -con limitadas excepciones- vinieron llama- 
dos a desempeñar otras de carácter resolutivo. Con- 
gruentemente con esta innovación, a los Tribunales Pro- 
vinciales se les descargó del conocimiento de gran parte 
de aquellos asuntos que tradicionalmente se les venía 
confiando. 

Desde un principio (año 1968) se advierte una mani- 
fiesta descompensación entre el volumen de actividad 
desarrollada por las Salas provinciales y por los Juzga- 
dos. La entidad menor, a veces de raíz puramente con- 
travencional, de genérica comisión que caracteriza a los 
delitos de la competencia de los Juzgados explica un 
apuntado desequilibrio, como se manifestó desde un 
principio. 

De entonces aquí tal desequilibrio no ha hecho sino 
ahondarse con inflexible y regular persistencia. Basta 
examinar la relación de asuntos que durante el año 1968 
fueron despachados por las Audiencias y por los Juzga- 
dos. Los primeros constituyeron el 20 por 100 de la masa 
total. El 80 por 100 restante fue diligenciado y resuelto 
en los Juzgados. Diez años después, en el período a que 
se refiere esta Capítulo, la desproporción se ha acen- 
tuado. Es de 6,41 y 93,59 por 100, respectivamente. 

En este último aspecto se impone una nueva redis- 
tribución de competencias como consecuencia de la Ley 
de 1967, que abrió camino a las Diligencias Preparato- 
rias, atribuyendo a los Juzgados de Instrucción la de los 
delitos menores junto con su fallo. Se ha recargado en 
demasía su trabajo en llamativa desproporción con la 
actuación de las Audiencias Provinciales. Tomando los 
datos estadísticos de ocho provincias de la España cen- 
tral nos ofrecen una media de sentencias penales y civi- 
les de 79 al año, con un promedio de ponencias de 26 
por Magistrado. Pues bien, repasando los despachos de 
algunos Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de 
esas mismas provincias y sumando las resoluciones dic- 



tadas en Diligencias Preparatorias, apelaciones de jui- 
cio de faltas, juicios civiles ordinarios, interdictos, juris- 
dicción voluntaria, etc., se llega a la conclusión clara de 
que algo muy importante falla en la distribución del 
trabajo. Se tendió en aquella reforma a aliviar de exce- 
sos a las Audiencias y justo es consignar que se consi- 
guió el objeto, pero algo se ha desfasado en la medida 
cuando- el péndulo se ha desbocado hacia el lado con- 
trario. 

Tal estado de cosas -por los problemas de vacío o, 
por el contrario, de congestión que entraiian para unos 
y otros Tribunales- es motivo de preocupaci6n e inquie- 
tud para este Fiscal, que, si no lo ha ocultado en ante- 
riores Memorias, interesa hoy advertir con mayor énfasis. 

Es evidente que la demografía del país, por razones 
bien conocidas, ha sufrido una profunda transformación. 
Densas masas de población se han centrado y enraizado 
en espacios hasta entonces agrarios o suburbiales, sin 
que por ello se haya transformado su estructura judicial 
acorde con su condición rural. En otras zonas la despo- 
blación ha sido general o muy intensa, pese a lo que 
(seguramente por no herir a las "fuerzas vivas") las vie- 
jas instituciones han permanecido. El desajuste entre 
demanda y órgano de respuesta a la misma se ha acen- 
tuado. Han sido insuficientes e insatisfactorias las medi- 
das correctoras hasta el momento acordadas (separa- 
ción de jurisdicción penal y civil en grandes capitales, 
creación de algunos Juzgados, etc.) y se evidencia día a 
día que la única solución se encuentra en un sincero y 
exacto acomodo de todo el aparato judicial a la realidad 
del país. Mientras no se haga seguiremos contemplando 
y padeciendo el hecho de que un Juzgado constituido 
para-atender una ciudad de 25.000 ó 30.000 habitantes 
y su término, resuelva ahora, o intente resolverlos, los 
problemas de una población diez veces mayor. 

El análisis porcentual, en función de los Wtintos 



tipos de proceso, se refleja en el siguiente estado, refe- 
rido a los tres últimos afios. 

Análisis porcentual de los diferentes tipos de pro- 
cesos : 

1976 1977 1978 

Diligencias Preparatorias ......... 56.7 57,l 60,29 
Siimanos de Urgencia ......... 3 1,9 30,4 ?9,12 
Sumarios Ordinarios ............ 11,4 1 11,4 10.65 

Su distribución en cifras absolutas es la siguiente, 
significándose, para el buen entendimiento del esquema, 
que se atribuyen a los Juzgados las Preparatorias y Pre- 
vias terminadas, sin contar las que se convierten en Pre- 
paratorias o Sumarios, y, dentro de la actividad de las 
Audiencias, los Sumarios Ordinarios y de Urgencia y las 
sentencias dictadas en apelación de las pronunciadas en 
los Juzgados. 

DILIGENCIAS INSTRUIDAS POR AUDIENCIAS Y JUZGADOS 

Audiencias Juzgados 

NiSmero de Por- 
diligencias centaje 

55.552 20,OO 
3'7.427 13,70 
39.152 19,16 
38.544 12,OO 
36.483 10,60 
37.760 10,OO 
37.640 9.56 
40.083 9-50 
45.785 9.34 
43.7710 7,50 
43.287 6.41 

Número de Por- 
diligencias centaje 

222.587 80,430 
235.929 86,30 
258.345 86.84 
282.897 88,M 
309.322 89,40 
332.781 90,OO 
356.224 90.44 
381.516 90.50 
444.499 90.66 
539.378 92,50 
63 1.102 9339 

Total 

En cuanto a las sentencias pronunciadas por uno y 
otro órgano es el que a continuación se recoge. 



SENTENCIAS PRONUNCIADAS POR AUDJIENCMS Y JUZGADOS 

AudUemias Juzgados 

A N O  Número de Por- Número de Por- TotaI 
sentenaim centaje sentencias centaje 

La Jzcstkiu de Distrito en el orden penal. 
La nota que caracteriza el desarrollo de la Justicia 

de Distrito durante el año 1978 ha sido la de su creci- 
miento, ya observado en años anteriores, pero que éste 
alcanza niveles espectaculares. 

Basta recordar que se tramitaron 874.040 juicios de 
faltas, 310.645 más que en 1977 y prácticamente el doble 
de los sustanciados en 1975. 

1975 1976 1977 1978 

Pendientes del año anterior. 63.109 52.938 89.562 94.693 
Incaadas en el año ......... 376.123 420.773 473.864 779.387 

TOTAL .................. 439.232 473.7181 563.426 878.080 

1973 1976 1977 1978 

Númeao de Por- Número &a Por- Número de Por- Número de Por- 
santencias centaje sentencias centaje sentencias cenlaje sentencias centaje 

Seutencim dic- 
tadas .......' 248.004 . '100 235.773 100 745.661 100 00766.785 100 

Condenatorias;.:1.34;982 .54,2 1316410 55;8 1'35.837 53,15 1:63.379 61,23 
Abbolutorim ... 113.022 453 104.363 44,2 11'9.824 46,85 103.406 38.76 

La proporción de sentencias absolutorias (38,76 por 
100) ha disminuido en relación con las del año anterior 



(46,85 por 100). Para la inteligencia de este dato resulta 
preciso, dadas las características del juicio verbal, enla- 
zarlo con el número de Previas, Preparatorias y Suma- 
rios que fueron concluidos sin conocerse la identidad 
de la persona responsable. 

2.  Tribunales del orden civil. 
Dos son los aspectos a contemplar en la Administra- 

ción de Justicia en el orden civil: el estadístico y eP 
concepto-funcional. 

Bajo el prisma estadístico, al que sólo haremos refe- 
rencia en este capitulo, la actividad de los Tribunales del 
orden civil en  el año 1978, al igual que en el anterior, 
ofrece un claro aumento, especialmente en los Juzgados 
de Primera Instancia. 

Los Fiscales se cuidan de poner de relieve en sus 
Memorias estas diferencias cuantitativas, siendo excep- 
ción las Audiencias Provinciales en las que el trabajo no 
ha aumentado o, si lo hizo, fue en muy escasa medida. 

Siguiendo la tónica de años anteriores, y para una 
mejor comprensión de la evolución en la labor desarro- 
llada por los organismos judiciales de este orden, distin- 
guiremos los siguientes apartados: 

Juzgados de Primera Instancia. 
Los asuntos civiles tramitados en los mismos, distri- 

buidos por materias, con expresión de los dos años ante- 
riores, son los reflejados en el siguiente cuadro: 

............ Cuestiones de wmpctcncia 842 
Mayores cuantías ..................... 4.856 
Menorcs cuantías ..................... 19.3 12 
Ejecutivos ........................... 63.859 
Arrenda,mientos ..................... 2.640 
Quiebras y suspensiones de pagos ...... 619 
Otros contenciosos .................. 23.53'8 
Jurisdicci6n voluntaria ............... 47.732 



Llama la atención, en el precedente cuadro estadís- 
tico, el considerable aumento experimentado por los jui- 
cios ejecutivos y universales de quiebra y suspensiones 
de pagos, que pone de relieve, acaso con mayor claridad 
que otros datos, la situación económica del país. 

Si del examen por razón exclusiva de la materia pasa- 
mos al de los despachados en las diversas circunscrip- 
ciones territoriales en que se encuentra dividida la Admi- 
nistración de Justicia eii España, el siguiente cuadro 
estadístico nos muestra los tramitados por los Juzgados 
de cada una de las mismas: 

1976 

Juzgados del Temtorio de Madrid ...... 33.642 
Juzgados del Territorio de Barcelona ... 25.215 
Juzgados del Temtorio de Valencia .... 17.209 
Juzgados del Territorio de Sevilia ....... 14.245 
Juzgados del Territorio de Burgos ...... 10.087 
Juzgados del Temtorio de Granada .... 6.850 
Juzgados del Territorio de Abacete .... 7.208 
Juzgados del Territorio de La Coruña . 7.907 
Juzgados del .Territorio de Valiadolid .. 7.124 
Juzgados del Territorio de Zaragoza ... 6.374 
Juzgados del Tem'tmjo de Las Palmas. 6.334 
Juzgados del Territorio de Navarra .... - 5.036 
Jugados del Territorio de Badeahes .... 4.540 
Juzgados del Territorio de Oviedo ...... 4.499 
Jugados del Territorio de Cáceres ..... 3.128 

Torh~Es ... ... ... ... ... ... ... ... ... 159.398 

Como puede observarse, existe un aumento en el 
número de' asuntos despachados por los Juzgados de Pri- 
mera Instancia, con excepción de los del territorio de 
Granada, que, en el orden cuantitativo globalmente con- 
siderado, representa---diferencia en más del 9,61 por 
100 en relación al año 1977 y del 20,43 por 100 respecto 
del 1976. 

Auüiendas Provinciales. 
El número de asuntos tramitados en materia civil 

por las Audiencias Provinciales, si bien sigue en aumento, 



como se pone de manifiesto en el siguiente cuadro esta- 
dístico, refleja una más contenida progresión que en el 
año anterior: 

1976 

Cuestiones de competencia ...... 14 
Apdariones de asuntos promien- 

tes de Jugados de 11.' Instancia. 1.062 
Apiaciones de asuntos proceden- 

tes de Juzgados de Distrito ... 3.612 
Actos de jurisdidón voluntaria ... 93 

T m u  .................. 4.781 

Audiencias T&to?%zles. 

El trabajo desarrollado por las Salas de lo Civil de las 
Audiencias Territoriales queda plasmado en el siguiente 
cuadro: 

...... Cuestiones de competeíitia 121 
Jurisdicción contenciosa con rela- 

............ ción a las personas 614 
Jurisdicción contenciosa con rela- 

ción a las personas ............ 8.268 
Actos de jurisdicción voluntaria ... 137 

Es de resaltar el aumento de asuntos en las Audien- 
cias Territoriales, que se pone también de relieve en el 
número de sentencias dictadas, que en los años reseña- 
dos han sido de 6.073, 6.287 y 6.413, respectivamente. 

3. La Jurisdicción Contenctoso-admi~z&trativa. 
La actividad desarrollada por las diferentes Salas de 

lo Contencioso-administrativo de las Audiencias Territo- 
riales, incluyendo las de esta especialización que funcio- 
nan en Bilbao y Santa Cmz de Tenerife, ha sido la 
siguiente : 



Albacete ......... 
Oviecto ............ 
Balearw ......... 
Barcelona ......... 
Burgos ............ 
Cáceres ............ 
Coruña (La) ...... 
Granada ......... 
Las Palmas ...... 
Madrid ............ 
Navarra ......... 
Santa C m  de Ten- 

rife ............ 
Sevilla ............ 
Valencia ......... 
Valladoiid ......... 
Vizcaya ......... 
ZaJmgoza ......... 

Recursos 
interpuestos 

Ranirsos 
caducados. 
desistidos e 
inadmi2idos 

40 
46 
2 1 

171 
148 

Sentencias 
dictadas 

Recursos 
esti. mados 

Comparando estas cifras con las del año 1977. que. 
totalizadas. fueron: 

Recursos interpuestos ..................... 1.2.943 
Caducados. desistidos e Lnadmitidm ......... 2.587 
Sentenoias dictadas ........................ 8.027 
Recursos esbimados ........................ 5.059 

Se aprecia un aumento no sólo en numero de recur- 
sos interpuestos. sino también en el de estimados . 

4 . La jurispruüencia social o laboral . 
Durante el año 1978 fueron notificadas a esta Fis- 

calía 6.228 sentencias dictadas por el Tribunal Central 
de Trabajo en recursos de Suplicación contra las senten- 
cias de las Magistraturas de Trabajo a efectos del recurso 
en interés de Ley . La Fiscalía interpuso durante el año 
cinco recursos de esta clase . 

Asimismo emitió para el Tribunal Central del Tra- 



bajo 1.017 dictámenes sobre competencia jurisdiccional 
por razón de la materia. 

El Fiscal no tiene intervención en la tramitación de 
de instancia ante las Magistraturas de Trabajo. Sin em- 
bargo, se percibe con notoriedad, a través del conoci- 
miento de los recursos, el gran volumen de asuntos que, 
de acuerdo con las tensiones sociales del momento y la 
masa de intereses afectados, afluyen a los órganos de 
la instancia única de esta Jurisdicción, extraordinaria- 
mente sobrecargadas de trabajo, pues algunas Magistra- 
turas alcanzan los 4.000 ó 5.000 expedientes ingresados 
durante el año. 

El Ministerio Fiscal tiene una intervención limitada 
en el proceso del Derecho Social. 

Prescindiendo de la obligada por razones institucio- 
nales, en las cuestiones de competencia jurisdiccional, 
en el régimen disciplinario y en la representación y 
defensa de incapacitados, la actuación del Fiscal en la 
Jurisdicción del Trabajo se produce, como es sabido, en 
el recurso de casación, como norma general, en concepto 
de asesor del Tribunal, dictaminando sobre la proceden- 
cia del recurso. También, aunque excepcionalmente, 
interviene como parte formalizando el recurso, cuando 
los Letrados de Oficio han convenido en su improceden- 
cia y el Fiscal disiente de este parecer, lo que no es más 
que una especial y eficiente aplicación de lo previsto para 
este caso en el articulo 18 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. También interviene el Fiscal, como única parte 
legitimada activamente, en el recurso en interés de la 
Ley. Y, finalmente, tiene conocimiento a través de noti- 
ficación de todas las sentencias del Tribunal Central del 
Trabajo, excepto, inexplicablemente, de las sentencias 
dictadas en conflictos colectivos. 

Aunque el Fiscal no esté presente en todo el resto 
de la actuación judicial, en esta rama del Derecho, desde 
su posición, tal como la hemos descrito, toma perfecta- 
mente el pulso a la vivencia del Derecho del Trabajo 



y de la Seguridad Social; ello le permite advertir cómo 
las necesidades y exigencias litigiosas del Derecho Social 
crecen actualmente en una medida no corriente que 
supera toda previsión. 

A la acumulación de recursos de casación pendientes 
en la Sala Sexta del Tribunal Supremo ha puesto reme- 
dio el Real Decreto-Ley 14/1978, de 8 de junio, que refor- 
mó, con efecto retroactivo sobre los procesos pendientes, 
el procedimiento laboral en el sentido de limitar el acceso 
a la casación y a la suplicación, según criterio de con- 
junción de materia y cuantía pecuniaria y simplificando 
el procedimiento mediante la suspensión del trámite de 
vista en la casación, que sólo se celebrará cuando el Tri- 
bunal lo estime necesario. 

Esta medida legislativa ha conseguido desplazar de 
la Sala Sexta del Tribunal Supremo al Tribunal Central 
del Trabajo unos 4.000 recursos pendientes y ha dismi- 
nuido en gran medida el aflujo de nuevos recursos de 
casación y de suplicación en el Tribunal Central del Tra- 
bajo para lo sucesivo. 

La Fiscalía no puede por menos de formular algunas 
reservas al medio empleado para resolver el problema 
del retraso de los asuntos: en primer término, las partes 
interesadas en los procesos habrán visto con sorpresa y 
desengaño cómo su asunto, pendiente tanto tiempo, se 
desplaza, sin resolverse, a otro Tribunal, en donde podrán 
temer, naturalmente, que continúe el retraso. 

En segundo término, se advierte el criterio predomi- 
nantemente cuantitativo de la limitación del acceso a 
los recursos cuando, desde el punto de vista jurídico -en 
el que más interesa la función uniformadora de los Tri- 
bunales Superiores-, el valor pecuniario resulta el me- 
nos relevante. 

Y, por último, también llama la atención al Fiscal 
que el trámite de la vista en casación quede al arbitrio 
del Tribunal. El principio de oralidad combinado con el 
de publicidad ofrece mayores garantías y satisfacción al 



justiciable, siendo el preconizado para todo proceso en 
el artículo 120, 2 de la Constitución. 

Un tema preferente en la actual ocasión legislativa 
de desarrollo de la Constitución lo es sin duda, a propó- 
sito de la Jurisdicción del Trabajo, el planteado por el 
imperativo de la unidad de jurisdicción, consagrada en 
el artículo 117, 5 de la Constitución. 

La actualmente llamada Jurisdicción del Trabajo es 
una jurisdicción especial, no especializada. En efecto, el 
estatuto jurídico orgknico de los jueces que aplican el 
Derecho Social es distinto y diferente del de los jueces 
ordinarios. En esta distinción o diferencia radica la sepa- 
ración, nada sutil, que se hace entre jueces ordinarios y 
jueces especiales, porque la distinción no se basa en la 
preparación profesional. Si fuera ésta la pauta de la dis- 
tinción sí se estaría en presencia de una jurisdicción 
especializada, que no especial, tal como ocurre en la 
vigente organización de lo Contencioso-administrativo, 
que podría servir de modelo para la reforma, en sentido 
uniílcador, de la del Trabajo. 

En el orden del procedimiento las exigencias de gra- 
tuidad y rapidez que tiene el proceso laboral al servicio 
de la paz social, del respeto a la libertad y de la protec- 
ción de la parte más débil, en relación con el volumen 
de asuntos, se satisfacen con un procedimiento sencillo 
y rápido y con la instancia única, tal como es el vigente, 
no necesario, a nuestro juicio, de reforma profunda, sino 
sólo de mejoramientos sencillos. 

Pese a la importancia de los intereses sociales en 
juego en el proceso laboral, la extensión, la capilariza- 
ción de estos litigios, hace impracticable una interven- 
ción del Fiscal en todas sus instancias. La función pro- 
motora y defensora de aquellos intereses puede realizarse 
satisfactoriamente con la intervención del Fiscal en la 
casación y con el recurso en interés de la Ley en la forma 
en que hasta ahora ha sido regulada. 



LA INTERPRETACION DEL DERECHO SOCIAL 

El cambio social, económico y político de nuestro país 
ha sido en estos últimos años tan profundo y radical 
que transciende de marcos de programas y partidos poli- 
ticos. 

En efecto, se ha pasado a una sociedad industrial, 
pluralista y democrática. Y ninguna rama del Derecho 
como el Derecho Social está más expuesta al dato polí- 
tico-social. 

Ninguna estructura o institución del Estado puede 
permanecer al margen, impasible e inmóvil, por encima 
del proceso de cambio, sino que es llamada a jugar en 
el mismo u11 papel, a servir de instrumento y de cauce 
para la evolución. 

La misión que atañe al Poder Judicial, a los Organos 
de la Administración de Justicia, no es de las menos 
importantes en el proceso de cambio. Y el Ministerio 
Fiscal -todavía más apremiado por las exigencias intrín- 
secas de su función dentro del Poder Judicial- es espe- 
cialmente llamado s defender los intereses sociales, las 
aspiraciones de la sociedad que está construyendo su 
Derecho nuevo. 

La función jurisdiccional consiste en la apiiwión e 
interpretación del Derecho en los conflictos individuales. 
Para esta tarea el método de la subsunción, del silogismo 
judicial parece ofrece modernas orientaciones hacia la 
teoría o el método de la signiflcación pluralista de las 
normas, el de la interpretación creadora, para el caso 
individual, hecha por el Juez. 

En esta misión de aplicar e interpretar el Derecho 
Social el Juez cuenta ahora con un material de primera 
mano, expresión auténtica de la voluntad popular que 
le suministra el espíritu de la Constitución. 

No sólo el Poder Legislativo ha de desarrollar en la 
Ley ordinaria la Constitución. También incumbe el des- 



arrollo al Poder Judicial, pues la Jurisprudencia es fuente 
complementaria del Derecho. Y más en ésta, cuya diná- 
mica social afecta directa o indirectamente al bienes- 
tar del pueblo español, por el que debe velar el Minis- 
terio Fiscal. 

5. Audiencia Nacional. 

Transcurridos más de dos años desde la creación de 
la Audiencia Nacional, existe suficiente perspectiva para 
analizar su funcionamiento, los resultados obtenidos, las 
dificultades que surgen en su gestión y, con los adecua- 
dos elementos de conocimiento, estimar la positividad de 
su creación. 

Para ello conviene examinar no sólo el contenido 
jurisdiccional de la Audiencia Nacional y sus resultados, 
aunque sea indudablemente lo más importante, sino 
también su base o estructura material, que, aun siendo 
factores teóricamente secundarios y supeditados a los 
preferentes de la Justicia misma, alcanzan a ésta en 
cuanto son su soporte y viabilidad si son adecuados o, 
por el contrario, la diftcultan o imposibilitan si resultan 
deficientes o impropios. 

Al crearse la Audiencia Nacional por Real Decreto- 
Ley 1/1977, de 4 de enero, se establece al mismo tiempo 
el núcleo básico de sus atribuciones, diferenciado en dos 
órdenes jurisdiccionales distintos: el contencioso-adrni- 
nistrativo y el penal. 

a) En el primero se le encomienda el conocimiento, 
salvo excepciones, de los recursos que se formulen en 
relación con los actos emanados de los órganos de la 
Administración pública cuya competencia se extienda a 
todo el territorio nacional y cuyo nivel orgánico sea infe- 
rior al de las Comisiones Delegadas del Gobierno y no 
estén atribuidos a las Audiencias Territoriales. 

No cabe duda que la Audiencia Nacional, en este 
orden, ha significado un  alivio extraordinario en el ago- 



biante número de recursos que pesaban anteriormente 
sobre el Tribunal Supremo. 

La Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audien- 
cia Nacional ha despachado en el año 1978 un total 
de 1.767 recursos, cifra suficientemente elocuente por si 
misma. 

b) En el orden jurisdiccional penal se encargó esen- 
cialmente a la Audiencia Nacional una serie de materias 
que responden a los comunes denominadores de comple- 
jidad especial, trascendencia nacional, afección a diver- 
sas Audiencias o delitos cometidos en el extranjero y, 
así, se le atribuyó la competencia en los delitos de falsi- 
ficación de moneda, algunos delitos patrimoniales que 
pudieran repercutir gravemente en la seguridad del trá- 
fico jurídico o en la economía nacional cometidos me- 
diante operaciones sobre terrenos o viviendas o con otras 
circunstancias especiales, trállco de drogas y otros siem- 
pre que fueran ejecutados por bandas o grupos organi- 
zados y trascendiesen en lugares de distintas Audien- 
cias Provinciales, delitos encomendados por la Sala de 
Gobierno del Tribunal Supremo a Jueces especiales, los 
cometidos fuera del territorio nacional, los monetarios, 
los procedimientos de extradición pasiva, etc. 

En el mismo momento de crearse la Audiencia Nacio- 
nal y para traer a la jurisdicción ordinaria cuestiones 
que hacfa tiempo venían encomendadas a la militar, por 
Real Decreto-Ley 3/1977 se le confiere también la mate- 
ria integra de los delitos de terrorismo, que incluían los 
comprendidos en la Sección 2.a del Capítulo XII, del 
Título 11, Libro 11 del Código Penal, los del Decreto de 
26 de agosto de 1975 y los tipiftcados en los artfculos 
294 bis a), b) y c) del Código de Justicia Miiitar, que 
pasaban al Código Penal con el carácter de Anexo. 

Más recientemente, a virtud de la Ley 82/1978 y Real 
Decreto-Ley 3/1979 se deroga la legislación sobre terro- 
rismo y la competencia se determina por la integración 



de los autores de los delitos en grupos o bandas organi- 
zadas y armadas. 

Las singulares características de su jurisdicción terri- 
torial y competencia por razón de la materia plantearon 
a la puesta en marcha diversas cuestiones de interpreta- 
ción de sus normas reguladoras, así como problemas de 
derecho transitorio. 

Fue una de ellas la derivada de la ley penal y proce- 
sal para delitos monetarios, de 24 de noviembre de 1938. 
que regulaba una jurisdicción especial con órganos den@ 
minados Juzgado de Delitos Monetarios y Tribunal Mixto 
de Apelación incardinados en el Ministerio de Hacienda, 
con especial procedimiento, sin que las sanciones causa- 
ran asientos en el Registro Central de Penados y Rebel- 
des y tramitándose los hechos conexos, constitutivos de 
delitos tipiflcados en el Código Penal, por la jurisdicción 
ordinaria. 

La Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional puso 
remedio urgente a normativa tan especial disponiendo 
que por el Juzgado Central, encargado de dichos proce 
dimientos, se ajustará en la tramitación de las mismas 
a lo preceptuado en el Título 111, Capitulo 11 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 

Especial atención hubo de prestarse en la aplicabili- 
dad de los beneficios de la gracia de Amnistía e Indulto 
general con los problemas de derecho transitorio, sobre 
todo en las causas por delitos políticos, en especial los 
derivados de la Ley de Amnistía de 15 de octubre de 1977, 
con los factores condicionantes de tiempo de iniciación 
de la actividad criminal, naturaleza de los delitos, resul- 
tado, intencionalidad política y móvil de restablecimiento 
de las libertades públicas o de reivindicación de las auto- 
nomías. 

Las actuaciones a que diera lugar la aplicación de 
la amnistía y la sustanciación de los recursos interpues- 
tos contra las sentencias de la Sala de lo Penal llevó 
consigo la consiguiente paralización de la tramitación 



de las causas hasta la resolución definitiva de los mismos. 
Ello dio lugar, sin duda, como se dice en la Memoria 

del Fiscal, a comentarios nacidos de ambientes extra- 
procesales recogidos en la prensa, radio y televisión, cen- 
surando por excesivo el tiempo de tramitación de los pro- 
cedimientos penales, pero, frente a ello, considera su 
deber afirmar que los Juzgados Centrales proceden todos 
con la máxima precisión, de acuerdo con la normativa 
legal de estos procedimientos que trascienden de las 
previsiones de la Ley procesal penal, que no pudo tener 
en cuenta el fenómeno del terrorismo moderno, organi- 
zado con medios inimaginables en equeila época. 

La actividad desarrollada por la Audiencia Nacional 
en el orden jurisdiccional penal durante 1978 ha sido la 
siguiente: 

Juzgados Centmles. 
Düigencias hevias ........................ 1.907 
Didigendas Preparatorias ..................... 2 17 
Sumarios ................................. 234 
Sentencias ................................. 192 

Sola de lo Pennl. 
Sentencias ................................. 39 
Recuraidas en casación ..................... 15 

Por lo que respecta a medios materiales, la instala- 
ción de la Audiencia, cuyo edificio autónomo continúa 
sin terminar, hallfindose repartidas sus dependencias en 
forma inadecuada, con sólo dos habitaciones para los 
Fiscales y otra para los de Secretaría, ubicada en los 
áticos del Palacio de Justicia, donde la propia aglome- 
ración de personas impide llevar a cabo ningún trabajo 
que requiera concentración o estudio meditado. 

Desde su creación se ha venido utilizando la Sala de 
la antigua Sección Shptima de la Audiencia de Madrid, 
cedida por ésta y ocasionalmente otras de mayor tamaño 
para casos especiales. Todas estas Salas, aptas para 
celebrar lo que pudiéramos llamar vistas clásicas, no 
retmen condiciones para ser utilizadas en los juicios par 



delitos cometidos por miembros de bandas organizadas 
y armadas, cuyos componentes, así como el público espe 
cffico de los mismos, ha desbordado toda posibilidad de 
control, con olvido del debido respeto a los Tribunales 
de Justicia. Las vistas se han convertido en algaradas y 
las intervenciones de los procesacios en permanente causa 
de irrespetuoso desorden, tomando a los Tribunales como 
estrado útil para su propaganda. La carencia de las más 
mínimas posibilidades de control y seguridad crea una 
inevitable situación de tensión en el Tribunal y en el 
Ministerio Fiscal, incompatible con la necesaria libertad 
intelectual y sosiego propia de su función. 

Aludíamos al nuevo edificio, prácticamente terminado 
hace mucho tiempo, pero en los dos años y medio de 
su funcionamiento, no obstante su perentoria necesidad, 
no se observa la más mínima progresión en las obras de 
adaptación para resolver las importantes carencias men- 
cionadas. 

Enfrentada la Audiencia Nacional, entre otras prio- 
ritarias cuestiones de la delincuencia, a los temas de dro- 
gas y pornografía organizadas, delitos monetarios y 
terrorismo, el Fiscal General del Estado considera que 
no se la han facilitado los medios materiales y la esp- 
cialísima atención humana que a tales misiones corres- 
pondían. Faltaría, pues, a su deber si no dejara Equí 
expresa constancia de la incomprensible desproporción 
que observa entre las obligaciones que se le imponen y 
el apoyo que se le presta. 

6. Actividad del Tribunal S u p r m .  

Confrontando los datos consignados en los cuadros 
estadísticos correspondientes al año 1978 con los de las 
estadísticas del último quinquenio se obsel-va, en gene- 
ral, un estado de estabilización en la actividad de las 
distintas Salas del Tribunal Supremo. 

En la Sala Primera ingresaron 1.167 asuntos y el 



número de los terminados ascendió a 896, cantidad esta 
última en la que se computan no sólo los que finalizaron 
por sentencias, sino también los que fueron por autos de 
no admisión por motivos de defectos procesales o por 
tratarse de resoluciones no recurribles en casación. 

De las sentencias dictadas destacamos por su interés 
la de 6 de octubre de 1978, que fija el alcance de la tutela 
de los pródigos en la normativa vigente del Código Civil. 

La doctrina científica viene criticando que el pródigo 
sea sometido al total y complejo engranaje de la orga- 
nización tutelar, en igual forma que se exige para los 
menores y enajenados mentales, por entender que sería 
suficiente con la antigua institución del Curador o con 
la necesidad de la autorización de un Consejo Judicial 
para determinados actos. 

La sentencia mencionada, aun reconociendo el acierto 
de dicha critica, establece que "la declaración de prodi- 
galidad si bien no priva de la autoridad paterna ni atri- 
buye al tutor facultad alguna sobre la persona del pró- 
digo, constituye una circunstancia modiflcativa de la 
capacidad civil de orden patrimonial y que además no 
le permite comparecer en juicio sin la representación 
del tutor". Consecuente con ello, anulando la sentencia 
recurrida, que se había limitado a la declaración de pró- 
digo, privándole de la administración de los bienes 
gananciales y de los hijos, transferiendo a la esposa la 
administración de los mismos, dictó segunda sentencia, 
ordenando la constitución del correspondiente organismo 
tutelar. 

La Sala segunda ha despachado, en 1978, 2.074 asun- 
tos, habiendo sido el número de los ingresados el de 2.122, 
observándose una gran agilización en la tramitación de 
los recursos. 

En varias de las sentencias se ha pronunciado sobre 
el problema de la pornografía. Cuando la imagen en ma- 
teria de publicaciones obscenas es realmente desoladora, 
alcanzando su explotación comercial en nuestra Patria 



grados insospechados de falta de escrúpulos y la obsce- 
nidad está invadiendo las calles y los hogares, conside- 
ramos conveniente la doctrina jurisprudencia1 de nues- 
tro Alto Tribunal sobre dicha materia. 

La sentencia de 17 de abril de 1978 fija el concepto 
de ofensa al pudor o a las buenas costumbres diciendo 
"que la palabra pudor alude a la moralidad de determi- 
nadas personas y que la frase "buenas costumbres" hace 
referencia a la moral social colectiva pública"; que hay 
sectores doctrinales que identican ambos conceptos 
como comprensivos de los sentimientos de recato, mori- 
geración y decencia común de las gentes en la medida 
media en que son experimentados en una sociedad deter- 
minada y en un momento también determinado, soste- 
niendo con razón evidente que el sujeto pasivo de este 
delito es siempre el mundo circundante, la colectividad 
o la comunidad social y que la conceptuación de lo que 
es ofensivo para d pudor o las buenas costumbres es 
mudable, versátil y relativo porque, al compás de los 
tiempos, de las épocas, de la filosofía imperante y de las 
normas de cultura existentes los mismos o parecidos 
actos pueden merecer la exaciación y repulsa social, 
repugnar y repeler, despertar la indignación o, por el con- 
trario, aceptarse y permitirse sin pasmo ni repulsa, sin 
aspavientos ni proscripción, como propios y caracterís- 
ticos de su tiempo y totalmente disculpables dentro de 
una normalidad de hábitos sociales y de modos habitua- 
les de conducirse". 

Por ello, en las legislaciones positivas suele estable- 
cerse una cierta amplitud o imprecisión típica, confiando 
a los Tribunales y a su prudente arbitrio la calificación 
tolerante o desfavorable de los mismos y, en su caso, la 
necesidad o conveniencia de su punición, toda vez que 
lo que se persigue con este delito no es tanto la inmora- 
lidad intrínseca de los actos como su proyección social. 

Determina qué ha de entenderse por literatura por- 
nográíica, diciendo que es "toda manifestación gráfica 



que trata de despertar artificialmente un erotismo me- 
dia~lte la descripción, narración o exhibición de esce- 
nas viciosas y aberrante5 de particulares anatómicos y 
relaciones sexuales, muchas veces "contra natura", entre 
personas de diverso o del mismo sexo, así como las 
estampas, dibujos, objetos, aparatos, revistas, películas 
o discos de igual significación, destinados principal- 
mente a la inexperta juventud, a la que pervierten o 
envilecen provocando pasiones eróticas desbordadas, 
cuando no desviaciones imaginativas, a las que dañan 
no solamente desde el punto de vista moral, sino fisica- 
mente merced a lo que se ha llamado "codicia de los 
mercaderes de tal tráfico". 

Y que si bien la tenencia de tales publicaciones, 
cuando persigue finalidad coleccionista o de mero recreo 
contemplativo propio, se ha  reputado, desde el punto de 
vista penal, conducta impune y atípica, por el contrario, 
se ha estimado como constitutivo de escándalo público 
su confección, impresión, redacción, exhibición, comuni- 
cación, venta e incluso la simple tenencia con finalidad 
de exhibición. 

En la misma orientación, la sentencia de 7 de diciem- 
bre de 1978, aun reconociendo que la sociedad española 
ha evolucionado y se advierte una leve modificación de 
las normas de cultura imperantes y que el entorno social 
actualmente admite y hasta celebra lo frívolo o lo inge- 
niosamente picante, afirma que a la moral colectiva y 
comunitaria del mismo sigue repugnando la salacidad 
burda, soez y obscena que se empeña en no destacar 
más que la animalidad del ser humano, al que reduce 
a la sola función sexual y una sola aspiración, el placer 
genésico, con mengua de toda espiritualidad y de cuanto 
tiene de excelsa la condición humana gracias a la inte- 
ligencia de que "ab initio" fue dotado. 

En las Salas 3.", 4.a y 5.8 de lo Contencioso-adminis- 
trativo el número de recursos ingresados fue de 1.069, 
1.371 y 744, respectivamente, y los terminados por sen- 



tencias y otras resoluciones, 937, 1.083 y 1.475, también 
respectivamente. 

La intervención del Ministerio Fiscal en estas Salas 
ha estado reducida a dictámenes en las recursos extra- 
ordinarios de revisión, intervención que no afecta a la 
cuestión administrativa discutida, sino que está limitada 
a la defensa de la legalidad procesal que le está enco- 
mendada. 

Y, finalmente, por lo que afecta a la Sala 6.= de lo 
Social, el número de asuntos ingresados ha sido de 2.074 
y las sentencias y resoluciones dictadas 6.861. 

De mayor interés entre las sentencias dictadas por 
esta Sala, es la de 16 de noviembre de 1978 sobre el prin- 
cipio de la autonomía de la voluntad en la contratación 
laboral. En este campo, como en todo tipo de actuación 
contractual, concurren la Ley y la voluntad; la regula- 
ción legal y la autonomía de la voluntad, que no son 
sistemas opuestos .de generación jurídica, sino comple- 
mentarios entre sí, coexistiendo siempre, aunque cam- 
biando su extensión de una a otra época y de una a 
otras materias. En las relaciones laborales las normas 
establecidas por el derecho objetivo son fuentes básicas 
y fundamentales del contrato, de aplicación obligatoria, 
hasta el punto de que no pueden ser renunciadas por 
los beneficiarios y por ello, aunque el acuerdo contrac- 
tual es fruto de la voluntad de las partes, el contenido 
económico del pacto viene predeterminado en gran parte 
por el legislador y, así, se establece que en ningún caso 
puede establecerse, en perjuicio del trabajador, condi- 
ciones menos favorables o pactos contrarios a las nor- 
mas legales (art. 9, 2 de la Ley de Contrato de Trabajo). 

Se trataba en la sentencia que comentamos del per- 
sonal de una empresa que por las estipulaciones de sus 
contratos individuales de trabajo quedaban "fuera de 
convenio", calificados como trabajadores de alta dirección 
y personal de confianza de la empresa, con retribuciones 
fijadas sin sujeción a puntos. Al elevarse, por convenio 



sindical, las retribuciones del personal con sujeción a 
grados, aquéllos reclamaron diferencias de salarios, sin 
modificar su condición de "personal fuera de convenio" 
ni renunciar a determinadas condiciones favorables que 
como tales venían disfrutando. 

El Tribunal Supremo anula la sentencia de la Magis- 
tratura de Trabajo, que había accedido a dichas pre- 
tensiones, fundamentando la dictada en casación, en el 
principio de autonomía de la voluntad que preside las 
estipulaciones del contrato laboral, siempre que su objeto 
sea lícito y no contenga en perjuicio de los trabajadores 
condiciones menos favorables o pactos contrarios a la 
legislación vigente. 



EVOLUCION DE LA DELINCUENCLA 

El terrorismo, los delitos contra la propiedad con vio- 
lencia e intimidación, la progresión de las infracciones 
de tráfico, el consumo y tráfico de drogas y el hurto y 
robo de vehículos de motor son los delitos cuyo aumento 
destaca la estadística del año transcurrido. 

A) La dalincuencia terrorista. 
Si el terrorismo ha tenido fundamentalmente una 

localkzación geográfica en las provincias vascas, también 
ha hecho sentir su presencia en otras zonas. 

El fenómeno excede en su etiología, en su tratamiento 
y en el estudio de los medios de erradicación, de la me- 
dida de estas páginas. Pese al carácter autóctono de que 
se reviste el hecho histórico, alcanza una dimensión que 
no dudamos en calificar de mundial. Sus diversas pro- 
yecciones nacionales demuestran tristemente que nos 
hallamos ante una guerra declarada contra la civiliza- 
ción (contra los Estados como estructura de vida de la 
sociedad), de la que no se librarán los paises socialistas 
en cuanto bajen la guardia que hoy mantienen bien alta. 

Evidencia es ésta que debe llevarnos a meditar si no 
estamos dejando inerme a la sociedad democrática, con- 
fundiendo el respeto a los derechos humanos con el ami- 
dono del más fundamental de estos mismos derechos. 
Que titulares unos y otros de las mismas condiciones de 
dignidad no cabe igualarlos a la hora de proteger los 
valores fundamentales de la vida: paz, trabajo, cultura 



y bienestar, cualquiera que sea la ideología (hoy casi 
similares en este aspecto todas las occidentales) que 
resulte su portadora. 

A la Justicia le ofrecen los legisladores sus leyes, el 
Ejecutivo sus aprehensiones y las pruebas de los delitos; 
a ella sólo le corresponde aplicar unas a otras y castigar 
a los protagonistas. Unicamente, estrictamente. 

Seamos, pues, sinceros: frente al fenómeno terrorista 
la normal operación de juzgar, aplicar una pena y cuidar 
de su ejecución es escribir en el mar. Los planteamien- 
tos filosóficos, pasando por los problemas políticos, aten- 
diendo los geoestratégicos, buscando y portando toda 
clase de concomitancias imprevisibles, todo ello es poco 
para abordar la solución del problema y todo ello en 
conjunto debe conjugarse. 

La aplicación de la Justicia es un aspecto, una etapa, 
una medida convencional incluso. Nos hallamos en una 
guerra declarada a la sociedad, sus bases, su desarrollo 
y sus esperanzas. Estrategia por estrategia, la defensiva 
corresponde en su respectiva medida a quienes tienen 
que decidirse por erradicar a los "más menos" si quieren 
defender a los más con los medios, desde los filosóficos 
a los represivos, que la gravedad del problema exige. 

No confundamos los términos: la Justicia hace lo que 
debe y lo que puede, pero aunque se la ordenase hacer 
más y.. . pudiera hacerlo, no conseguiría sino reducir a 
pura anécdota un problema planteado descarnadamenic 
fuera de su nivel. 

Durante 1978 el azote terrorista ha alcanzado tal 
intensidad que constituye, sin duda, una grave amenaza 
contra el Estado y la seguridad de los ciudadanos. Sus 
golpes hieren cada vez con mayor saña, están mejor coor- 
dinados, avanzan indisoriminadamente por nuestra geo- 
grafía y son más alevosas y sangrientos. Es como si los 
directores de estos crímenes se hubieran propuesto pro- 
vocar un clima de angustia colectiva que, a través de 



una reacción iracunda y también irracional, nos envuelva 
a todos en una ciega espiral de violencia. 

Pudiera paracer paradójico que esto ocurriera cuando 
se han abierto los cauces de participación para todas las 
tendencias políticas, cuando los medios de expresión y 
difusión están a disposición de todas las ideologías, 
cuando se ha iniciado un nuevo orden constitucional. 
Hoy existen los mecanismos jurídicos necesarios para 
que cualquier cambio o evolución política sea posible y 
realizable por vías legales y para garantizar los aerechos 
de las minorías contra cualquier discriminación injusta 
y salvaguardar los derechos humanos. 

El fenómeno terrorista, en algún momento y en algu- 
nos paises, se inicia como un sistema de desajuste poli- 
tic0 y se desarrolla como un camino cruento hacia la 
libertad, se ha transformado en una zona perfilada y 
precisa de criminalidad multinacional que cada vez, si 
bien acoplándose 'a  las circunstancias especiales de la 
geografía política en que actúa, obedece a mandos, nor- 
mas y fines cuyo diagnóstico y terapéutica constituye 
ya, en muchos países del mundo occidental, el más estre- 
mecedor desafío para los gobiernos democráticos. 

Reduciéndonos aquí y ahora al terrorismo como ma- 
teria tristemente obligada en esta Memoria impresiona 
su trágico censo. 

En 1978 el terrorismo ha causado un centenar de 
muertos y 115 heridos, si contamos no sólo las víctimas 
inocentes  sin^ también 12 presuntos terroristas que caye- 
ron en esta inhumana contienda y 15 que resultaron 
heridos. 

En junto el número de atentados terroristas de todo 
orden durante 1978 excedió de 400, de los que la mitad 
-unos 200- consistieron en la colocación de cargas 
explosivas, incluyendo las que pudieron ser desactivadas, 
y los otros 200 en ataques con armas de fuego, incendios 
y otros actos de violencia, aparte de las extorsiones del 



llamado "impuesto revolucionario" y otras formas de 
amenaza o coacción que no se denuncian. 

Para considerar la incidencia del fenómeno terrorista 
en España, prever el futuro, en lo que pueda ser previ- 
sible, y juzgar sobre los medios legales que hayan de 
ponerse en aoción para combatir esta plaga, conviene 
meditar sobre la progresión del número de estos crime- 
nes y también creciente dificultad de prevenirla y descu- 
brirla en su presente característica de guerrilla urbana. 

En el siguiente cuadro se consignan las cifras de las 
vidas segadas por el terrorismo durante el último decenio 
y la calidad o actividad profesional de las víctimas. 

VICTIUAS DEL TERRORISMO EN LA DECmA 1969-1978 

(1) (2) (3) (4) (5) (6)  (7) 
A R O  C.S.P. G.C. P . N .  P.M. Mil. Aut.C. P.C. Tobl 

(1) Cuerpo Superior de Polich: un comisario, 14 inspectores y cuatro subinspec- 
tmes (19). 

(2) Guardia Civii: un teniente, un subteniente, un brigada. dos sargentos, dos cabos 
y 40 guardias (47). 

(3) Policía Nacional: un unnandamte, un capitán, un sargento y 26 policías (29). 
(4) Policía Municipal: un jefe, siete guardias y dos guardas jurados (9). 
(5) Militares: un general de brigada, un teniente coronel y un capitán de corbeta (4). 
(6) Autoridades civiles: Presidente del Gobierno, un Director General. un Magis- 

trado del Tribund Supremo, dos Presidenfes de Diputaoión, un cónsul extran- 
jero, dos alcaides, un concejd y un juez de paz (1'0). 

(7) Profesiones civiles: cuatro abo~ados. un periodista, un bibliotecario, ocho empre- 
mios, 25 empleados, nueve taxistas, 17 obreros de distintas ramas y cinco per- 
sonas sin profesión (tres amas de casa y dos pensionistas) (75). 



Grave es el progresivo aumento de la delincuencia 
terrorista hasta 1978, pero más grave todavía es la irn- 
presión que se desprende de los acontecimientos que se 
vienen registrando en estos primeros meses de 1979, al 
tiempo de redactar este informe, que hace pensar que, 
de mantenerse la intensidad de la acción terrorista, supe- 
rará en mucho los resultados trágicos de los años ante- 
riores. 

La opinión del Ministerio Fiscal, manifestada en sus 
Informes y Memorias, es que el terrorismo, en la expec- 
tativa ciudadana unido a las demás formas de violencia 
callejera, con o sin motivación política, constituye la 
más importante y peligrosa agresión que se enfrenta a 
la autoridad del Estado. 

Sólo basta asomarse a los más modestos ensayos sobre 
criminalidad o a los más exhaustivos tratados sobre cri- 
minología para alcanzar a conocer el estremecedor grado 
de difusión del fenómeno que algunos autores han defi- 
nido como "la internacional del terror" o, usando tér- 
minos más habituales, el "Euroterrorisrno". No vamos 
a desviarnos con eilo de la finalidad de esta Memoria, 
pero bueno será para fijar la perspectiva dejar señaladas 
tres coordenadas: primera, el terrorismo estructurado 
en la guerriiia urbana con fidelidad al "Catecismo" del 
brasileño Carlos Marighela es hoy un fenómeno supra- 
nacional, si no organizado en un solo mando, evidente- 
mente coordinado y conectado en equipos paralelos; 
segunda, la tecnificación de las bandas terroristas, aten- 
didas por especialistas, caminando con prioridad a los 
métodos policiales de los Estados, si bien algunos de 
éstos comienzan a adelantarse a base de derrochar dinero 
para ganar tecnología y profesionalidad; tercera, todo 
ello conduce a la seguridad de una copiosa e increíble 
cifra de financiación del terrorismo. 

Obviamente se deduce de estas notas la relación de 
factores negativos que dificultan la lucha contra el terro- 
rismo y del que éste se beneficia: insolidaridad interna- 



cional, exceso de los medios de comunicación social, 
lógica falta de asistencia de una ciudadania aterrorizada, 
escasez de medios de la policía y deficiencias de la orga- 
nización judicial, inadecuadas una y otra para comba- 
tir a tan cruel, difícil y sofisticado enemigo, y mentali- 
zación de la sociedad democrática respecto al riesgo en 
que sus concesiones jurídicas están poniendo a sus pro- 
pias libertades. 

La insolidaridad internacional es patente. A pesar 
de que, según apuntamos, el terrorismo constituye una 
amenaza de la que ningún país puede considerarse inmu- 
nizado; a causa de las relaciones tácticas y técnicas exis- 
tentes entre diversos grupos terroristas operantes en dife- 
rentes países, los Estados y sus Instituciones se limitan a 
condenas verbales estereotipadas, organizando su propia 
y particular defensa y rehuyendo la colaboración para 
cualquier acción eficaz contra estos ataques indiscrimi- 
n a d o ~  contra la vida y la seguridad de tantas personas 
inocentes. 

En el marco de los Estados europeos y mediterráneos, 
en el que geog~áfica o culturalmente estamos incluidos, 
no acaban de prosperar los acuerdos regionales que con- 
cierten los esfuerzos en la lucha contra el terrorismo. 
El terrorismo sigue gozando del derecho de asilo, cuando 
no de academia oficial de entrenamiento, ayuda, escon- 
dite y financiación. 

En los Estados democráticos de Occidente y reducién- 
donos al tema de la justicia, alienta la esperanza de que 
los esfuerzos del Consejo de Europa lleguen a consoiidar 
una acción eficaz que consista fundamentalmente en la 
coordinación de las fuerzas de policía, en la negación 
del derecho de asilo a los terroristas y en la creación de 
"un espacio judicial" que realice para estos feroces crí- 
menes el viejo principio preconizado por Hugo Grocio: 
"aut dedere aut punire", es decir, en la entrega del delin- 
cuente a los Tribunales del país donde delinquió o, 
cuando estq no sea legalmentt posible, en el enjuicia- 



miento y castigo del criminal por los propios Tribunales 
aunque el delito se haya cometido en el extranjero. 

Todo esto se contiene en la Convención europea para 
la represión del terrorismo, suscrita en Estrasburgo el 
27 de enero de 1977, abierta para la firma y ratificación 
de los Estados miembros del Consejo de Europa y para 
entrar en vigor a los tres meses del depósito del tercer 
instrumento de ratificación. 

El Convenio ya ha sido ratificado y entrado en vigor 
para Inglaterra, Alemania Federal, Austria, Suecia y 
Chipre. 

España lo suscribió el 27 de abril de 1978, pero no 
lo ha ratificado todavía, por lo que no entrará en vigor 
para nosotros hasta tres meses después de que lo haga. 

En realidad, España se ha anticipado a la Conven- 
ción en lo relativo a la denegación del derecho de asilo 
para los delincuentes terroristas, pues el artículo 13 
de la Constitución dice que "quedan excluidos de la 
extradición los delitos políticos, no considerándose como 
tales los actos de terrorismo", es decir, que éstos serán 
tratados como delitos comunes. 

Naturalmente, eilo nos obliga a la entrega de los 
delincuentes terroristas que habiendo delinquido en el 
extranjero se refugien en España, pero no obliga a los 
que habiendo delinquido en España se hayan refugiado 
en el extranjero si, como es común, la delincuencia terro- 
rista se considera delincuencia política. 

En cuanto al "espacio judicial", el carácter territo- 
rial de la jurisdicción penal, de la que son tan suscep- 
tibles los Estados, impide, por regla general, el enjuicia- 
miento de los crímenes terroristas cometidos en el extran- 
jero porque no están comprendidos en las excepciones 
al principio de territorialidad que comprenden la U y  
Orgánica y el Código Penal. 

Otro aspecto del problema es el que se refiere a los 
medios de comunicación social, que, generalmente de 



modo inconsciente, vienen a prestar su ayuda al terro- 
rismo a la vez que lo repudian y condenan. 

El terrorismo necesita publicidad para sus fines. El 
terrorista ve coronada y completa su iniquidad si apa- 
rece su nombre en primera página. Cualquier elementai 
estudio de criminología nos dice que el delincuente se 
complace siendo "tristemente célebre", pero esta suerte 
de erostratismo es especialmente significativa del terro- 
rismo. 

En un conocido ensayo sobre la delincuencia en 
Europa se transcribe la opinión del Jefe de la Policía 
berlinesa, Klaus Hübmer : "el terrorismo es inimaginable 
sin la publicidad dada a los atentados por los mas- 
media: periódicos, radio y televisión.. . ". Parece como si 
existiera una tácita alianza: los terroristas proveen de 
interesante material a los mass-media, permitiéndoles 
conquistar nuevos lectores u oyentes, y los mas-media 
ofrecen a cambio la publicidad que necesitan los terro- 
ristas para que la opinión pública los tome en serio ... y 
desean que se dé publicidad a los métodos "fuertes" 
-definidos por ellos como antidemocráticos- adoptadas 
por los guardianes del orden. En resumidas cuentas, que 
quieren probar que el Estado se sirve de los mismos mé- 
todos adoptados por los terroristas. 

Tesis es ésta que se avala oficialmente reproduciendo 
la recomendación número 10 de las adoptadas por la 
Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa en su 
reunión del 31 de enero de 1979: "los medios de infor- 
mación cuando den cuenta de acciones terroristas deben 
aceptar cierto auto-control, que establezca el justo equi- 
librio entre el derecho del público a la información y el 
deber de evitar la ayuda a los terroristas, proporcionán- 
doles una publicidad inmerecida para sus actividades". 

La insolidaridad ciudadana es otro de los aspectos 
que merece atención. Las gentes, por un temor perfec- 
tamente humano, no colaboran en la defensa contra el 
terrorismo: se inhiben, no denuncian o comunican sus 



sospechas, rehuyen prestar testimonio, vacilan en el acto 
de reconocimiento e identificación de los agresores y, 
en general, procuran eludir su intervención, temiendo 
buscarse complicaciones. 

Pero, sin embargo, se refuerza cada vez más un des- 
pertar de la conciencia ciudadana en la repulsa unánime 
de los métodos del terror. Se hace necesario, pues, esti- 
mular esa reacción mediante una campaña persuasiva 
para la movilización de la conciencia popular en defensa 
de las instituciones democráticas, promoviendo la pres- 
tación de auxilios para aislar a los terroristas y facili- 
tando canales para realizarlo. 

No es tema de esta Memoria analizar la acción poli- 
cial contra el terrorismo; sólo elogios y respetuosa admi- 
ración merece el esfuerzo que están realizando las 
Fuerzas de Orden Público. Sólo comparando -según 
señalamos más a r r i b a  las grandes zancadas que en 
este aspecto estári realizando otros Estados nos atreve- 
riamos modestamente a señalar cuatro normas: finan- 
ciación, información, tecnología y profesionalidad. Seria, 
como garantía de la paz ciudadana, el dinero más ren- 
table de todo el Presupuesto. 

Como instrumentos jurídicos, prácticos en el año que 
comentamos, destacan las medidas extraordinarias con- 
tenidas en la Ley 56/1978, de 4 de diciembre, sobre deli- 
tos de terrorismo cometidos por grupos armados y, en 
cierto modo, en el Real Decreto-Ley 3/1979 sobre protec- 
ción de la seguridad .ciudadana. Ambas disposiciones se 
reseñan más ampliamente en el Capítulo dedicado a las 
reformas legislativas. 

La acción judicial también necesita reforzarse y mo- 
dernizarse más aún en nuestro ordenamiento, sujeto a 
las trabas que le aporta su creación decimonónica. 
Y adecuarse además al específico tratamiento del ilícito 
terrorista. Es aberrante toda pretensión de aplicar aná- 
logas normas al delincuente común y al terrorista. No 
es que se vaya a declarar a éste al margen de la Ley, 



pero si a sus características criminales y psíquicas, a su 
fanatismo y a su desesperación patológica no se le ade- 
cúa una normativa sustantiva y procesal específica, el 
trabajo de la Justicia se hará imposible y naufragará 
entre la desilusión y la indiferencia. 

La justicia no es tratar a todos por igual, sino tratar 
desigualmente a los desiguales. He ahí el norte que debe 
guiar las reformas legislativas al respecto. Que más se 
protege a la democracia cuando se la hace viable a tra- 
v6s de un clima de pluralismo racional y humano que 
cuando, por suponer que se salvan valores simbólicos, se 
va produciendo un clima colectivo de desesperación. 

Esta Fiscalía, que ha deseado enfocar tan grave tema 
con la amplitud de visión que requiere, tiene el deber 
de hacer un llamamiento a todos los poderes, institucio- 
nes, servicios, grupos y representantes del Estado y al 
pueblo español para que se aplique cuanto aquí se trata 
y reaccione sin idealismos y con los pies en el suelo 
sobre este tremendo drama de nuestro tiempo que En- 
rico Altavilla ha sintetizado de manera estremecedora: 
"durante los Últimos años han aumentado en todos los 
pafses europeos las precios de todas las cosas, con una 
sola excepción: el precio de la vida humana". 

B) Drogas. 
EX tráfico ilegal de drogas es cada vez más intenso. 

Los robos en farmacias con el fin de apoderarse de pro- 
ductos estupefacientes y psicotrópicos ha experimentado 
en los últimos años un incremento. Es penoso consignar 
que el consumo de algunas de estas sustancias, como la 
cannaois y sus derivados, está adquiriendo ya un cierto 
tono de normalidad y sobrepasa lo que hasta ahora cons- 
tituían sus concretos sectores sociales. Las experiencias 
excitantes de la droga se extienden a personas muy jóve- 
nes, por lo que bien puede decirse que existe un parale- 
lismo entre el progresivo aumento del tráfico y el pro- 
gresivo descenso de la edad de iniciación, Afíádase ade- 





semejantes caracteres socioeconómicos, dice el Fiscal que 
el consumo de drogas es uno de los aspectos más alar- 
mantes de los fenómenos antisociales. 
- El consumo de estupefacientes, sobre todo los me- 

nos duros, está extendido entre personas muy jóvenes. 
El Fiscal de Ciudad Real califica de muy importante la 
difusión de la droga en ambientes juveniles. El de Tene- 
rife observa que se extiende su consumo entre jóvenes 
cada vez de menos edad. El Fiscal de Oviedo dice que 
consumidores de griffa son allí con frecuencia jóvenes 
estudiantes de catorce a dieciséis años. Denuncia el Fis- 
cal de Orense que hay drogadictos en los Institutos y 
otros Centros de enseñanza, en 'donde el hachis es con- 
sumido por jóvenes menores de quince años. Precisa el 
Fiscal de Pontevedra que el consumo de drogas prolifera 
de día en día sensiblemente, de modo especial entre los 
jóvenes de cualquier condición social. Anota el Fiscal de 
Sevilla que en su provincia ha cambiado radicalmente 
el espectro de los consumidores de droga; del mundo 
universitario, en que aparecía, se ha trasladado al campo 
juvenii, rebajándose peligrosamente las edades de los 
consumidores: si entre los chicos de E. G; B., con trece 
y catorce años, hay manifestaciones del consumo, en los 
niveles de B. U. P. ya no son esporádicos ni infrecuentes 
los actos de consumo. 
- Se está iniciando un grave tránsito del tráfico 

y consumo de las llamadas drogas blandas (griffa y 
derivados) hacia el de las duras (heroína, cocaína, 
L. S. D.). Ya aparecen con mayor continuidad la heroína 
y el L. S. D. entre los productos que se intervienen. 
Señala el Fiscal de Valencia que mientras el hachis sigue 
siendo el objeto más importante del consumo ilícito y 
el de anfetaminas está experimentando un alza espec- 
tacular, la existencia creciente de heroína en el mercado 
es, con mucho, el problema más acuciante. Advierte el 
Fiscal de Córdoba que si es cierto que la griffa y el hachis 
se han popularizado entre las -nuevas generaciones, no 



lo es menos que de estas drogas débiles se está pasando 
a las fuertes. En el mismo sentido se expresan los Fis- 
cales de Oviedo y Las Palmas. 
- El transporte o introducción en España de los 

estupefacientes ha ampliado las vías con el fin de hacer 
más difícil su descubrimiento. Así, a las clásicas zonas 
marítimas del sur de España, los grandes aeropuertos y 
la frontera francesa se ha unido en 1978 la aparición 
del tráfico de drogas en zonas Limítrofes con Portugal. 
Badajoz, según expone el Fiscal de esta provincia, antes 
alejado de la ruta de la droga, hoy es ya camino usual 
de ella en su transporte desde Marruecos a Europa Cen- 
tral. Los traficantes de drogas en los últimos años están 
desviando sus rutas tradicionales, más peligrosas por la 
mayor vigilancia de las autoridades, agentes aduaneros 
y funcionarios de Policía en aquellos puestos fronterizos, 
y encontraron un camino más fácil y menos vigilado y 
peligroso a través de Portugal. La disminución de los 
efectivos policiales en el país vecino, la extensión de la 
línea fronteriza y la falta de personal técnico especiali- 
zado en la lucha contra la droga contribuyen a la conso- 
lidación del nuevo camino que están siguiendo los estu- 
pefacientes. En Cáceres y en Orense es cada vez mayor 
el número de aprehensiones que se producen en los 
puestos fronterizos. La cobertura de esta frontera es, 
consiguientemente, un objetivo de inmediato interés. 
- Existe una desproporción manifiesta entre las 

cifras reales del tráfico de drogas y las cifras penales o 
procedimientos que acceden a los Juzgados. Los datos 
numéricos conocidos por sí solos no revelan la realidad 
que subyace en el tema del trafico de drogas; existe un 
importante tráfico sin reflejo en la estadística penal. El 
Fiscal de Sevilla manifiesta que es seguro que los índices 
reales de aumento son muy superiores a los reflejados 
por los números oficiales. Y el de Pontevedra agrega que 
la cifra auténtica del tráfico y consumo está extraordi- 
nariamente por encima de lo que las investigaciones 



policial y judicial señalan. Y continuará la despropor- 
ción entre los detenidos por tráfico de drogas y el tráfico 
verdadero; los medios personales, materiales y económi- 
cos con que se cuenta no son adecuados ni eficaces para 
combatir las sólidas organizaciones de grupos interna- 
cionales de traficantes, de muy difícil1 penetración. Y ello 
aun cuando la Brigada Central de Estupefacientes está 
logrando éxitos espectaculares, que pueden parangonarse 
con los que se producen en aquellos países cuya lucha 
contra la droga está en primera línea de combate. El 
Fiscal de la Audiencia Nacional ha podido afirmar en 
este punto concreto que existe una Brigada de Estupe- 
facientes, tan pletorica de entusiasmo profesional como 
deficiente de medios materiales, que tiene a su cargo 
la lucha contra el criminal tráfico de la droga; los fun- 
cionarios que la integran son acreedores a toda alabanza 
por el ejemplar entusiasmo que preside su diario que- 
hacer profesional, exponente de una vocación insupera- 
ble; si los medios materiales a su alcance fueran pro- 
porcionados a tal espíritu de servicio, a buen seguro que 
a estas horas no tendríamos que lamentar que España 
se haya convertido en base de aprovisionamiento de la 
droga entre América y Europa ni que este comercio ili- 
cito haya logrado invadir la mayor parte del territorio 
nacional. Un puñado de hombres, por grande que sea 
su denuedo, si está equipado con "armas medievales" 
no pueden ganar la batalla de la droga. 

Si se quieren ahora datos puramente estadísticos he 
aquí algunos. No se olvide al examinarlos que, como aca- 
bamos de señalar, es éste un tema en el que abundan 
los "números negros", es decir, los hechos delictivos que 
no llegan a denunciarse o detectarse y que, por tanto, 
no "saltan" a la estadística. En líneas generales, en 
todas las provincias espaiiolas ha aunlentado en 1978 el 
número de procedimientos penales -sumarios, dada la 
penalidad asignada al delito- por tráfico de estupefa- 
cientes. La totalidad de las causas incoadas asciende 



a 1.894. La provincia que experimentó un incremento 
mayor es Cádiz, que así, en terminología deportiva de 
su Fiscal, bate ampliamente un triste record nacional, 
difícil de superar. Si en Cádiz se instruyeron en 1977 
622 sumarios por delitos contra la salud pública, en 1978 
fueron 994, lo que representa el 52,59 por 100 del total 
nacional; se dictaron 442 sentencias por tráfico de dro- 
gas, de las que 273 procedian de sumarios del Juzgado 
de Algeciras (una de las principales bocas de entrada 
de la droga) y 89 del de Ceuta; de los acusados, 394 eran 
varones y 60 mujeres. Las aprehensiones correspondien- 
tes a las sentencias pronunciadas ascienden a 2.474 kilo- 
gramos de hachis. 

Otras provincias con aumento notable en la '  delin- 
cuencia de esta naturaleza han sido Las Palmas, que 
pasó de 43 sumarios en 1977 a 199 en 1978; Alicante, 
de 55 a 148 en los mismos años, y Sevilla, de 153 a 203. 
En los últimos doce meses se han comprobado algunas 
ocasionales oleadas de droga, procedente de Italia, en el 
litoral mediterráneo. 

Interesantes cifras estadísticas, no judiciales, quedan 
reflejadas en análisis llevados a cabo por la Brigada 
Central de Estupefacientes. Ateniéndonos a ellos puede 
hacerse la siguiente clasificación: 

1. Detetiidos por rrn'fico y lene?icin dc rsticpefarienles. 

1974 1975 1976 11977 1978 

Españdes ......... 1.820 2.@4 2.46Q 4.324 7.692 
Extranjeros ......... 912 93 4 894 1.095 1.166 

TOTAL ......... 2.732 2.939 3.354 5.419 8.858 

2. Edad de los detenidos. 

......... 16-18 años 321 335 356 761 1.656 ......... 19-25 añm 1.598 1.698 1.880 3.619 4.989 
26-40 años ......... 665 752 970 1.241 1.883 



3. Niímqo de decomisos. 

4. Sustancias decomisadas. 

1974 1975 1976 11977 1978 

a) Cmnatis: 
Gnffa ......... 421 101,6 230,5 3711,8 135,3 
Hachis ...... 5.560 5.8W 4.311 101066 6.525 
Ac. de hachis. 21,2 33.8 1'62 612 3 5:2 

TOTAL Ko. ... 6.003 5.938 4.704 10.704 6.697 

C) L. S .  D.: 
W s  ......... 7.624 1.813 1.616 2.367 4.392 

d) Opio: ... Gramos ;.. 2 219 13 11.666 305 
C. c. ......... 23 50 100 
Pastillas ...... 106 

1974 1975 1W6 1977 1978 

e) Morfuia: 
Gramos ...... 6 20,s 1 45 49 
C. c. ......... 2 58 440 1.230 
Pastillas ...... 20 11 17 

j )  Heroína: 
Gramos ...... 266 151' 7.465 7.241 

5. Robos a Oficims dc Farmacias. 

1977 1978 

...... En provincias 74 379 
En Madrid ......... 455 443 

En los dos pnimeros meses de 1979 se han produoido en Madvíd! 381 
robos y en provincias 173. 



6. Sustarrcias que conio corisecuericia de robos se han puesto ert circu- 
hcidn e11 el rnercado ilícito. 
Cocaína: 6,703 kilogramos. 
Codeínn: 1,,1211 killoamñnos. 

Morfina: 11;143 kil&mos, 4.734 ampollas y 486 cajas. 
Opio: 12,564 kilogramos. 
Matasedin: 31.754 ampollas, 605 comprimidas, 386 supasitorios y 
486 cajas. 

7. Muertes por sobredosis. 
Pese a la diñcultad que entraña el detectarlas, en 

1978 han sido comprobadas 24 muertes por abuso de 
drogas. De ellas 10 en Madrid, tres en Valencia y dos en 
Baleares y Salamanca. 

Todos estos antecedentes revelan, desde el punto de 
vista de la prevención, la necesidad de un planteamiento 
politico serio y definitivo que incluya precisas medidas, 
dotación económica suficiente, amplios servicios de infor- 
mación y establecimientos especializados, armas indis- 
pensables en la lucha contra el tráfico y consumo de estu- 
pefacientes. Los presupuestos generales del Estado deben 
soportar sin límites los créditos que sean necesarios, de 
otra manera, continuaremos moviéndonos en el área de 
las soluciones parciales y provisionales, no impeditivas 
del auge de estas figuras delictivas. Desde el punto de 
vista de la represión es necesario ponderar que el trá- 
fico de estupefacientes es un delito que obedece a estruc- 
turas internacionales organizadas más que a conductas 
individuales y autónomas; esta consideración debería 
incidir objetivamente en la competencia para conocer de 
eiios, atribuyéndola, por norma y sin excepción, a los J u 5  
gados Centrales y la Audiencia Nacional, pero en la reali- 
dad juridic@procesal acontece lo contrario, quizá debido 
a una interpretación no finalista del Real Decreto-Ley 
1/1977, de 4 de enero, cuyo articulo 4.", 1, c) condiciona 
la competencia cumulativamente a que el delito alcance 
efectos en los territorios de diversas Audiencias y los- 
autores estén integrados en bandas o grupos organiza- 
dos. imaginado el precepto en su literalidad, el tráfico 



de drogas se juzga, generalmente, por el iudex d q r e -  
hensimis ,  pero estas infracciones difícilmente se conci- 
ben sin una organización y sin proyecciones territoriales 
múitiples si se valora su naturaleza de delitos de tracto 
sucesivo, cuya comisión implica necesariamente una 
vasta red, de ámbito incluso internacional, con agentes 
e intermediarios, en particular en las ciudades y líneas 
fronterizas, en las que el paso clandestino de la droga 
resulta esencial y decisivo para su difusión. 

Esta Fiscalía viene advirtiendo la posibilidad, muy 
fundada, de que los considerados delitos aislados y espo- 
rádicos de tráfico, consumados en los más dispersos 
lugares de nuestra geografía fronteriza, no sean ni tan 
aislados ni tan esporádicos, sino exteriorizaciones per- 
fectamente organizadas de más altos y plurinacionales 
niveles. 

Ello significa que los Juzgados Centrales deberían 
ser receptores inmediatos de los atestados por tráfico de 
drogas, pudiendo, una vez realizadas las oportunas inves- 
tigaciones, inhibirse en favor del Juez del lugar en que 
el hecho se cometió si se comprueba realmente que se 
trata de un acto individual y no coligado. 

Esta medida legal queda así planteada. 

C )  Delitos contra la propiedad 
Los delitos contra la propiedad, a los que se refiere 

esta parte de la Memoria, reflejan un aumento respecto 
al año anterior de un 87,59 por 100 de: total; tan 
alarmante cifra determina una agravación de la delin- 
cuencia que incide de manera notable en la sensación 
colectiva de inseguridad ciudadana. Se destaca triste- 
mente la participación de los jóvenes y menores en la 
comisión de estos hechos delictivos, tanto por su número 
como por su agresividad, amparados en grupos y bandas. 
Madrid y Barcelona representan casi la mitad del total 
de esta delincuencia; en especial los atracos, suponen el 
80 por 100 de los cometidos en toda España, siendo Ma- 



drid la ciudad que registra más elevados niveles glo- 
balmente en este tipo de delitos y Barcelona donde más 
numerosos han sido los dirigidos contra entidades ban- 
carias y similares. 

La delincuencia contra la propiedad, como manifes- 
tación o consecuencia de un conjunto de conductas indi- 
viduales que atentan o lesionan derechos o bienes, cons- 
tituye un fenómeno social cuyo análisis, como tal, no 
puede efectuarse fragmentariamente, sino en relación 
con el contexto general del clima en que se desenvuelve. 

Los estímulos procedentes de la sociedad de consumo, 
en la que tienen preferencia los fines materialistas y 
los intereses particulares y lucrativos sobre los valores 
espirituales y el interés colectivo, ejercen, como ya se 
apunta en algunas partes de esta Memoria, una espe- 
cial incidencia entre los jóvenes, que para obtener 
cuanto se les ofrece y no tienen a su alcance por medios 
lícitos no dudan en recurrir a la agresión y la violencia, 
sin importar la ocasión, el lugar, la persona o las con- 
secuencias. Podemos afirmar, pues, que los comporta- 
mientos delictivos no son más que la manifestación 
exasperada de una moral colectiva construida sobre la 
ambición de dinero y placer que genera unas relacio- 
nes entre sus miembros, fundadas en el individualismo 
insolidario. 

Contra algunas opiniones que a este respecto se han 
expresado públicamente, esta Fiscalia General del Es- 
tado ha llegado a la meditada y comprobada conclu- 
sión de que nada tiene que ver la causa principal de 
este tipo de delitos con la situación económica. Desgra- 
ciadamente, en muchos casos, y así se refleja en las 
Memorias de las Fiscalías Territoriales y Provinciales, 
los autores se encuentran entre jóvenes de dieciséis a 
veinticinco años y muy comúnmente procedentes de 
sectores acomodados o con un nivel de vida que no jus- 
tifica la comisión del delito para sostener la vida de una 
familia o al propio autor del acto crimineso. Ello no 



quiere decir que una de las causas más preocupantes 
del momento no sea el desempleo juvenil, originado por 
la crisis económica que estamos viviendo, pero es evi- 
dente que, contrastados la edad del delincuente, su nivel 
económico y social y el destino de la depredación, coin- 
ciden en rarísimas ocasiones con estados de necesidad 
provocados por la inanidad familiar. 

Entendemos que la causa de la progresión de los 
delitos contra la propiedad reside, de una parte, en la 
lenidad de las penas con que el Código Penal castiga 
alguna de estas infracciones, cuya trascendencia iníiuye 
en la dificultad procesal de las prisiones provisionales y, 
consecuentemente, en la posibilidad de aplicación de 
medidas de revisión condicional, concausas ambas que 
provocan la ya tan manida expresión de que el delin- 
cuente entra por una puerta del Juzgado y sale por 
la otra. 

Las grandes ciudades, donde son más acusados todos 
los atractivos del vicio, facilitan más frecuentes ocasio- 
nes de delito y mayor el anonimato que proporciona su 
forma de vida; constituyen así el preferente campo de 
acción de la delincuencia, sin que las medidas preven- 
tivas se hayan facilitado legalmente ni se haya suplido 
con la urgencia que el problema reauiere la escasez alar- 
mante de establecimientos para la detención y rehabi- 
litación de jóvenes y menores. 

Todo eiio lleva a la conclusión de que no se ofrece 
una perspectiva alentadora en el problema de la delin- 
cuencia y seria ilusorio pensar que se vaya a producir 
un cambio en los actuales niveles de aumento y agra- 
vación con la sola potenciación de la actividad policial. 
Es preciso que al mismo tiempo varíe la situación social 
negativa, que favorece la actividad criminosa, lo que 
exige la reacción y colaboración de cada uno de los ciu- 
danos como consecuencia de sus responsabilidades per- 
sonales y profesionales en el orden social, familiar e 
individual. 



Fundamentalmente se requieren medidas precisas 
para aumentar la eficacia de las funciones judiciales, 
acentuando las prisiones preventivas, suprimiendo las 
revisiones condicionales de las penas menores, creando 
establecimientos tanto para reeducación de jóvenes y 
menores como para cumplimiento de arrestos en delin- 
cuentes primarios, coordinando todo ello con la nece- 
saria asistencia postpenitenciaria y la potenciación de 
acciones preventivas. 

Finalmente, es necesario frente a todas estas concau- 
sas el restablecimiento de una autoridad, que no se im- 
pone con medidas coercitivas directas, sino con la segu- 
ridad general de que d Estado en todos sus varios campos 
de acción se aplica de una manera serena, pero enérgica, 
al cumplimiento de la Liey, aplicando procedimientos pro- 
cesales que, ofreciendo toda clase de garantías al ciuda- 
dano, no se tuerce ni se abandona por la aplicación de 
las sanciones que sean netlesarias. 

Hay que advertir sinceramente antes de desarrollar 
los datos estadísticos que a continuación se ofrecen el 
carácter indicativo con que deben apreciarse. Todos los 
ensayos de criminología destacan la trascendencia de los 
<'números negros", que en los delitos de robo con intimi- 
dación o de hurto alcanzan importantes magnitudes. Las 
víctimas no denuncian o por el convencimiento de la 
inutilidad de que sea hailado el autor o la propiedad 
perdida o porque, aun encontrado aquél, su castigo no 
le devuelve lo sustraído. No ocurre lo mismo en los robos 
con violencia en las cosas o hurtos de vehículos de mo- 
tor, donde el seguro impone la denuncia a la autoridad. 
Igual reserva, aunque por distinto ti-po de razones, puede 
hacerse respecto a otros delitos, como los de violación, 
abusos deshonestos, etc. 

Roger Hood y Richard Sparks, en su obra "Proble- 
mas claves en criminología", reflejan estadísticas ame- 
ricanas-de las que resultan que el 64 por 100 de delitos' 
menores no fueron denunciados, siendo sumamente gr8; 



fica la prueba de que en 2.0117 casos denunciados a la 
Policía ésta acudió en 1.024 ocasiones, certificando el 
hecho como posible delito en 787 supuestos, de los que 
593 dieron lugar a arrestos, 120 a proceso judicial y 
sólo 50 a sentencias condenatorias. 

Interesante observación que demuestra técnicamente 
la distinta óptica de la víctima, para quien todo lo que 
le afecta es delito, la Policía, que tiene el deber de exce- 
derse en la calificación y el Tribunal, que debe restrin- 
girse a lo probado en el proceso, 

Entremos a repasar los números. 
Según se desprende de los informes de los Fiscales 

de las Audiencias Territoriales y Provinciales que se reco- 
gieron en los cuadros estadísticos y en la Memoria corres- 
pondiente al año 1977, el número total de asuntos pena- 
les incoados durante aquel año en Diligencias Previas, 
Preparatorias, Sumarios de Urgencia y Ordinarios -por 
delitos contra la propiedad- ascendió a 207.657 ?>+@ 
cedimientos. 

Las Memorias de los Fiscales de 1978 -tiempo al 
que se contrae la presente- acreditan que el número 
de procedimhtos globales por delitos contra la propie- 
dad iniciados por los mismos tramites procesales es 
como sigue: 

a) Robos .............................. 162.091 
b) Hurtos .............................. 85.564 
C) Robos y huctos de vehíav1os de motor. 74.121 

Loque hace un total de 321.776 procedimientos judi- 
ciales .Incoa&s, sin contar con otros iniciados por estafa, 
daños, etc., a los que no dedicamos especial atención en 
este apartado, ya que en otros lugares de la Memoria 
se alude concretamente a ellos. 

Sólo el porcentaje en 1978 de los tres tipos concretos 
de delitos especificados, con respecto a la totalidad de 
las conductas delictivas contra la propiedad en 1977, es 
del 60 por 100 de aumento, razón por la que sefiaiáp 



bamos al principio de este informe el porcentaje de 
aumento -de 1977-1978- es del 87,59 del total. 

Pormenorizando los diferentes tipos de delito, los cua- 
dros, los datos obtenidos de las Memorias y otras fuen- 
tes policiales permiten estudiar el aumento, especial- 
mente referido a los ataques contra la propiedad, de la 
siguiente forma: 

a) DELi'TOS DE ROBO 

1. Con vZolencZa o intimidación en las personas. 

Atracos.-El número total de atracos durante el 
año 1978 asciende a 5.296, de los cuales 577 lo fueron 
contra entidades bancarias y 4.719 a otros estableci- 
mentos o personas. 

Sin pretender agotar la enumeración de dicho tipo 
de delitos por provincias, destacamos aquellas en que 
mayor número de atracos se cometieron y la provincia 
que padeció en menor escala esta tipología criminal. 

Madrid .................. 2.480 (2.369 s: personas y 111 a Bancos) 
Barcelona ............... 1.813 (1.573 a personas y 240 a Bancos) 
Valencia .................. 238 ( 162 a personas y 76 a Bancos) 
Sevilla .................. 300 ( fi82 a personas y 18 a Bancos) 
Canarias .................. 12 ( 9 a  personas y 3 a Bancos) 

Desde otro punto de vista, y teniendo en cuenta la 
entidad o establecimiento, sujeto pasivo del delito, la 
relación que sigue es altamente significativa: 

Bancos ................................. 537 
Trasportes de fondos ..................... 40 
Joyerías ................................. 141 
h e r í a s  ................................. 11 .............................. Farmaoias 292 
Comercios .............................. 86 .............................. Gasdineras 27 1 
Garajes ................................. 293 ........................ Loterías-Estancos 160 
Hoteles-Cafeterías ........................ 275 ..................... Otros estwblecimientos 1.254 .............................. 'Domicilio4 128 
Taxistas ................................. 92 
Serenos y vigilantes ..................... 26 



Pa;gadores .............................. 74 ..................... Parejas en soiitario 55 
Personas en la via I>íi€&ca ............... 1.327 .................. Particulares en vehículos 252 

T m  ..................... 4.296 

A esta relación de atracos ha de añadirse otras pr& 
cedirnientos por delitos de robo con violencia o intimi- 
dación. durante 1978. que suman 49.659. 

1977 1978 Porcentaje 

Robos con homiaidio ............ 10 15 50 
Robos con lesiones ............ 5.100 9.044 77. 33 
Robos con intimidad6n ......... 16.500 40.600 146.06 

TOTAL .................. 21.610 49.659 129. 8 

De este tipo de delitos de robo se relacionan parte de 
aquellas provincias donde más o menos han proliferado . 

Barcelona: 

Robos con homicidio ......... 3 
Robos con lesiones ............ 467 
Robos con intimidación ...... 3.000 

Madrid: 

Robos con homicidio ......... 1 
Robos con !lesiones ............ 250 
Robos con intimidación ...... 1.500 

Canarias: 

Robos can homicidio ......... 1 
Robos con a&ones ............ 150 
Robos con intimidación ...... 310 

Valladolid: 

Robos con homicidio ......... 1 
Rabos con tesimes ............ 40 
Robos con intimidación ...... 75 

Las cantidades apropiadas empleando este tipo de 
intimidación en las personas asciende a DOS Ma 



QUINCE MILLONES QUINIENTAS TRECE MIL CUA- 
TROCIENTAS DOCE PESETAS (2.015.513.412 pesetas), 
de las que se han recuperado CIENTO CINCO MiLLO- 
NES SEISCIENTAS CINCO MIL CINCO PESETAS 
(105.605.005 pesetas). 

Sin agotar la relación de las cantidades apropiadas 
en las diferentes provincias, se reseñan a continuación 
aquellas donde la cuantía de los atracos es mayor y 
aquellas que es menor: 

Barcalona ..................... 
........................ M,adnid 

Bilbao ........................ 
Valencia ..................... 

. ~ .  Sevilla ... ..: ;... ............... . . 
a m a d a  ... .:. ............... 
Canarias :.. ............ ;.. .... 
BJeares ..................... 

915.057.304 pesetas 
484.1 87.948' pesetas 
277.473.467 pesetas 
135.200.486 pesetas 
77.1 17.585 pesetas 
31.831.380 W t a s  
3.161.700 pesetas 
2.918.741 pesetas 

Teniendo e n  cuenta la época del áñ6, en el mes de 
abril se cometieron 289 atracos. . - 

. . .  En el mes de julio, 351 atiacos. - -. .- 

En el mes de septiembre, 456. . . .  
. , . . .  Eri el mes- de -enero, 518. 

En el mes de octubre, 618. 
En el mes de noviembre, 679. 
Y en el mes de diciembre, 746: . . - - 

Como se tiene indicado, el número de atracos come- 
tidos en 1978 -se eleva a la cantidad de 5.296. . - 

Teniendo ,en cuenta- el número de ~articipantes se- 
puede- confeccionar la siguiente estadística: 

. . . . 

Interviniendo una sola .persona: ............... 610 . .................. Interviniendo dos personas F.915 
Interviniendo tres personas .................. 1.554 

......... Interviniendo más de tres prsonas 1.179 

Por las armas empleadas: 

Largas de fuego ........................... : 708: 
C M 6  ..................................... '2.175 
De fuego y blancas ........................ 530- 
&Irnoas .................................... 2.w 



Por las edades que aparentan sus autores: 

Ha* vointe años ........................... 1.437 
De veinte a treinh años ..................... 11.414 
Más & treinta 60s ........................ 209 
Ignoradas ................................. 2.235 

Proporcionalmente, y teniendo en cuenta los atracos 
cometidos en 1977 y 1978, el cuadro que a continuación 
se consigna refleja el aumento de este tipo de delin- 
cuencia: 

Atracos cometidos contra Battcos y similares: 

1977 1978 Porcentaje 

265 573 116 

Atracos cotnetidos, a exepcidti de Entidades baticarias: 

1977 1978 Porcentaje 

2.690 4.759 77 

2. Robo con fuerza en las cosas. 
A continuación se insertan los siguientes cuadros 

estadísticos, reveladores de la escalada de este tipo de 
delitos: 

1977 1978 Porcentaje 

a )  Con fractura de puertas o ven- 
tmas ..................... 20.100 36.714 82,65 

b) Obejtos cerrados ............ 3 1.000 59.689 92.54 
C) Con esdamiento ......... 11.150 3.235 181,30 
d)  Con llaves falsas ............ PO0 4.044 350,33 
e) Otras prmedhientos ......... 1.209 5.982 394,33 

TOTAL ............... 54.359 1W.136 97.09 

Sin agotar por provincias la totalidad de los robos 
con fuerza en las cosas, se relacionan aquellas con ma- 
yor o menor índice: 

Con fractura: 
Madrid ................................. 21.933 
Barcelona ................................. 17.41 1 
Valencia ................................. 7.741) 
cha!lias ................................. 3.973 



Coti escalamiento o llrrvrs fl~lsas: 

Madrid ................................. 1.869 
Barcelona ................................. P.618 
Valencia ................................. 1.495 
Sevilla .................................... 582 
La Coruña .............................. 231 

Como se ha indicado, el número total de delitos de 
robo con fuerza en las cosas que han dado lugar a pro- 
cedimiento judicial (lo cual no significa que haya habido 
otros delitos de robo que no sean denunciados) durante 
el año 1978 asciende a la cantidad de 107.136, de los 
cuales han sido detenidos sus autores en un total de 
16.631. 

Los autores detenidos por la comisión de este tipo 
de delitos pueden relacionarse de la siguiente forma: 

Varones, menores de dieciocho años ......... 4.161 
Varones, mayores de dieciocho años ......... 10.391 
Hembras, mehores de dieciocho años ...... 89 
Hembras, mayores de dieciocho años ...... 329 

b) DELITOS DE HURTO 

Como en otro lugar de este apartado se decía, el 
número de procedimientos judiciales iniciados en 1978 
por delitos de hurto asciende a 85.564, lo que supera en 
la mitad a los incoados durante el mismo año por deli- 
tos de robo (162.091). 

Todo ello significa que el delito de hurto revela una 
progresión normal, no muy llamativa (en cuya estadís- 
tica influyen decisivamente los "números negros"), sien- 
do ciertamente preocupante el desmedido crecimiento 
de los ataques contra la propiedad de forma violenta. 

Los 85.564 procedimientos judiciales por hurto no 
significa que esta cifra se corresponda con la realidad, 
pues según datos, naturalmente, obtenidos de fuentes 
no judiciales, la más aproximada es de 130.030, que 
indica que 44.466 infracciones delictivas no se denun- 



ciaron, lo que supone un 34,2 por 100 de hurtos no 
denunciados. 

1977 1978 Porcentaje 

73.904 85.564 15,77 

C) ESPECIAL CONSIDERACION DE LAS SUSTRAC- 
CIONES DE VEHICULOS DE MOTOR 

Párrafo aparte merece, aunque no se trate de nove- 
dad alguna, el fenómeno, inimaginable hace escasos 
años, de la sustracción de vehículos de motor: ciclomo- 
tores, motocicletas, turismos, furgonetas, camiones y 
hasta autocares. El propósito de lucro económico suele 
estar ausente en estos hechos, salvo en los de aprove- 
chamiento de piezas y accesorios de motores y otras 
partes de los vehículos, ya que, por lo general, se sus- 
traen éstos para facilitar la comisión de otros delitos 
contra la propiedad, o la libertad sexual o por el simple 
afán de diversión, pero los perjuicios de toda índole que 
provoca este azote de los tiempos modernos exigiría un 
tratamiento penal menos benigno que el presente. 

f .  ~ e h f c u ~ o s  de motor susrrafdos durante el año 1978: 

TOM ................................. 91.028 
Recuperados ........................... 63.664 
Porcentaje de vehículos recuperados ...... 69,93 

.-Teniendo en cuenta la clase de vehículo sustraído, 
se- puede confeccionar los siguientes cuadros: 

A) TUREMOS. ....................... 70.059 
Recuperados ........................ 56.059 
Fdtan por recuperar ............... P4.000 ........................ Porcentaje W,O1 

B) MOTOCICLETAS .................. 20.799 
Ricuperadas .... ;. .................. 7.494 
Faltan por recuperar ............... 13.305 ........................ Poroentaje 36,03 



C) CAiMONE5 ..................... 165 
Recuperados ..................... 107 
Failmtan por recuperar ............... 58 
Porcemtaje ........................ 64,84 

D) AUTOCARES ..................... 5 
Recuperados ..................... 4 
Porcenzaje ........................ 80  

Se destacan a continuación las provincias donde las 
sustracciones de vehículos de motor ha sido mayor 
y, asi: 

Madrid . .............................. .......... ................ Recuperados , 
Diferenda ........................ .: ... 
Porcentaje .............................. 

.............................. Barcelona 
Recuperados ........................... 
Diferencia .............................. 
Porcentaje .............................. 

En definitiva: 

Vehfculos sustraídos: 

1977 1978 Porcentaje 

78.948 91 .O28 15.30 

2 .  Procedimientos iniciados: 

1977 197% Diferencia Porcentaje 

67.732 74.1,2 1 6.389 9,43 



CONSIDERACIONES ESPECIALES SOBRE LA GRAVE 
PROGRESION DE LA DELINCUENCIA JUVENIL 

Como este Fiscal ha  destacado en la Introducción de 
la presente Memoria, constituye una de sus primordiales 
preocupaciones la delincuencia juvenil; cualquier reite- 
ración que se detecte en estas páginas nunca será super- 
flua y sólo es fiel reflejo de la gran trascendencia humana 
y popular del fenómeno. 

Ya en la Memoria elevada al Gobierno el pasado año 
hicimos una referencia, concisa, pero explícita, de las 
graves circunstancias que genera la delincuencia juve- 
nil, subrayando que su problemática tiene una trascen- 
dencia que requiere especial llamada de atención a todos 
los niveles políticos y sociales no sólo por la peligrosidad 
de los comportamientos que vienen produciéndose, sino 
por su previsible agravación, sin perspectivas alentado- 
ras de superación, en un inmediato futuro. 

Denunciábamos "lo inquietante de conductas que 
se hacen día a día más frecuente por una convicción 
generalizada de impunidad en base a su condición de 
menores, lo que aumenta las posibilidades de tales com- 
portamientos, sin que rindan la necesaria eficacia las 
Instituciones y medidas establecidas para su prevención 
y corrección". 

Se apuntaban como causas más notorias el condicib 
nante influjo del ambiente social y formas de vida, que 
coloca en primer plano el bienestar económico y su libre 
búsqueda. 



Y señalábamos también el aspecto negativo de los 
medios de comunicación social y de espectáculos (pren- 
sa, revistas y publicaciones, televisión, peliculas, etc.), 
cuya influencia se traduce en estímulo de hecho y con- 
ductas violentas (físicas, lucrativas y sexuales), cuyos 
detalles y situaciones se divulgan y exhiben con minu- 
ciosidad y reiteración. 

Consecuentes con el propasito de mantener viva la 
atención que tal problema sigue demandando, en las ins- 
trucciones dadas por esta Fiscalía General a los señores 
Fiscales Territoriales y Provinciales para la redacción 
de las respectivas Memorias, contenidas en la Circular 
número 1 de 1979, se disponía la inclusión en las mismas 
de un apartado relativo a la delincuencia juvenil, en el 
que, junto a los aspectos doctrinales y causales, se con- 
signaran datos estadísticos que reflejaran las actividades 
desarrolladas por los Organismos implicados en el pro- 
blema, tanto en la función preventiva y reformadora 
como en la represiva de las infracciones delictivas. 

Las estadísticas recibidas revelan una falta de pre- 
cisión respecto a lo que se entiende por delincuencia juve- 
nil o, más concretamente, qué periodo de edad se com- 
prende en tal concepto, pues en tanto unas se refieren 
a las transgresiones imputables a menores de dieciséis a 
veintiún años, otras alcanzan a edades inferiores y algu- 
nas se limitan a delincuentes comprendidos entre los 
dieciséis y dieciocho años, con lo que el análisis de las 
causas motivadoras del comportamiento delictivo no 
ofrece el mismo punto de vista, ni se opera sobre concep- 
tos homogéneos ni con cifras coincidentes. 

Tales dificultades también se producen en otros paí- 
ses, donde los términos "delincuencia de menores", "de- 
lincuentes jóvenes" y "semiadultos" se emplean frecuen- 
temente, con olvido de las diferencias que median entre 
esos conceptos. Y así, las estadísticas relativas al volu- 
men de la delincuencia juvenil, según el país de que se 
trate, se apoyan en cifras referidas a legislaciones con 



distinta concepción del hecho delictivo y diferentes topes 
de edad para los niveles de imputabilidad, con lo cual 
las comparaciones numéricas resultan radicalmente dis- 
torsionadas. 

Por lo que a España se refiere, predomina la convic- 
ción de que los menores de dieciséis años -exentos de 
responsabilidad penal, art. 8, 2 . O  del Código Penal- no 
pueden ser calificados de delincuentes ni aun en el sec- 
tor de juveniles. Lo primero porque las circunstancias 
eximentes hace que no pueda legalmente recaer sobre 
ellos el reproche o responsabilidad alguna por el acto 
realizado. Lo segundo porque el significado del término 
"juvenil" no es homologable a 'los del niño y adolescente, 
que se comprende en precedentes etapas evolutivas del 
desarrollo de la personalidad. 

La atenuante 3.a del articulo 9 del mismo Cbdigo 
Penal nos presenta ya a un autor responsable penal- 
mente que puede ser calificado de joven y delincuente, 
consideración que a efectos pragmáticos puede compren- 
der a los mayores de edad civil hasta el límite de los 
veintiún años, ya que para ello existe, al menos por decla- 
ración normativa, un  régimen peculiar de carácter peni- 
tenciario: el Decreto de 25 de enero de 1968 modiñca el 
Reglamento de Instituciones Penitenciarias de 2 de 
febrero de 1956, determinando en su artículo 24 que 
"los menores de veintiún años de edad, apreciando esta 
característica de modo preferentemente biológico, serán 
destinados a Establecimientos de jóvenes". 

Por tales consideraciones referimos la "Delincuencia 
juvenil" a un período de la vida que abarque desde que 
se alcance responsabilidad penal, siquiera sea atenuada, 
hasta los veintiún años, con obligdas referencias a, deter- 
minadas conductas, cada vez más destacadas y alarman- 
tes, de menores de dieciséis años que justifica la necesi- 
dad de volver a tratar circunstancias causales y medios 
preventivos, de reforma o tutela, en relación concreta 
a la actuación de los Tribunales Tutelares de Menores. 



Las estadísticas que siguen se basan en datos de dis- 
tinto origen que es preciso conjugar para llegar a las 
conclusiones que a su vista cabe establecer: 

"Estadísticas de la Fiscalía General del Estado. De- 
lincuencia juvenil (D. J.-l)". Anos 1977 y 1978. Número 
de condenados por Audiencias y Juzgados menores de 
veintiún años y expedientes de los Tribunales Tutelares 
de Menores en sus facultades reformadora y protectora. 
Porcentaje de aumento. 

"Estadfstica de la Policía Judicial. Detenciones du- 
iante los años 1977 y 1978 de menores de dieciséis años 
y jóvenes hasta los veintiuno (D. J.-2, 3 y 4)", con ex- 
presión de motivos, detenciones repetidas, estancia en 
Reformatorios, ambiente familiar, nivel de cultura, situa- 
ción económica y provincias más significativas. Porcen- 
tajes de 1978 en relación con 1977. 

"Estadística penal común del 1. N. E. (D. J.-5)", con- 
denados por Audiencias y Juzgados de Instrucción, de 
dieciséis-diecisiete años y de dieciocho-veinte, correspon- 
dientes a 1972-1978, tomándose los dos Úitimos años de 
los datos de la Fiscaiía General del Estado. Se observa 
que corresponde a autores de dieciséis-veinte años una 
proporción creciente, del 22 al 27 por 100, en relación 
con el número de sentencias condenatorias. 

"Estadística de la Fiscalía General del Estado (D. J. 
6)". Para estimación del número de menores de dieciséis 
años, que es de presumir estén comprendidos en la suma 
de Diligencias archivadas por autor desconocido. 

"Estadística de la Fiscalía General del Estado, series 
cronológicas, 1972-1978. Diligencias Previas y Sentencias 
(D. J.-7)". Para deducir durante tal período la compa- 
racibn de cifras de Diligencias Previas inhibidas a favor 
del Tribunal Tutelar de Menores, artículo 789, 3 . O  de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, y los que durante tales 
años pudieron tener menos de dieciséis años entre los 
archivos por autor desconocido.. Gráficos de los esta- 
dos D. J.-1 y D. J.-5.7. 



ESTADISTICAS DE LA FISCALIA GENBñAL DEiL ESTADO 

m0 1977 

Número 
de condenados 

menores 
de veintiún dos  

kzidieu- Juz- 
cias gados 

T . T . M . - 
Facultad 

refor- 
mador& 
y pro*- 

tora 

ARO 1978 

Número 
de condenados 

menores 
de veirutiún años 

Audien- Juz- 
cias gados 

T . T . M . - 
Facultad 

refor- 
madorai 
y protec- 

tora 

......... Albacete 
Alicante ......... 

......... Almería 
Oviedo ............ 

............ Avila 
Bndajoz ......... 

......... B ~ l e w e s  
Barcelona ......... 

Castellbn ......... 49 68 111 63 116 157 

Giudad Real ...... 42 94 309 37 126 303 

Córdoba ......... 53 40 490 82 103 449 
Coruña (La) ...... 64 153 473 145 95 337 
Cuenca ......... 5 10 86 9 28 60 
Gerona ......... 51 30 224 30 115 219 
Granjada! ......... 75 155 487 108 204 483 
Guadalajara ...... 13 16 74 6 . 17 78 

Jabn ............ 33 57 472 65 146 361 

Lz6 Palmas ...... 77 127 383 5'1 . 187 393 



m0 1977 ARO 1978 

Número T . T . M . Número T . T . M . 
de condenados - da condenados - 

menores Facultad menores Facultad 
de veintiún d o s  refor- de veintiún 6 0 s  refor- 

anadora madom 
Audien- Juzr y pro- Audjen- luz- y prota- 

ci, m gados tora cias gados tora 

León ............ 99 91 303 115 95 3.10 

Lérida ............ 15 27 1150 15 M 125 

Logroiio ......... 37 51 2Q4 54 63 21.1 

Lugo ............ 34 38 113 38 69 182 

Madnid ............ 418 303 1.801. 22 1 163 1.828 

Milatga ......... 60 . .  148 807 171 357 811 
Murcia ............ 75 100 526 113 la2 .. 585 
Orense ............ 19 32 98 67 132 1126 
Palencia ......... 17 27 t3 1 . 52 49 60 
Paiiyplm ......... 54 144 4587 5 26 137 

...... Pontevedra 66 107 477 75 154 310 

Salaanmca ......... 46 100 232 66 118 297 

Smta Cruz de Te- 
n e d e  ......... 68 $11 662 77 230 340 

Salntander ......... 29 85 ' 300 63 148 199 
Segwia ............ 4 13 1.28 9 14 103 
Sevilla ............ 203 414 83 9 232 508 1. 067 
Soria ............ 5 44 68 7 45 67 
Tarragona ......... 51 1 62 104 129 233 1.99 
Teme1 ............ 5 5 72 6 13 61 
Toledo ............ 11 38 176 30 73 176 
Valencia ......... 78 102 406 1'44 249 902 
Vdldolid ......... 72 79 43 5 85 98 412 
Bilbao .............. 96 . .  -1156 . 715 80 244 616 . . . . 
Zamora ......... 7 31 125 . 33 64 1856 
Zaragoza ......... 1 . 175 . 415 155 199 429 

.............. - 

TOTALES ...... 3.244 4.725 19.936. 3.793 628 15 2ti.663. 

7.969 10.608 
. . 

Auinemo de condenas: Aumemo expedientes' T . T . M . . 
. . 34 por 100 9 ~ 1 0 0  



D. J.-2 
ESTADISTICA DE LA POUCTA JUMCLQL. ANO 1977 

DETENCIONES DUIUNIZ EL AÑ0 1977 DE MENORES Y 36VENE.5 HASTA DE VEINI~ÚN A h  (1) 

Motivos de las detenciones 
más destacados 

Reinci- 
Totales Con- Contra Fuga dentes 

las per- la pro- domci- 
sonas (piedad liana 

Menores  d e  16  
&os ............ 6.879 425 4.560 11.440 1.436 

De 1\6-17 años ... 4.175 243 2.808 802 1.1 110 
De 18-20 ... 3.027 282 2.062 329 886 

TOTALES ...... 14.081 950 9.430 2.471 3.432 

Pasaron 
(por 

reforma- 
tono 

(1) En contra de lo que generadmente se piensa, el 90 .por 1100 de los casos corres- 
p&de a: hijos de padres casados; resuütan ifla~l nfimero de ambiente familiar bueno o 
mdo; lo mismo ocume con la formación religiosa. 

Apreciadaslas condiciones de cul~tuw: buena, deficiente y analfabetos, el 70 por 100 
corresponden a deficiente, el 20 ipor 1800 a buena y el 10 ,por 1'00 a analfabetos. 

En cuanto 'a situarión económica, el 15 :por 1100 ]la tienen buena, el 60 por 1400 
regular y el 25 por 100 mda. 

Por provincias se observa: hrceiona, 1..301;- Mad~id, 2.084; Sevilla, 66; Palma de 
Mdlorca, 586. 

Por cido de edad-: menores de dieciséis años: M e l o n a ,  624; La Cwíía ,  47% 
Madrid, 859; Sevilla, 3W, P b  de Mallorca: 260. De dfieciséis a dimiocho años: 
Barcelona, 414; ,La Coruña, 27; Madrid, 674; Sevilla, 217; Pal,mai de M'a~llorca, 166. 
De-dieciocho a veinte años: Barcelonas 263; L a  Comñs, 34; M.adnid, 5.18.; Sevilla, 137; 
Pdma de Mdlmca; 160; Las Pal,mas, 244. En gráfico campa.i;abivo, del 76 al 77 
aumentan los menores de dieciséis años en 300; de dieoi&s a dieciocho Sios, en 400; 
de dieoiocho a veinte años no hay variación apreciable. 

Por "reinoidentes" se entiende "detemidos por segunda o ulterior vez". 

ESTADISTICA DE LA POLICIA'JUDICIAL. ANO 11938 

DETENCIOW DUR- EL A k  1978 DE MENORES Y JÓVPSES HASTA DE VEINTIÚN ANOS (1) 

- .  . . 
. . . . . Totales 

. . . . . . . . . . . .  

Menores  d e  -1-6 - 
anos ............ 7.677 

De 16-17 años ... 5.310 
Dc 1 8 - 2 0 a ñ 0 ~ .  ... 3.911 

Motivos de las. detenciones 
más destacados Paaaron 

R&nci- por 
Contra. Contra Fuga dentes reforma-. 
las per- la pro- domaid- túrio ': 

. . . .  sonas' piedad liariia 

382 
. - 

5.592 . 1.412 1.999 1.236 
416 4.512 996 1.387 657 
412 2.813 3 49 1.076 442 

1.210 12.017 2.757 4.472 2.336 



(1) En cuanto a Nivel de cul~tura;, situación económica, formación religiosa y sima- 
ción de los padm, s610 ,= destaca en 1978 un incremento de los de situación econ6- - -  
mica mda, que se eleva al 33 por 1'00. Las demás :prapoioiones se mantienen. 

Por lo que a provinoias se refiere: Bmwlona, 1.2Q La Coruña, 482; Madrid, 2.577; 
~eGilla, 961;. Palma de M~allorca, 539. 

Por ciolos'de edades: de menos de dieci@s,aiios: Bancelonai, @33:..La Coruña, 245; 
Madrid, 1..0&; Sevilla; 368; Palma de hlallorca, 1'93'; Las Pallms, N 8 .  De di&s 
a dioiocho años: Barcelona, 404, La Coruña, 128; Madrid,. 828; Sevilla, 3'81; Paihna 
de M~allorca, 195; Las Pdmas, 172. De dieciocho a veimie años: Barroelona, 225; La 
Coruña, 1'09; Madmd, 7'05; Sevilla; 212; Pal,ma de Mallorca, 151'; Las Palmas, 274. 
En .cuanto al gráfico comparativo gel 77 71 78, aumentan Pos de menos de dieciséis 
años en 898; dedíecidis a dieciocho años en 8.134, de .dieciocho:a veinte años se 
aprecia variación, con un aumemto.de 824. 

Por "reinoideiutes" se enentjende "detenidos por segunda oulterioi vez". 

. . 
. . . . ... 

. ,  . . . . . . . D. J.-4 

,- 
.: Menores de 16 &os ...... Contra las ,personas ......... - 11 

. . .  
. ~ . . .  Contra la propiedad ......:.. + 22 : . .: . . ...... . .  . . :Fuga dorn!i&avia ..- ;. - 2 

'.De 16-17: &os 2.. ... ?.. ... Contra das'personas ...‘..... .: + 70 .: 1 
. . . . . . ......... !Contra! la propiedad + 60 ; 

, .  ~ 

Fuga dornioiliaris ............ + 24 . 
- ,  

-De 1.8-20 años ............ Contra 8persone.s ......... + 45 . 
. . 

. .  .......... Contra la prapiedad < + 35 
............. . . . Fuga domioiliariit' + 35 .: 

. . 

. . -- 
Total conceptos 

. . . . . . .  - .  .. .; . . . - 
Menores $e 16 e . ....... 

. . 
+ 1.i: 

De i.6-17 afios .;. ..: . ....... + 27 .... 
.,. ...... De 18-20 años ..; + 2 9 -  

~etenidos más de una vez . ' . .  - 

. . ..+jg.! 
. . 

x .  
. . 

. . . . . . .  
. .  . ... Había pagGdo 8p.ief-at~rio: ' . : 

..' ; Menpres de: 16 $os ,.. .... .., + 5.8 i- . 
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Otro número que preocupa al calcular el volumen de 
menores penales o juveniles autores de delitos es el que, 
sin duda, se oculta bajo la creciente masa de Diligencias 
Previas que anualmente se archivan conforme al artícu- 
lo 789, 3." de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, supues- 
to 2.O -"aun estimándose que el hecho puede ser cons- 
titutivo de delito si no hubiera autor conocid-, casos 
en los que sólo cabe establecer presunciones lógicas. 

ESTADISTICA ESTIMATIVA DE MENORES Y JUVENJLES EN 
DILIGENCIAS PREVTAS ARCHIVADA6 POR EL ARTiCULO 789, 3." 

DE LA LEY DE ~ENJUiCIAMi!ENTO CRIMINAL 

1977 1978 

Diligencias Previas: , 

1. . :Pendientes e iniciadas .................. 629.600 . .  746.154 

2. Pendientes e iniciadas el 31 de &oiambre 
del &o mpcetivo ..................... 94.204 114.763 

3. Terminadas ........................... 535.396 631.391 

4. Archivadas por no ssr delito (ast. 789, l.." 
... de th Ley de Enjuiciamiento Criminal) 99.203 113.237 

5. Archivadas por ser al autor desconoQdo 
(art. 789, 1.O, 2) (1) ..................... 249.965 309.574 

(1) En 1977, sumadas las &as de las líneas 8 y 9, resultan 75.622 
procedimientos, que produjeron 27.1.58 sentenoias condenatonim. 

El ncmero de sancionados de dfecidis-diecisiete y dieoiocho-veinte años 
fue düi 13 y P6,2 por 1\00. 

Las sentenoias que correspondes'an ,a los 249.965 anihivos dcam,zaría 
la cifra de 89.964. mlta'ndo afcotados 11.587 autores de dieciséisdieci- .- 

siete años y 14.54 de dieoiocho-veinte años. 
En 11978 se produjeron 39.540 sentencias condenatorias. 
De las 309.574 Previas archivadas por ser el autor desconocido, caso 

de haberse tramitado habrían resultado 171.655 sentencias, que habrían 
afectado a 186.676 menores de diecóséisdieoisiete a6os y ai 24.236 juve- 
nlles de dieciocho-veinte 60s. 

Tanto a las oifras resultantes de 1977 como de 1978 debe ap1,iccars 
una defl,a&ón dd 50 por 1100 porque los hechos enjuiciados recaerían en 
la mitad de sujetos, ya! que preuisamente entre los que se ,man~enen ipo-  
rad- pwai la Justicia prtxiuce la anayQr babiWalidad, 



Diligencias Previas: 

7. inhibidas (mt. 789, 3.9, em sustan&, me- 
nores de d i d ~  a6os .................. 23 .VD5 24.OE9 

8. Pasan e h n m i o  ..................... 19.700 20.784 

10. Sentenoim condenatorias: 
a) 'Por Audiencia y Juzgados de Instru- 

Q6n .............................. 27.138 39.540 

6) En juicios de fdta6 ............... 135.877 163.379 

11.  Conddos  de diecidis-dieciGete #&os pcrr 
.................. Audienoias y Juzgados 3.547 4.205 

12. Concknados de dieciwho-veinte &os por 
los mismos Organos .................. 4.422 6.4Q3 

19. Condenados de &eci&deci&ete años en 
juicios de Mtas ('2) .................. 17.654 18.942 

14. Condedos de di&och&veinte años en 
Iguad prwedhiento .................. 21.728 25.120 



ES'I'ADETEAB DE LA GENERAL DEL ESTADO 
Sanies cronoi6&ts 1,972-78 

- 

Diiigenciai Previas. 

T e d n e  ... ... ... ... ... 3111.390 
&chivadas por no ser delito. 62.923 
hhiva$as  por ser el autor 

desconocido ... ... ... ... 1830!065 
' Inhibiaión faltas ... ... ... ... 49.700 

S Wbición menores. T. T. M. 11.277 

Diligencias Preparatorias. 

, Senien& condenatorias . . . 23.700 30.659 32.9Cü 29.560 10.400 

~umarios de Urgencia. 

Smtenoim condenatonias .. . 10.429 10.5QO 1.11.688 10.941 7.15'0 

Sumarios Ordinarios. 

Sentenok condenatorias .. . 1.850 2.020 1.91,8 0.193 11.950 

Faltas. 



D. J.-l/D. J.-5 
SENTENCTAG C O ~ N A T O I U A S  DE AUI)ZENOL4S Y JUZGA,DOS 

DE INSTRUCCTON. MEN;ORES Y JUVENLES PENADOS 
(16-17 y 1.8-20 &as) 

Sentencias condenatorias: 
Condenados de 16.20 años: 
Condenados de 18-20 'dios: 
condenados de 16-1,7 &os: ....................................... 



D. J.-7 
NUMERO DE DXLIGBNCLAS PMVIAS Y VOLUMEN 

DE SU FGSiJLTAiDO 

1978: 
661.950 1. Pendientes del a60 anterior. 

W 2. incoadas en el &o. 

N 
w 

4. Terninadas. 

1 a 3 4  

N 

5. Pendientes en 31 de dioiembre. 
6. Archivo por scr el autor desconocido. 
7. Archivo (por no ser detito. 
8. inbibicioncs mtícdio 789, 3.". 
9. Conversión en Sumarios. 
110. Conversión en Preparatorias. 
11. Senten6tas condenatorias. 
112. Inhibiciones por faltas. 

5 6 7  8 9 1 0 1 1 1 2  



Una simple ojeada a los datos estadísticos expuestos 
evidencia una sensible elevación de la delincuencia juve- 
nil. Ahora bien, estas conductas rebeldes, asociales o 
antisociales que vienen observando los jóvenes con sus 
connotaciones de antijuridicidad, si bien han aumentado 
progresivamente en los últimos años, puede decirse que 
lo han sido más desde una perspectiva sectorial que cuan- 
titativa, ya que desde esta Última no puede pasar des- 
apercibido el crecimiento vegetativo de la población 
española y la correlación existente entre el número de 
menores y los que de entre éstos observan una conducta 
desajustada. La deducción en esta vertiente es relativa- 
mente alarmante. No así en la cualitativa, en la que 
estas conductas de riesgo y peligrosidad creciente están 
provocando una gran alarma social. 

Dentro de esta actividad delictiva juvenil predomi- 
nan sin lugar a dudas los delitos contra la propiedad, 
siendo de hacer notar el notable aumento de aquellos 
en que media para su perpetración la violencia o intimi- 
dación en las personas, bien sea ejerciéndola por medios 
simplemente físicos, como es el tirón, o, la más grave 
y significativa, del empleo de armas de las más variadas 
clases. Otra modalidad delictiva muy al uso, y que por 
sistemática penal queda encuadrada, a efectos estadis- 
ticos, en el delito contra la propiedad, es la utilización 
ilegítima de vehículos de motor ajenos, actividad delic- 
tiva en peligrosa escalada cuyo tratamiento penal resulta 
de difícil adecuación al no existir un congruente equili- 
brio entre los daños y las molestias que acarrea, aparte 
de los peligros que representa, y la sanción que tales 
hechos llevan aparejada. 

Destacan igualmente esta delincuencia en grupos o 
bandas muchas veces capitaneadas por menores de die- 
ciséis años, que escapan a la jurisdicción represiva ordi- 
naria y cuya peligrosidad y madurez delicbiva.:no se com- 



paginan con el tratamiento refomador a que forzosa- 
mente y en razón de su edad han de ser sometidos. 

En una panorámica de esta actividad delictiva vemos 
que el motor de la misma no es otro, como ya se ha dicho, 
que la obtención de medios económicos para alcanzar 
los ofrecimientos de una publicidad que a través de unos 
medios de comunicación cada vez más eficaces bombar- 
dea sin límite ni descanso a una juventud que se siente 
marginada y desplazada en una organización social que 
poco o nada ha tenido en cuenta su proceso formativo, 
fomentando en ella necesidades y exigencias de consumo 
que las llevan a la .inadmisible pretensión de obtenerlas 
por medios ilícitos y no por la progresiva accesión a ame- 
joras de nivel de vida, consecuentes a una actividad labo- 
ral o intelectual normal, cualquiera que sea su campo. 

Dentro de esas apetencias está también el uso cada 
vez más frecuente de la droga, si bien de momento sólo 
se prodigue el consumo de la llamada blanda, pero que 
no deja de ser el primer escalón para pasar al uso de 
la dura, alejada hoy de esa juventud auténticamente 
desvalida más por razón de precio que por falta de deseo 
de e~r imenta r l a .  

Si la necesidad de medios económicos es el motor que 
impulsa las actividades delictivas de la juventud, unido 
también a una falta de formación por carencia, primero, 
de plazas escolares y, luego, de puestos de trabajo ade- 
cuados en las primeras etapas de vida activa, habrá que 
analizar seriamente antes de abordar una reforma sus- 
tantiva penal si no sería m& conveniente y eficaz abor- 
dar 'de una vez por todas y en su amplio marco, tanto 
familiar como social, la reestructuración de la jurisdib 
ción de menores en sus aspectos preventivos y reforma- 
dores al tiempo que se fomenta y vigila la asistencia fami- 
liar y social de los menores con modernos criterios, que 
den auténtica efectividad a sus peculiares funciones. 

De la lectura de las Memorias de las Fiscalías y de 
nuestra propia observación se llega a la conclusión de 



que la legislación española sobre protección de menores 
está fundamentada en principios paternalistas, imbuidos 
de un carácter benéfico-asistencia1 totalmente desfasado. 
Los métodos vigentes para corregir a los menores se 
basan en el sistema progresivo dirigido hacia los meno- 
res que, en gran medida, son víctimas de unas influen- 
cias negativas de carácter familiar o social, sobre las que 
no se actúa de ninguna manera. De ahí que cuando se 
produce el desarraigo del menor de un medio nocivo y 
se le interna s u p u e s t o  que esta privación de libertad 
se compensará de un modo efectivo-, al recobrar de 
nuevo la libertad se le devuelve, sin modificación alguna, 
al medio de procedencia. Esto determina en un gran 
número de casos que de nuevo vuelva a incidir en su 
precedente comportamiento. 

De otra parte, no existe suficiente personal especia- 
lizado para enjuiciar ni para reeducar a los menores. 
Tampoco Instituciones especiales para impartir los ade- 
cuados tratamientos. Es cierto que se han creado en 
Instituciones penitenciarias secciones especiales para 
menores, pero éstas no cumplen más finalidad que Ia de 
asegurar, relativamente, el aislamiento del menor del 
medio de que procede. 

Se desconoce la personalidad del menor, se infiuye 
sobre él muy poco científicamente y se le aplican trata- 
mientos realmente absurdos. 

Los menores sujetos a la acci6n reformadora de los 
Tribunales Tutelares de Menores suelen ser internados 
con otros que están sometidos a la acción protectora de 
Nchos Tribunales o de las Juntas de Protección de Me- 
nores y todos ellos reciben idéntico tratamiento. 

Las previsiones que en orden a la especialización de 
los Jueces de Menores exigía la derogada Ley de Bases 
Orgánica de la Justicia fue eludida por la Administra- 
ción. La prueba está en el Decreto del Ministerio de Jus- 
ticia de 26 de febrero de 1976, que dio paso a un régimen 



de compatibilidad realmente estéril porque la tutela 
que han de ejercer los Jueces de Menores comienza pre- 
cisamente en el período de ejecución de las medidas que 
la Ley de Tribunales Tutelares de Menores define como 
permanentes. Han de evaluar constantemente durante el 
período de ejecución de estas medidas los resultados obte- 
nidos por cada menor. Como no pueden hacerlo dejan la 
cuestión en manos de los denominados educadores, a 
quienes no controlan ni inspeccionan. 

El deterioro del sistema vigente queda evidenciado, 
con el consiguiente desánimo y desmoralización de los 
funcionarios, porque no existen medios idóneos que sir- 
van de apoyo a sus actuaciones y los problemas que coti- 
dianamente tratan de resolver son poco menos que insal- 
vables. 

Es la familia, el Estado y la sociedad en general quie- 
nes han de salir al  paso del problema, aportando cada 
uno de esos estamentos lo que le es peculiar en la grave 
y trascendente misión de educar, vigilar y encauzar a una 
juventud que, por el hecho de serlo, merece la atención 
de todos, con el empeño que se pone en cuidar de aquello 
que ha de ser la esperanza de un futuro. 

Destacamos, pues, la necesidad de desplegar una 
labor asistencia1 que se ocupe y preocupe de vigilar el 
ambiente familiar y su entorno, ya que de él depende 
primordialmente el futuro del niño. Simultáneamente 
debe reforzarse el aparato educativo, con tendencia a 
evitar por todos los medios esa ociosidad que tan perni- 
ciosa resulta en el proceso formativo de la primera edad. 

La labor es ingente, pero merece la pena intentarlo, 
en evitación de lamentaciones tardías ante la ineficacia 
y a veces irreparables perjuicios de sistemas represivos, 
que sólo delatan la ineficiencia e inoperabilidad de los 
preventivos. 

Nos consta que hoy preocupa profundamente al Go- 
bierno el problema de la infancia, y muy concretamente 



el proceso formativo del menor, y esperamos confiados 
que la tarea legislativa que se prepara dé los frutos ape- 
tecidos, reestructurando adecuadamente no sólo la nar- 
mativa aplicable al menor, sino ese complejo de Orgs  
nismos e Instituciones que hoy se cuidan del menor con 
mejor voluntad que eficacia en su importante cometido. 



EL MINISTERIO FISCAL 

A) Su actividad en 1978. 

Tiene encomendado el Ministerio Fiscal promover la 
acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de los 
derechos de los ciudadanos y del interés publico tute- 
lado por la Ley, tal como proclama el texto constitu- 
cional. 

La realización de esta misión ha dado lugar a una 
constante actividad de los funcionarios que integran la 
Carrera Fiscal, que se concreta en los siguientes cua- 
dros comparados con los producidos hace cinco años: 

1'973 1978 

Procedimientos penales: 
Ingresados en la aotaiidad de las Fiscalías 

desde el 1." de enero al 31 de diciemlbre ... 697.820 1.070.527 
Dictámenes emitidos ..................... 656.551 93'5.8 59 
Vistas efectuadas con asistencia de funoio- 

nanio fiscal ........................... 6.5'86 4.450 
Juicios males con asiaencia del Wsterio 
Fiscal ................................. 45.938 42.540 

Asunfos civiles: 
Tramitados en dos Juzgados de l.' Instancia. 41.998 52.032 

... Tramitados en Jas Audiencias Provinciales 204 265 

... Tramitados en las Audiencias Territoriales 223 1.359 
Dictámenw en asuntos tramitados en Audien- 

........................ cias Terdtard~'1es 284 233 

La comparación del volumen global de trabajo en las 
Fiscalías hace llegar a la conclusión de que se presenta' 
como estacionario en algunos de los términos de la com- 



paración, para demostrar una clara línea ascendente en 
cuanto a otros aspectos concretos, lo que significa que, 
en términos generales, se mantiene la tónica ascendente 
del volumen de trabajo. 

Tal realidad obliga a poner de manifiesto la insufi- 
ciencia de los medios con que se cuenta para hacer 
frente a este crecimiento, que avala la apremiante nece- 
sidad de la cobertura de plantillas, así como el proveer 
a las Fiscalías de los adecuados medios auxiliares mate- 
riales, mecánicos y humanos. 

El Gobierno, como se ha dicho en anteriores Memo- 
rias, ha de tomar conciencia de esta urgencia, conside- 
rando, con visión realista, que un Ministerio Fiscal efi- 
ciente requiere que cada uno de sus miembros pueda 
dedicar a cada asunto el tiempo que su estudio detenido 
requiere, disponer también del necesario para actuar 
sobre los problemas generales de la delincuencia y de la 
defensa social en las respectivas demarcaciones territo- 
riales de las Fiscalías y mantener con las autoridades 
gubernativas, policiales y penitenciarias constantes rela- 
ciones para lograr resultados eficaces en la lucha contra 
el crimen. 

Los Fiscales en sus Memorias, al tratar de la activi- 
dad en los procedimientos civiles, se limitan, por regla 
general, a simples indicaciones de carácter estadistico, 
con escasa referencia a los aspectos tanto sustantivo 
como procesal del Derecho civil, lo que viene a dar la 
razón a Carneluti cuando calificaba el proceso penal 
como "el reino del Ministerio Público". 

Entre las excepciones existentes podemos citar al 
Fiscal de Las Palmas de Gran Canaria, que propone un 
proceso "oral, inmediato, concentrado y publico" y la 
unificación de los juicios declarativos, tomando como 
proceso tipo el de menor cuantía. Por su parte, el Fiscal 
de Orense propugna que la conciliación se atribuya al 
Juez que conozca del asunto en lugar de al de Distrito, 



que actualmente coi-responde, así como que se haga uso 
por el Juez de la figura procesal de la transacción. 

En general, se sigue poniendo de manifiesto por los 
Fiscales la limitada intervención en el proceso civil, casi 
reducida a los actos de jurisdicción voluntaria, determi- 
nadas actuaciones del derecho de familia y cuestiones 
de competencia. 

Esta restrictiva, a la vez que imprecisa funcionali- 
dad civil del Ministerio Fiscal, es una realidad en la 
práctica forense, amparada en una confusa regulación 
normativa, toda vez que no puede olvidarse que las fun- 
ciones típicamente civilísticas, atribuidas por su Esta- 
tuto al Ministerio Fiscal, no tienen el adecuado desarrollo 
en el derecho positivo, tanto sustantivo como procesal, y 
que las no demasiadas funciones consignadas en los 
mismos lo están con gran imprecisión. 

Sin embargo, cabe también indicar que recientes dis- 
posiciones legales -a las que se hace referencia en otros 
apartados de esta Memoria, y otras que se anuncian 
van situando al Ministerio Fiscal en el ámbito tuitivo 
civil que le corresponde, atribuyéndole intervención en 
ciertas esferas jurídicas que antes no la había tenido, 
se discutía su intervención o no se encontraba suficien- 
temente explicitada. 

Las anteriores consideraciones sobre la actividad del 
Ministerio Fiscal derivadas de las cifras estadísticas, que 
suman de manera global el volumen de trabajo de las 
Fiscalias, se completan con los datos de las Fiscalías de 
la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo. 

Los asuntos despachados por la Fiscalía de la Audien- 
cia Nacional se reflejan en el siguiente cuadro: 

LXligenuas M a s  ..................... 1.369 
LXligentias Preparatorias ............... 294 
Sumahios .............................. 284 
Querellas .............................. 114 ........................... Competendas 369 
Juicios orales ........................ 43 
Vistas ................................. 493 
Expedientes da extradición ............... 7 P 



Expedientes de induito .................. 2 
Ejtpedientes gubernativos u orgánicos ...... 3 
Otros asuntos ........................... 376 

Los despachados por la Fiscalía del Tribunal Supre- 
mo dan las siguientes cifras: 

En materia penal, 2.707 asuntos, con un avance en 
relación con el año anterior del 6,61 por 100. 

En materia civil, 743 intervenciones, que, frente a 
las 308 de 1977, representa un aumento del 141 por 100. 

Y en materia social los asuntos despachados ascen- 
dieron a 13.539, con un aumento del 61 por 100 con 
relación a la cifra de 8.384 del año 1977, aunque debe 
tenerse en cuenta que de aquel total, 5.184 corresponden 
a dictámenes de competencia de los artículos 166-174 de 
la Ley de Procedimiento Laboral. 

Un proporcionado aumento tiene también la materia 
gubernativa u orgánica en sus distintas manifestacio- 
nes, con un total de asuntos despachados de 11.779. 

B) El Anteproyecto de Estatuto: sus principios infor- 
madores. 

Todavía en curso de elaboración la Constitución, se 
pensó en la conveniencia de preparar un borrador de 
Estatuto del Ministerio Fiscal que sirviera en su día al 
Gobierno para la redacción del nuevo Estatuto que im- 
pone el mandato constitucional. 

El borrador, cuya preparación se inició en la prima- 
vera de 1978, se ha redactado por una ponencia consti- 
tuida bajo mi presidencia por los Abogados Fiscales del 
Tribunal Supremo don Cándido Conde-Pumpido Ferrei- 
ro y don Mariano Rrnández Martín-Granizo y los Abo- 
gados Fiscales de la Fiscalía de la ~udiencia-~erritorial 
de Madrid don Fernando Jiménez la Blanca y don José 
Julián Hernández Guijarro. 

El primer texto se envió a todas las Fiscalías de 
España para su estudio por la totalidad de los Fiscales 



que componen la Institución, a fin de que formularan 
libremente sus enmiendas y sugerencias. 

Unas, individuales, otras, colectivas, llegaron de todas 
las Fiscaiías variadas propuestas de modificaciones que, 
después de ser catalogadas y estudiadas por la Ponencia, 
se tomaron en consideración, se desecharon o se refun- 
dieron en función de su oportunidad y de la mayor o 
menor coincidencia de sus autores. 

Terminada esta labor ha sido nuevamente repasado 
el texto de la Ponencia y estudiado finalmente en sus 
matices y detalles oídas la Inspección Fiscal y la Secre- 
taría Técnica. Luego se ha entregado al Ministerio de 
Justicia para que pueda servir de base al Proyecto que 
dé lugar a la Ley prevista en el artículo 124, 3 de la 
Constitución. 

Los trabajos se iniciaron, naturalmente, con un dete- 
nido estudio de cuantos preceptos constitucionales hacen 
referencia o atañen al Ministerio F'iscal y a sus funcio- 
nes, con el fin de inducir unos principios fundamenta- 
les, no siempre formulados de modo expreso, que sirvie- 
ran de líneas maestras a la futura regulación del Minis- 
terio F'iscal. 

Con este objetivo, el examen se centró fundamental- 
mente en el artículo 124, que regula la Institución, el 
127, que también hace referencia a "los Fiscales", todo 
el Título VI, que conñgura el Poder Judicial, y nume- 
rosos preceptos condicionantes del contenido y natura- 
leza de las funciones que se confían al Ministerio Fiscal, 
como los derechos y deberes fundamentales, principio de 
sujeción al ordenamiento jurídico, principio de legali- 
dad, regulación de la Corona, las Cortes Generales, el 
Gobierno y la Administración y otras muchas. 

La Constitución, al nivel de generalidad que corres- 
ponde a la naturaleza de sus normas y que ha de tener 
adecuado desarrollo a través de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, el Estatuto del Ministerio F'iscal y su 
Reglamento, define la misión del Ministerio Fiscal, esboza 



su organización y formula los principios a que han de 
ajustarse la actuación de aquélla y la configuración de 
ésta, estableciendo además el mandato para la elabo- 
ración del Estatuto Orgánico y la forma de designación 
del Fiscal General del Estado (art. 124). 

Sabido es que, tal vez por arrastre de su origen como 
"Agents du Roi" y consecuencia de la función de vigi- 
lancia que la Corona ejercía sobre los Jueces, que admi- 
nistraban la Justicia en su nombre, el Fiscal ha venido 
siendo considerado, aparte de un órgano velatorio de la 
legalidad y el buen funcionamiento de los Tribunales, 
como una prolongación del Poder ejecutivo ante el judi- 
cial y, por ende, como establecía el artículo 763 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y posteriormente reco- 
gió el articulo l.* del Estatuto de 1926, con misión espe- 
cífica de "representar al Gobierno en sus relaciones con 
el Poder Judicial". 

Las connotaciones propias de toda representacibn im- 
plicaban una subordinación del Fiscal al Ejecutivo que 
quedaba consagrada en el artículo 42 del Estatuto al 
establecer la "inmediata dependencia" del Fiscal res- 
pecto al Ministro de Justicia. La posterior declaración, 
en el artículo 55 de la Ley Orgánica del Estado, del Fi- 
cal como "órgano de comunicación" entre el Gobierno 
y los Tribunales, no acabó de centrar satisfactoriamente 
el tema de la naturaleza del Ministerio Fiscal dentro de 
la estructura política del Estado, pues si bien es cierto 
que rompía con la idea de representación y la necesaria 
subordinación del representante al representado, entraba 
en una vía de ambigüedad dado el carácber anfibológico 
del verbo "comunicar", con ocho acepciones distintas en 
nuestro diccionario. Aparte que, al no quedar expresada 
la finalidad y limites de esa "comunicación", resultaba 
indefinida la función, que podría ir desde la de un sim- 
ple "nuntius" o trasmisor de la comunicación a la de 
un órgano amortiguador de funciones entre ambos pode- 
res si su misión de "comunicarlos" quedaba matizada 



por el imperativo de la subordinación y el respeto al 
principio de legalidad y por los limites de su misión de 
defender el orden jurídico y el interés social. 

Esta confusión parece haber quedado definitivamente 
resuelta en el artículo 124 de la Constitución. En efecto, 
un análisis histórico y sistemático del precepto parece 
llevar a la conclusión de que el Ministerio Fiscal en el 
futuro queda configurado como un órgano de natura- 
leza jurisdiccional y no administrativa, como un insti- 
tuto integrado en la Administración de Justicia y sin 
dependencias fm,cionales con respecto al Gobierno o a 
la Administración. 

Desde el punto de vista histórico, es interesante 
advertir que en el texto definitivo de la Constitución des- 
aparece el carácter de "órgano de relación entre el Go- 
bierno y los órganos de la Administración de JusticiaJ' 
que todavía pretendía darle el borrador de Constitución 
(art. 110, 2) y el Anteproyecto de la misma (art. 114, 2). 
Con ello se rompe toda intercomunicación entre esos dos 
poderes, garantizándose más fuertemente la indepen- 
dencia del Poder Judicial frente al Ejecutivo. El único 
poder que, como consecuencia de su carácter más repre- 
sentativo de la soberanía popular, conserva cierta facul- 
tad de control de los otros poderes es el legislativo, con- 
trol que ejercita más expresamente frente al Gobierno 
(art. 66, 2) y sólo de modo indirecto, a través de los 
miembros de su Consejo General designados por las Cá- 
maras, frente al Poder judicial. Y es lógico que así fuera 
y que desapareciera toda referencia a la "relación" entre 
el Gobierno y la Justicia desde el momento en que en 
ningún lugar de la Constitución aparece que sea fun- 
ción del Gobierno excitar o promover la política de la 
Administraci6n de Justicia ni se contemplan las posibles 
relaciones entre el Gobierno y el Poder Judicial, como 
se hace, por ejemplo, con respecto a las Cortes en el 
Titulo V. 

Como conscuencia de esa ruptura con el sistema de 



dependencia el Ministerio Fiscal aparece regulado en el 
Título VI, relativo al Poder Judicial, y no en el W, que 
se refiere al Gobierno y a la Administración, en recono- 
cimiento expreso de que se trata de un órgano integrado 
en la Administración de Justicia, sin carhcter adminis- 
trativo alguno. 

Y eilo no podía ser de otro modo desde el momento en 
que, de las opciones entre los dos principios que univer- 
salmente vienen rigiendo el Ministerio Fiscal, se acepta 
el de legalidaa o sumisión exclusiva a la Ley, al igual 
que los Jueces, propio de las Constituciones democrkti- 
cas más avanzadas, y se abandona el de opmtunidaa, 
que traslada al Ministerio Fiscal los criterios de acciden- 
talidad de intereses, eficacia y cumplimiento del plan de 
gobierno, propios de la Administración, en aquellos pai- 
ses que conciben al Fiscal como el brazo del Gobierno 
dentro de la Justicia y que incluso llegan a confundir 
al Fiscal con el Ministro de Justicia. Con esa sujeción, 
en todo caso, de la actuación del Ministerio Fiscal a los 
principios de legalidad e imparcialidad, la Constitución 
de 1978 no ha hecho más que volver a las raíces, encar- 
nadas en el "Reglamento Provisional para la Adminis- 
tración de Justicia" de 1835, en cuyo artículo 107 expre- 
samente se ordenaba que el Fiscal en la actuación de su 
Ministerio "debe ser tan justo e imparcial c m  la Ley, 
en cuyo m b r e  la ejerce", y a la tradición democrática 
de la Constitución de 1931, cuyo articulo 104 establecfa 
que "el Ministerio Fiscal velará por el exacto cumpli- 
miento de las leyes y tendrá las mismas garantías de 
independencia que la Administración de Justicia", inde- 
pendencia que difícilmente admitiría cualquier vínculo 
de subordinación al Gobierno. 

La ruptura de la dependencia entre el Ministerio Fis- 
cal y el Poder Ejecutivo queda consagrada también a tra- 
vés del re~onocimiento de que los dos únicos mecanis- 
mos de promover la actuación del Fiscal son su propia 
inici8tiva (de pficio) q "a petición de los interesados", 



omitiéndose toda referencia a la "incitación del hbier-  
no". Cierto que el Gobierno podrá ser también intere- 
sado, pero entonces habrá de dirigirse al Fiscal "peti- 
cionando", pero nunca "ordenando". Lo que, de otra 
parte, es lógico, ya que si el Fiscal ha de "velar por la 
independencia de los Tribunales" sería incongruente que 
se pretendiera convertirlo en un instrumento de presión 
del Ejecutivo dentro de aquéllos. Esa misión constitu- 
cional es incompatible con toda dependencia del Fiscal 
respecto a cualquier Poder del Estado, ya que sólo los 
que sean independientes pueden velar por la indepen- 
dencia de los demás. Esa independencia se revela no sólo 
frente al Gobierno, sino también frente al Poder Judi- 
cial, y sólo así se explica que siendo regulado el Fiscal 
en el Título de la Administración de Justicia haya que- 
dado excluido de formar parte del Consejo General del 
Poder Judicial pese a una larga tradición de interven- 
ción del Fiscal en los órganos de Gobierno de los Tribu- 
nales. En el futuro el Ministerio Público actuará, como 
dice el articulo 124, 2 de la Constitución, por medio de 
órganos propios, no dependientes de ningún tercero. 

Ello tiene también su reflejo en el nombramiento del 
Fiscal General del Estado, que ya no será designado por 
el Gobierno, sino por el Rey, sin que la intervención del 
Gobierno, contrapesada por la necesaria audiencia del 
Consejo General del Poder Judicial, pueda tener el 
carácter decisivo que hoy tiene. La forma de la pro- 
puesta y el valor más o menos vinculante de la audien- 
cia del Consejo General pasarán a determinar, a travb 
del desarollo futuro de ese proyecto constitucional, el 
mayor o menor peso de esas instituciones en la elección 
de la persona del Fiscal General del Estado. 
' 

El carácter jurisdiccional de la actividad de los Fis- 
cales se revela también en otros preceptos de la Consti- 
tución, como el articulo 127, 1, que equipara, en orden 
a la incompatibilidad con el desempeño de cargos p~bl i -  



cos y la pertenencia a partidos políticos y sindicatos, 
a Jueces y Fiscales, así como establece la previsión de 
una futura regulación legal de la Asociación profesio- 
nal de "Jueces, Magistrados y Fiscales". Consúmase así 
una tendencia de equiparación de tratamiento entre 
los Jueces y los Fiscales que es propia de nuestra tra- 
dición histórica, que aparece ya en los "Reglamentos del 
Supremo Tribunal de Justicia de España e Indias" de 
1814 y 1835, en los que no sólo se equiparan los "minis- 
tros" (magistrados) de ese Órgano y los "fiscales", sino 
que se reconoce que éstos asistirán a Sala como jueces 
cuando no haya "suficiente número de ministros" (apa- 
recen así los fiscales como magistratura juzgadora ade- 
más de postuladora, que continúa en la Ley Adicional 
a la Orgánica de 1882 al convertirse los puestos de Fis- 
cales, Jueces y Magistrados en destinos de una única 
Carrera o Cuerpo y que se conserva no sólo en las equi- 
paraciones de categorias y tratamientos establecidos por 
el Estatuto de 1926, sino en la Ley de Bases Orgánicas 
de la Justicia, de 1974 (Base 15, art. 73, 2). 

En suma, podría decirse que en el artículo 124 de 
la Constitución de 1978 parece consagrarse una tenden- 
cia que es constante de los regímenes democráticos más 
modernos (Italia, Alemania Federal, Portugal, etc.), y 
que como principio tambibn proclaman las Repúblicas 
Socialistas, según la cual el Ministerio Fiscal sitúase en 
una posición especial y propia, dentro de la estructura 
poiítica de los Estados de Derecho, posición que es inter- 
media entre el Poder Judicial y el Ejecutivo, pero con 
independencia de ambos y con una posición de sus miem- 
bros frente a la Ley y a la Justicia similar a la que es 
propia de los Jueces: sumisión s61o a la Ley, indepen- 
dencia de actuación e imparcialidad de decisión. 

Con estos presupuestos el borrador de Estatuto OrgB- 
nico pretende configurar al Ministerio Fiscai según las 
siguientes características generales: 



Se ha concebido al Ministerio Fiscal como órgano 
integrado en el Poder Judicial, pero con autonomía pro- 
pia respecto de él. 

Se ha dicho, con acierto, que la construcción dogmtt- 
tica del Ministerio Fiscal está en función de la concep- 
ción política del proceso que se adopte y del criterio que 
se siga en orden a la titularidad del "jus puniendi". 
A una idea de supremacía del Ejecutivo sobre el Poder 
Judicial y a un deseo de control de éste por aquél corres- 
ponde un Ministerio Público vinculado al Gobierno que 
actuaría según un criterio de oportunidad y, por el con- 
trario, a una concepción equilibrada de poderes, con me- 
canismos de autocontrol por parte del Poder Judicial, es 
inherente un Ministerio Fiscal independiente que actúa 
bajo el principio de legalidad. Para una titularidad del 
"jus puniendi" por el Estado como Ejecutivo 'es indis- 
pensable un Ministerio Fiscal postulante dependiente 
de éste; para una titularidad del derecho de castigar por 
el Estado como Jurisdicción el Ministerio Fiscal se inte- 
gra en el Poder Judicial como magistratura postulante 
e independiente de la decisoria. Si se tienen en cuenta 
ahora los preceptos constitucionales que proclaman la 
legalidad en la actuación del Ministerio Fiscal, suprimen 
toda referencia a vinculaciones de éste con el Gobierno 
y hacen recaer la titularidad del "jus puniendi" en la 
Jurisdicción, parece claro que se ha pretendido la confi- 
guración del Ministerio Fiscal como magistratura pos- 
tulante, integrada en ei' Poder Judicial, bajo un estricto 
criterio de legalidad en su actuación. 

2. En 20 orgánico. 

Merecen ser destacadas dos orientaciones fundamen- 
tales: la jerarquización de los órganos por su contenido 
funcional que se matiza y el paralelismo con. la magis- 
tratura, 



A la primera orientación obedecen la separación del 
Fiscal General del Estado y la Fiscalía del Tribunal Su- 
premo, la potenciación del Consejo Fiscal como SrgSo 
de gobierno, la configuración de la Junta Fiscal Asesora, 
la Inspección Fiscal y la Secretaría Técnica como órga- 
nos de asistencia al Fiscal General del Estado en el ejer- 
cicio de sus funciones y, en consecuencia, la disminu- 
ción del número de Fiscales Decanos a n t e s  Fiscales 
Generales-, al que imponen las funciones de Jefatura 
de la Fiscalía del Tribunal Supremo y de las Salas de 
éste, donde el Ministerio Fiscal ejerce sus funciones. 

El paralelismo con la Magistratura ha impuesto, sobre 
todo, la estructuración de dos categorías en la Fiscalía 
del Tribunal Supremo -Fiscales Decanos y Fiscales-, 
sin perjuicio de las homologaciones procedentes, con sus- 
tantividad propia en el Ministerio Fiscal y equiparación 
a 'la canxra judicial -Presidentes de Sala y Magistra- 
dos del Tribunal Supremo. 

Desde este punto de vista, el borrador pretende dos 
objetivos: uno, actualización de las funciones y la regu- 
lación, con el detalle necesario, de los principios de lega- 
lidad e imparcialidad. Aquéllas derivan de la misión que 
la Constitución confiere al Ministerio Fiscal, si bien han 
sido pormenorizadas y complementadas con atribuciones 
indispensables para que tales funciones puedan ser ejer- 
cidas con eficacia. La regulación de los principios aludi- 
dos ha exigido contemplar los supuestos de colisión con 
los de unidad y dependencia, buscando un punto de equi- 
librio que asegure el ejercicio correcto de las funciones 
respecto a convicciones en conciencia de los miembros 
del Ministerio Fiscal. 

4. En cuanto a2 gobierno. 

Novedades importantes pretende el proyecto en este 



punto: de una parte, dar autonomía al Ministerio Fis- 
cal y, de otra, estructurar una participación de todo el 
Ministerio Público en tan trascendental actividad. 

La autonomía, impuesta por la inserción del Minis- 
terio Fiscal en la Jurisdicción y ia consagración del prin- 
cipio de legalidad, se pretende conseguir mediante la 
configuración del Consejo Fiscal como órgano de gobierno 
de la Institución, sin perjuicio de las facultades que en 
este orden corresponden al Fiscal General del Estado y 
a los Fiscales Jefes de los demás órganos que integran 
el Ministerio Fiscal. La nueva estructura del Consejo 
hace posible la participación de los distintos estamen- 
tos del Ministerio Público en el gobierno, con lo que ha 
de lograrse una defensa real de todos los intereses y un 
mayor acierto en las resoluciones y propuestas. 

La esperanza de que el anteproyecto redactado por 
los propios hombres del Ministerio Fiscal se convierta 
en Ley - a u n  con los naturales y soberanos retoques que 
puedan aplicarle las Cortes Generales- no sólo consa- 
graría los anhelos que alientan una fijación precisa 
y certera de su naturaleza jurídica, sino que podría 
servir de pauta a la Institución en otras legislaciones 
continentales. 

C) Investigación especial sobre una supuesta desccpa- 
rición de piewts artísticas pertenecientes al Museo 
del Prado. 

La denuncia. 

Con fecha 11 de julio de 1978 se formuló denuncia 
ante esta Fiscalía por una supuesta desaparición de fon- 
dos pertenecientes a nuestro primer Museo, basándose 
dicha denuncia en informaciones de prensa iniciadas por 
la revista "Posible" -núm. 97- bajo el epígrafe "Siete 
mil cuadros desaparecidos. Escándalo en el Museo del 
Prado" -información de la que después se hicieron eco 
otras publicaciones, como "El Imparcial", "Pueblo" y 



mks po~teriorment~e el diario "Yam-. Acompañaron los 
denunciantes una correspondencia relativa al caso man- 
tenida por representantes de diversos partidos políticos 
y las autoridades del ramo. 

Admitida la denuncia y conforme a las peticiones que 
contenía, enderezadas a la práctica de una indagación 
previa sobre los extremos denunciados, esta Fiscalía 
recabó informe de la Policía Judicial con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 269 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, que ordena al funcionario receptor de una 
denuncia que proceda a la comprobación del hecho 
denunciado y teniendo especialmente en cuenta, en este 
caso, como señala la Circular 4/1970, de 5 de diciembre, 
que "el Ministerio Fiscal ha de velar para que se exijan 
las responsabilidades en que incurran quienes atenten 
contra los bienes que integran el patrimonio histórico- 
artístico nacional" (Memoria de 1971, pág. 360). 

Primer informe. 
El informe recabado de la Policía Judicial lo rindió 

el 19 de septiembre de 1978. 
Según los datos que la Policía obtuvo en el propio 

Museo, una gran cantidad de obras pertenecientes a su 
patrimonio se hallan dispersas en centros, entidades y 
establecimientos ajenos al Museo y, practicada una so- 
mera indagación sobre el paradero y situación de algu- 
nos de estos fondos dispersos, resultó que eran varios 
los que no podían ser localizadas, otros aparecían incom- 
pletos y muchos resultaban abiertamente en situación 
irregular, por lo que se hacía necesario una investiga- 
ción lo suñcientemente completa para conseguir la nece- 
saria clariñcación sobre el paradero de todas las piezas 
artísticas que por cualquier concepto hubieran salido 
del Museo. 

Apertura del expediente. 
En vista de que en principio resultaba haber funda- 



mento para la denuncia y de que eiio exigía una inves- 
tigación a fondo sobre la situación real del patrimonio 
del Prado, esta Fiscalía, con fecha 25 de septiembre 
de 1978, ordenó la apertura de un expediente informa- 
tivo, designando Instructor al señor Abogado-Fiscal del 
Tribunal Supremo don José Raya Mario, Secretario al 
señor Abogado-Fiscal de la Audiencia Territorial de Ma- 
drid don Jesús Silva Porto y adscribiendo a dicho servi- 
cio a los Inspectores del Cuerpo Superior de Policía 
-Brigada Central de la Policía Judicial- don Ehrique 
de la Puente Herranz y don Javier Fernández Muñoz. 
- 

Notificada la apertura del expediente al señor Director 
del Prado, el Museo ha puesto todos sus antecedentes a 
disposición de la investigación, suministrando los datos 
pertinentes y procediendo a la comprobación de los que 
resultan incompletos o precisan verificación. 

Para las correspondientes operaciones técnicas desig- 
nó de su plantilla a doña Mercedes Orihuela Maeso, doña 
Adela Espinos Díaz y doña Mercedes Royo Villanova. Asi- 
mismo adscribió un equipo fotográfico para fotografiar 
las obras depositadas que fueran siendo localizadas y de 
las que no hubiera fotografía en los archivos del Museo. 

En el expediente se pretende fijar con la mayor exac- 
titud posible la situación actual del patrimonio del Mu- 
seo, cuyos fondos habrán de estar en una de estas cua- 
tro situaciones : 

a) Obras que se exhiben en sus salas y ga1erias.- 
Al efecto se ha interesado del Museo la comprobación 
y verificación de su catálogo, actualizándolo. De los datos 
provisionales hasta ahora recibidos b suma de las obras 
expuestas alcanza un total aproximado de 2.800 piezas. 

b) Obras a l m a c m ~  en el propio Museo o sus 
ciepenaencias.-Se está procediendo al inventario de 
tales obras en almacén, que se calculan en 1.600 piezas. 

c) Dispersas fuera del Museo.-Resultan hasta ahora 



en esa situación 3.662 piezas, lo que se esta verificando 
en un arduo trabajo de comprobación. 

d) Obras perdidas.-La cifra de pérdidas que corres- 
ponden a la anteriormente señalada rebasa las 500 piezas. 

El objetivo fundamental del expediente reside en la 
constatación de esas "bajas" y de las circunstancias en 
que se hayan producido, de modo que permita calificar 
la pérdida como fortuita o culpable, a An de ejercitar, 
en este último caso, las acciones legales a que pueda 
haber lugar y además, en cualquier supuesto, a promo- 
ver las pesquisas para dar con el paradero de las piezas 
sustraídas o indebidamente apropiadas, a fin de promo- 
ver su reivindicación en los casos en que legalmente sea 
posible. 

Los okpósitos. 

Hasta el momento, la investigación se ha dirigido 
fundamentalmente a comprobar las obras que a lo largo 
de los años han ido saliendo del Museo, depositadas por 
tiempo indeíinido en centros, establecimientos y entida- 
des de la más variada naturaleza, unas con fines cultu- 
rales y otras meramente para decoración en lugares más 
o menos accesibles al público. 

Los depósitos hasta ahora investigados exceden de 400. 
El más antiguo data del 7 de noviembre de 1850 y con- 
siste en tres cuadros que se cedieron al convento de El 
Pardo (un Ribera, otro de la Escuela de Albano y un an6- 
nimo italiano). El más moderno data del 13 de diciembre 
de 1976 y consiste en tres cuadros cedidos al Ministerio 
del Interior (una copia del Correggio, otra del Parmfgnia- 

- -- nino y un retrato de CBrnicero). - 

En el siguiente cuadro se resumen los depósitos que 
hasta la fecha están siendo investigados en el expediente, 
con expresión de la década en que fueron constituidos, 
número de piezas que comprenden y naturaleza de la 
cntidad depositaria. 



Naturaleza ¿id ente ' o estableuimiento d&k&b 

1940-49 
195Q-59 
1960-69 
1.970-79 
No consta 

En el cuadro anterior, en la columna "museos" se 
incluyen todos los. de naturaleza museística, cualquiera 
que sea su clase, públicos o fundrtcionales, nacionales, 
provinciales o locales. 

Como establecimientos c r se comprenden todos 
los que imparten enseñanzas, cualquiera que sea su 
grado y especialidad. 

Los religiosos incluyen templos, conventos, semina- 
rios y residencias eclesiásticas. 

Los administrativos comprenden oficinas, despachos 
y dependencias tanto de la Administración civil como 
de la militar, así como corporaciones, academias, asocia- 
ciones y otros de análoga naturaleza. 

En la columna "diplomáticos" se incluyen todos los 
concedidos a misiones españolas en el extranjero. 

33n el total registrado de 3.662 obras -la mitad apre  
ximadamente de los fondos que constituyen el patrimo- 
nio del Museo- se revela la importancia, complejidad y 
dificultades que entraña la indagación de su paradero y 
estado actual. 

Como se advierte, la salida de pie= del Museo se 



inicia a partir de 1850 y en este primer periodo la ma- 
yoría de las obras proceden de los fondos que constí- 
tuían el llamado "Museo de la Trinidad", creado en 1837 
con el nombre de Museo Nacional de Pintura, que había 
recogido obras provenientes de conventos suprimidos en 
virtud de las leyes desamortizadoras. 

Con aires de escándalo porque, en París, según noti- 
cias de prensa, se estaba haciendo aimoneda de muchos 
lienzos de artistas españoles, se suscita por primera vez 
la cuestión de las cesiones y depósitos en la sesión de Cor- 
tes del 29 de mayo de 1869 a causa de una interpelación 
sobre el caso dirigida al entonces Ministro de Fomento 
don Manuel Ruiz Zorrilla. Según el "Diario de Sesiones", 
el Ministro anunció que se estaba indagando sobre el 
paradero de las obras salidas del Museo para exigir res- 
ponsabilidades si a ello hubiere lugar. 

No obstante, la realidad es que continuó la disper- 
sión de obras, la cual se intensificaba considerablemente 
a partir de 1872, fecha en que se funden el Museo del 
Prado y el de la Trinidad, recibiendo aquél la abruma- 
dora cantidad de obras que constituían los fondos del 
segundo, sin que dispusiera de locales para su colocación, 
que, además, muchas no la merecían por su baja calidad. 

Durante las décadas siguientes continúan las salidas 
de obras y las reacciones contra esta forma tan singuiar 
de administración del legado artístico nacional se han 
venido produciendo, sin alcanzar resultados positivos. 

Por Real Orden de 19 de agosto de 1901 se prohibe 
que, ,bajo ningún pretexto, puedan salir las obras de los 
Museos, disposición de la que, al parecer, no se hizo nin: 
gún caso, como tampoco de la Real Orden de 14 de 
mayo de 190r7, que vino a ratificar la anterior al señalar 
que, por vía de excepoión, podría autorizarse la salida 
de obras siempre que fuera ?ara concurrir a certámenes 
en el extranjero, mediara acuerdo del Gobierno y se 
adoptaran las debidas precauciones. 

También se observa en esta materia el incumplimien- 



to de resoluciones particulares; así ocurrió, por ejemplo, 
con la Real Orden de 10 de junio de 1899, que al aceptar 
el legado de las obras del paisajista don Carlos de Haes, 
admite y establece la condición de que "bajo ningún 
concepto podrán sacarse de la sala donde sean instala- 
das". Hoy la casi totalidad de las obras de Haes están 
dispersas en cesiones y depósitos. 

Varias veces se ha pretendido poner orden en este 
estado de cosas, comprobar los depósitos y vigilar su 
estado de conservación. Recién creado el Patronato del 
Centro, en 1912, puso especial empeño en esta tarea, 
pero chocó, al parecer, con la resistencia más o menos 
pasiva de los depositarios. 

Con análogos obstáculos han tropezado las tentati- 
vas posteriores, incluso la más seriamente emprendida, 
hace diez años, cuando por Orden Ministerial de 24 de 
marzo de 1969 se dispuso se requiriese a todos los tene- 
dores de obras del,Prado para que, en plazo de un mes, 
informaran sobre el lugar donde se hallaban expuestas, 
la función que cumplían (cultu~al o decorativa), su es- 
tado de conservación y las medidas o garantías que lo 
aseguraban. La orden conminaba con la remoción del 
depósito a quienes no atendieran al requerimiento. Sin 
embargo, la situacián continuó, poco más o menos, como 
estaba, salvo en algunos casos particulares. 

Las indagaciones que ahora realiza esta Fiscalía tien- 
den a la misma finalidad. El Museo ha proporcionado los 
antecedentes que posee, aunque con muchas reservas, 
aceTca de su exactitud, por lo que está procediendo a 
actualizarlos. El reducido equipo de que se hizo mención 
está trabajando ahincadamente para comprobar los da- 
tos de salida de las obras y las restituciones o cambios 
de depositario que se hayan producido. 

Al momento de cerrar esta Memoria, sobre las 3.662 
piezas de cuya salida hay constancia en el expediente se 
ha obtenido informe respecto de 2.474 y se está pendiente 
de obtenerlo de las restantes 1.188. 



Con respecto a las 2.474 obras investigadas, resulta 
que se conservan 1.627 por los depositarios, se dicen 
devueltas 257 para restauración, exposiciones u otros 
motivos -datos que están pendientes de comprobación- 
y 590 pueden darse por perdidas. 

Las que se conservan, no todas están en poder de la 
entidad a quien origina~iamente se confió el depósito 
o en el lugar a que se destinaba. Muchas piezas han 
pasado de un lugar a otro y de unas manos a otras sin 
autorización ni siquiera conocimiento del Museo. 

También es frecuente el caso de depositarios que po- 
nen en duda que la propiedad de las obras corresponda 
al Museo y exigen la prueba que acredite esa propiedad, 
lo que se viene verificando. 

Los cuidados y estado de conservación son muy dis- 
tintos en unos y otros depositarios. Los hay que conser- 
van las obras irreprochablemente, generalmente en los 
Museos y en despachos o salas de recepción de altos orga- 
nismos. En otros se advierte que han sido tratados con 
incuria en grado que ha causado graves deterioros en 
las piezas depositadas. 

Algunas entidades depositarias han desaparecido, sin 
que haya noticia de dónde fueron a parar sus muebles e 
instalaciones y con ellos los cuadros del Prado. La tena- 
cidad en las pesquisas ha dado a veces resultados sor- 
prendentes. Así, una Purísima, de Carreño, cedida el 17 
de abril de 1872 al desaparecido h i l o  de Cigarreras se 
averiguó que había estado instalado en la calle de Mesón 
de Paredes, donde luego estuvo la Inclusa, y siguiendo 
las vicisitudes de las Casas de Maternidad, hasta su 
actual emplazamiento de O'Donell, allí se ha hallado la 
obra en perfecto estado de conservación. Algo parecido 
ocurrió con un depósito de siete cuadros, entre ellos un 
Tiziano, concedido en 3 de julio de 1887 al Gremio de 
Fabricantes de Sabadell. El Instructor, mal informado, 
supuso que tal Institución habría desaparecido, por lo 
que se encaminaron las gestiones a través de la Comi- 



saría de Sabadell, dando por resultado la comprobación 
de que tal Institución existe, que mantiene íntegramente 
el depósito en perfecto estado de conservación y ha remi- 
tido fotografía de todos los cuadros, donde así puede 
apreciarse. 

Para no prolongar más esta nota, que resume el 
estado actual del expediente, terminaremos con algunos 
datos relativos a la parte más sensible de la investiga- 
ción, que es la referente a las pérdidas. 

Hasta ahora resultan 590 obras las que, provisional- 
mente, pueden darse por perdidas. La cifra en sí es alar- 
mante y más si se piensa que los resultados definitivos 
posiblemente habrán de aumentar. 

No nos corresponde, al menos por ahora, hacer nin- 
gún juicio de mérito respecto de las obras desaparecidas. 
Para nosotros, todas son números de inventario, con 
igual significación. 

Aunque la cifra es alarmante, no puede olvidarse que 
se refiere a un período de ciento treinta años, en los que 
se han sufrido muchos desgraciados accidentes y han 
ocurrido terribles acontecimientos asoladores. 

Muchas obras se han perdido en accidentes fortuitos, 
como el incendio del Palacio de Justicia el 4 de mayo 
de 1915, en el que se destruyeron 31 cuadros del Prado; 
los incendios de Oviedo durante el movimiento revolu- 
cionario de 1934, con pérdida de 23 obras en la Univer- 
sidad y seis en el Obispado, así como las cuantiosas des- 
trucciones o despojos sufridos durante la Última guerra 
civil. 

En los acontecimientos catastróficos queda, sin em- 
bargo, la duda de si las piezas fueron efectivamente des- 
truidas o fueron sustraídas por merodeadores. Tal es el 
caso, por ejemplo, de la devastación de la Embajada de 
Lisboa en 1975, donde existía un depósito de 381 cuadros; 



con los 11 cuadros depositados en la Embajada de Berlín 
y los siete de la Embajada de Viena, que se supone des- 
truidos por los bombardeos de la Segunda Guerra Mun- 
dial. Tampoco hay noticia de los 14 cuadros que existían 
en la Embajada de San Petessburgo al ser evacuada 
en 1917. 

Todavía más dificultades plantea el caso de desapa- 
rición de las instituciones depositarias, como ocurre, 
entre otros, con la Escuela denominada "Jardines de la 
Infancia" (dos cuadros), la "Escuela Modelo Municipal" 
(dos cuadros), el "Centro Instructivo del Obrero" (24 di- 
bujos) y otros análogos que se registran en el expediente. 

Uno de los empeños del Museo del Prado, en el cual 
está colaborando esta Fiscalía a través de las actuacio- 
nes del expediente, es el de obtener de los depositarios la 
fotografía de las obras para que en el archivo del Prado 
se disponga de este necesario elemento de identificación. 
Pero tropezamos con la dificultad de que muchos tene- 
dores de obras manifiestan carecer de recursos para esos 
trabajos fotográficos. 

Al tiempo de cerrar esta nota llega la noticia de que 
en Cáceres, en el denominado "Museo del Mono", en la 
noche del 19 al 20 de mayo se ha perpetrado un robo y 
entre lo sustraído figura un cuadro del Museo del Prado 
-Cat. 508, Inv. 1.907, Ottavio Viviani, "Perspectiva"-, 
del cual, por existir fotografía en el archivo del Museo, 
se facilitará su persecución e indentificación en caso de 
hallazgo, lo que no hubiera ocurrido de otra manera. 

En resumen, hasta la fecha la resultante del expe- 
diente sólo revela situaciones que afectan a la ordenada 
gestión del patrimonio artístico, planteando cuestiones 
cuya consideración corresponde exclusivamente a los 
organismos administrativos, puesto que no aparecen 
hechos con definida relevancia penal, bien porque no se 
desprenda responsabilidad de ese orden, bien porque la 



remota antigüedad de los hechos la hubiera extinguido 
por prescripción. 

Conviene, sin embargo, seguir adelante las actuacio- 
nes hasta agotar la investigación. 

Si iiegare haber lugar al ejercicio de alguna acción 
penal, se deduciría el correspondiente tanto de culpa y, 
en todo caso, el material informativo reunido, una vez 
ultimado y concluso el expediente, se remitirá original 
a la Dirección del Museo del Prado a los efectos que 
procedan. 



RECURSO CONTENCIOSO-mmom 

El contencioso-electora1 aparece como un breve pro- 
ceso contencios~administrativo para el control judicial 
de las irregularidades que se denuncien respecto a los 
actos administrativos producidos en el ejercicio del De- 
recho electoral. Esta rama del Derecho Público tiene 
sus dos fuentes básicas, después del cambio político de 
nuestro país, en el Real Decreto-Ley 20/1977, de 18 de 
marzo, regulador de las Elecciones al Congreso de los 
Diputados y al Senado, y en la Ley 39/1978, de 17 de 
julio, sobre normas para las elecciones de miembros de 
las Corporaciones Locales. Supletoria de esta disposición 
es el Real Decreto-Ley citado y lo es de ambos precep- 
tos, en lo que afecta al recurso contencioso-electoral, la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adrninis- 
trativa de 27-XII-1956, modificada por la de 17-111-1973. 

Aunque las normas electorales de referencia no han 
tenido aplicación en el ámbito del recurso jurisdiccio- 
nal durante el año 1978, período de tiempo al que se 
contrae esta Memoria, sí la tuvieron con motivo de los 
procesos electorales de los años 1977 y 1979. Por eiio 
hemos considerado oportuno, dada la inmediatividad 
temporal y la novedad de la materia, un sucinto comen- 
tario con notas jurisprudenciales sobre los recursos con- 
tenci-electorales, con cuya instauración ha comen- 
zado a tener efectividad una parcela del Derecho Público 
tan sugestiva como vital para la vida política de la 
Nación, 



El Real Decreto-Ley de 18 de marzo de 1977 con- 
templa tres tipos diversos de recursos contencioso-elec- 
torales : 

1. El procedente contra los acuerdos de las Juntas 
Electorales Provinciales sobre proclamación de candi- 
daturas. Interpuesto ante este órgano, conoce de él la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Territorial dentro de cuya circunscripción tenga su sede 
la Junta Electoral (art. 73, 2); su tramitación es la pre- 
vista en los artículos 73, 3 a 8 y 74. 

2. El de impugnación de la validez de la elección y 
proclamación de Diputados y Senadores electos. Tam- 
bién se interpone ante las Juntas Electorales Provincia- 
les y la competencia para resolverlo se atribuye a una 
Sala de lo ContencioseAdministrativo del Tribunal Su- 
premo que designe su Sala de Gobierno (art. 73, 2, inciso 
segundo). Los trámites de este recurso con los regula- 
dos en los airtículos 73, 3 a 8 y 75. 

3. Cualquier tipo de impugnación en materia elec- 
toral que no recaiga sobre proclamación de candidatu- 
ras o proclamación de candidatos electos tiene también 
acceso a la vía jurisdiccional a través del recurso pre- 
visto en el artículo 76; se interpone ante las Juntas Elec- 
torales, pero son recurribles primeramente ante la Junta 
de superior categoría y los acuerdos de la Junta Elec- 
toral Central son impugnables ante la jurisdicción con- 
tenciosa-administrativa en la forma prevista por su ley 
reguladora. 

Por su parte, la Ley de 17-VII-1978 establece otro 
recurso en el área de las elecciones locales, que se inter- 
pone ante la Junta Electoral de Zona o ante la Junta 
Provincial y son resueltos por las Salas de lo Contencioso- 
Administrativa de las Audiencias Territoriales; son recu- 
rribles los acuerdos sobre proclamación de candidaturas 
o de candidatos electos y los actos de procedimiento de 
elección y el acto de proclamación de electos de Presi- 
dentes de Corporaciones Locales (arts. 42, 43, 44). 



El Ministerio Fiscal no interviene en todos los recur- 
sos enunciados. El articulo 73, 4 del Real Decreto-Ley 
de 18 de marzo de 1977, dispone que "la representación 
pública y la defensa de la legalidad en el recurso con- 
tencioso-electoral corresponderá al Ministerio Fiscal". 
Mas, a pesar de esta declaración general, sólo interviene 
en dos tipos de recurso: los que tienen por objeto la 
impugnación de los acuerdos sobre proclamación de can- 
didaturas (art. 74, 3) y los que persiguen la impugna- 
ción de la validez de la eleccián y proclamación de n ~ ~ -  
tados y Senadores (art. 75, 1, en relación con el 74, 3). 
También en los medios impugnatorios regulados en la 
normativa sobre elecciones locales el Ministerio Fiscal 
es ajeno al procedimiento. La declaración del artícu- 
lo 73, 4 no ha sido llevada a sus últimas consecuencias, 
aunque en todas las hipótesis de recursos electorales se 
denuncian vulneraciones del orden jurídico público gene- 
ral; no hay razones suficientemente válidas para elimi- 
nar su presencia de algunos recursos electorales, pues, 
aun prescindiendo de su ausencia en el actual ordena- 
miento contencioso-administrativo general, la naturaleza 
de estos recursos electorales es la misma y, si por su 
naturaleza se admite en ellos la intervención del Fiscal, 
por igual filosofía debió tener cabida en todos el Minis- 
terio Público, órgano defensor de la legalidad. 

Como seguramente no se ha producido todavía una 
exposición ordenada de la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo en materia tan nueva, la ofrecemos aquí como 
aporte a esta nueva faceta del Derecho Público, atraída 
por el desarrollo político. 

CAPACIDAD PROCESAL. LEGITIMACION ACTIVA 
PARA RECURRIR. PODER DE POSTULACION 

El llamado representante de la candidatura, que 
encaja en la figura de la sustitución procesal, viene a 
ser simplemente una persona que actúa por ella dentro 



del proceso, con lo cual, a los fines del recurso conten- 
cioso-electoral no suscita equívoco alguno el hecho de 
que el Procurador diga actuar por el representante o 
por la candidatura misma; otra cosa es, desde luego, el 
mecanismo de otorgamiento de los poderes. Así, pues, la 
"candidatura" ostenta legitimación activa para recurrir 
aun cuando, careciendo de personalidad, haya de postu- 
lar por eila el representante o, más exactamente, la per- 
sona identificada por los Partidos, Asociaciones, Federa- 
ciones o Coaliciones como encargado (expresión literal 
del art. 32, 4 del Real Decreto-Ley) de gestionar los inte- 
reses de la candidatura ante la Junta ... carece, desde 
luego, de capacidad procesal, pero, insistimos, este pre- 
supuesto procesal sólo puede cobrar virtualidad en el 
proceso a través del otorgamiento de poderes al Procu- 
rador (Sentencia de 25-IV-1979). 

La legitimación activa en el campo contencioso-adrni- 
nistrativo es muy amplia, bastando el interés directo del 
artículo 28, 1 de la Ley de 27 de diciembre de 1956, inte- 
rés que se estima existente siempre, con la anulación 
del acto o actos impugnados, el recurrente obtenga un 
beneficio real, cual acontecería en el supuesto enjuicia- 
do ..., pues si la pretensión anulatoria prosperara la 
parte actora podría tener Senadores o Diputados en la 
elección que nos ocupa (Sentencia de 15-VII-1977). 

M Real Decreto-Ley 20/1977, además de conceder en 
el artículo 73, 3 expresamente legitimación para inter- 
poner el recurso contencioso-electora1 a los representan- 
tes de las candidaturas proclamadas o concurrentes en 
el Distrito, regula la interposición del recurso en su ar- 
tículo 74, 1, señalando los requisitos que ha de reunir 
el escrito de formalización del recurso ante la Junta Pro- 
vincial, sin exigir para la postulación ante la Junta nin- 
gún otro requisito formal, por lo que hay que entender 
que el representante de la candidatura, cuya función se 
configura en el artículo 36, 4 de la normativa electoral, 
puede representar como tal representante el escrito de 



impugnación con el que se inicia y formaliza el recurso 
contencioso-electora1 a que alude el citado artículo 74, 1, 
así como el articulo 75, 1, que se limita a remitirse al 
anterior con las modificaciones que establece, entre las 
que no figuran la exigencia de la postulación por medio 
de Procurador o Abogado al efecto apoderado (Senten- 
cia de 21-VII-1977). 

EL PRINCIPIO DE LA VALIDEZ DE LOS ACTOS 
ELECTORALES CUAND'O LOS REQUISITOS INOBSER- 

VADOS NO SEAN RELEVANTES 

Aun cuando no quepa arrumbar radicalmente la doc- 
trina sobre la nulidad de pleno derecho en el procedi- 
miento electoral, nos encontramos ante una pauta de 
actuaciones que dista, -por su índole y función, de las 
puramente administrativas, hasta el punto de que la 
norma clave de aquél es la de conservación del resultado. 
de las elecciones, admitiendo sólo los efectos invalidato- 
rios que alteren a la vez la formación de la voluntad 
popular o su correcta manifestación, y éste el valor pre- 
dominante que obliga, por lo mismo, a deslindar cuida- 
dosamente cuanto contribuye o causa su incorrecta ma- 
nifestación de cuanto es sólo consecuencia de la activi- 
dad de los órganos escrutadores o de control, ya que esto 
Último sólo motivaría la corrección de dicha actividad, 
pero únicamente para que el resultado proclamado se 
adecuara al realmente manifestado (Sentencia de 21- 
IV-1979). 

En esta materia electoral, para que prosperen las 
nulidades por vicios o faltas de procedimiento y de carác- 
ter sustantivo, la normativa vigente sólo toma en consi- 
deración gravisimas infracciones que desvirtúen el resul- 
tado de la elección, llegando en este extremo a disponer 
en su último párrafo el artículo 75 del Decreto-Ley de 
18 de marzo de 1977 que la invalidez de la votación en 



una o varias secciones no comportará la nulidad de la 
elección cuando aquélla no alterase el resultado final, 
por lo que para que una infracción produzca el efecto 
de declarar la nulidad total o parcial de una elección o 
proclamación de candidatos electos acordados por la 
Junta Electoral Provincial .es preciso examinar en cada 
caso ,las consecuencias que pueda producir la infracción 
y, sobre todo, lo que haya podido variar el derecho de 
sufragio ejercido por los ciudadanos en determinada 
jurisdicción para la libre designación de sus represen- 
tantes en el Parlamento (Sentencia de 6-IV-1979). 

Dos principios programáticos y fundamentales, pro- 
pio el uno del ordenamiento jurídico administrativo y 
consistente en la presunción de legalidad que todo acto 
de la Administración implica, que conlleva en el proceso 
contencioso especial que se analiza a la conservación de 
la validez de la elección y de la proclamación de candi- 
datos electos interin no se constaten infracciones de 
suficiente entidad y calidad para anular dicha elección 
y proclamación de candidatos y, específico el otro, en 
cuanto sólo se predica de este proceso contencioso-elec- 
toral, puesto que sólo procederá la nulidad de acuerdo 
de elección y proclamación controvertido si el vicio o 
vicios que se esgrimen como causantes de la citada nuli- 
dad "fueran determinantes del resultado de la elección 
(Sentencias de 15-VII-1977 y 21-M-1977). 
El párrafo 4 del artículo 75 del Real Decreto-Ley de 

18 de marzo de 1977 establece como norma general el 
principio de la conservación del acto de proclamación 
de los candidatos electos, lo que obliga al recurrente 
a acreditar que precisamente' el vicio alegado altera el 
resultado. de la elección (Sentencia de 20-IV-19799. El 
principio de la conservación del acto, ante simples omi- 
siones o pequeños errores intrascendentes para el resul- 
tado de la elección, es reiterada en Sentencias de 23-IV- 
1979 y 24-IV-1979. 

La corrección de errores aritméticos una vez que han 



sido comprobados no afecta a la seguridad jurídica ni 
quebranta las exigencias de la justicia, como la prueba 
el último inciso del artículo 1.266 del Código Civil, el 
artículo 111 de la Ley de Procedimiento Administrativo 
y el artículo 56 de la Ley General Tributaria, cada uno 
de los cuales se proyecta sobre un ámbito jurídico dis- 
tinto, aunque los tres son coincidentes en lo equitativo 
de la solución rectificadora, sin que deba suceder de 
otro modo en materia electoral (Sentencias de 18-N-1979 
y 21-VII-1977). 

-A DE LOS PROPIOS ACTOS 

Falta de protesta sobre la legalidad de las votaciounes. 
Fl. silencio durante el escrutinio general del repre. 

sentante del recurrente, no haciendo la protesta prevista 
en el artículo 68, 3 del Real Decreto-Ley de 18 de marzo 
de 1977, que además es continuación de la postura de 
los interventores en el escrutinio de la Mesa, implica que 
han participado con su  conducta en la producción de 
la pretendida causa de nulidad que ahora se alega y 
cuya invocación debe ser desestimada en virtud de la 
doctrina que prohibe ir contra los propios actos, reco- 
gida en el artículo 115 de la Ley de Procedimiento Adrni- 
nistrativo, aplicable al proceso electoral según el artícu- 
lo 76 d )  del Real DecreteLey citado y acogido por esta 
Sala en Sentencia de 21 de julio de 1977 (Sentencias de 
18-N-1979, 21-N-1979 y 24-IV-19'79). 

No impugnación de l a .  certificm'cnm. 
Al no haber sido impugnada la certificación, es pre- 

ciso reconocer que la Junta Electoral efectuó bien el 
cómputo de votos, pues lo contrario sería ir contra los 
propios actos que vinculan al que los realiza, conforme 
a lo establecido en el articulo 115 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo (Sentencia de 23-N-1979). 



VALQR DE LAS ACTAS Y CERTIFICACXONES 

Valor del término "falta de actas". 
En el concepto de "falta de acta" deben incluirse 

tanto la inexistencia material como su ineficacia jurí- 
dica, ineficacia ésta que es de apreciar cuando al Acta 
le falte un elemento esencial, tal sucede en el supuesto 
de un Acta sin firmas, pues la firma del Acta es un ele- 
mento esencial, como se deriva de los números 1 y 3, 
último inciso, del artículo 66 del Real Decreto-Ley de 
18 de marzo de 1977, por lo que la falta de Acta debe 
ser suplida por las certificaciones del resultado del escru- 
tinio, es decir, que consignen los votos obtenidos por 
cada candidatura por ser reflejo del Acta ya levantada 
o en trance de redacción, pero aún no firmada, porque 
la firma del Acta se lleva a cabo cuando han concluido 
todas las operaciones anteriores, de acuerdo con la nor- 
mativa establecida en los artículos 65 y 66 sobre esta 
materia, siendo necesario para que la certificación sea 
válida que se presente en forma (Sentencia de 24-IV- 
1979). 

Defectos que no implican nulidad del Ada. 
Aunque en términos generales las Actas deben reunir 

todos y cada uno de los requisitos a que se refiere el 
artículo 66, apartado l.*, de la Ley Electoral, la omisión 
de alguno de ellos no puede acarrear las drásticas con- 
secuencias que pretende la parte actora si la carencia 
de un requisito se puede suplir fácilmente, como acon- 
tece con la falta del número de electores, en cuanto 
pueda subsanarse con el sobre primero, artículo 66, 3 
del Real Decreto-Ley de 18 de marzo de 1977, de la misma 
manera que dicho número puede inferirse, en cuanto 
a los lectores que han votado, del hecho de sumar los 
votos nulos, en blanco y de cualquier otro tipo, lo que 
"mutatis mutandis" también ocurre con el resto de los 
posibles defectos de dichas Actas, salvo el supuesto excep- 



cional de que falten los votos computados a favor de 
cada partido o coalición o a favor de cada candidato del 
Senado, pues en este supuesto deben, .en todo caso, com- 
putarse los resultados reflejados en los certificados en 
forma que aparezcan en .el expediente electoral o que 
aporten las candidaturas interesadas (Sentencia de 15- 

Validez a% las certificaciones: requisitos. 
Para que la certificación sea válida, como en toda 

clase de certificaciones, es suficiente que la certificación 
esté firmada por el Presidente que la expide, puesto que 
no están previstos mayores requisitos en la legislación 
electoral para la validez de las certificaciones (Sentencia 
de 24N-1979). 

Las certificaciones de un Acta nula no son hábiles para 
producir efectos. 
Las normas electorales no pueden ser interpretadas 

extensivhmente y dar, en todo caso, preferencia a los cer- 
tificados firmados sobre el Acta radicalmente nula.. . ; 
frente a tal documento, eminentemente formal, no puede 
prevalecer una certificación porque la certificación que 
según el artículo 66, 2 pueden obtener los represen- 
tantes de las listas y los miembros de las candidaturas 
no es un certificado de iu votación, sino una certifica- 
ción de Lo consignado en el Acta, y es evidente que si en 
un Acta se omiten los resultados obtenidos , p r  las can- 
didaturas y luego se extiende un certificado de esa Acta 
haciendo constar los resultados obtenidos por las candi- 
daturas, no se está certificando sobre lo contenido en el 
Acta, sino sobre algo ajeno a ella ... (Sentencia de 2447-  
1979). 

Preclusión de las protestas y reclamaciones o ineficacia 
de las reservas para ejercitar aquellos actos en mo- 
mentos distintos a íos previstos. 
Transcurridos los momentos a que se refieren los 



artfculos 64, 6.O y 68, 3 . O ,  ya que no puede hacerse pro- 
testa alguna sobre la legalidad de las votaciones ni, por 
lo tanto, puede alegarse como motivo de un recurso con- 
tencioso-electoral lo que pudo y debió ser alegado en la 
propia Mesa, primero, y ante la Junta Electoral, después, 
porque eiio puede significar indefensión de los otros Par- 
tidos concurrentes a la elección. No surte efecto una 
reserva en términos generales "del derecho a examinar 
las papeletas de los votos nulos en todas y cada una de 
las Secciones con vistas a la interposición de correspon- 
dientes recursos", por cuyo procedimiento no habrfa 
seguridad jurídica para los candidatos electos, dejados 
indefensos, y el escrutinio no sería practicado por la 
Junta Provincial, sino por una Sala de Justicia del Tri- 
bunal Supremo, cuya función no puede ser la de recon- 
tar la totalidad de los votos de unas elecciones gene- 
rales (Sentencia de 24-IV-1979). 

Si se utiliza el* derecho de protesta ha de ejercitarse 
precisamente en el momento de la lectura del Acta de 
cada Sección y no después del recuento final y subsi- 
guiente proclamación de candidatos, porque quien par- 
ticipe en la elección no ha de esperar a conocer si su 
resultado le es adverso, para alegar un vicio, o le es favo- 
rable, para no impugnarla, sino que está obligado a 
denunciar el vicio que crea que existe en el momento 
preciso en que tiene conocimiento de él - e n  la Mesa- 
o cuando se computen los votos de esa Mesa en el escru- 
tinio general, ya que solamente así la denuncia del vicio 
puede calificarse de objetiva y hecha a todo riesgo, es 
decir, sin saber si las consecuencias de la denuncia le 
benefician o le perjudican; lo contrario es faltar al prin- 
cipio de igualdad en el proceso electoral, cuyas normas 
si establecen unos momentos concretos para protestas o 
reclamaciones es precisamente para obviar lo que la coa- 
lición recurrente hizo: esperar a conocer que la votación 
k había sido adversa y solamente entonces impugnar el 
resultado.. . (Sentencia del 20-IV-1979). 



VOTOS NULOS 

Los contenidos en papaletus con signas que alteran su 
contenido. 
Las papeletas deben depositarse en la misma forma 

en que se recibieran y no en otra distinta, porque, en 
otro caso, el elector aparentó tener dudas acerca de la 
persona o personas a las que quiere votar y además pone 
en dudas a los encargados de decidir cuál fue su volun- 
tad, expresada por medio del voto; por ello deben decla- 
rarse nulos todos los votos emitidos para el Congreso en 
papeletas que tengan signos, rayas, dibujos, firmas, 
tachaduras o señales distintos de los de la propia im- 
prenta que las produjo, ya sea en su anverso o el reverso 
(Sentencia de 20-N-1979). 

Los contenidos en sobres con más de una papeleta. 
Los sobres presentados con varias pepeletas o con 

contenido múltiple son anulables en su totalidad, aun 
en el caso de que los distintos votos contenidos en el 
mismo sean de idéntico sentido, esto es, a favor de la 
misma candidatura, ya que otra interpretación del texto 
legal (art. 64, 2, apartado dos) pondría en evidente peli- 
gro la libertad de voto, garantizada a través de su rigu- 
rosa individualización (Sentencias de 21-VII-1977 y 24- 
N-1979). 



REFORMAS LEGISLATIVAS 

1. De lege data. 
De las disposiciones legales promulgadas en 1978, 

modiñcativas e incluso derogatorias de nuestro ordena- 
miento jurídico, relacionamos a continuación aquellas 
que afectan a la actuación del Ministerio Fiscal. 

- Ley 17, de 15 de mamo de 1978, modifica el artícu- 
lo 161 al suprimirse la referencia al Consejo Nacional 
del Movimiento y deroga el artículo 164 bis a), b) 
y c), que tipificaban la ejecución de actos o la 
realización de propaganda contra los principios del 
Movimiento Nacional, declarados permanentes e inal- 
terables, los actos tendentes a derogar las Leyes Fun- 
damentales y las ofensas proferidas contra el Movi- 
miento Nacional. 

- Ley 20, de 8 de mayo de 1978, modifica todos los ar- 
tículos del Código Penal que imponen penas de multa 
y el quantum de las infracciones patrimoniales. El 
tope mínimo de la multa asignada a delitos cuando 
se trate de pena principal y única es ahora de 20,000 
peseh. . . 

- Ley 22, de 26 de mayo de 1978, sobre despenalización 
del adulterio y amancebamiento.- A tal efecto, se dero- 
gan los artículos 449 a 452 del Código Penal y el 
Último párrafo del articulo 443. 



- Ley 31, de 17 de junio de 1978, por la que se tipifica 
el delito de tortura, introduciéndose al efecto en el 
Código Penal el artículo 2014 bis, en donde se san- 
ciona a la autoridad o funcionario público que en el 
curso de una investigación policial o judicial y con 
el fin de obtener una confesión o testimonio come- 
tiese homicidio, lesiones, coacciones o amenazas; tam- 
bién está tipificado penalmente el hecho de someter 
al interrogado a condiciones o procedimientos que le 
intimiden o violenten su voluntad. 

- Ley 45, de 7 de octubre de 1978, por la que se modi- 
fican los artículos 416 y 343 bis del Código Penal. 
Se elimina del articulo 416 la propaganda o venta de 
anticonceptivos y el artículo 343 bis considera delito 
contra la salud pública la expendición de aquéllos 
sin cumplir las formalidades legales o reglamentarias. 

- Ley 46, de 7 de octubre de 1978, por la que se modi- 
fican los artículos 434, 435, 436, 437, 440, 441, 443 
y 447 del Código Penal, relativos a los delitos de estu- 
pro y rapto. 

- Ley 77, de 26 de diciembre de 1978, sobre modifica- 
ción de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social. 
Un análisis crítico de sus modificaciones se haiia en 
otro lugar de la Memoria. 

- Ley 81, de 28 de diciembre de 1978, que modifica el 
Código Penal en materia de reincidencia y reite- 
ración. 

- Ley 82, de 28 de diciembre de 1978, modificando diver- 
sos artículos del Código Penal, en los que se elimina 
el término terrorismo. 

- Ley 11, de 20 de febrero de 1978. Deroga la Ley de 
28 de noviembre de 1974 de Bases Orghica de la 



Justicia. Se declaran en vigor algunos párrafos de las 
Bases 9, 10 y 13 conforme al Real Decreto-Ley 26911- 
1976 y el texto articulado parcial aprobado por el 
Real Decreto de 29-Vii-1977. 

- Ley 10, de 20 de febrero de 1978, por la que se deroga 
la circunstancia 4.a del artículo 503 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, que establecía la prisión 
provisional en todo caso para determinados delitos 
contra la seguridad interior del Estado y la prisión 
provisional en tanto no se normalice la situación 
alterada para todos los demás delitos comprendidos 
en el Libro 11, Título 11, del Código Penal. 

- Ley 20, de 8 de mayo de 1978, sobre modiíicación del 
artículo 14, 3.a, de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal. Los Jueces de Instrucción instruyen, conocen y 
falian los delitos perseguibles de oficio con pena no 
superior a arresto mayor, privación del permiso de 
conducir y multa que no exceda de 200.000 pesetas. 

Ley 28, de 26 de mayo de 1978, modificativa de los 
artículos 746 y 850 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 

<minal. Al primero de ellos se le agrega un párrafo 
declarativo de que no se suspenderá el juicio por 
enfermedad o incomparecencia de alguno de los pro- 
cesados citados personalmente, siempre que el Tri- 
bunal estimare con audiencia de las partes y haciendo 
constar en el acto del juicio las razones de la deci- 
sión, que existen elementos suficientes para juzgarlos 
con independencia. El nuevo párrafo del artículo 850 
dice que podrk interponerse recurso de casación por 
quebrantamiento de forma cuando el Tribunal haya 
decidido no suspender el juicio para los procesados 
comparecidos, en el caso de no haber concurrido 
algún acusado, siempre que hubiere causa fundada 
que se oponga a juzgarles con independencia y no 
haya recaído declaración de rebeldía. 



- Ley 33, de 17 de julio de 1978, por la que se da nueva 
redacción al artículo 273 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, admitiéndose las citaciones por correo certifl- 
cado con acuse de recibo, dando fe el Secretario en 
los autos del contenido del sobre remitido. 

- Ley 33, de 17 de julio de 1978, dando nueva redac- 
: ción al artículo 166 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 

minal; por ella las notificaciones, citaciones y empla- 
zamientos podrán hacerse por correo certificado con 
acuse de recibo. 

- Ley 53, de 4 de diciembre de 1978, sobre modica- 
ción de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (arts. 23, 
37, 53, 118, 302, 311, 333, 520 y 522) al tiempo que 
se deroga el artículo 316. Básicamente, se reflere a 

. la asistencia letrada a los detenidos. Se analiza en 
otro lugar de la Memoria. 

- Ley 56, de 4 de diciembre de 1978, estableciendo me- 
didas especiales en relación con los delitos cometidos 
por bandas o grupos armados. Tales medidas son la 
posibilidad de prolongar el plazo legal de detención, 
si el Juez lo autoriza, y la licitud, con ciertas garan- 
tías, de las observaciones postales, telegráficas y tele- 
f ónicas. 

- Ley 62, de 26 de diciembre de 1978, sobre Protección 
Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la 
Persona, que se analiza en síntesis en otro lugar. 

- Tratado suplementario de extradición entre España 
y Estados Unidos firmado en Madrid el 25 de enero 
de 1975, Instrumento de Ratificación de 10 de octubre 
de 1975 ("B. O. del E." de 27 de junio de 1978). Entr6 
en vigor el 2 de junio de 1978, 



- Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecho 
en Ginebra el 28 de julio de 1951, y su Protocolo, 
hecho en Nueva York el 31 de enero de 1967. Instru- 
mento de Adhesión de España de 22 de julio de 1978 
("B. O. del E." de 21 de octubre de 1978). La Conven- 

. ción de 1959 entró en vigor el 12 de noviembre de 
1978 y el Protocolo de 1967 el 14 de agosto de 1978. 

- Real Decreto 2433, de 2 de octubre de 1978, sobre 
supresión de legalización en relación con los países 
vinculados por el Convenio de La Haya de 5 de octu- 
bre de 1978. Una Orden del Ministerio de Justicia de 
30 de diciembre de 1978 interpreta y desarrolla el 
Real Decreto. 

DERECHO PRIVADO 

- Ley 22, de 26 de mayo de 1978, modificativa de los 
artículos 84, 109, 756, 758, 852, 853 y 854 como con- 
secuencia de la despenalización del delito de adul- 
terio. En el articulo 84 se suprime el núm. 7, que 
impedía contraer matrimonio entre sí a los adúlteros 
que hubieren sido condenados por sentencia firme. 
En el articulo 109 se elimina el giro "o hubiese sido 
condenada como adúltera". Conforme al artículo 756, 
ya no es indigno para suceder el condenado en juicio 
por adulterio con la mujer del testador. Pero es justa 
causa para desheredar haber m e t i d o  adulterio con 
el cónyuge del testador (arts. 852, 853, 854). 

- Real Decreto-Ley 22, de 30 de junio de 1978, por el 
que se prorroga el plazo de duración de los arrenda- 
mientos rústicos en tres años más a partir del ven- 
cimiento respectivo. 

- Real Decreto-Ley 33, de 16 de noviembre de 1978, por 
el que se Aja para todos los españoles la mayoría de 
edad en los dieciocho años cumplidos y la edad hábil 

- para la emancipación en los dieciséis años. 



Ley 12, de 20 de febrero de 1978, sobre regulariza- 
ción de la situación administrativa de Magistrados, 
Jueces y Fiscales que desempeñan cargos en la Admi- 
nistración del Estado. Ya no se admite la posibilidad 
de acogerse a la situación de excedencia especial por 
el hecho de ser nombrado por Decreto para cargo 
político o de confianza no permanente; la aceptación 
de estos cargos determina automáticamente la exce- 
dencia voluntaria. 

- Real Decreto 357, de 10 de febrero de 1978, acordando 
la extiición de los Tribunales Sindicales de Amparo. 

- Real Decreto-Ley de 7 de junio de 1978 por el que 
se regula la Seguridad Social de los funcionarios de 
la Administración de Justicia. 

- Real Decreto 2560, de 3 de noviembre de 1978, por el 
que se somete a referkndum de la Nación el Proyecto 
de Constitución. 

- Red Decreto-Ley 37, de 27 de noviembre de 1978, por 
el que se admite el voto de todos los españoles mayo- 
res de dieciocho años incluidos en el censo electoral. 

- Ley 54, de 4 de diciembre de 1978, sobre Partidos Poli- 
ticos. Se reafirma la libertad para crear partidos polí- 
ticos como ejercicio del derecho fundamental de aso- 
ciación. Adquieren personalidad jurídica una vez que 
hayan transcurrido veinte días a partir del depósito 
de la documentación preceptiva en el Ministerio del 
Interior, pero antes de que transcurra ese plazo, y 
si se dedujesen indicios de ilicitud penal de los docu- 
mentos aportados, se dará traslado al Fiscal, quien 
puede devolver las actuaciones al Ministerio del inte- 
rior si no aprecia la ilicitud penal o, en caso contra- 
rio, instar 1% decl&raciÓn de ilegalidad del partido. 



Se regula también la suspensión y disolución de los 
partidos. 

- Ley 55, de 4 de diciembre de 1978, sobre Policía. Se 
especilica en ella que los Cuerpos de Seguridad del 
Estado se integran por el Cuerpo Superior de Policía, 
la Policía Nacional y la Guardia Civil; se señala como 
misión esencial de estos Cuerpos la defensa del orde- 
namiento constitucional y la protección del libre 
ejercicio de los derechos y libertades; se distribuyen 
sus funciones y, por regla general, se someten a la 
jurisdicción ordinaria los delitos cometidos contra 
miembros de estos Cuerpos. 

2. De Lege ferenda. 

Los señores Fiscales Provinciales y Territoriales for- 
mulan en sus respectivas Memorias propuestas de refor- 
mas legislativas, basadas en la experiencia que les brinda 
su diaria tarea de apreciación y exigencia de las leyes, 
sugerencias de valor no sólo doctrinal, sino especiaimente 
pragmático, nacidas en el continuo afhn de llegar cada 
vez m& cerca de la justicia y de alcanzar sin descanso 
la máxima eficacia. Consignamos a continuación aque- 
llas que hemos juzgado más oportunas o factibles por si 
el Gobierno estimara pudieran ser tomadas en conside- 
ración como base de reformas legislativas. 

a) De carácter sustantivo. 

Estupro.-Algunas normas de la obra legislativa del 
último año no han supuesto una notable mejoría res- 
pecto de la situación anterior, sino que, por el contrario, 
han introducido modificaciones un tanto arriesgadas, 
limitándonos a lo que puede representar obstáculo en la 
lucha contra la delincuencia, por lo que propugnamos 
su modificación, est& la alteración de los.presupuestos 
del dellto de estupro por la Ley de 7 de octubre de 1978, 



que reduce prácticamente a los doce años la edad de la 
protección penal de la mujer al propio tiempo que se 
otorga a tan temprano momento de la vida la facultad 
para conceder implícitamente el perdón, ya que basta 
la manifestación de la mujer de que no ha sido enga- 
ñada para que se paralice la acción judicial. Por otra 
parte, se da la circunstancia de que el acceso carnal con 
mujer un día menor de doce años es considerado como 
delito de violación y castigado con pena de reclusión 
menor, mientras que el mismo acceso con mujer de doce 
años justos es impune, salvo el factor del engaño, que 
trae consigo la imposición de pena de arresto mayor. 

Mucho más razonable, equitativo y ético sería, y 
asf lo propugnamos, establecer un periodo intermedio, 
de doce a dieciséis años, en que todo acceso carnal con 
mujer entre esas edades sería considerado como delito 
de estupro, sancionado con pena de prisión menor por 
lo menos, sin perjuicio de castigarlo más severamente 
en casos de engaño, prevalimiento de situaciones de 
superioridad o parentesco del reo con la menor. Por mu- 
cho que haya evolucionado la capacidad de comprensión 
e información de las generaciones infantiles, considerar 
a una mujer menor de dieciséis años con raciocinio suíi- 
ciente para comprender las consecuencias personales y 
sociales del acto sexual y otorgarles absoluto albedrío 
para prestar su consentimiento al mismo es sencilla- 
mente un error (Valencia). 

Peligrosidad y rehabilitación.-La Ley de Peligrosi- 
dad se reforma por Ley 43/1974, de 28 de noviembre, 
fundamentalmente en lo relativo al procedimiento y al 
juicio de revisibn, que acentúa, el sistema acusatorio- 
formal en el proceso regular y señala una participación 
decisiva en el mismo del Ministerio Fiscal. 

A pesar de sus avances, destacan en esta Ley dos 
graves inconvenientes: 

Uno, de carácter técnico-jurídico, que consiste en la 
peWcuci6n en el orden penal represivo y en el preven- 





los de motor ajenos, menores de veintiún años, inclina- 
ción delictiva y la relativa a enfermos y deficientes men- 
tales. 

Algunas de esas supresiones son inoportunas y debe- 
rán rectificarse en el futuro: la supresión del apartado 14 
del artículo 2.O, excluyendo a los menores de veintiún 
anos abandonados por la familia o rebeldes a ella que 
se hallaren moralmente pervertidos nos parece desacer- 
tada porque esa situación es uno de los supuestos claros 
que encajan en una Ley de defensa social. Cierto que 
sería necesario reducir la edad de dieciocho años para 
adecuarse a la normativa constitucional y añadir a la 
palabra rebeldes la expresión "sin justa causa", susti- 
tuyendo la expresión "hallarse moralmente pervertidos'' 
por la de "ser peligrosos para la sociedad". 

Debería reinsertarse el suprimido apartado 15 del 
artículo 2.": "los que por su trato asiduo con delincuen- 
tes o peligrosos sociales, por la frecuentación de los luga- 
res donde se reúnen habitualmente o por la comisión 
de faltas penales, atendidos su número o su entidad, 
revelen inclinación delictiva". Es cierto que inclinación 
delictiva y habitualidad criminal son distintas, pero tam- 
bién es cierto que están relacionadas, ya que son aspec- 
tos de la predelincuencia y de la postdelincuencia. 

El suprimido artículo 3 . O :  "enfermos y deñcientes 
mentales que por su abandono o por la carencia de tra- 
tamiento adecuado signiñquen un riesgo para la comu- 
nidad" debe reincorporarse en la próxima reforma, ya 
que es uno de los supuestos claros de estados de peligro- 
sidad cuando -desde otra óptica, como es obvio- cons- 
tituyen un riesgo para la sociedad; ello sin perjuicio de 
la aplicación de las disposiciones vigentes en materia 
de asistencia sanitaria a que se refiere la disposición 
transitoria de la Ley modificadora. 

Enfocando la futura revisión de estos estados de de- 
f ensa social pueden señalarse : 

El apartado 4.O del articulo 2.O deberia suprimir "el 



ejercicio habitual de la prostitución" y dejar el resto, 
pues entendemos que ese estado de peligrosidad puede 
ser semejante a otros que han sido suprimidos. 

Al apartado 5.O del articulo 2.O remitirle a otro tipo 
de medidas: gubernativas, administrativas, fiscales, sin 
perjuicio de que en aquellos casos que constituyan deli- 
tos de escándalo o corrupción de menores sean sancio- 
nados conforme al Código Penal. 

Derogar el apartado 8 del artículo 2.*, por cuanto 
tal conducta forma el tipo de un delito previsto en el 
articulo 344 del Código Penal. 

El apartado 12 del repetido artículo 2.O se transfor- 
maría de conducta peligrosa en definición delictiva y 
sanción penal en el Código correspondiente. 

Por último, la modificación que se hace del articulo 4 . O  

de la Ley es un avance respecto a la anterior redacción 
al exigir el requisito de haber sido condenado por tres 
o más sentencias, pero entendemos que la habitualidad 
criminal debe ser tratada fuera de la Ley de Peligrosidad 
y Rehabilitación Social, en el Código Penal, y, al tratar 
de la reincidencia, mediante la aplicación de medidas 
de seguridad (Baleares). 

Obligado comentario es la actualización de la Ley de 
Peligrasidad, modificada en virtud de la Ley 77/1978, 
de 26 de diciembre. Aparentemente más política que téc- 
nica o jurídica, no ha favorecido mucho la imagen de 
la Ley de Peligrosidad Social. 

Pero antes de su análisis parece oportuna una refe- 
rencia a la Ley de Peligrosidad, en general, y luego 
sugerir cuál podría ser una adecuada modiicación y 
redacción basada en dichas consideracioiles y en la 
experiencia jurídico-práctica acumulada de años. 

Los tiempos y su circunstancia determinan que, 
como tales cosas, las normas reguladoras de las medi- 
das a adoptar en relación con las conductas antisocia- 
les, tanto preventivas como correctoras o sancionadoras, 
deben ser objeto de la periódica revisión. 



En el Código Penal se han introducido unas modifi- 
caciones, resultantes de nuevas estimaciones de deter- 
minadas actitudes humanas, conducentes a la supresión 
lisa y llana de lo que hasta hace poco se consideró siem- 
pre delito. 

La Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social no 
puede quedar ajena a las repercusiones que en ella pro- 
duce el paso del tiempo y, concurrentemente, de las deri- 
vadas de las nuevas situaciones político-sociales del país. 
También precisaría que en ella se considerasen algunas 
modificaciones. 

De dos clases podrían ser las modificaciones a intro- 
ducir: las unas se refieren a su propia esencia y al sen- 
tido que se ha venido pretendiendo darle a sus normas, 
las otras derivan de la reconsideración de cuáles puedan 
y deban ser considerados como estados de peligrosidad. 

En el preámbulo de la Ley de 4 de agosto de 1970, 
con acertado criterio, se indica que se podría clasificar 
como una Ley de Defensa Social. Las conductas desvia- 
das de determinados sujetos, perturbadoras y opuestas 
a la paz ciudadana, tanto la individual como la colec- 
tiva, justifican la reacción preventiva y correctora de 
esta Ley de defensa social. 

La peligrosidad de un sujeto deriva de una situación, 
voluntaria o inconsciente, de oposición más o menos tras- 
cendente a las normas reguladoras de la convivencia 
humana. En unos casos el desequilibrio anímico tiene 
raíces patológicas y en otros muchos deriva de factores 
subjetivos mutables. 

Tanto en uno como en otro supuesto la 
suele ser un estado temporal, más perdurable quizá en 
los de raiz patológica, pero siempre sujeto a las modifi- 
caciones producidas por el transcurso del tiempo y las 
mutaciones ambientales. 

Quiere decir que el sujeto peligroso puede serlo hoy 



y dejar de serlo dentro de tres meses o tres semanas. En 
la Ley Penal el delincuente queda obligado al cumpli- 
miento de la sanción como forma de retribución, indivi- 
dual y colectiva, por el trastorno producido. Pero como 
la peligrosidad es sólo un estado potencial, su estima- 
ción ha de hacerse en función constante de la actuali- 
dad de la misma. 

Conscientes de la trascendencia de ese factor, en el 
mencionado preámbulo de la Ley de 4 de agosto de 1970 
se dice que las características fundamentales que le han 
de inspirar serán la simplicidad y la urgencia. 

Desgraciadamente, en la práctica ambas brillan ,por 
su ausencia. Ni viene siendo simple ni llega a tramitarse 
con la urgencia requerida. Es como si se tratase de una 
enfermedad pasajera, que, de no aplicarse a tiempo la 
terapéutica adecuada y hacerlo extemporáneamente, no 
sólo no sería beneficiosa, sino que puede ser perjudicial. 

Simpliffieando cuanto- se pueda, habría que llegar a 
que se cumplan realmente los breves plazos establecidos 
por la Ley y llegar inclusive a fijar el plazo máximo de 
vigencia del expediente para que si a los seis meses de 
incoado no hubiere alcanzado su fin normal quedase 
automáticamente sujeto a cancelación. Eso sin perjuicio, 
naturalmente, de que, si procediere, se vuelva a incoar 
un nuevo expediente, pues no podría alegarse la excep- 
ción de cosa juzgada. 

Dichos los anteriores conceptos sobre la necesidad 
de agilización del trámite pasaremos ai segundo punto 
de las posibles modificaciones a introducir en la Ley. 
sugeriríamos las siguientes: .- 
... . . . .  . . , . . . . . . . 

~.rttculo' 2 . ~ ~ u ~ u e s t o s ~  de piligrosidad.:. . . .. . 

intencionada se abstengan de toda actividad laboral 
careciendo de medios lícitos de vida. 

Segundo.-Los rufianes y proxenetas. 



Cm-~rto.-Los que habitualmente promuevan, favo- 
rezcan o faciliten la prostitución, tanto la heterosexual 
como la isosexuaL 

Sedo.-Loc mendigos habituales, los que vivieren de 
la mendicidad ajena y los que con tal fin explotaren a 
menores, enfermos, lisiados o ancianos. 

Séptimo.-Los ebrios habituales y los toxicómanos. 

Octavo.-Los que promuevan o realicen ilícito comer- 
cio de drogas tóxicas, así como los que fomenten su con- 
sumo y el de estupefacientes o fármacos que produzcan 
análogos efectcs. Se considerarán igualmente compren- 
didos los dueños, gerentes o responsables de los locales 
donde se realice dicho tráfico o el consumo de lm citados 
estupef mientes. 

Noveno.-Los que con menosprecio de las normas de 
convivencia social y del respeto debido a las personas 
ejecuten actos caracterizados por su insolencia, bruta- 
lidad o cinismo y los que, con iguales características, im- 
pidan o perturben el uso pacifico de lugares o servicios 
públicos o privados, así como los que maltrataren o 
dañaren intencionadamente animales, plantas o cosas. 

Dt?cimo.-Los que integrándose en bandas. o pandi- 
llas manifestaren por la finalidad de las mismas -evidente 
predisposición delictiva (Barcelona). 

Pracedimimto penal.--Quizá conviniera reconsiderar 
cuanto afecta a la nueva regulación de la intervención 
de Letrado desde los primeros momentos de la interven- 
ción policial y judicial. Es perfectamente comprensible 
la preocupación del legislador por la protección de los 
derechos del inculpado, evitándose la duda de si sus ma- 
nifestaciones han sido en todo momento espontáneas o 
ha intervenido en ellas algíin elemento de coacción o 



sugestión. Sin embargo, no puede desconocerse que la 
acción investigadora en los primeros momentos es de 
una especial delicadeza y requiere con frecuencia dar 
por sentado circunstancias que están sólo en el mundo 
de lo probable, establecer supuestas relaciones entre indi- 
viduos y sucesos para intentar obtener datos que sirvan 
para otras investigaciones, de todo lo cual el Letrado 
presente está informándose, con evidente peligro para 
el éxito de las pesquisas y la posibilidad de que haga 
uso de todo ello para asesorar y orientar a otros posi- 
bles inculpados antes de que puedan ser localizados e 
interrogados. Con ello se anteponen los intereses particu- 
lares a los de la colectividad, interesada en la eficacia y 
rapidez en el descubrimiento de los delitos y sus autores. 
Todo ello sin contar con que el largo plazo concedido a 
los Letrados para comparecer ante el organismo compe- 
tente significará en muchos casos la inutilidad de los 
esfuerzos policiales o judiciales (Valencia). 

Cuestiones de competencia con la Audimia Na& 
nal.-Es precisa una reforma adjetiva del Real Decreto- 
Ley de 4 de enero de 1977, que tendería a evitar el hecho 
de que la Audiencia Nacional sea considerada, a efectos 
procesales, como Tribunal superior e inatacable en sus 
relaciones con las Audiencias Provinciales, ya que en la 

.actualidad ese tratamiento que se asigna a la Audiencia 
Nacional impide el planteamiento de cualquier cuestión 
de competencia si se tiene en cuenta la literalidad del 
artículo 5 . O  de la norma creadora de la Audiencia Na- 
cional 

No nos parece ajustado tal precepto y e s t i m a m  cm- 
veniente La derogación s i n  más- üel articulo 5.O, 

puesto que tanto la Audiencia Nacional como las Audien- 
cias Provinciales tienen un superior jerárquico común 
que es el Tribunal Supremo, ya que tan objeto de recurso 
de casación son las sentencias de una Audiencia Provin- 
cial como las de la Audiencia Nacional. Luego, si esto 
es así y tanto la Audiencia Nacional como las Audien- 



cias Provinciales tienen un Tribunal Superior común, 
es lógico - y, a nuestro entender, entraría dentro de un 
un lógico proceder- que fuese ese Tribunal superior 
común, es decir, el Tribunal Supremo, el que pudiese 
tener conocimiento de las cuestiones de competencia 
planteadas entre las Audiencias Provinciales y la Audien- 
cia Nacional (San Sebastián) . 

La Policía. Judicial y el Ministerio Fiscal.-La Ley 55/ 
1978, de 4 de diciembre, reorganizadora de la Policía, 
incurre en lamentable olvido al desconocer, respecto al 
Ministerio Fiscal, los preceptos de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, reguladores de las relaciones de la Poli- 
cía Judicial con el Ministerio Fiscal (arts. 283, 284, 287, 
288, 296, 298 ...). Así, en el artículo 3.O, 3, se dispone "la 
dependencia de los miembros del Cuerpo Superior de 
Policía y la Guardia Civil de los Jueces y Tribunales en 
sus funciones de policía judicial", emitiéndose indebida- 
mente, a nuestro juicio, la pertinente igual dependencia 
del Ministerio Fiscal. Se reitera en el artículo 10, 1, de 
la citada Ley de la Policía al disponer que "sin perjuicio 
de la labor de auxilio a los Jueces y Tribunales, que, 
conforme a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, compete 
a todos los miembros de los Cuerpos de Seguridad del 
Estado, se crearán unidades específicas de Policía Judi- 
cial". El error debe subsanarse, una Ley de la Policía 
no puede desconocer las funciones del Ministerio Fiscal 
en materia de persecución delictiva, que exigen que la 
Policía Judicial --en el amplio sentido que le da a esta 
expresión la Ley de Enjuiciamiento Criminal- tenga la 
consideración de auxiliar del Ministerio Fiscal, quedando 
obligados sus miembros a seguir sus instrucciones a efec- 
tos de la investigación de los delitos y persecución de 
los delincuentes (art. 283, L. E. Cr.), practicando sin 
dilación las diligencias que les encomiendan (art. 287, 
L. E. Cr.), comunicándole el resultado obtenido en el 
plazo fijado (art. 296, L. E. Cr.) y pudiendo el Fiscal 
corregir o proponer la corrección disciplinaria de los fun- 



cionarios de la Policía Judicial que con él se relacionan 
(art. 298, L. E. Cr.). 

A mayor abundamiento, el artículo 126 de la Cons- 
titución española establece que "la Policía Judicial de- 
pende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio 
Fiscal", y aun las nuevas orientaciones que se manejan 
y el Anteproyecto de Estatuto del Ministerio Fiscal cami- 
nan por ese rumbo. 

Tal vez la omisión no obedezca más que a una cues- 
tión de estilo, al pensar que la dependencia de la Policía 
de los Tribunales comprende también el Fiscal respec- 
tivo, pero es concorde con cuanto indicamos dejar clara 
la facultad del Ministerio Fiscal para disponer de la Poli- 
cfa Judicial igual que los artículos 3 y 10 de la Ley de 
la Policía establecen para Jueces y Tribunales (Cuenca). 

Esquema de un nuevo proceso penal.-Con la mejor 
intención de lograr una más rápida justicia se han ensa- 
yado en los últimos decenios una serie de reformas en 
el procedimiento penal que han tenido que ser sucesi- 
vamente retocadas o dejadas sin efecto al revelarse inefi- 
caces o entorpecedoras, habiendo derivado todo ello a 
la presente situación, que no puede decirse que sea, ni 
en lo técnico ni en lo práctico, un "desiderátum" del 
proceso penal que la sociedad reclama. 

Prescindiendo de las discrepancias, muy acentuadas, 
sobre la conveniencia de mantener la actual doble com- 
petencia de los Juzgados de Instrucción y de las Audien- 
cias para la resolución de las causas criminales, lo que 
no se estima Útil es que sean los Juzgados los que, con 
criterios heterogéneos y a veces anárquicos, deriven los 
procedimientos en una u otra dirección, provocando cons- 
tantes movimientos improcedentes de causas que no sólo 
ocasionan molestias y pérdidas de tiempo, sino que ade- 
más perjudican notoriamente al justiciable. 

Nuestras ideas sobre el inicio y el desarrollo del pro- 
ceso penal hasta su ñn se condensan esquemáticamente 
en los siguientes puntos: 



A) Toda "notitia criminis" debe provocar la forma- 
ción de unas actuaciones judiciales con el nombre que 
se juzgue más oportuno (Diligencias Previas, Diligencias 
Preventivas, causa criminal, etc.) y con una numeración 
única y sucesiva para esclarecer el carácter delictivo del 
hecho, sus circunstancias y los presuntos responsables, 
pudiendo adoptarse en las mismas todas las medidas pre- 
cautorias que se consideren convenientes para el asegu- 
ramiento de las personas de los culpables, protección de 
las víctimas, recogida y conservación del cuerpo y efec- 
tos del delito, etc. De la iniciación se dará inmediata 
cuenta escrita al Fiscal. 

B )  Concluida la investigación judicial con interven- 
ción del Fiscal, éste podrá interesar la práctica de nue- 
vas diligencias, que deberá llevar a efecto el Juzgado. 
Terminada la instrucción definitivamente, el Fiscal de- 
berá solicitar el archivo, el sobreseimiento libre o provi- 
sional, la declaración de falta, la inhibición a otro orga- 
nismo o jurisdicción o, si procede, la formación de un 
proceso de la competencia del Juzgado o de la Audiencia, 
peticiones todas vinculantes para el Juzgado. El tiempo 
total de estas primeras diligencias deberá ser breve y 
tasado. 

C) Si solicita la formación de proceso de la compe- 
tencia del Juzgado (Proceso Menor) podrá el Fiscal inte- 
resar las medidas precautorias o actuaciones comple- 
mentarias que juzgue oportunas respecto de determina- 
das personas, debiendo al propio tiempo, si estima com- 
pleta la instrucción, formular ya la petición de apertura 
del juicio oral y las conclusiones provisionales proce- 
dentes. 

D) Fonnado el Proceso Menor y acordadas las me- 
didas precautorias y actuaciones complementarias inte- 
resadas por el Fiscal, en el caso de que Bsk no lo hubiera 
hecho ya con arreglo al apartado C), se le pasará la 



causa para petición de apertura del juicio oral y cal& 
cación. 

E) El Juzgado no podrá negarse a la apertura del 
juicio oral más que cuando, según la redacción de la 
califiación Ascal, estime que procede el sobreseimiento 
libre por no ser el hecho constitutivo de delito, con remi- 
sión inmediata de la causa a la Audiencia para que ésta 
resuelva sobre la disparidad de criterios. 

F;) Calificada la causa y abierto el juicio oral se 
entregará a la defensa una copia de las conclusiones y 
se señalará simultáneamente día para la vista, hasta 
cuya fecha la defensa podrá instruirse en el propio Juz- 
gado de las actuaciones, si no lo hubiera hecho antes, 
mostrar su conformidad con la acusación y proponer las 
pruebas de que intente valerse en el juicio, que se acor- 
darán, si se estiman procedentes, por el Juzgado. La 
calificación de la defensa deberá formularse por escrito 
en el juicio. 

G)' Si el inculpado en el Proceso Menor ha sido oído 
en declaración podrá celebrarse el juicio en su ausencia 
en caso de incomparecencia injustificada después de 
haber sido citado en forma o en el supuesto de no ser 
habido en el Último domicilio que facilitó. 

H) Dictada sentencia sin juicio oral o tras su celc 
bración cabrá recurso de apelación ante la Audiencia, 
aunque solamente por defectos de forma que hayan pro- 
ducido indefensión o por errores jurídicos en la caliíi- 
cación de los hechos o en la pena impuesta. 

1) El paso de Proceso Menor a Proceso Mayor, cuan- 
do no se hubiera decidido de inicio, conforme al apar- 
tado E ) ,  podrá acordarse cuando del acto del juicio oral 
resultaren circunstancias que asi lo aconsejaran y siem- 
pre en el supuesto de que lo interese el Fiscal. 

J )  mi caso de interesar el Fiscal la formación de 



proceso de la competencia de la Audiencia (Proceso Ma- 
yor), tanto en el trámite del apartado B) como en el 
del I ) ,  hará simultáneamente la petición de procesa- 
miento de las personas que aparezcan como indiciaria- 
mente responsables y de declaración de tercero civil sub- 
sidiario. La incoación de todo Proceso Mayor deberá 
ponerse en conocimiento de la Audiencia y del Fiscal. 

En caso de desestimación de la petición flscal el Juz- 
gado deberá remitir inmediatamente los autos a la 
Audiencia para que ésta resuelva sobre la disparidad de 
criterios. 

K) Dictado auto de procesamiento y, en su caso, 
de declaración de tercero responsable civil y practicadas 
las diligencias que se deriven de dichos pronunciamien- 
tos o interesen los afectados y sean declaradas pertinen- 
tes, se elevará la causa a la Audiencia. 

Las citadas resoluciones, lo mismo que las denegato- 
rias de diligencias, sólo serán recurribles en queja, que 
resolverá la Audiencia una vez recibida la causa, con- 
forme al párrafo anterior, y antes de todo trámite 
ulterior. 

L) Recibida la causa en la. Audiencia y resuelto, en 
su caso, el recurso de queja se pasará al Fiscal para que 
haga la petición de apertura de juicio oral y formule 
la calíficación provisional en un mismo acto, cualquiera 
que sea la pena correspondiente al delito. 

M) Tras la caliñcación de la defensa se procederá 
al señalamiento del juicio oral en términos parecidos a 
la vigente normativa (Valencia). 

Los defectos del actual proceso penal.-Después de 
diez años de vigencia de las normas procesales nacidas 
de la Ley 3/1967, de 8 de abril, hay que decir ha  sido un 
fracaso el procedimiento para delitos cuyo fallo com- 
pete a los Juzgados de Instrucción, pues lo que el legis- 
lador pretendió con los procedimientos Diligencias Pre- 



vias (art. 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal) y 
Diligencias Preparatorias (art. 790 y siguientes en rela- 
ción con los arts. 779 al 788 y demás concordantes) no 
se logró. 

a) Diligencias Previas. 

Quiso el legislador que al tener conocimiento la 
autoridad Judicial de un hecho presuntamente delic- 
tivo pudiera actuarse con seguridad procedimental. Por 
ello el artículo 789 de la Ley Procesal Penal obliga al 
Juez a practicar, como Diligencias Previas, las esencia- 
les encaminadas a determinar la naturaleza y circuns- 
tancias del hecho, las personas que en él hayan partici- 
pado y el procedimiento aplicable. A tal fin dicho artículo 
ordena que, practicadas sin clemora las diligencias, se 
adopten las resoluciones procedentes: archivo de las 
actuaciones si el hecho no es constitutivo de delito, repu- 
tar el hecho falta, inhibirse a favor de la jurisdicción 
que corresponda, incoar sumario -Ordinario o de Ur- 
gencia- u ordenar que se siga el procedimiento seña- 
lado en el a,rtículo 790 y siguientes de la Ley Procesal 
Penal. 

Viendo el problema con un prisma netamente teórico, 
quizás fuera acertado; el legislador pensó en la necesi- 
dad de que los órganos jurisdiccionales tuvieran una 
actividad ágil para que se obtuviera rapidez en la reali- 
zación de la Justicia. Desde el principio del procedi- 
miento penal se podría contribuir a la seguridad proce- 
sal y consiguiente efecto de eficacia y rapidez a través 
de las "Diligencias Previas". Pero la realidad ha sido 
muy distinta a la previsión del legislador, como ponen 
de manifiesto las observaciones siguientes: 

1; Las Diligencias Previas constituyen de hecho un 
verdadero sumario. Sú intención ha quedado desvir- 



tuada, puesto que dentro de las mismas se agota prác- 
ticamente la investigación. Es un procedimiento lento, 
cuya duración depende del volumen de trabajo que pese 
sobre el Juzgado -agobiante a veces-. La duración 
depende también de la complejidad del hecho mismo y 
de que haya o no que practicar diligencias por exhorto, 
pues, pese a las disposiciones contenidas en el articu- 
lo 784, especialmente la prevención 2.", la realidad es que 
los exhortos tardan en cumplimentarse y son hoy una 
rémora en nuestros procesos de todas clases. 

Es cierto que prhcticamente en todos los Juzgados 
de Instrucción entre la incoación de Diligencias Previas 
y el auto de sobreseirniento provisional y archivo a que 
se refiere el artículo 789, Lo, de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, cuando se trata de hechos contra la propiedad 
y son desconocidos los autores, pasa poco tiempo. Pero 
en tales supuestos, ciertamente muy numerosos, la acti- 
vidad del órgano jurisdiccional es prácticamente nula, 
pues al recibir los atestados con la diligencia de que se 
siguen practicando actuaciones policiales de cuyo resul- 
tado se dará cuenta, los órganos jurisdiccionales acuer- 
dan el inicio de Previas y a renglón seguido el auto de 
sobreseimiento y archivo. Por tanto, los datos que esta- 
disticamente pudieran mostrarse en favor de la rapidez 
de las Diligencias Previas no desvirtúan en nada cuanto 
se ha  dicho sobre su lentiud y pretendida eficacia. 

2. En no pocas ocasiones los órganos jurisdicciona- 
les dudan sobre el procedimiento a seguir y prefieren no 
s610 agotar la investigación, sino que a veces piden que 
el Fiscal dictamine sobre tal extremo. Aunque no es 
trámite que esté determinado en la Ley, resulta eviden- 
temente de utilidad. Ahora bien, con todo, el dictamen 
Fiscal se produce al fin de la investigación, con lo que 
no pocas veces se comprueba que aquélla necesita ser 
completada. En tal caso el Fiscal lo solicita asi, Eviden- 
temente tambi6n se ha perdido el tiempo. 



b) Diligencias Preparatorias. 

Normalmente, se entra en el procedimiento de "Dili- 
gencias Preparatorias" una vez agotado el largo y lento 
procedimiento de Diligencias Previas. En el auto de 
incoación de Diligencias Preparatorias se ordena poner 
de manifiesto lo actuado al Ministerio Fiscal para la 
práctica de nuevas diligencias. Lógicamente, si el Fiscal 
ha intervenido en las Diligencias Previas este trámite 
deja de tener contenido, con lo que resulta que las actua- 
ciones reflejan dos actos procesales, sin que entre uno 
y otro medie otra cosa que transcurso de tiempo más o 
menos largo, según la densidad de trabajo del Juzgado 
que sea competente. 

El Fiscal, por otra parte, al calificar los hechos inte- 
resa la adopción de medidas cautelares y que se actúe 
ordenada y cumplidamente en las correspondientes pie- 
zas de situación y responsabilidad civil de los acusados 
y en la pieza de responsabilidad civil subsidiaria, en su 
caso, pero ocurre que las más de las veces no se abren 
las piezas separadas y se sigue actuando y resolviendo 
sobre las medidas y situación de los acusados en las 
actuaciones principales, con la consiguiente merma de 
garantías y falta de claridad en sus actuaciones. 

La facultad de señalar la pensión a favor de la vfc- 
tima en los hechos derivados del uso y circulación de 
vehículos de motor (art. 785, regla 8.= a)) apenas si se 
utiliza por los Jueces. Cierto es que los Jueces han de 
moverse dentro de los limites cuantitativos del seguro 
obligatorio y que la pensión máxima resulta bien escasa, 
pero aun con ello pensamos que este instrumento a favor 
del lesionado debiera ser usado tan pronto como las lesicb 
nes presentan cierta gravedad. 

El hecho de que no se adopten por parte de los Jue- 
ces medidas cautelares determina que a veces se plan- 
teen complejos problemas técnicos. He aquí algunos. 

En la Ley de Ehjuiciamiento Crirninai no existen pre 



ceptos que definan claramente el concepto de encartado. 
Pero no hay dificultad en distinguir entre aquel contra 
quien no se ha acordado por el Juez medida cautelar 
alguna y el encartado respecto de quien el Juez hubiera 
acordado alguna de las medidas establecidas en el ar- 
ticulo 785 de la Ley de hijuiciamiento Criminal. 

En el primer caso hay que entender como encartado 
a quien sea querellado, denunciado o tal vez, incluso, 
con un criterio más amplio, a quien aparezca como posi- 
ble responsable en el atestado. Sin embargo, su verda- 
dera condición sólo aparece cuando se dirija contra el 
mismo la acusación en el trámite de calificación provi- 
sional. Pues bien, por ello suele ocurrir en los hechos 
derivados del uso y circulación de vehículos de motor 
que hasta aquel trámite procesal el presunto responsa- 
ble aparezca pretendiendo intervenir en el proceso como 
parte acusadora y aun que en los autos se personen, for- 
mulando querella uno contra otro, ambos intervinientes. 
Si en tal supuesto el Fiscal solicita el sobreseimiento 
por entender que no existe responsabilidad criminal con- 
tra ninguno de ellos, resulta que ambas partes están 
legitimadas recíprocamente para dirigir la acusación una 
contra otra y como nadie puede ser al mismo tiempo, en 
el proceso, acusador y acusado, el Juez se ve en la nece- 
sidad de prejuzgar, resolviendo "a priori" quién debe 
ocupar una u otra posición, sin que pueda continuar 
el proceso aunque estime que ambos son responsables. 

En el caso de que el Juez no adopte medidas cauto 
lares también se plantea problema cuando el denun- 
ciado o querellado se encuentra en ignorado paradero. 
En tal supuesto, para poder declarar la rebeldía deberá 
esperarse a la apertura del juicio oral y, de conformidad 
con lo establecido en la regla 7.= del artículo 791 de la 
Ley Procesal Penal, puede ser declarado procesalmente 
rebelde quien no ha tenido ninguna intervención en el 
proceso, como ocurre en el caso de hechos derivados de la 
circuWibn de los que, a juicio del Fiscal, resulte respon- 



sable un extranjero. Es frecuente que los extranjeros 
presten una única declaración en el atestado y regresen 
a su país. Si el Juez no adopta ninguna medida cautelar 
y se llega a la declaración de rebeldía, tales personas 
"rebeldes", si vuelven a España, serhn detenidos y acor- 
dada su prisión, en principio, por efecto o consecuencia 
de lo que comentamos. 

Y debe hacerse notar que la resistencia de los Jueces 
a adoptar medidas cautelares se debe, a nuestro juicio, 
a que tratan de mantener su imparcialidad para el m e  
mento de juzgar. Esto dice mucho en favor de los Jue- 
ces, pero, sin embargo, no puede olvidarse que instru- 
yendo Diligencias Previas tan ampliamente y entrando 
en el juicio oral con los mismos elementos que su acti- 
vidad instructora proporcionó es bien difícil imaginar 
un Juez que a la hora de fallar no esté determinado por 
su propia actividad judicial anterior. Mayores garantías 
para el justiciabld se lograrían si estuviera bien sepa- 
rada la instrucción de la función juzgadora, como sucede 
en los Sumarios. 

En el campo de las garantías jurídicas éstas han 
quedado reducidas al recurso de apelación contra las 
sentencias dictadas por los Jueces de Instrucción. Y ocu- 
rre que esta garantía presenta dos aspectos, recogidos, 
respectivamente, en las reglas 1." y 2.a del artículo 792 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Un primer aspecto es el de que las partes pueden 
interponer el recurso, con expresión de los fundamentos 
de la impugnación, simplemente por el hecho de no esti- 
mar ajustada a derecho la sentencia dictada en primera 
instancia, o bien porque se estime que se infringieron 
normas procesales que causaren indefensión del recu- 
rrente, pidiendo en tal caso la nu!idad del juicio. Dentro 
de este primer aspecto, la petición de nulidad aludida . 
está totalmente inédita a pesar de los diez años de vigen- 
cia de la Ley. Todos los recursos se producen al consi- 
derar que la sentencia de los Jueces de Instrucción no 



es ajustada a derecho y aun puede precisarse que en la 
mayor parte de los recursos lo que interesa en realidad 
es ver si se consigue por las Compañías aseguradoras 
-utilizando el recurso del condenado- una menor 
indemnización a pagar. 

Hay un segundo aspecto en la apelación, con el que 
quiso completar la Ley este punto tan importante. Nos 
referimos a que en el mismo escrito de interposición del 
recurso puede pedirse la prhctica de diligencias de prue- 
ba, siempre con los límites que señala la regla 2.a del 
citado articulo 792 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal. Esta posibilidad de prueba está en la Ley, pero no 
tiene reflejo en la vida judicial. 

También en el ámbito del recurso de apelación con- 
tra las sentencias dictadas por los Jueces de Instrucción 
cabe señalar otros puntos de la ordenación procesal que 
crean dificultades. Así, los términos de la regla 3.a del 
artículo 792, que, en una estricta interpretación que a 
veces adoptan las Salas, obligan al Fiscal a instruirse 
en los locales de la Secretaría, creando un serio problema 
para la buena marcha del servicio y la regulación en la 
adhesión al recurso cuando éste está ya en trámite, que 
determina dificultades en cuanto a las posibilidades pro- 
cesales del Fiscal, que tiene su propia oportunidad de 
recurrir, y en cuanto al alcance y significación de la 
adhesión misma. 

La cuestión tiene importancia en este supuesto: que 
haya recurrido sólo el condenado, se haya adherido el 
responsable civil subsidiario y el querellante y despuks 
el propio condenado desista de la apelación. Si el desis- 
timiento es una declaración de voluntad del recurrente, 
por la que expresa su deseo de no continuar el trámite 
del recurso, propiamente la relación procesal -recurso- 
termina mediante auto que estimará el desistimiento y 
automáticamente la sentencia dictada por el Juez de 
Instrucción quedará firme. Sin embargo, si la adhesión 
a la apelación se considera recurso independiente, al no 



producir aquel efecto de terminar la relación juridico- 
procesal, cabría la posibilidad de que pusiera fin al 
recurso planteado por el desistido, una resolución que 
perjudica al mismo. Esto nos parece incongruente y por 
ello nuestro criterio de que, en ningún caso, la adhe- 
sión a la apelación puede ser reputada como recurso 
independiente. 

De las consideraciones que han quedado expuestas 
puede, en síntesis, decirse: 

1. Que el procedimiento para delitos cuyo fallo com- 
pete a los Juzgados de Instrucción, en los diez años que 
lleva de vigencia ha fracasado. Han sido desvirtuadas las 
Diligencias Previas y también las Diligencias Prepara- 
torias. 

2. Consecuentemente, hay que hablar de lentitud y 
falta de garantías para el justicíable en este procedi- 
miento. Prácticamente el acusado conoce tres momen- 
tos: el atestado, la*calificación del Fiscal y la sentencia, 
que le condena o absuelve. 

3. La lentiud del procedimiento se arrastra en la 
ejecutoria. Gracias a los indultos pasados los Juzgados 
han quedado descongestionados. Pero ahora, al no ser 
posible ya los indultos generales (art. 62 i) de la Cons- 
titución), es previsible que, a corto plazo, los Juzgados 
no puedan tramitar con agilidad y corrección las Dili- 
gencias Preparatorias, con evidente perjuicio de la Jus- 
ticia misma, el justiciable y las víctimas de los hechos 
delictivos. 

4, Que el hecho de haber concentrado en un mismo 
Juez las funciones de instruir y fallar hay que reputarlo 
como evidente equivocación (Barcelona). 

.Las consideraciones críticas y las sugerencias que 
anteceden merecen una detenida atención, en primer 
lugar porque plantean, en uno de sus aspectos más im- 
portantes, el problema de la Justicia penal en nuestro 
país en el momento actual y, en segundo término, por- 
que el planteamiento se hace con un claro propósito cons- 



tructivo. Cabría decir que la preocupación por el pro- 
blema apuntado es general a todo el Ministerio Fiscal, 
insatisfecho de los resultados que se obtienen en el ejer- 
cicio de la función, e igualmente general el propósito 
de colaborar en una mejor ordenación, que erradique las 
deficiencias. 

Sin pretender hacer en este lugar un diagnóstico 
exhaustivo de los defectos de nuestra justicia penal, sí 
parece oportuno, en la línea de cuanto ha quedado 
expuesto, dejar sentado que los defectos técnicos que se 
apuntan no se agotan en consideraciones de teóricos 
especializados en problemas procesales, sino que han 
trascendido a la conciencia social, originando una pro- 
testa ;por la insatisfactoria eficacia de la justicia penal 
y una paralela demanda de mayor efectividad, fáciimente 
detectables. 

La demanda social viene determinada por la alarma 
que produce el auge de la delincuencia común en la ma- 
yor parte de sus manifestaciones y ésta a su vez es 
fruto de una compleja serie de factores criminógenos, 
propios de la sociedad contemporánea. Claro es que ese 
aumento de la delincuencia debe ser combatido en un 
tratamiento coherente mediante sistemas de prevención 
que operen sobre las causas que potencian el fenómeno, 
pero no es menos cierto que en tanto se erradica el mal 
es absolutamente indispensable una justicia eficaz, que 
tranquilice la conciencia social, mediante la ejemplari- 
dad pronta y a~ustada en los delitos descubiertos. 

Y aquí es preciso reconocer que los insatisfactorios 
resultados a que llega la justicia penal se deben al hecho 
incontestable y tantas veces argüido de que no cuenta 
con medios adecuados a la envergadura de los problemas 
que ha de afrontar, a las nuevas y más exigentes nece- 
sidades de la sociedad contemporánea. 

Dejando al margen otro tipo de factores de notoria 
importancia -los relativos a la configuración socio-polí- 
tica del poder judicial y del Muiisterio Fiscal, los orgá- 



nicos, los materiales-, es claro que unos procedimien- 
tos manifiestamente anticuados, formalistas, dilatorios, 
repetitivos, que se auxilian de los medios tbcnicos más 
primitivos, pensados más desde la perspectiva de los 
derechos del justiciable que desde la protección al ofen- 
dido, habrán de proclucir, como lógica consecuencia, mo- 
lestias reiteradas, carestía e inseguridad y, en suma, una 
justicia tardía, insegura e insuficiente que la sociedad 
actual no entiende ni acepta. Y a esta situación, que en 
el momento actual debe ser calificada de grave, se ha 
llegado porque la evolución de las necesidades sociales 
no ha ido paralelamente acompañada de un progresivo 
perfeccionamiento de los medios de todo orden que sir- 
ven a la Justicia, lo que ha producido un anquilosa- 
miento incompatible con la presteza que la solución de 
ciertos problemas requiere. 

En este contexto y, curiosamente, figurando como la 
novedad más trascedental en materia de procedimiento 
penal desde 1882, está insertado el proceso para el enjui- 
ciamiento de delitos menores, instaurado en el sistema 
por la Ley 3/1967, de 8 de abril, que, si bien no tiene 
sino poco más de diez añm de antigüedad, no ha ser- 
vido para dotar a la Administración de Justicia de un 
"modus operandi" realmente eficaz. Y ello porque, aun- 
que haya contribuido a retardar en alguna medida la 
gravedad del problema que nos ocupa, ni fue suficiente 
en el momento de su implantación ni es idóneo para 
absorber el notable aumento de las necesidades sociales 
que desde aquella época se ha producido. 

La Ley de 1967, por las razones de urgente necesidad 
en la solución de determinados problemas que afectan 
a la justicia penal que se señalan en su exposición de 
motivos, introdujo una importante novedad en el siste 
ma al dotar de competencia a los Jueces de Instrucción 
para conocer de determinados delitos, pero la timidez 
con que se operó el cambio y la ambigüedad de muchas 



de sus normas han determinado tantas dificultades que, 
prácticamente, superan a las ventajas conseguidas. 

Son, en suma, acertadas las observaciones criticas 
que formulan los Fiscales respecto de las Diligencias 
Previas y Preparatorias, urge una depuración del proce- 
dimiento que le alivie de obstáculos entorpecedores y le 
dote de eficacia, urge igualmente una remodelación de 
todo el sistema procesal que satisfaga la exigencia social 
de una justicia pronta y efectiva, con garantías para 
todos, pero conviene señalar que el camino a seguir para 
el logro de estos fines quizás no esté tanto en un sanea- 
miento de los procedimientos vigentes cuanto en la con- 
figuración de uno de nuevo cuño, al modo de tantos 
países, especialmente en lo que se refiere al enjuicia- 
miento de los deiitos menos graves, que potencie el prin- 
cipio de oralidad, eliminando formalismos innecesarios 
y desactualizados, incompatibles con las convicciones de 
la sociedad actual. 



CIRCULARES 



CIRCULAR NUM. 1/1978 

Al término de las reuniones de la Junta de Fiscales 
Generales, celebradas bajo mi Presidencia, se ha dado a 
la publicidad un comunicado en el que se indican some- 
ramente los motivos de la convocatoria, los temas que 
se han sometido a debate y los acuerdos adoptados. 

Como es muy probable que los órganos de comunica- 
ción social no lo reproduzcan en su integridad, es por lo 
que, para su conocimiento, le traslado el texto completo 
del mismo, que literalmente dice así: 

"El Fiscal del Reino, en ejercicio de la facultad pre- 
vista en el núm. 2 del artículo 120 del Reglamento Orgá- 
nico del Estatuto del Ministerio Fiscal, ha reunido, 
durante los días 31 de enero y 1 y 2 de febrero, a la 
Junta de Fiscaizs Generales a fin de examinar la situa- 
ción del orden público, estudia las instrucciones a im- 
partir a las Fiscalías y la posible solicitud de medidas 
legislativas que refuercen la función que le está enco- 
mendada. 

Los reunidos han tomado conciencia del progresivo 
deterioro de la paz pública, de los índices de delincuen- 
cia y del desasosiego que acusa la sociedad española y 
que ratifican los datos que suministran las Fiscalías. 

El Fiscal del Reino, coincidiendo con los Fiscales 
Generales en un análisis sereno de la situación, entiende 
que si se han registrado hechos atroces que sobrecogen 
el ánimo, no son menos perturbadores, como factor de 
intranquilidad pública, otros delitos, que aisladamente 



no significarían amenaza, pero cuya extensión y frecuen- 
cia van intensificando la alarma por el efecto multiplica- 
dor con que afectan a la libertad de las personas, la 
honestidad y la propiedad, objetos preferidos de agre- 
sión mediante diversas formas de intimidación, ame- 
naza o coacciones. 

Linitaidos a los estrictos ténninos del Código Penal 
y de la Ley de Ehjuiciamiento Criminal, según manda 
todo Estado de Derecho, los Fiscales Generales han apo- 
yado la propuesta del Fiscal del Reino sobre un conjunto 
de Circulares en las que se instruya a las Fiscalías res- 
pecto a la más extremada utilización bgal del ordena- 
miento jurídico en la tutela de las personas, derechos y 
bienes. 

Igualmente se ha estimado que las especiales cir- 
cunstancias aludidas en cuanto a la desproporción entre 
la entidad aislada de la mayoría de los dditos, cuya pro- 
liferación se denuncia, y la escasa gravedad de su pena, 
imponen la necesidad de soluciones legislativas, siquiera 
sean transitorias, hasta tanto se configura el orden cons- 
titucional y se mejoran las condiciones económicas y de 
empleo, cuya incidencia en estos tipos delictivos y en 
la edad de sus autores ha sido ponderada por los Fis- 
cales reunidos. 

Quiere, en todo caso, destacar el Fiscal del Reino que 
los autores de los hechos denunciados se benefician de 
la escasa reacción de los ciudadanos, que presencian im- 
pasibles incluso desmanes de escasa peligrosidad, sin 
acudir en auxilio de la víctima ni colaborar, en su caso, 
con la Autoridad. 

Sin esta solidaridad poco podrá hacerse. El pueblo 
español no debe olvidar que es ahora protagonista directo 
de su suerte y su destino, lo que no está reñido con el 
refuerzo de los medios de vigilancia policial, que haga 
más ostensible la presencia tranquilizadora de los agen- 
tes encargados de velar por la segundad publica. 



El Fiscal del Reino ha solicitado la especial opinión 
de los Fis- Generales sobre el estado de permanente 
y progresiva indisciplina de la población reclusa, en acti- 
tud de franca sedición no ya frente a los encargados de 
su custodia, sino también a los órganm jurisdicciorxdes. 

Sobre todo ello se ha decidido aplicar o proponer, en 
su caso, un catálogo de d i d a s  adecuadas, entre las 
que se contempla la cancelmión de cualquier proyecto 
de indulto general, sin cuya precisión las disposicio- 
nes del Código Penal aoabarán conviertiéndose en letra 
muerta. 

No ;es la ~polftica, ni debe ser10 jamás, funci6n rectora 
de las decisiones del Mix~isterio Público y queda claro 
y terminante por ello que nada que afecte a dicho campo 
incide en estas consideraciones. Su Estatuto le ordena 
"velar por la observancia de las Leyes y promover la 
acción de la Justicia en cuanto concierne al interés 
pIlblico". 

El Fkal del Reino y la Junta de Fiscales Generales 
entiende que con laus medidas acordadas contribuyen, 
como les ordena la Ley, al "mantenimiento del orden 
jurídico y la satisfacción del interés social". 

Deseo también con esta información llamar la aten- 
ción de usted sobre la indudable importan& de las cues- 
tiones planteadas, invitándole a que comunique a esta 
Fiscalía del Reino cualquier consideración o propuesta 
que en relación con tan importantes temas le sugiera su 
celo e interés y que, con toda seguridad, habrán de ser- 
vinios de a ~ ;  al concretar las medidas e iniciativas 
que, como resultado de los acuerdos adoptados, habr8 
de ,ponerse en práctim para la más eficaz colaboración 
del Ministerio Fiscal, por los medios a nuestro alcance, 
al asepramkento de la paz pública. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 4 de febrero de 1978. 

Excmos. e Iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 



CIRCULAR NUM. 2/1978 

SOBRE PERSEC'UCION DEZ DELITO FISCAL 
(Ley 50/1977, de 14 de noviembre) 

Exc~os. E ~LTMOS. SRES.: 
La Ley 50/1977, sobre medidas urgentes de reforma 

fiscal, establece la represión penal del fraude tributario 
introduciendo el delito fiscal, como flgura c o m h  de 
delincuencia, sujeta a las normas ordinarias sobre juris- 
dicción, competencia y procedimientos, si bien con pecu- 
liaridades que requieren consideración especial y hace 
necesario fijar criterios interpretativos para la unidad 
de acción del Ministerio Fiscal. 

La nueva ordenación realiza en alguna parte la ini- 
ciativa de este Ministerio, que fue objeto de amplia expo- 
sición en la Memoria correspondiente al año 1972, pági- 
ginas 304 a 328. 

Se decia entonces que la tipiñcación de las transgre- 
siones en materia tributaria, definidas a la sazón en el 
articulo 319 del Código Penal bajo la rúbrica "De la 
ocultación fraudulenta de bienes o de industria", no 
podia ser "más pobre y desafortunada". Por extenso se 
razonaban las deficiencias técnicas y sistemhtims de 
aquel precepto, su ineficacia para la represión del fraude 
fiscal y, en definitiva, su inoperancia práctica, demm- 
trada por una casi absoluta falta de aplicación. Se citaba 
corno dato significativo que el Tribunal Supremo sólo se 
había pronunciado sobre la aplicación del referido ar- 
tículo 319 en dos sentencim, ambas del siglo XIX (5 de 
febrero de 1898 y 16 de julio de 1899). 

Ahora el artículo 35 de la Ley 50/1977 modifica la 
rúbrica del Capítulo VI del Titulo 111 del Libro 11, sus- 
tituyéndola por la "Del delito fiscal" y da nueva redac- 
ci6n al Único artículo que comprende ese Capitulo y que 
es el dicho 319. Los artículas 36 y 37 de la Ley que 
comentamos dictan reglas sobre jur@dicción, competen- 
cia y procedimiento. 



1. El tipo penal. 

Se dice en el nuevo texto "Cometerá delito fiscal el 
que defraude a la Hacienda estatal o local mediante la 
elusión del pago de impuestos o el disfrute ilícito de 
beneficios fiscales en una cantidad igual o superior a dos 
millones de pesetas". 

El sujeto activo del delito será, pues, la persona que, 
según la Ley, resulte obligada al cumplimiento de la 
prestación tributaria, sea como contribuyente o como 
sustituto del contribuyente, tal como definen ambas figu- 
ras 1m artículos 30 y siguientes de la Ley General Tri- 
butaria, e igualmente las personas obligadas al pago de 
tributm, arbitrios y tasas en favor de las Haciendas pro- 
vinciales o municipales. 

Por impuestos habrán de entenderse no sólo los tri- 
butos que Ascalmente reciben aquella denominación, 
sino cualquier exacción fiscal (4 pasafiscal, como resulta 
del propio texto legal, que en el apartado dos se reflere 
genéricamente a "tributcxs" y no a "impuestos", con una 
dicción mucho más amplia. 

Aclara la Ley, como es de rigor, los supuestos en que 
el deudor tributario sea una persona jurldica, determi- 
nando la física a la que deba imputasse el delito, que 
se presume en quienes ejerzan funciones de administra- 
ción directiva, salvo que se demuestre su irresponsabi- 
lidad. Debe interesarse en tal evento cuál haya sido 
el autor material y muy especialmente determinar el 
directo inspirador de la infracción. 

Para que la responsabilidad recaiga en el adminis- 
trador -director, gerente, consejero delegado u otros que 
efectivamente ejercen ese papel- será menester que en 
el ámbito jurídico de la estructura de la empresa le esté 
conferido poder de decisión y lo haya ejercido expresa- 
mente para ordenar o cometer el fraude. Pero entién- 
dase en todo aso que si éste se ac~edita como evidente 
no deberá aceptarse, por el simple juego y la interdepen- 



dencia de las atribuciones civiles y mercantiles que con- 
figuren la organización de la empresa, que la infracción 
carece de titular penal respcmsable, es decir, que se ha 
producido sola. 

El hecho antijurídico de la evasión W 1  se contrae 
tanto a la elusión del pago del impuesto de modo directo 
como, indirectamente, mediante la obtención o disfrute 
ilícito de cualquier exención, desgravwión, bonificación 
u otro beneficio fiscal en cuya virtud se hubiere xedu- 
cido indebidamente la deuda tributaria. Pero tanto una 
como otra figura sólo son punibles cuando mcedan de 
determinada cuantía y respondan a la utilización de 
determinados medios fraudulentos. 

"Se entiende -dilce el último inciso del apartado 
uno- que existe ánimo de defraudar en el caso de f a l se  
dades o anomalías sustanciales m la contabilidad y en 
el de negativa u obstrucción a la acción investigadora 
de la Administración tibutaria." 

a) Falsedad o anomalías sustanciales en la conta- 
biiidad. 

Desde luego, podrá c o W k  en cualquier mutación 
de ia verdad en los documentos contables que presente - - 
gravemente alterada o que enmascare de manera fun- 
damental la verdadera situación o movimiento econó- 
mico de la empresa simulando u ocultando datos de 
modo tendente a eludir el impuesto u obtener indebi- 
damente el beneficio fiscal. Iguaimente puede constituir 
un indicio que acucie el celo investigador la llevanza 
de la contabilidad al margen de las normas del Plan 
general cuando la empresa esté obligada a ello. Será, 
sin embargo, necesario que al sujeto le esté legalmente 
exigido llevar una contabilidad o que, sin obligación 
de llevarla, la utilice, exhiba o manifieste con pro* 
sito fraudulento. Lo que no podrá entenderse como 
circunstancia caliílcadora de fraude es la ausencia, en 
todo o en parte, de una contabadad reguiar ,por quienes 
no tienen la obligación legal de llevarla. 



b) Negativa u obstrucción a la acción investigadora 
de la Administración tributaria. 

En esta segunda hipótesis la imputación tendrá su 
apoyo en la presunción "iuris tantum" de malicia en la 
omisión u ocultación total o parcial de la base tribu- 
taria al concurrir con la desobediencia al mandato ex- 
preso del funcionario público competente para el ejer- 
cicio de las facultades de inspección fiscal poniendo tra- 
bm injustificadas o torpemente confusionarias a h. labor 
inspectora. 

Así, vendrá a constituir la conducta del contribu- 
yente una actitud de resistencia análoga a la definida 
por el artículo 319 en su antigua redacción y, en este 
sentido, el tipo penal se constituye, entrando en juego 
esa presunción, en forma compleja, constituida por 1% 
siguientes elementr>s: 
- Existencia de una actividad investigadora que 

haya establecido en principio, pero con suficientes moti- 
vos racionales, la omisión u ocultación determinante del 
fraude y su cuantía, o bien la ausencia de realidad en 
los hechos que hubieren fundado el beneficio fiscal. 
- Existencia de un requinmiento concreto al deu- 

dor tributario para la manifestación o exhibtción de los 
elementos de investigación del hecho que legalmente le 
sean exigibles. 
- Desobediencia expresa o tácita, pero en todo caso 

notoria, del deudor tributario al anterior requerimiento. 
No es necesario consignar que para que pueda repu- 

tarse fraudulenta la conducta del contribuyente ha de 
ser intencional y deliberadamente dirigida a la elusión 
del impuesto o al disfrute ilícito del beneflcio fiscal. La 
conducta basada en defectuosas informaciones o en cual- 
quier otra negligencia tendrá sus consecuencia8 admi- 
nistmtivas, pero carecerá de trascendencia penal. El 
delito Ascal es claramente de tendencia, necesariamente 
doloso y no pude  ser cometido por imprudencia. 

Además, par@, que la infmeci6n revista caracteres de 



delito es menester que sobrepase determinados límites 
cuantitativos fijados por la Ley en cantidad igual o supe- 
rior a los dos millones de pesetas. 

La cuantía de la infracción no se determina por el 
total de la deuda tributaria. En primer lugar, porque no 
deberán computarse las sanciones males, recargos por 
demora o en concepto de intereses. No obstante, sí lo 
serán los recargos que fueren procedentes y exigibles al 
liquidar originalmente la exacción. 

Además no son acurnulables las distintas cuantías 
defraudadas cuando corresponden a distintos tributos 
no periódicos, habiéndose de entender por tales aquellos 
que responden a hechos imponibles distintos cada uno 
de los cuales sea objeto de una propia y única liquida- 
ción. Los tributos periódicos, es decir, aquellos que res- 
ponden al mismo hecho impositivo sí habrán de acumu- 
larse en tanto que correspondan a un mismo período 
impositivo. 

11. Jurisdicción y competencia. 

Conforme al articulo 36, "el conocimiento de las cau- 
sas por los delitos ñscales corxesponderá a la jurisdicción 
ordinaria". Conforme a este pronunciamiento, el nuevo 
delito fiscal se somete exclusivamente a los Jueces y Tri- 
bunales ordinarios, sin contemplaciones a ninguna clase 
de fueros en favor de otras jurisdicciones. 

La competencia territorial vendrá determinada por 
razón del domicilio de la persona física o jurídica impu- 
tada. Así resulta de la alusión al fuero del domicilio que 
contiene el artículo 37, párrafo 2 y que en tal sentido 
deja resueltas la difíciles cuestiones que pudíera plan- 
tear la determinación del lugar de comisión del delito. 

El procedimiento aplicable, dada la naturaleza de las 
penas y la cuantía mínima de las sanciones pecuniarias 
que señala el articulo 35, párrafo 1, será el denominado 
procedimiento de urgencia, que regula el articulo 779 
y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 



m. EL requisito de procedibil2dad. 

Conforme al tenor de la Ley, estos delitos fiscales no 
son perseguibles de oficio ni pueden ser objeto de acción 
publica, pues dispone el artículo 37, apartado uno: "los 
delitos fiscales s610 son perseguibles a instancia de la 
Administración, sin necesidad de querella". 

Sin embargo, tampoco resulta que la acción penal 
haya de ser ejercida por la Administración, pues de los 
párrafos dos y tres de dicho artículo 37 se desprende que 
esa misión ha sido asignada al Ministerio Fiscal. 

A tenor de las disposiciones de dichos párrafos dos y 
tres los requisitos son los siguientes: 

Primero.-Procedimiento administrativo de liquida- 
ción, determinación e investigación del hecho imponible 
y de la cuantía defraudada por cada concepto contribu- 
tivo y en el cual se haya agotado la vía gubernativa. 

Es muy de tener .en cuenta que la Ley no contempla 
la posibilidad de que el acto administrativo haya sido 
impugnado judicialmente en vía contencioso-administra- 
tiva. El Fiscal deberá tener en cuenta esta posibilidad, 
que, en su caso, constituiría cuestión prejudicial, con- 
forme a lo prevenido en el aiticulo 4.O &e la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal. 

Segundo.-Decisión o acuerdo del Delegado de Hacien- 
da previo informe del Subdelegado de Inspección e Ins- 
pector Jefe, del Administrador de Tributos, Impumtos 
Inmobiliarios o de Aduanas, según el tributo de que se 
trate, y del Abogado del Estado, o bien, en las defrauda- 
ciones contra las Haciendas locales, acuerdo o decisi6n 
del Alcalde o del Presidente de la Diputación, según los 
casos, previo informe de sus seocicmes de Hacienda y del 
Abogado de la Corporación, resolviendo poner en cono- 
cimiento del Ministerio Fiscal en ambos casos los hechos 
que se estimen constitutivos de delito fiscal. 

Temero.-Formulmi6n de querella por el Ministerio 
Fiscal; de acuerdo con las disposiciones de los artícu- 



los 105 y 271 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, si 
de la documentación remitida por el Delegado de Hacien- 
da  de la provincia o por la presidencia de la Diputación 
Provincial o por la Alcaldía correspondiente, resultan los 
datos necesarios que revelen suficientes indicios del delito 
fiscal y se acredite que se han cumplido todos los requi- 
sitos legalmente establecidos para su persecución. 

Aunque las pmebas practicadas en el expediente 
administrativo y la resolución recaída no sean vinculan- 
tes para los Tribunales, constituyen la pieza fundamen- 
tal de la instrucción una vez sean cmoborados judicial- 
mente los extremos de hecho que lo fundamenten. 

Ejercitada la acción penal, la única acción acusa- 
dora será la del Ministerio Fiscal, que habrá de desple- 
gar todo su celo para que la investigación sumaria1 sea 
eficaz en la determinación de los hechos imputados y de 
sus circunstancias. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 20 de abril de 1978. 

Excmos. e Iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CIRCULAR NUM. 3/1978 

VISITAS A PRISIONES 
Exmos. E ILmos. SRES.: 

Las funciones de mantenimiento del orden jurídico 
y la satisfacción del interbs social que a.l Ministerio 
Público atribuye y coníiere el Estado, concuerdan direc- 
tamente con la defensa de los derechos humanas y, de 
entre ellos, muy esencialmente el que afecta a la liber- 
tad del ciudadano, atributo inseparable de su dignidad. 
Así se explica que el artículo 2.O del Estatuto de 21 de 
junio de 1926 precise entre las misiones del Ministerio 
m a l  la de "investigar con la mayor diligencia las deten- 
ciones arbitrarias que se efectúen y promover su cas- 
tigo" y que el artfoulo 6.O del Reglamento Orgánico, de 



27 de febrero de 1969, desarrolle tal mandamiento, esta- 
bleciendo el derecho de los Fiscales de las Audiencias 
para requerir de los jefes de los establecimientos peni- 
tenciarios relación certificada de los internados, motivo 
de su prisión y noticia de la autoridad que la hubiere 
decretado. Todo ello con la facultad a los Fiscales de las 
Audiencias de visitar la prisión o prisiones de su temi- 
torio para cumplir aquellas funciones. 

A estas preocupaciones responde la presente Circu- 
lar, en la que se atiende no a las detenciones descarada- 
mente arbitrarias, que ello, por escandaloso, se condena, 
sino a las prolongadas prisiones preventivas que pudie- 
ran incidir en ilegalidad si no existiera causa procesal 
que las justiilcare, así como a la misión de tutela que 
al Ministerio Fiscal corresponde sobre las condiciones 
materiales y humanas en que se hallen los internados, 
postulando, en aras del interés social, el amparo que pro- 
ceda, tanto más acuciante para quienes ven restringidas 
no sólo su libertad, sino también las actividades o aten- 
ciones que demandan sus necesidades personales y fami- 
liares. 

Es deseo de esta Fiscalía, compartido unánimemente 
por todos las miembros de la carrera fiscal, la efectividad 
en toda su plenitud de las múltiples prerrogativas y debe- 
res que se desprenden de aquellas normas que perfilan 
lo noble de su misión ante la sociedad y BUS miembros. 
Debe superarse, sin restricciones ni temores, la errónea 
imagen dei Fiscal acusador y exigente, incapaz de ofre- 
cer a la sociedad, a la que servirnos y representamos, el 
amplio abanico de nuestras funciones, que, si por tutela 
de los más se convierte en ocasiones en castigo de los 
menos, viene también llamado a prevenir que aquel cas- 
tigo no se exceda ni se cumpla en condiciones que afec- 
ten a los derechos del hombre. 

Hoy y ahora quiere esta Ficalia referirse a las visitas 
que a las establecimientos penitenciarios deberán hacer 
los Fiscales de lm Audiencias -aparte de las que reali- 



cen con los Tribunales cumpliendo preceptos legales o 
reglamentarios- con la específica misión de detectar 
tanto las condiciones legales de las detenciones como 
para conocer el estado de las prisiones, el trato que se 
dispensa a los internados y las necesidades de éstos, tanto 
en lo que directamente pueda hacer referencia a su situa- 
ción procesal o a las derivaciones de su condena como 
en lo que específicamente humano trascienda a sus pro- 
blemas personales o necesidades familiares. 

A tales efectos he considerado conveniente dar con 
carácter general las siguientes instrucciones: 

1." Los Fiscales de las Audiencias deberán realizar 
sus visitas a los establecimientos penitenciarios de su 
territorio sin que transcurran m& de dos meses sin 
realizarlas. Se Uevarán a cabo siempre por dos miembros 
de la plantilla de la Fiscalía, pudiendo, en caso de difi- 
cultades del servicio, incorporar a ellas un Fiscal de Dis- 
trito. 

2.a Aparte de los avisos de natural cortesía al Jefe 
del Establecimiento sobre la fecha en que ha de reali- 
zarse la visita, se solicitará del mismo haga conocer a 
los inte.rnados la presencia del Ministerio Fiscal y faci- 
lite las entrevistas que quieran celebrar con los repre- 
sentantes de la Fiscalía, las que se celebrarán directa- 
mente y sin testigos, pero sin aceptar reuniones con 
comisiones de reclusos, debiendo, si son solicitadas, comu- 
nicar la petición a esta Fiscalía del Reino. 

En el caso de que fuera excesivo el número de inkr- 
nos solicitantes de entrevistas se procurará elegir a los 
que puedan ser exponente de análogas circunstancias 
por el lugar de habitación, tipo de internamiento, p ro  
cedencia, edad, antecedentes, etc. Si la razón del caso 
lo aconsejase se repetirá la visita en día próximo. 

3." Deberá tomarse nota del estado material del edi- 
ficio y de sus instalaciones, reseñar si en lo necesario o 
aconsejable hay obras emprendidas, proyectadas o soii- 
citadas; el estado de realización, en su caso, de las mis- 



mas, su finalidad y urgencia, con los comentarios que los 
datos que obtengan les sugieran. 

4." Merecerá especial atención en las visitas anotar 
la autoridad que hubiese decretado la prisión de los inter- 
nados y a cuya disposición se encuentren. En caso de 
ilegalidad, anomalía o confusión en la situación legal de 
los mismos o si apareciese que la situación de prisión 
preventiva es excesivamente prolangada, atendidas las 
circunstancias del proceso, se interesará del Jefe del 
Establecimiento relación certificada de las personas a 
quienes afecte, con los datos y antecedentes necesarios 
para instar ante los Tribunales o Autoridades las medi- 
das que en cada caso se considere oportunas y proce- 
dentes. 

5." Además de estas preocupaciones por los proble- 
mas de instalación, tratamiento o situación legal de los 
reclusos los Señores Fiscales cuidarán de conocer las 
cuestiones humanas que a aquéllos preocupen, intere- 
sándose por cuanto pueda beneficiar la situación fami- 
liar del internado y proporcionándole con ello mayor 
tranquilidad de espíritu. 

Los Señores Fiscales visitantes trasladarán a su Jefe 
cuanto en estas entrevistas se detecte como tema de 
particular interés humano, para que aquel busque el 
medio de orientarlo o lo traslade, en su caso, a esta 
Fiscalía. 

6." Se recuerda y mantiene en todas sus partes 
cuanto quedó expuesto en los apartados 11 y iiI de la 
Consulta núm. 5/1972, 'de 19 de mayo, cuyos conceptos 
serán complementarios de las presentes instrucciones. 

De la realización de cada visita se dará cuenta exacta 
y detallada, con relaciones complementarias, en su caso, 
a esta Fiscalía del Reino. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 25 de abril de 1978. 

Excmos. e iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 



CIRCULAR NUM. 4,4978 

SOBRE PRISIONES PREVENTIVAS E INSPECCION 
DE SUMARIOS 

Exc~os. E ~LTMOS. SRES.: 
En telegramas-circulares de fechas 8 de febrero y 9 de 

abril del corriente aíio, esta Fiscalía se dirigió a los Seño- 
res Fiscales Territoriales y Provinciales interesando una 
información urgente sobre inculpados o procesados en 
situación de prisión preventiva derivada de Sumarios o 
Diligencias Preparatorias en tramitación en sus respec- 
tivos territorios. 

De las contestaciones recibidas, algunas con retraso 
debido a demoras en recibir los datos reclamados por los 
Fiscales a los Directores de los establecimientos peniten- 
ciarios, se destaca que el Ministerio Público no posee en 
foima precisa, actualizada y en condiciones de uso inme- 
diato, relación y estado de las pie!as de situación de las 
causas en que interviene, teniendo que acudir a fuentes 
ajenas a los datos obrantes en las Fiscalías. 

Ello revela deficiencias a las que solidariamente, en 
relación cada uno con su categoría, que es a su vez me- 
dida de su responsabiiidad, debemos buscar remedio. Es 
absolutamente necesaria la actuación de una v a -  
nente y constante vigilancia de los Summos y Diligen- 
cias Preparatorias al objeto de conocer en todo momento 
su marcha y situación, sus demoras y retrasos, la sufi- 
ciencia o insuficiencia de las razones o causas de unas 
y otros, la situación de los detenidos y procesados, los 
casos de injustificada prolongación de las prisiones pxe- 
ventivas y, en general, todo lo que pueda tener repercu- 
sión o incidencia en la rálpida tramitación de los proce- 
dimientos. 

Si queremos camplir con las obligaciones que la wlec- 
tividad y en su nombre el Estado nos ha encomendada, 
si no podemos dejar en letra muerta ouanto establece al 
respecto el Estatuto del Ministerio Fiscal y su Regla- 



mento Orgánico, es evidente que no podemos limitarnos 
a reaccionar, aunque sea con eficiencia y rapidez, ante 
las decisiones de los Órganos jurisdiccionales o de las 
partes personadas en ellos, sino que es indispensable que, 
transformando en actividad cualquier pasividad proce- 
sal, sea el Ministerio Fiscal quien acucie con sus preten- 
siones la más rápilda acción de la Justicia, sobre todo 
en aquellos aspectos que afectan a los elementales dere- 
chos humanos del inculpado. 

A tales efectos, y aun sin olvidar esta Fiscalía que 
la intensidad de acción que se pretende exige medios 
humanos adecuados, he considerado conveniente dar, con 
carácter general, las siguientes instrucciones: 

Primera.-Los Fiscales de las Audiencias deberán 
prestar especial atención a la tramitación de las causas 
en que existan inculpados o procesados en situación de 
prisión preventiva, habida cuenta que esta medida pro- 
cesal, por su carácter cautelar, sólo debe durar el tiempo 
rigurosamente indispensable. 

Segunda.-Para el más exacto conti-o1 y vigilancia de 
las situaciones personales de prisiones preventivas, y sin 
perjuicio de los libros y cai~petas prevenidas en el artícu- 
lo 105 del Reglamento Orgánico del Ministerio Fiscal, 
se considera conveniente y aconsejable que cada Fiscal 
lleve un registro particular, mediante fichas o libretas, 
en el que se anotarán todas las incidencias de las causas 
con preso cuyo despacho le corresponda, al objeto de que 
pueda conocerse en cualquier momento la situación del 
detenido, peso o condenado. 

Tercera.-Se recuerda el criterio que inspiran los 
a1-tioulos 503 y 504 de la Ley de Enjuiciamiento Crirni- 
nal, que al determinar los casos en que puede decretarse 
la prisión preventiva limita el arbitrio judicial en dicho 
punto y, aunque es justo reconocer la correcta aplica- 
ción con que, en la generalidad de los casos proceden los 
Jueces y Tribunales, es misión del Ministerio Fiscal velar 
porque las leyes se cumplan en tales términos que su 



actuación ampare a la vez el derecho de la sociedad que 
le está confiado y el de los ciudadanos, cuyos derechos 
están también bajo su custodia. 

En su consecuencia, cuando atendida la naturaleza 
del delito, la pena asignada al mismo, el volumen del 
Sumario, la complejidad de los hechos y los antecedentes 
del inculpado, se considerase excesivamente prolongada 
la situación de prisión preventiva del mismo, deberá soli- 
citarse la terminación de dicha medida cautelar y su 
sustitución por la de libertad provisional, previa presta- 
ción de fianza de la clase y cuantía que se considere per- 
tinente. 

Cuarta.-Asimismo, cuando de los datos consignados 
en los libros registros de la Fiscalía se detectara retraso 
injustificado en la tramitación de las causas con presos, 
deberán los Fiscales, haciendo uso de la facultad ins- 
pectora que le asigna el artículo 306 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, promover las peticiones que su pro- 
bado celo y constancia estime oportunas para la remo- 
ción de los obstáculos que impidan la terminación de la 
instrucción sumarial, interponiendo, en su caso, los 
correspondientes recursos si las resoluciones judiciales 
no atendiesen sus peticiones. 

Quinta.-Estas instrucciones, referidas de manera 
precisa a las prisiones preventivas excesiva e innecesa- 
riamente prolongadas, no están reñidas con la exigencia 
que la opinión pública demanda en casos, por fortuna, 
no graves por su dolo intrínseco, pero sí turbadores por 
su frecuencia y extensión, sobre todo en las grandes aglo- 
meraciones urbanas, de hacer jurídicamente compatible 
la normativa procesal con la ejemplaridad del pequeño 
delincuente que reasume con la inmediata libertad sus 
actividades delictivas. En este sentido el Ministerio Pú- 
blico extremará su celo para conseguir que las conse- 
cuencias de la infracción penal pesen de manera inme- 
diata en el ánimo del culpable, como una realidad más 



virtual que la mera y excesiva notificación del inicio de 
la acción jurisdiccional. 

Sexta.-Igualmente se recuerda y dan por reprodu- 
cidas las instrucciones impartidas por esta Fiscalía en 
anteriores circulares sobre la información que los Sefio- 
res Fiscales deberán elevar a la misma respecto a los 
Sumarios más destacables que se tramiten en el terri- 
torio y, muy especialmente, de todos aquellos que por su 
gravedad e importancia causen alarma en la opinión 
pública o puedan dar lugar a excitaciones de cualquier 
clase, Sumarios que deberh inspeccionar de forma 
directa desde el primer momento de su instrucción, dán- 
dome cuenta de las incidencias más importantes en 
orden a las situaciones procesales personales de los 
encartados y al grado de su implicación en las respon- 
sabilidades perseguidas. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 23 de mayo de 1978. 

Excmos. e Iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CIRCULAR NUM. 5/1978 

SOBRE LA LEY 46/1978, DE 7 DE OCTUBRE, 
POR LA QUE SE MODIF'ICAN LOS DELITOS 

DE ESTUPRO Y RAPTO 

Exc~os .  E ILTMOS. SRES.: 
La expresada Ley 46/1978, de 7 de octubre (Boletín 

Oficial del Esta& del l l ) ,  deroga, en su articulo 1.1, 
todos los artículos del Código Penal comprendidos en 
los Capítulos iII y IV del Título IX y los 443 y 447, 
correspondientes a las disposiciones comunes a los deli- 
tos contra la honestidad (Capitulo V). 

A renglón seguido, en el artículo 1.2, establece la 
nueva redacción de los artículos 434, 435, 436, 440 y 443, 
dejando sin ningún contenido los números 437, 441 
442 y 447. 



Conforme a esta nueva legalidad, las figuras de 
estupro y abusos deshonestos no violentos resultan con 
el siguiente contenido sustancial: 

1." Comete estupro la persona que tuviere acceso 
carnal con otra mayor de doce años y menor de dieciocho 
prevaliéndose de su superioridad originada por cual- 
quier relación o situación. Determina la aplicación del 
grado máximo la pena, que es la de prisión menos, 
cuando el delito se cometiese por ascendiente o hermano 
del estuprado. 

La nueva figura absorbe, pues, dentro de sus limites 
los antiguos estupros denominados doméstico (434), 
incestuoso (435), laboral (437) y el cometido con abuso 
de cualquier situación de necesidad en que se hallare 
la persona estuprada (436, párrafo segundo), dándoles 
incluso mayor extensión al establecer que el prevali- 
miento puede ser de cualquier circunstancia familiar, 
social, profesional o personal que determine ascendiente 
del estuprador sobre la persona estuprada (nuevo artícu- 
lo 434). 

2." También comete estupro la persona que, intervi- 
niendo engaño, tuviera acceso carnal con otra mayor de 
doce años y menor de dieciséis, castigándolo con arresto 
mayor (nuevo articulo 435). 

La definición del tipo en este caso es análoga a la 
contenida en el correspondiente artículo derogado -pá- 
rrafo primero del 4 3 6 ,  sin más diferencia que la de 
haber reducido el límite de edad de la persona estuprada. 

En estos dos artículos -igual que en el 440, refe- 
rente al rapto- la Ley, borrando toda referencia al sexo 
del sujeto activo y del sujeto pasivo, comprende, en una 
u otra posición indistintamente, al varÓn.0 a la-hembra, 
es decir, que a partir de ahora el estupro, como- ya ocu- 
rría con' los abusos deshonestos violentos, puede ser 
cometido por mujer cuando actúe sobre un varón preva- 
liéndose de ,situación de superioridad o mediante engaño 
para incitarle al ayuntamiento carnal. 



Cualquier otro acto sexual en las mismas circunstan- 
cias, pero que no constituya yacimiento, y, desde luego, 
todos las de carácter homosexual serán incriminables, 
en sus respectivos casos, dentro de las figuras de abusos 
deshonestos. 

Es de notar que en tal sentido la nueva ley rompe 
con el concepto tradicional del estupro y del "acceso 
carnal", que siempre se han referido a acto de varón. 
También se quiebra el paralelismo hasta ahora existente 
entre las figuras del estupro y de la violación, ya que 
ésta permanece en su forma inveterada de ataque con- 
tra la libertad sexual de la mujer exclusivamente. Los 
ataques violentos contra la libertad sexual del varón en 
los términos que previene el artículo 429 habrán de 
continuar siendo reducidos a los abusos deshonestos 
violentos del 430. 

Asimismo se rompe la tradicional congruencia entre 
las disposiciones del artfculo 444 y los tipos de estupro, 
pues, naturalmente, los preceptos sobre dote, reconoci- 
miento y mantenimiento de la prole sólo serán de apli- 
cación cuando el sujeto pasivo del estupro sea hembra. 

La figura de abusos deshonestos no violentos del 
nuevo artfculo 436 viene a reproducir el antiguo texto 
del párrafo cuarto del mismo artículo, sin más varia- 
ción que la que resulta de la referencia a las iguales 
circunstancias establecidas en los das artículos prece- 
dentes en cuanto éstos han variado en su contenido. 

En cuanto al rapto, el nuevo artículo 440 lo reduce 
al ejecutado contra la voluntad de la persona raptada, 
salvo que sea menor de doce años, en cuyo caso será 
punible aunque hubiere prestado su consentimiento. 
Para los mayores de esa edad, derogado el artículo 441, 
desaparece la figura del rapto con anuencia aunque se 
hubiere conseguido mediante engaño. 

También desaparece la discutida flgura penal del anti- 
guo 442, que establecfa responsabilidad del raptor casi 



equivalente a la del asesinato cuando no diera razón del 
paradero de la raptada. 

Además desaparecen las siguientes formas de infrac- 
ción : 

a) El antiguo estupro doméstico cometido con don- 
cella mayor de dieciocho y menor de veintitrés. 

6 )  El mismo estupro, en toda su extensión, cuando 
no conste que el autor se hubiere prevalido de la supe- 
rioridad originada por su situación en relación con la 
estuprada. 

c) El estupro mediante engaño con mujer mayor 
de dieciocho años y menor de veintitrés. 

(1) El estupro, sin engaño, de mujer mayor de doce 
años y menor de dieciséis. 

e) La agravación específica que constituía el engaño 
en el estupro con mujer mayor de doce años y menor 
de dieciséis. 

f)  Los abusos deshonestas cometidos con las per- 
sonas y en las circunstancias a que se refieren los párra- 
fos anteriores, excepto el último. 

El articulo 443 sobre necesidad de denuncia para pro- 
ceder por los delitos de violación, abusos deshonestos, 
estupro y rapto, así como sobre la eficacia del perdón 
otorgado por el ofendido, mantiene el mismo sentido que 
la legislación anterior, aunque introduce las siguientes 
variaciones : 
- Excluye al cónyuge y al hermano de las personas 

legitimadas para denunciar (párrafo primero). 
- Habilita a los menores de edad, pero mayores de 

dieciocho años, para otorgar personalmente perdón eficaz 
(párrafo cuarto). 
- Al referirse a la necesidad de aprobación judicial 

del perdón otorgado por el representante legal o guarda- 
dor de hecho del menor de dieciocho años o incapaz (pá- 
rrafo quinto) introduce un inciso que dice: ''en todos 
los delitos a que se refiere este Título", lo que claramente 
ha de entenderse en el senticio de que tales delitos son 



sólo aquellos para los cuales este artículo concede efi- 
cacia al perdón. 

La derogación del artículo 447 suprime la facultad 
de imponer medidas protectoras a mujeres prostituidas 
o en peligro de prostitución, facultad de la que se había 
hecho poco o ningún caso. 

La Ley no contiene cláusula especial relativa al mo- 
mento de su entrada en vigor, por lo que la aplicación 
del artículo 2.1 del Código Civil será a los veinte días 
de su publicación. 

Respecto a los hechos que eran constitutivos de delito 
y que a partir de la entrada en vigor de la nueva ley 
ya no lo serán, los Fiscales habráin de atender al exacto 
cumplimiento de lo prevenido en el articulo 24 del Código 
Penal y en su consecuencia: 

1." A partir del momento de la entrada en vigor de 
esta ley ya no podrá darse curso a denuncias o querellas 
fundadas en hechos que han dejado de constituir delito. 

2." Eh las causas en trámite y, según su estado, el 
Fiscal habrá de solicitar el sobreseimiento libre o retirar 
la acusación. 

3 . O  En las causas sentenciadas, sea o no Arme la 
sentencia, que fueren condenatorias habrá de solicitarse 
la revisión de la sentencia para que se deje sin efecto la 
condena. 

4." La revisión de la condena traerá como conse- 
cuencia la cancelación, con efectos absolutos y definiti- 
vos, de las anotaciones en el Registro Central de Penados 
y Rebeldes. 

5.O Las responsabilidades civiles declaradas en sen- 
tencia firme, especialmente las establecidas con arreglo 
al articulo 444 del Código Penal, no podrán ser objeto 
de revisión ni resulta afectadas su ejecutoriedad. 

Como dispone el artículo 117 del Código Penal, las 
responsabilidades civiles nacidas de delito o falta se 
extinguirán de igual modo que las demás obligaciones, 
con sujeción a las reglas del Derecho Civil, y para las 



disposiciones relativas a derechos civiles el articulo 2.3 
del Código Civil establece que no tendrán efecto retro- 
activo si no dispusieren lo contrario. 

La retroactividad de la ley penal en lo favorable al 
reo que establece el articulo 24 del Código Penal sola- 
mente es aplicable a las penas y no a sus efectos civiles 
aunque éstos tengan su fuente en el delito, ya que se 
rigen por la normativa civil y los derechos adquiridos 
no resultan afectados por la nueva ley porque ésta no 
contiene cláusula expresa de retroactividad. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 26 de octubre de 1978. 

Excmos. e iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CIRCULí!J3 NUM. 6/1978 

SOBRE INSPECCIQN DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

Exc~os .  E ~LTMOS. SRES.: 
Las informaciones que sobre prisiones preventivas se 

han venido recibiendo en esta Fiscalía nos ha revelado 
el avance conseguido como consecuencia del cumpli- 
miento que ha merecido nuestra Circular núm. 4/1978, 
de 27 de mayo. 

Se refería aquélla, de modo fundamental y casi exclu. 
sivo, a las situaciones de prisiones preventivas, vigilancia 
y denuncia de las excesivas, aceleración del trámite en 
las causas con preso y formación de las pretensiones p r e  
cedentes para que aquella medida cautelar se aplicara 
en su justo y equilibrado criterio procesal. 

Transcurridos más de seis meses de aqueila Circular, 
debemos dar un paso más en la misión de vigilancia e 
inspección que el Ministerio Fiscal tiene atribuida sobre 
los procedimientos penales, al objeto de que todos eilos, 
tanto con como sin preso, no se demoren más de lo 
estrictamente preciso ni se dilaten en ellos la prhctica 



de diligencias y actuaciones, Único motivo que procesal- 
mente puede justificar su prolongación. 

Actualmente, salvo aquellos casos excepcionales en 
que por la trascendencia penal de los hechos enjuiciados, 
alarma pública producida o derivaciones extrajudiciales 
se inspeccionan los sumarios de manera especifica y 
constante, el Fiscal sólo interviene cuando se le notifican 
o dan traslado para dictamen las resoluciones judiciales. 
Entendemos que la misión del Ministerio Fiscal-no puede 
reducirse a esta espera pasiva que, además de su legal 
función instructora, transfiere al Juez la promoción y 
el impulso que es atribución del Ministerio Público. 

Debemos tomar plena conciencia de la gravedad que 
supone que un  procedimiento penal pueda quedar esta- 
cionado; o se practican diligencias o se concluye. Tam- 
poco puede estar pendiente de actuaciones o decisiones 
tan espaciadas, que, en realidad, pueden transformarse 
en corruptela dilatoria. Claramente previene el artícu- 
lo 24.2 de la nueva Constitución contra las '<dilaciones 
indebidas" en el proceso público. La celeridad de la jus- 
ticia es la mayor garantía de su eficacia y de la protec- 
ción del ciudadano y esa celeridad la debe promover cons- 
tantemente el Fiscal. Es su función. 

Cierto que abruma el número de Diligencias Previas 
que pesan sobre los Jueces y Fiscales, pero debe adver- 
tirse que dichas Diligencias son, o al menos deben ser, 
pues su propia naturaleza lo exige, cortas y pasajeras. 
Introducidas en nuestro ordenamiento procesal por la 
Ley 3/67, de  8 de abril, como fase preparatoria de los 
dos procedimientos de urgencia, están limitadas a las 
actuaciones esenciales para determinar la naturaleza y 
circunstancias del hecho, las personas que hayan parti- 
cipado en él y el procedimiento aplicable, que deben ser 
parcticadas por el Juez sin demora para adoptar algdna 
de las resoluciones prevenidas en el artículo 789 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Su finalidad concreta y precisa obliga a Interpretar 



de forma estricta su alcance, no debiendo sustituirse con 
ellas la instrucción de la causa criminal, siendo misión 
de los Fiscales vigilar para que se ciñan a la materia 
objeto de las mismas y velar por los principios de simpli- 
ficación, brevedad y aceleramiento que inspiran el pro- 
cedimiento de urgencia. 

Por lo que se refiere a las Diligencias Preparatorias 
y Sumarios, en todos sus trámites, la media más alta 
por Fiscal sobre plantillas teóricas debidamente estu- 
diadas y contrastadas constituye a lo largo del año cifra 
que no puede mantenerse bajo un estricto control. Sin 
embargo, cabe, y por ello se aconseja, que cada Fiscal, 
mediante un pequeño fichero o agenda de hojas movi- 
bles, vigile el estado de tramitación de las causas cuyo 
despacho le esté asignado, por grupo de actuaciones, que 
pudieran ser los siguientes: 

a)  Las que se hallan pendientes de alguna decisión 
instnictora. 

b) Las que esperan el cumpiimiento de algún des- 
pacho, oficio, exhorto, carta orden, en suma, trámite 
exterior. 

c) Las que penden de diligencias a practicar en el 
propio Juzgado. 

d) Las que se encuentren en estado de traslado a 
las partes para evacuar los trámites de emplazamiento, 
calificación, etc. 

e) Las ya calificadas ~ p r  el Fiscal y pendientes de 
señalamiento de vista, cuyo número en algunos casos 
preocupa y sobre las que se debe actuar, instando la 
devolución de las que se hallen en poder de las acusa 
ciones o defensas, habiendo transcurrido con exceso el 
plazo concedido para evacuar el trámite. 

Ninguna causa debe estar parada o en estado "laten- 
te". Tal situación pugna con la esencia de la Justicia, 
que, como ya hemos advertido, es rapidez y agilidad 
A tal fin bueno es recordar las Circulares de esta Fisca- 
lía de 24 de marzo de 1932 -consecuencia dd Decreto 



de 23 de marzo de 1932-, la de 27 de enero de 1953 y 
la de 29 de octubre de 1956 sobre inspección del proce- 
dimiento sumaria1 para que fuesen declarados conclusos 
dentro del término normal. En la primera se afirmaba 
que "la tardanza en terminar los procedimientos crimi- 
nales no tanto es consecuencia de la falta de preceptos 
rituarios como de censurable incumplimiento de los mis- 
mos al amparo de prácticas abusivas, dañosas igual- 
mente para el Estado y para el particular que tenga la 
inmensa desgracia de verse sometido a proceso". Y en 
ambas se encarecía la -más rápida y cumplida adrninis- 
tración de la justicia, recabando de los Señores Fiscales 
el celoso cumplimiento de las instrucciones contenidas 
en las mismas, que ahora reitero, ordenando tener como 
vigentes las siguientes : 

l ." Los funcionarios del Ministerio Fiscal obsena- 
rán con todo celo lo preceptuado en los artículos 306 y 
315 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procurando 
realizar personalmente el mayor número de inspeccio- 
nes no sólo en los casos indicados en el artículo 318 de 
la citada Ley, sino en todos aquellos en que se observe 
retraso injustificado en la instrucción. 

2.a Cuidarán que los Jueces de Instrucción cumplan 
rigurosamente lo prevenido en el artículo 324 de la Ley 
rituaria penal, reclamando no sólo los partes de ade- 
lanto, sino testimonios en relación para a su vista acor- 
dar lo que sea pertinente para la más pronta termina- 
ción del proceso. 

3.a Todo procedimiento que lleve más de seis meses 
de tramitación deberá ser inspeccionado personalmente 
cuando de los partes de adelanto no se deduzca clara- 
mente lo justificado de la demora. 

4.a En cumplimiento del deber a que se refiere el 
apartado anterior deberá extremarse con prioridad abso- 
luta en las causas con preso, evitando que esta medida 
cautelar dure más de lo estrictamente necesario o que 



el tiempo de duración de la misma pueda exceder del de 
la condena que se imponga. 

5." Evitarán, en cuanto sea posible, la revocación 
del auto de conclusión del sumario, salvo cuando se trate 
de diligencias esenciales para la calificación o de elemen- 
tos de conocimiento que no puedan adquirirse por la 
práctica de prueba en el curso del juicio oral. 

6." Cuando considere que se han reunido en el suma- 
rio los suficientes elementos para hacer la calificación 
de los hechos y poder entrar en el trámite de juicio oral 
deben hacer uso de la facultad establecida en el articu- 
lo 622, párrafo segundo, de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal y pedir su terminación, reservándose, en su caso, 
para el escrito de conclusiones el proponer las pruebas 
cuya aportación al sumario dificulte la conclusión de 
éste. En las Diligencias Preparatorias velará por el cum- 
plimiento de los plazos prevenidos en la regla del 
artículo 790 del Código Penal. 

7." Extremarán su celo para que los trámites de ins- 
trucción y calificación no se demoren, instando, en su 
caso, ante el Juez o la Sala que las demás partes inter- 
vinientes hagan lo mismo con el fin de evitar que las 
acusaciones particulares o las defensas no incidan en 
cormptelas dilatorias. 

8." Pondrán especial cuidado en que las ejecutorias 
se cumplan con rapidez, siguiendo su tramitación con 
vista de los libros reglamentarios y ficheros auxiliares 
hasta su archivo. 

No es necesario advertir la prudencia con que debe 
hacerse compatible la rigurosidad que se propugna en 
la celeridad y permanente actividad de las actuaciones 
judiciales penales, con la comprensión que aconsejen los 
coyunturales excesos de trabajo en que puedan hallarse 
los Juzgados de Imtruéción y las Audiencias. Debiendo 
asimismo, cuando esos excesos de trabajo -reales y com- 
probado+ se transformen en endémicos, ponerlo en 
conocimiedto de esta Fiscalía para que seamos porta- 



dores ante la Superioridad orgánica de la necesidad de 
adscribir medios con los que atender al trabajo y hacer 
posible su eficacia en servicio del justiciable. 

Tampoco se me ocultan las muchas dificultades ins- 
trumentales de que adolecen las Fiscalías para hacer 
realidad estos criterios rectores de nuestra función. Para 
subsanarlas deberán acudir al Servicio de Instalaciones 
y Medios, indicando las necesidades e imperfecciones que 
dificulten o puedan reducir el ritmo de trabajo. Ocioso 
es decir que la misma insistencia que esta Fiscalía aplica 
para la más exquisita puesta a punto de esta excepcio- 
nal institución que es el Ministerio Fiscal, está poniendo 
continuamente para recabar cuanto material y huma- 
namente necesite el servicio de su altísima misión. 

Iniciamos en estas jornadas una nueva etapa del-coti- 
diano hacer de nuestro pueblo, en la que los principios 
consagrados por la nueva Constitución deben hacerse 
realidad viva y constante. La protección jurisdiccional 
de los derechos y libertades que proclama su artículo 24 
y la misi6n que al Ministerio Fiscal encomienda el ar- 
ticulo 124 nos impone, entre otros deberes de parigual 
trascendencia, éste de velar porque la justicia penal sea 
precisa y breve. Entre todos debemos conseguirlo. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchas años. 
Madrid, 18 de diciembre de 1978. 

Excmos. e iitmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

- .  SOBRE EL MINI$mxo FISG-,. : . 1 . . .. . 
.. . . . .. . . . . . . . . . . . 
. . , . . . . 

' . .--E . u WNSTITuCIoN . . .. - . . 
- .  . . . . ~ ... . - 

E-.: E. :&?os. SRES. : - . . . 

Promulgada la nueva Constitución española, entiende 
esta Fiscalía que es obligado considerar la misión que 
a nuestro Ministerio corresponde como defensor de los 



derechos humanos, cívicos y sociales proclamados en ella 
y del interés público tutelado por la ley y recordar con 
el necesario énfasis el exacto ejercicio de la altísima 
tarea que el articulo 124 nos encomienda. Servirá tam- 
bién la oportunidad para exponer a todas las Fiscalías 
la orientación que la General del Estado entiende nece- 
sario imprimir a nuestras actuaciones. 

1. Los derecizos de los ciudadanos. 

Claramente se ofrecen en los artículos 14 al 38 de la 
Constitución los derechos de los españoles en el orden 
personal, humano y político y en los artículos 39 al 52, 
los de carácter económico y social. 

Para aquellos supuestos en que pudiera parecer 
escasa o dudosa la literalidad del texto constitucional, 
deberán los señores Fiscales tener en cuenta, para su 
más exacta comprensión, no sólo la Declaración de los 
Derechos Humanos proclamada el 10 de diciembre de 
1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
sino también los Pactos Internacionales de Derechos 
Económicos, Socialas y Culturales, y de Derechos Civiles 
y Políticos de 16 de diciembre de 1966, así como la Con- 
vención de Salvaguardia de los Derechos del Hombre y 
de las Libertades Fundamentales formulada en Roma 
por el Consejo de Europa en 4 de noviembre de 1950, 
cuyo valor interipretativo o complementario se deduce 
del articulo 10.2 de la Constitución. 

Todos ellos constituyen el catálogo de vigencias, cuya 
tutela, protección y defensa atañe al Ministerio Fiscal, 
no como concepción abstracta y genérica, sino de manera 
precisa, como misión dinámica fundamental para el 
mantenimiento del orden jurídico, vigilancia y exi- 
gencia de su respeto y satisfacción del interés social. 
En su consecuencia, cuando las normas reguladoras de 
esos derechos del ciudadano hayan sido quebrantadas, 
corresponde al Ministerio Público ejercitar las acciones 



penales procedentes en orden a la restauracibn del dere- 
cho conculcado y persecución de los infractores y, en su 
caso, el ejercicio de las acciones o recursos a que pue- 
dan dar lugar el desarrollo legislativo de los artícu- 
los 53 y 162. 

No basta una formulación adecuada del Estado de 
Derecho si no se consigue que las condiciones sociales 
de todo orden sean favorables al desarrollo y actuación 
de las libertades de los ciudadanos constitucionalmente 
reconocidas. Su ejercicio sblo estar& sujeto a las limita- 
ciones establecidas (por la Ley con el único An de asegu- 
rar el respeto y reconocimiento de los derechos y liber- 
tades de los demás y satisfacer las justas exigencias de 
la moral, del orden público y del bienestar social en una 
sociedad democrática, como expresamente se consigna 
en el artículo 29 de la Declaración de los Derechos Hurna- 
nos de 1948. 

De ahí la exigencia de un sistema de garantías jurí- 
dicas que salvaguarden el ejercicio de esos derechos 
dentro del orden de la vida general del país y de las 
relaciones de sus ciudadanos, sistema del que son pre- 
supuestos esenciales e insoslayables el principio de lega- 
lidad y la independencia de la Administración de Jus- 
ticia. 

Especial interés debe merecer como criterio rector do 
estas conductas tutelares, la igualdad de los españoles 
ante la Ley que proclama el artículo 14 de la Constitu- 
ción: "Los españoles son iguales ante la Ley, sin que 
pueda prevalecer discriminación alguna por razón de 
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición o circunstancia ,personal o social." No habrá 
igualdad si se tolera cualquier acepci6n de personas por 
consideraciones de autoridad política, situación econó- 
mica, preeminencia social ni aun de categoría intelec- 
tual, como tampoco lo sería, en sentido inverso, la dema- 
gógica estimación negativa de estas condiciones sin 
perjuicio de considerar las circunstancias, a cuya esti- 



mación puedan atraer los casos de quienes se encuentren 
más desheredados de la fortuna o 'marginados por las 
difíciles condiciones del diario vivir. "Toda forma de dis- 
crirninaciíxn, ya sea social o cultural en los derechos fun- 
damentales de la persona, por el sexo, raza, color, con- 
dición social, lengua o religión, ha de ser superada 
y rechazada como contraria a los designios de Dios" 
(Const. Gazulium et S p s ,  29). 

Por sí mismas, pues, ni unas ni otras posiciones deben 
infiuir ante la Ley, sin que ello prohiba, ante la casuís- 
tica calificación de hechos y conductas, el juicio valora- 
tivo que, en un terreno estrictamente jurídico, puedan 
tener las especificas situgciones y reacciones de los pro- 
tagonistas frente a los acontecimientos que se enjuicien. 

11. La fomna üe Gobierno y la Corona. 

Los señores Fiscales deben atender cuidadosamente 
a superar la aparente antinomia que pudiera deducirse 
entre la declaración contenida en el artículo 1.3 de la 
Constitución respecto a la forma política del Estado 
como Monarquía parlamentaria, el contenido de todo el 
Título 11, "De la Corona", que la consagra con la cate- 
goría supralegal que la inclusión en el texto constitu- 
cional representa y la inviolabilidad que se atribuye a 
la persona del Rey en el artículo 56.3, de una parte, y 
los derechos a la libertad de expresión que se consignan 
en el artículo 20 de la Constitución, y que pudieran ale- 
garse como fundamento para cuestionar aquellos prin- 
cipios o sustentar otros contrarios, de otra. 

Aquellas normas deben relacionarse con los articulas 
comprendidos en el capítulo 1, Título ii del Libro LI del 
Código Penal, advirtiendo el vacío de precisión coherente 
que las normas constitucionales requieren en relación 
con los preceptos penales aludidos y que habrá de cubrir 
próximamente el nuevo texto del Código Penal. 

Cualquiera 'que sea la demora en su publicación no 



cabe aceptar que, entre tanto, pueda quedar desprovista 
de protección penal la forma de Gobierno, la Corona y 
las personas e Instituciones que constitucionalmente la 
integran. 

La condición que al Rey se le otorga en el artículo 56.1 
como símbolo de la unidad y permanencia del Estado, 
que asume su más alta representación en las relaciones 
internacionales; su inviolabilidad; al mando supremo de 
las Fuerzas Armadas que le atribuye, entre otras fun- 
ciones de altísimo y egregio abolengo, el artículo 62; la 
legitimidad histórica que precisa el artículo 57.1 sobre 
la persona de S. M. el Rey Don Juan Carlos de Borbón, 
es obvio que le rodean y aureolan de una representación 
tan alta que en ella han de verse subsurnidas la gran- 
deza que comporta la dignidad humana de todos los 
españoles, la gloria histórica de los pueblos que consti- 
tuyen la unidad de España y el honor de las generacio- 
nes que construyeron esta patria común e indivisible. 

A reserva, pues, de las precisiones que en su momento 
aporte el Código Penal que se prepara, deberán todas 
las Fiscalías procurar desde este mismo momento de 
manera muy especial, que las figuras del Rey, de la 
Reina, del heredero de la Corona y de los Regentes, en 
su caso, queden amparadas y protegidas. 

Son por ahora, indudablemente, parcos por conse- 
cuencia de la transición política los artículos 146, 147 
y 148 del vigente Código Penal, pero es tan alto el inte- 
rés jurídico a proteger, que no se puede admitir duda 
alguna sobre la amplitud que en tal supuesto cabría 
aplicar al delito de injuria, en el que se incluiría el 
deterioro, la ofensa y el desprestigio de la Corona que 
la Constitución ha elegido como símbolo de la unidad 
y permanencia del Estado. 

No sólo el insulto o la ofensa, en cualquiera de sus 
formas de expresión, sino la información maliciosa, la 
utilización insidiosa del nombre o de la imagen, el dibujo 
o la alegoiía atrevidos -y en todo caso poiíticamente 



innecesarios-, la impugnación o discusión pública de 
la legítima autoridad del Rey, deben entenderse como 
actos dolosos contra la más alta representación pública 
y exterior del Estado y de la Patria, y, por lo tanto, incur- 
sos en los citados artículos del Código punitivo. La polí- 
tica es discutible; el Rey es inviolable. 

Cuestión que puede merecer diferentes interpretacio- 
nes y sobre la que ya aludíamos y debe alertarse al Minis- 
terio Público, es aquella que pueda hacer entrar en con- 
flicto la libertad para "expresar y difundir libremente 
los pensamientos, ideas y opiniones" consignada en el 
artículo 20.1. a) de la Constitución, con las limitaciones 
que para esa misma libertad previene el punto 4 del 
mismo artículo, entre las que cobran primacía, como 
Ley de Leyes, las declaraciones y principios de la propia 
Constitución. 

Habrán de reconocerse compatibles con los princi- 
pios constitucionales la expresión y difusión de pensa- 
mientos, ideas u opiniones favorables a formas de gobier- 
no distintas a la Monarquía parlamentaria. Sin embargo, 
cuando esas ideas u opiniones constituyan agresión a la 
misma o se conformen como actos de ataque o contra- 
dicción a sus símbolos o representaciones o, en fin, de 
planteamiento beligerante contra la forma de gobierno 
que se ha dado libremente el pueblo español, pueden 
incidir según su virulencia, en actividad penal, puesto 
que la de los partidos políticos, expresión del pluralismo 
que conforma la democracia, declara su libertad (art. 6) 
"dentro del respeto a la Constitución y a la Ley". 

Dicho sea con expresión más concreta: Esta Fiscalía 
General del Estado entiende lícita la libre expresión ideo- 
lógica de cuantas ventajas puedan entender los ciuda- 
danos respecto a formas políticas de Estado distintas cle 
la Monarquía parlamentaria, pero considera penalmente 
ilícito e incurso en la tipologia del artículo 163 del Código 
Penal, cuanto de irrespetuosa y agresiva discrepancia 
con el texto constitucional se plantee, exprese y difunda 



con ánimo de sustituir por caminos de ilegalidad o con 
ánimo de pública perturbación, la forma de gobierno que 
conforma el Estado español. 

Si el ordenamiento constitucional se encomienda por 
el artículo 8.1 a la defensa y responsabilidad de las Fuer- 
zas Armadas, es obvio que la legalidad es interés cuya 
protección nos corresponde a nosotros, según el artícu- 
lo 124.1 y a esa responsabilidad debemos hacer honor 
cuando el desconsiderado ejercicio del derecho a la liber- 
tad de expresión derive hacia el ataque directo o indi- 
recto, ofensivo o reinvindicativo contra las Instituciones 
o principios proclamados en la Ley Fundamental. Enton- 
ces sólo cabe y es ocioso encarecerlo al celo de V. E., pro- 
mover la acción de la justicia en defensa de esa legalidad 
en riesgo. Tanto el mandato como el interés jurídico 
protegido se nos ordenan y precisan en la misma Cons- 
titución. Innecesario es insistir en su más estricta obser- 
vancia. 

ID. Los ataques a la vida y al honor. 

Aunque la reconocida preparación doctrinal de los 
señores Fiscales aplicará a la gama de derechos consti- 
tucionales antes mencionados, la adecuada categoría de 
valores, es aconsejable destacar por su trascendencia 
intrínseca y su proyección en el entorno social, un espe- 
cial y extensivo espíritu de tutela sobre los derechos que 
afectan a la vida e integridad física de los ciudadanos 
y a su honor. 

Si todos por sí mismos se razonan, éstos exigen una 
alerta constante por la escandalosa frecuencia con que 
la producen los ataques indiscriminados contra la vida 
y la seguridad personal. El respeto que merece el indi- 
viduo debe ser exigido sin reparo a través de la función 
de protección que atañe a los órganos defensivos del 
Estado, apoyándola todos sin descanso para la obtención 
de la paz social que les está encomendada. Estemos adver- 



tidos para que una maliciosa o torcida interpretación 
de las garantías del justiciable, arropada en burdas ma- 
niobras demagógicas, no incida en la indefensión de la 
sociedad. 

Constituiría burla imperdonable que la pretendida 
protección de los derechos de uno repercutiera en el 
general desamparo del derecho de todos, con gravísimas 
consecuencias para la tranquilidad ciudadana que es 
fundamento esencial para un normal desarrollo demo- 
crático. 

Debe llamarse la atención sobre aquellos ataques que, 
si no extremosos en su intencionalidad y en sus resulta- 
dos, proyectan por su difusión, su habitualidad y su des- 
caro, una sensación generalizada de inseguridad. Tales 
los robos con violencia en las personas, el "tirón", la 
actuación agresiva, generalmente nocturna, de las ban- 
das de delincuentes juveniles, el gamberrismo y la vi@ 
lencia sádica, indiscriminada, extendida por toda Euro- 
pa, sin otra finalidad que producir daño y sembrar el 
desconcierto en la sociedad. Sobre estos delitos, que no 
por más exiguos en su entidad producen menos daños, 
debe actuarse con energía, excitando en cada caso la 
actuación de la JurisdicciCEn de menores y manteniendo 
una vigilancia sobre las medidas que aquélla adopte, por- 
que no se debe olvidar que la edad del delincuente no 
exime al Ministerio Fiscal de su normal obligación de 
defensa de la sociedad. 

Por lo que hace referencia a los derechos que afectan 
al honor, la dignidad de la persona, a la intimidad per- 
sonal y familiar y a la propia imageh, se hace apre- 
miante una especial vigilancia ante la irresponsable 
degradación en el enjuiciamiento publico de la vida y 
de las conductas ajenas. 

Cierto que los preceptos sobre el delito de injurias, 
contenidos en los artículos 457 y 458 del Código Penal, 
han quedado anacrónicos y desfasados frente a la téc- 
nica expositiva de que abusan algunos medios, escritos 



y hablados, de comunicación de masas. Hábil y medita- 
damente soslayan los tipos penales de la injuria, em- 
pleando la insidia, la información maliciosa, incompleta 
o torcidamente sugerente, la mezcla confusa, pero de 
seguro impacto social, entre lo cierto lícito y lo incierto 
inmoral y el asalto a la vida íntima con infracción grave 
de la humana t protección que asegura nuestro nuevo 
texto constitucional en su artículo 18. 

Bien comprendemos que es mucho pedir a los servi- 
dores de la Ley que forman la Carrera Fiscal, que lleguen 
con su actuación y pretendan hacer llegar a los Tribu- 
nales en la suya, donde no llega la Ley penal vigente, 
pero cree el Fiscal general del Estado que es indispen- 
sable proclamar nuestra preocupación y hacer un Ilama- 
miento a los legisladores sobre la necesidad de nuevas 
normas penales protectoras de estos derechos, acrecen- 
tando el reconocido celo de todos los Fiscales para denun- 
ciar, pereseguir y refrenar la desordenada carrera de los 
que confunden el ejercicio de la libertad de expresión 
con el asalto, sin medida ni derecho, al honor ajeno. 

La Constitución en su artículo 20 reconoce y protege 
el derecho a expresar y difundir libremente los pensa- 
mientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito 
o cualquier otro medio de reproducción, así como la pro- 
ducción y creación literaria, artística, científica y técnica. 

Proclamamos la sacralidad de estas libertades, pero 
también sus limitaciones, que la propia Constitución se 
cuida de fijar de forma clara y precisa en el número 6 
del propio artículo 20 cuando dice que "tienen su límite 
en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, 
en los preceptos de las leyes que lo desarrollan y, espe- 
cialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a 
la propia imagen y a la protección de la juventud y 
de la infancia". Ello asegura que el ejercicio de aquellas 
libertades no puede transgredir de manera alguna la 
frontera que c~nstituye el contenido de estos precisos 
derechos. 



Relacionado íntimamente con la libertad de expre- 
sión, tenemos que contemplar el problema de la prno- 
grafía. 

El brusco salto producido en nuestra Patria al pasar 
de un sistema de control gubeinativo al otorgamiento 
de las libertades que al ciudadano corresponden, ha pro- 
ducido inevitables reacciones pendulares, agudizadas por 
la falta de una preparación íntima en la sociedad para 
crear, sentir y autoimponerse una moral de cuyo man- 
tenimiento y defensa parecía haberse descuidado deján- 
dola despreocupads~mente en las manos del Estado como 
si de patrimonio ajeno se tratara. Cuando la Adminis- 
tración abandonó su inadecuada función subsidiaria de 
consolidación moral de las costumbres y de las concien- 
cias, apareció el vacío. Ese vacío, que si en lo íntimo es 
problema insustituible de cada ser humano, en lo que 
se refiere a su proyección externa debemos llenarlo sin 
atentar a la libertad personal, antes al contrario, defen- 
diéndola y exigiendo su respeto. 

Hay que proclamar que frente al desenfrenado hura- 
cán de lo obsceno, la sociedad española ni tenía prepa- 
radas ni ha sabido ensayar con fruto las reservas mora- 
les de que venía haciendo ostentación como tesoro de su 
espiritualidad. 

En todo caso, el hecho está ahí y el daño general, 
sobre todo respecto a la juventud, es patente: revistas, 
libros, filmes, objetos, espectáculos, ofrecen un panorama 
lamentable que asombra a los más libres ciudadanos de 
los más avanzados países occidentales. 

El Fiscal ha dedicado muchas horas al estudio del 
problema de la pornografía y su incriminación en nues- 
tro derecho positivo. Los artículos 431 y 432 la tipiftcan 
bajo las figuras delictivas de escándalo público, sancio- 
nándola con las penas de arresto mayor, multa hasta 
un m k m o  de doscientas mil pesetas e inhabilitación 



especial, aparte de las faltas tipificadas en los artícu- 
los 566, número 5.O, y 567, número 3i0, del mismo Cuerpo 
legal. La insuficiencia y la ambigüdad de tales preceptos 
son evidentes dada la gravedad que actualmente reviste 
lo pornográfico y de ahí la necesidad urgente de una 
modificación de dichos preceptos penales adaptándolos 
a la realidad social, asi como de las normas procesales 
que faciliten la rápida acción de Jueces y Fiscales y la 
exigencia de normalizar gubernativamente el régimen 
de espectáculos, clarificando lo concerniente a su califi- 
cación moral y previniendo y sancionando eficazmente 
las infracciones que afecten a la asistencia indebida de 
menores. Y, como es natural, como así se piensa, así se 
tiene expuesto y solicitado de quien corresponde. 

Por el momento y hasta que unas y otras disposicie 
nes no se hayan elaborado, recuerdo a los señores Fis- 
cales la ineludible obligación de ejercitar la acción penal 
cuando conozcan por cualquier medio la existencia de 
hechos constitutivos de delito conforme a la legalidad 
vigente, debiendo prestar atención y vigilancia a las 
publicaciones que se impriman en su territorio, a través 
del depósito administrativo prevenido en el artículo 12 
de la Ley de Prensa y, en su caso, solicitar de los Jueces 
de Guardia la medida cautelar de secuestro que autoriza 
el artículo 816 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, lo 
que deberán interesar aun a reserva de la competencia 
que ulteriormente corresponda al entendimiento de la 
causa. 

El amplio clamor que llega hasta esta Fiscalía Gene- 
ral del Estado procedente de todos los sectores sociales 
e intelectuales y de la mayoría de las familias españolas, 
garantizan de antemano la general anuencia que ha de 
provocar la inflexible decisión sobre estas medidas que 
s610 intentan proteger y garantizar, desde la esfera penal 
que nos esta confiada, el ejercicio normal de las liber- 
tades y derechos que la Constitución reconoce. 



V. Derechos sociales y económicos. 

Dedica nuestra Constitución el capítulo tercero del 
Título 1 a la regulación de los principios rectores de la 
política económica y social. En condensada y sustan- 
ciosa síntesis, se proclama en él una serie muy amplia, 
sin ninguna referencia ociosa, de derechos, exigencias, 
tutelas y disfrutes que, referidos directamente a la per- 
sona o a su entorno, encierran la más directa ixnpor- 
tancia para configurar la deseada futura sociedad 
española. 

Amparadas ya algunas de estas declaraciones en 
las tipologías del Código Penal, pendientes otras de reci- 
bir su consagración en el nuevo texto de nuestro ordena- 
miento punitivo, estima conveniente esta Fiscalía llamar 
la atención de los señores Fiscales, sobre la necesidad de 
otorgar toda la importancia que merecen estos prin- 
cipios. 

Algunos tienen ya su definición legal, como puede 
serlo el delito social que tipifica el artículo 499 bis del 
Código Penal, de que, obligado es decirlo, se ha hecho 
aplicación muy escasa por temor sin duda a la acusa- 
ción de tendencias demagógicas. La certidumbre en el 
empleo, la estabilidad económica, la seguridad e higiene 
en el trabajo, el cumplimiento de las normas de seguri- 
dad social, todo el contorno nonnativo enderezado a 
garantizar al español y a su familia una vivienda digna, 
son fundamentales exigencias de justicia que afectan al 
hombre y a su dignidad, cuyo incumplimiento, cuando 
aparejándolo la maquinación maliciosa o indiferente 
negligencia de los responsables quebrantan los principios 
básicos del humanismo cristiano como cualquier otro 
ataque a la integridad personal o a las bases más elemen- 
tales de la convivencia que la Constitución proclama. 

En la protección y defensa de 'tales derechos debe- 
rá-V. E. proceder ejercitando las acciones penales cuando 
así lo exijan los hechos que se le ofrezcan, cuidando al 



mismo tiempo de que la protección penal de esos dere- 
chos no sea utilizada indebidamente como instrumento 
de coación dentro del ámbito de las normales negocia- 
ciones laborales. 

En todo caso hay que proceder con todo rigor en la 
persecución del delito social, como ya se indicó en su 
día respecto al delito fiscal (Circular 2/78), y sobre las 
conductas delictivas que afecten al tráfico de viviedas 
de protección oficial (Circular 5/75), puesto que la con- 
cepción de igualdad entre los españoles, el principio de 
solidaridad nacional y la tendencia que informa las 
corrientes filosóficas del mundo moderno hacia una 
humanidad más justa, deben acuciarnos a impedir el 
atropello de estos derechos, como crisparon en su día a 
nuestros predecesores la esclavitud, el trabajo agotador 
de las mujeres y niños o los horarios de trabajo noctur- 
nos e inhumanos. Ni abandonar la calificación penal de 
tales hechos por un, criterio, ya periclitado, de que no 
inciden en el ilícito penal, ni dejarnos tampoco arrastrar 
por quienes, ajenos a la alta responsabilidad de preser- 
var la Ley, intenten hacer de tan celosa obligación medio 
arbitrario que introducir como instrumento de amenaza 
en lugar de entendimiento, cuando la busca de la justi- 
cia social se haya situado en zonas de competencia cla- 
ramente ajenas a lo penal. 

Respecto a la protección cultural, la defensa del 
legado histórico-artístico y del medio ambiente, es de 
todos conocida la frecuencia y gravedad de la expolia- 
ción, del lucro inmoral y la negligencia destructiva que 
han asolado y asolan nuestro legado histórico-artístico, 
así como la irresponsabilidad, cuando no voluntaria indi- 
ferencia, incursa claramente en dolo eventual, con que 
se infringe toda la regulación administrativa encami- 
nada a la defensa del medio ambiente. Gloriosas edifica- 
ciones que se deshacen entre el abandono y el vanda- 
lismo; retablos, imaginería y pintura, documentación 
preciosa de la que se hace mercancía fácil o saldo de 



exportación; playas arruinadas por la contaminación, 
ríos muertos en su fauna y su flora por el incalificable 
desprecio de los responsables de pingües instalaciones 
industriales, incendios forestales que devastan nuestras 
más bellas regiones y aun autoridades administrativas 
culpables del incumplimiento de los elementales deberes 
de vigilancia y enérgica exigencia. Todo ello va destru- 
yendo lo que es herencia o entorno vital que estamos 
obligados a conservar para las generaciones futuras. 

El Fiscal general del Estado encomienda y traslada 
a V. E. su decisibn de ser inexorable en el cuidado y pro- 
tección penal de estos tesoros cuya tutela, como patri- 
monio de la sociedad espaeola, nos encomienda la Cons- 
titución. Bien conoce la escasa referencia de nuestro 
ordenamiento jurídico penal al respecto en contraste con 
su trascendencia socia! y económica, limitada por lo que 
afecta a la protección cultural a los preceptos conteni- 
dos en los artículos 547, número 1; 558, número 5; 561; 
562, 563 bis y 579 del Código Penal, y por lo que hace 
relación al medio ambiente, sólo las faltas previstas en 
los artículos 577, números 6, 7 y 8, y 581 del mismo 
Cuerpo legal que velan por la salubridad, higiene y segu- 
ridad a causa de ciertas actividades peligrosas de escaso 
alcance, aun hoy estas Últimas vaciadas de contenido y 
sustituidas por múltiples sanciones administrativas que, 
además, evitan que sus responsables puedan ser alcan- 
zados, aunque sea en mínimo grado, por la represión 
penal. 

Estimamos, pues, de urgente necesidad, tipificar den- 
tro del Código Penal, como delito de riesgo, las activi- 
dades contaminantes de los centros industriales cuando 
por la inobservancia de las normas sobre depuración o 
límites de emisión de sustancias tóxicas, se haya creado 
una situación peligrosa para la salud humana colectiva 
o contraria al bienestar de nuestro pueblo. 

En tanto se cuente con las adecuadas medidas san- 
cionadoras, esta Fiscalía recomienda muy especialmente 



una interpretación rigurosa de los preceptos penales 
relacionados con las declaraciones de los artículos 45 
y 46 de la Constitución, recordando las instrucciones 
contenidas en la Circular de 5 de diciembre de 1970 
sobre protección penal del Patrimonio Histórico-Artístico 
Nacional. 

VI.  La protección penal en bs entes preazrtonómic~s. 

Por Reales Decretos-leyes promulgados en los últimos 
meses, se han creado diversos Entes preautonómicos, 
dotados de sus correspondientes organismos rectores: 
Generalidad, Consejos, Juntas, Diputaciones Generales, 
etcétera. Ulteriormente estos Entes preautonómicos ha- 
brán de sustituirse, con arreglo a lo dispuesto en el capi- 
tulo tercero del Título VIII de la Constitución, por las 
Comunidades Autonómas, regidas por los Estatutos que 
se formulen en los términos allí prevenidos. 

Estos Estatutos expresarán el rango y caracteres jurí- 
dicos de sus consejos de gobierno, así como la condición 
de sus componentes, su statirs, privilegios, responsabili- 
dades, etc. Las nuevas jerarquías gozarán, como es con- 
secuente, de la correspondiente protección penal en la 
extensión que al efecto se establezca. 

Pero, entre tanto se aprueben los Estatutos de las 
Comunidades Autónomas, no puede olvidarse la reali- 
dad del ejercicio de una serie de funciones y competen- 
cias transferidas, asumidas por órganos propios cuyos 
representantes ejercen legítimamente funciones públicas 
y en quienes se dan los requisitos necesarios para consi- 
derarles investidos del carácter de autoridad. 

Tal cualidad en los Presidentes y Consejeros de los 
Organismos preautonómicos resulta del artículo 119 del 
Código Penal, conforme al cual se reputará Autoridad, a 
los efectos penales, quien por sí sólo o como individuo 
de alguna Corporación o Tribunal, tuviere mando o ejer- 
ciere jurisdicción propia. 



En la copiosa jurisprudencia sobre esta materia, está 
declarado que Autoridad, a efectos penales, es quien ejer- 
cita mando o poder con capacidad de hacerse obedecer. 
Y por lo que hace referencia al ejercicio de jurisdicción 
propia, hay que entender, comprendida en tal expresión, 
no sólo la facultad de juzgar, sino también la competen- 
cia para resolver en negocios administrativos, y la de 
dictar normas o decisiones. 

Consecuentemente, cuantos actos criminosos afecten 
a los Presidentes y Consejeros de los Entes preautonó- 
micos, tanto como sujetos activos o pasivos, deberán 
encuadrarse como realizados por o contra personas inves- 
tidas de función pública y de autoridad, siempre y 
cuando, naturalmente, los hechos enjuiciados guarden 
relacibn directa con la función pública que les haya sido 
atribuida y con su ejercicio. 

Si el Ministerio Fiscal es constitucionalmente garante 
de la legalidad, no se infiere de tan alto mandato que la 
legalidad sea la estrictamente punitiva, exclusivamente 
limitada al Código Penal: "Ubi lex non distinguit nec 
nos distinguere debemus". Así, pues, esa defensa de la 
legalidad no puede tener otro límite ni condición que la 
de la Ley, cualquiera que sea su alcance y función, salvo 
que el deber de su restauración no venga -también por 
Ley- encomendada a otro órgano del Estado. 

Y para cuando la Ley escrita ofrezca dudas o confu- 
siones, deben los Fiscales, con la prudencia que -como 
primera virtud cardinal debe ser norma de su actua- 
ción- interpretar las normas, ayudándose, entre otros 
criterios, por el de la realidad social del tiempo en que 
han de ser aplicadas y atendiendo a su espíritu y fina- 
lidad. 

La actitud del Ministerio Fiscal extendiendo su tutela 
a la protección penal de los representantes provisionales 
de las Comunidades Autónomas, no hace más que, fun- 
dado en la Ley Constiiucional, en la interpretación de 
su espíritu, en la viva realidad social y en la normativa 



de creación de los Entes preautonórnicos, servir a la 
defensa de la legalidad. 

V I I .  Apoyo al Defensor del Pueblo. 

La Constitución española, en su artículo 53, intro- 
duce en nuestro ordenamiento jurídico la institución 
escandinava del "Ombudsman", tan extendida ya en el 
mundo, y que aquí se titula Defensor del Pueblo. 

Son muchas las misiones que la Ley orgánica que 
regula esta nueva figura de nuestro Derecho público 
habrá de otorgarle y todas ellas tendentes a la protec- 
ción de los derechos humanos. Es obvio que en su atri- 
bución influirá indudablemente la circunstancia de que 
el derecho a tutelar no tenga encaje en otra protección 
jurisdiccional, se desvíe por sus características de las 
tipologías penales o directamente incida en lo adminis- 
trativo discrecional o en lo político indiscriminado. 

En cualquier caso es notorio el límite que deberá 
suponer para tan efectiva tarea la introducción en las 
cuestiones que se le sometan, de un componente penal. 

Sin conceder de las privativae, fuiiciones que consti- 
tucionalmente nos están atribuidas, recomiendo a V. E. 
que preste en su día al Defensor del Pueblo, en cuantas 
ocasiones lo interese, la ayuda y colabaración que de 
nuestra función requiera, procediendo de conformidad 
con lo que la Ley disponga en cada caso. 

La tutela, defensa, protección y restauración, en su 
caso, de los derechos de los españoles, son los únicos 
módulos que han de prefigurar la actuación del Minis- 
terio Fiscal en la trascendente misión que le ha sido 
confiada por la Constitución. 

Reciba V. E. esta primera Circular enderezada a ese 
cometido, interpretado a la luz del principio de legalidad 



que es norma capital de nuestra Institución. Seamos 
severos cuando la Ley lo mande, tutelares si la Ley lo 
dispone. Independientes y justos siempre. Y prudentes. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 30 de septiembre de 1978. 

Excmos. e Lltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CIRCULAR NUM. 8/1978 

SOBRE LAS REFOF¿MAS INTRODUCIDAS EN LA LEY 
DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL POR LA LEY 53,' 
1978, DE 4 DE DICIEBIIBRE, Y SU RELAGION CON 

LA 56,4978, DE LA MISMA FECHA 

Exc~os.  E ILTMOS. SRES.: 
Al entrar en vigor la importante modificación de la 

Ley de Enjuiciamiento Criminal que introduce la Ley 
53/1978, de 4 de diciembre, conviene precisar su alcance 
para unificar el criterio del Ministerio Fiscal en orden a 
su interpretación. 

La orientación de la reforma se centra en la aproxi- 
mación de nuestro proceso penal al sistema acusatorio 
puro mediante la implantación de un equilibrio de facul- 
tades entre las partes -acusadora y acusada- desde 
los momentos iniciales de la instrucción. 

A tal efecto, el artículo 118, en su nueva redacción, 
concede al imputado, cualquiera que sea la forma de 
imputación y la índole del procedimiento, capacidad para 
personarse y actuar su defensa desde el instante mismo 
en que la imputación se produzca. Coherentemente, 
el 520 desarrolla estos principios con el mayor rigor 
cuando la imputacibn haya dado lugar a la privacibn 
de libertad del sujeto, estableciendo las más eficaces 
garantías para favorecer la situación de presos y dete- 
nidos. 

Las demás refoimas que contiene la Ley son funda- 



mentalmente compiemento o concordancia del desarrollo 
de esos principios. 

Todas estas medidas en orden a la igualdad de las 
partes en el proceso penal significan un paso adeianle 
de especial trascendencia. El legislador de 1882 al redac- 
tar la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal tuvo muy 
presente la cuestión y en la exposición de motivos expli- 
cativa de las ideas rectoras del procedimiento penal, des- 
pués de referirse a las garantías que se concedían para 
la defensa del acusado, dijo: 

"Todas estas concesiones al pfmcipio de liber- 
tad, que a una parte de nuestros Jueces y Magis- 
trados parecerán sin duda exorbitantes, no con- 
tentarán aun probablemente a ciertas escuelas 
radicales que intentan extender al sumario desde el 
momento mismo en que se inicia las reglas de publi- 
cidad, contradicción e igualdad que el proyecto del 
Código establece desde que se abre el juicio hasta 
que se dicta la sentencia firme. No niega el infras- 
crito que insignes escritores mantienen esta tesis 
con ardor y con fe; pero hasta ahora no puede con- 
siderársela más que como un ideal de la ciencia, al 
cual tiende a acercarse progresivamente la legisia- 
ción positiva de los pueblos modernos. ¿Se realizará 
algún día por completo? El Ministro que suscribe 
lo duda mucho. Es difícil establecer la igualdad 
absoluta de condiciones jurídicas entre el individuo 
y el Estado en el comienzo mismo del procedimiento 
por la desigualdad real que en momento tan crítico 
existe entre uno y otro: desigualdad calculadamente 
introducida por el criminal y de que éste sólo es 
responsable. Desde que surge en su mente la idea 
del delito o, por lo menos, d-esde que, pervertida su 
conciencia, forma el propósito deliberado de come- 



terlo, estudia cauteloso un conjunto de precaucio- 
nes para sustraerse a la acción de la Justicia y 
coloca al Poder público en una posicián análoga a 
la de la víctima, la cual sufre el golpe por sorpresa, 
indefensa y desprevenida. Para establecer, pues, la 
igualdad en las condiciones de la lucha, ya que se 
pretende por los aludidos escritores que el proce- 
dimiento criminal no debe ser más que un duelo 
noblemente sostenido por ambos combatientes, me- 
nester es que el Estado tenga alguna ventaja en los 
primeros momentos, siquiera para recoger los vesti- 
gios del crimen y los indicios de la culpabilidad de 
su autor. Pero sea de esto lo que quiera, la verdad 
es que sólo el porvenir puede resolver el problema 
de si llegará o no a realizarse aquel ideal. Entre- 
tanto, los que tienen la honra de dirigir los desti- 
nos de un pueblo están obligados a ser prudentes 
y a no dar carta de naturaleza en los Códigos a 
ideas que están todavía en el período de propa- 
ganda, que no han madurado en la opinión ni mu- 
cho menos encarnado en las costumbres ni se han 
probado en la piedra de toque de la experiencia." 

Pues bien, para que ahora el nuevo toque de expe- 
riencia dé lugar a un contraste favorable y esta avan- 
zada reforma arraigue en nuestra vida jurídica, como 
arraigaron los principios entonces tan liberales de la Ley 
de 1882, sera menester que todos contribuyamos con 
especial atención y prudente celo a la observancia de 
las nuevas reglas. 

Todo dependerá, en definitiva, del probado buen espí- 
ritu y rectitud de nuestros Jueces y Magistrados, del 
empeño y generosidad de Letrados y Procuradores y de 
la función vigilante del Ministerio Fiscal, al que corres- 
ponde velar por la observancia de los nuevos preceptos, 
interpretarlos con cautela y acierto, así como moderar 
cualquier exceso y combatir las corruptelas que, desba- 



ratando la justeza de la medida, la desnaturalicen y 
conduzcan al fracaso. 

El artículo 118 en su anterior redacción, puesto en 
relación con el 384, 652 y 788, sólo permitía la interven- 
ción del inculpado en las diligencias sumariales -abso- 
lutamente secretas para él- desde que fuere procesado 
y, en las Diligencias Preparatorias del juicio en primera 
instancia ante los Jueces de Instrucción, desde que se 
adoptare en ellas alguna medida cautelar contra su per- 
sona, bienes o derechos. 

Prácticamente, pues, hasta ahora sólo la acusación 
actuaba libremente durante la fase instructora, sin posi- 
bilidad de contradicción, orientando la prueba con 
ausencia total de aquel contra quien se dirigía, pues, en 
la realidad, el auto de ,procesamiento y la adopción de 
medidas cautelares son, generalmente, decisiones que se 
producen cuando la parte sustancial de la investigación 
está terminada. 

La única garantía del reo residía así en la objetivi- 
dad del Juez y en la imparcialidad del Ministerio Fis- 
cal, que constituían el centro de equilibrio; pero ese 
equilibrio se quebraba por la intervención unilateral del 
querellante particular, no sujeto a ningún deber de im- 
parcialidad. Y no era raro -como la experiencia triste- 
mente lo ha demostrado- que utilizara la querella para 
perseguir efectos civiles, como instrumento de coacción 
sobre el querellado o como medio de preconstituir prueba 
para el proceso civil. 

Hoy ya nada de eso será posible: "Toda persona a 
quien se impute un acto punible podrá ejercitar el dere- 
cho de defensa, actuando en el procedimiento cualquiera 
que éste sea" (párrafo primero del art. 118). 

El momento en que puede hacerlo lo consigna el 
mismo párrafo con toda claridad: "desde que sc le comu- 



nique su existencia (la del procedimiento cualquiera que 
éste sea), haya sido objeto de detención o de cualquier 
otra medida cautelar o se haya acordado su procesa- 
miento, a cuyo efecto se le instruirá de este derecho". 

A renglón seguido, en el párrafo segundo, se ordena 
que desde el momento en que exista imputación de un 
delito contra persona o personas determinadas sea puesto 
inmediatamente en conocimiento de los presuntamente 
inculpados. 

En caso de denuncia -dice- desde que sea admi- 
tida. Como en realidad no existe un trámite específico 
de admisión de denuncias habrá que entender como tal 
el mandato judicial de comprobación de los hechos y 
apertura de procedimiento a que se refiere el artícu- 
lo 269. A estos efectos, no debe olvidarse que los atesta- 
dos de la Policía tienen el carácter de denuncia, como 
previene el párrafo primero del artículo 297. 

La querella igualmente habrá de ser comunicada al 
querellado cuando sea admitida, conforme al artícu- 
lo 312, antes o al tiempo de ordenar la práctica de las 
diligencias que en ella se propusieren. En este punto es 
de recordar que son muchos los Fiscales que de antiguo 
tienen expresado su parecer de que el traslado o comu- 
nicación de la querella, tanto al Ministerio Fiscal como 
al querellado, debiera ser al momento de su presenta- 
ción, concediéndoles audiencia para poder oponers, razo- 
nadarnente a la admisión y aportar los elementos que 
puedan corroborar su petición. No se ha atendido del 
todo a esta vieja aspiración, pero ha sido satisfecha en 
parte. 

También resulta del nuevo texto legal que la comu- 
nicación de la existencia del procedimiento ha de efec- 
tuarse en cualquier caso, comprendiendo, naturalmente, 
la iniciación de oficio, por inhibición de otro Juzgado, 
por orden de proceder o por otra forma que implique 
"cualquier actuación procesal" contra persona deter- 
minada. 



En todos estos casos los sujetos de imputación podrán, 
desde luego, actuar su defensa valiéndose de Letrado y 
Procurador. El mecanismo que la reforma consigna para 
la designación de éstos se mantiene en términos tan 
parecidos a la redacción anterior que no ofrecen dificul- 
tad de interpretación. 

En su nueva redacción, el artículo 520 desarrolla los 
principios recogidos en el 118, especificando la norma- 
tiva aplicable a los supuestos de privación de libertad y 
estableciendo un orden de garantías en favor del dete- 
nido o preso, garantías que tienen rango constitucional 
porque sustancialmente las proclama el artículo 17.3 del 
nuevo texto. 

En el primer inciso del párrafo primero del 520 y en 
el párrafo segundo 'señala las prevenciones relativas a 
la moderación con que debe ejecutarse el arresto del 
detenido o preso, que son transcripción literal del texto 
anterior. 

En el segundo inciso de dicho párrafo primero se 
establece que "todo detenido o preso debe ser informado, 
desde luego, y en términos claros y precisos, de modo 
que le sean comprensibles, de las causas que han deter- 
minado su detención y de los derechos que le asisten". 

Esta notificación de los motivos de la detención no 
es posible ni en muchos casos sería prudente que se 
extendiera a más de lo que establece a tal efecto el 
artículo 513 para el contenido de las requisitorias, es 
decir, la mención específica de la figura de delito por el 
que se procede. Cualquier otro dato podría arriesgar el 
éxito de la investigación. En relación con la información 
de los derechos que le asisten parece lo más recomen- 
dable e inequívoco que los agentes encargados de eje- 
cutar el arresto entreguen al detenido una copia de 
este articulo 520. 



E2 inciso final de este mismo párrafo primero que 
comentamos dispone que al arrestado "en ningún caso 
se le podrá compeler a prestar declaración si, invitado a 
hacerlo, se negare". Más adelante, en el párrafo tercero, 
se vuelve sobre esta cuestión, estableciendo que "si el 
detenido o preso se niega a declarar, aun en presencia 
de su Abogado, se consignará tal decisión en las actua- 
ciones". 

Queda así a la libre voluntad del detenido dar con- 
testación, desde luego, a las preguntas que se le fonnu- 
len, aplazarlo hasta que esté presente su Abogado o 
negarse a contestar con o sin la presencia de su defensor. 

Mucho se ha debatido esta cuestión de la licitud del 
silencio. Toda persona está obligada a decir verdad, pero 
no en su propio perjuicic. Nadie tiene obligación de con- 
denarse a sí mismo ni de facilitar la prueba de su delito. 
La Ley de Enjuiciamiento Criminal ha tenido siempre 
en cuenta estos principios: prohibe que al reo se le exija 
juramento -artículo 287-, previene que si rehúsa con- 
testar a las preguntas que se le dirijan la única con- 
secuencia será que se le prevenga que, no obstante su 
silencio, se continuará la instrucción del proceso -ar- 
ticulo 392- y sienta, como regla absoluta, que en los 
interogatorios no se podrá emplear género alguno de 
coacción y amenaza -artículo 389, in fine. 

Sin embargo, la posibilidad legal del silencio no im- 
plica su licitud y acarreará responsabilidad por los per- 
juicios que con él puedan causarse, sin que suponga 
coacción el que se prevenga al interrogado sobre este 
eventual peligro, así como sobre los beneficios legales 
que para su defensa le depara una ocasión de justifi- 
carse. 

En el párrafo sexto se establece el derecho del dete- 
nido a que se comunique a los suyos el hecho de su 
detención, el lugar de su custodia y la petición de asis- 
tencia de Abogado si la hubiera solicitado, designando 
la persona a quien desea que se haga esta notificación, 



sea o no familiar suyo. El curso de estos avisos es volun- 
tario para los mayores de edad, pero es obligatorio si se 
trata de menores o incapaces y de modo que si no se 
hallare a la persona a quien hubiere de cursarse la noti- 
ficación se hará al Ministerio Fiscal, que procurará suplir 
aquella noticia respecto a quien corresponda. 

N 

El resto de este artículo 520 regula el derecho del 
preso o detenido a la asistencia de Abogado desde el 
momento mismo de detención, pudiendo solicitar su pre- 
sencia en el lugar de custodia. Como hemos visto, esta 
designación puede cursarla a su familia para que provea 
en consecuencia. 

La designación de Abogado y el requerimiento de su 
presencia en el lugar de custodia no son, en esta fase 
de las actuaciones, ni necesarias ni forzosas, sino que, 
como se desprende de todo el contexto, constituyen un 
derecho del detenido, al cual puede renunciar por cua- 
lesquiera razones y, entre ellas, para evitar demoras 
cuando entienda que pueden serle perjudiciales. 

Cuando haga uso del derecho a requerir la presencia 
de su Abogado habrá de comunicarse, en todo caso, al 
Colegio de Abogados, el cual, si no resulta posible la 
actuación del Abogado designado, dispondrá la necesa- 
rio para la intervención de un Abogado de Oficio en el 
lugar de custodia. 

Transcurridas ocho horas desde que se hubiere cur- 
sado el aviso al Colegio de Abogados sin que hubiere com- 
parecido ningún Letrado podrá prescindirse de su pre- 
sencia y proceder a la práctica de las diligencias que 
se consideren urgentes, sin perjuicio de que si poste- 
riormente compareciere partícipe en los términos que 
la Ley señala en las diligencias que estén en curso o 
pendientes de practicar. 

Del tenor de la Ley se deduce que no ser& preciso 



esperar al transcurso de estas ocho horas para la prác- 
tica de aquellas diligencias que por su naturaleza sean 
inaplazables, tales como las de levantamiento de cadá- 
ver, restablecimiento del orden perturbado, asistencia a 
los lesionados, amparo de las víctimas, recogida de efec- 
tos, instrumentos y huellas del delito, análisis de alcoho- 
lernia, obtención de fotografías y consignación de datos 
sobre elementos perecederos, así como cualesquiera otras 
que sean igualmente perentorias. Tampoco para recibir 
declaraciones de testigos, practicar reconocimientos y 
depósito de objetos y las demás en las que en estos m@ 
mentos no está legalmente autorizada la intervención 
del defensor del detenido. 

Esa intervención del Abogado en estos primeros m@ 
mentos tiene un carácter específico de protección per- 
sonal, por lo que no será necesario la asistencia de Pro- 
curador hasta que las actuaciones adquieran su des- 
arrollo procesal. 

En cuanto a la intervención del Letrado, la Ley la 
refiere a cuatro finalidades y a ellas deben entenderse 
limitadas sus facultades : 

a) Recabar que se dé lectura a este articulo 520. 
b) Asistir a los interrogatorios del detenido o preso; 

esta mera limitación de asistencia veda cualquier otra 
intervención y su presencia no puede extenderse tam- 
poco a otros interrogatorios. 

c)  Intervenir en todo reconocimiento de identidad 
de que sea objeto el detenido. 

d )  Entrevistarse personalmente con el detenido o 
preso después del interrogatorio de éste. Es decir, que 
la conversación Abogado-detenido no puede producirse 
antes del interrogatorio. 

Por último, es de observar -y el matiz tiene gran 
importancia- que, con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 527, que no ha sido modificado por la nueva Ley, 
este artículo 520 no será de aplicación en los casos en 
que se hubiere decretado ia incomunicaci6n del preso o 



detenido. Ello sin perjuicio de que, aun tratándose de 
reo incomunicado, se haya de respetar inexcusablemente 
lo preceptuado en el artículo 17.3 de la Constitución, es 
decir, que deberá ser informado de sus derechos y de las 
razones de su detención, que no estará obligado a decla- 
rar y que puede designar Abogado que le defienda. Sin 
embargo, la relación personal con el Abogado le puede 
ser impedida mientras se mantenga la incomunicación, 
como previene el artículo 523, que tampoco ha sido afec- 
tado por la reforma. 

El secreto sumaria1 que establece el artículo 301 ha 
sido tan atenuado en la nueva redacción del artículo 302 
que realmente, para las partes, lo excepcional es el 
secreto. - 

"Las partes personadas -d i ce  el párrafo primero- 
podrán tomar conocimiento de las actuaciones e inter- 
venir en todas las diligencias del procedimiento." 

No obstante, queda exceptuado de esa intervención, 
por mandato del artículo 435, que no ha sido modificado, 
la declaración de testigos, que, como manda la Ley, habrá 
de continuar recibiéndose "separada y secretamente a 
presencia del Juez Instructor y del Secretario", sin per- 
juicio de que después de recibida las partes puedan 
tomar conocimiento del acta de la declaración. 

En todo caso, y cuando se considere necesario, podrá 
declararse el secreto total o parcial de las actuaciones 
para todas las partes, conforme al párrafo segundo del 
nuevo artículo 302, si bien atendiendo a que: 

- Que sólo cabe esta declaración de secreto en las 
actuaciones por delitos públicos, sea o no necesaria 
denuncia para proceder, pero no en los delitos privados, 
$610 perseguibles p r  querella del ofendido, en los que, 



senso contrario, no podrá declararse el secreto de las 
actuaciones. 
- El secreto sólo podrá mantenerse, como máximo, 

durante un mes y siempre deberá alzarse diez días antes 
de la conclusión del sumario, sin que, en recta interpre- 
tación, sea permitido reiterarlo, cualesquiera que sean 
las circunstancias que sobrevengan. 
- Que nada de todo esto puede ser obstáculo a la 

intervención del Ministerio Fiscal en los términos que 
establece el Capítulo 11 del Título IV del Libro 11 de la 
Ley Procesal Penal y las disposiciones de su Estatuto y 
Reglamento. 

La modificación de los artículos 23, 37, 53, 311, 316, 
333 y 522 se ha limitado a concordarlos con los princi- 
pios que inspiran al 118 y con la finalidad de dar entrada 
en el proceso penal, con calidad de parte, a todo aquel 
contra quien se dirija una imputación penal y desde el 
momento mismo en que conozca o le sea comunicada esa 
imputación. 

En tal sentido, el 23 les extiende la facultad de recla- 
mar ante el Tribunal superior por la supuesta incompe- 
tencia del Juez Instructor; el 37 les concede audiencia 
en el trámite de la inhibitoria; el 53 les incluye entre 
los legitimados para formular recusación contra Jueces 
y Magistrados y los 311 y 333 les admiten también, una 
vez personados, entre los que pueden proponer e interve- 
nir en la práctica de diligencias durante la instrucción. 

El artículo 316 ha quedado derogado y sin contenido 
porque las normas que comprendía se han trasladado a 
los artículos 302 y 311. 

En el 522 la reforma carece de trascendencia, pues 
se limita a sustituir la expresión "cárcel" -hoy inade- 
cuada- por la de "establecimiento en que esté custo- 
diado", refiriéndose al preso o detenido. 



Relación de vigencia de la modificación de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal con la Ley 56/1978, de 4 de 
diciembre. 

Esta Ley, temporal y excepcional, sobre medidas 
especiales en relación con los delitos de terrorismo come- 
tidos por grupos armados suspende o condiciona la vigen- 
cia de todos los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, comprendidos los que incluye o modifica la 
Ley que estamos examinando en cuanto contradigan o 
se opongan a sus medidas de excepción. 

La prioridad de esta Ley especial no resulta sólo de 
su propia naturaleza -que sería bastante-, sino ade- 
más de que, formalmente, es Ley posterior. 

Aunque ambas Leyes son de la misma fecha, la pos- 
terioridad de la número 56 resulta de su sanción y pro- 
mulgacián ulterior. La Ley de reforma de Enjuiciamiento 
Criminal lleva el número 53, por lo que cualquier duda 
sobre prioridad en el tiempo que pueda influir en la 
interpretación ha de resolverse en favor de esta última, 
número 56/1978. 

En consecuencia de todo lo expuesto, los Señores Fis- 
cales velarán por el cumplimiento de las nuevas normas 
y se atendrán en sus intervenciones a lo que en aquéllas 
se preceptúa y, en lo que las complete e interprete, al 
contenido de esta instrucción general. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 30 de diciembre de 1978. 

Excmos. e Iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 



CONSULTAS 



CONSULTA NUM. 1/1978 

130NO DEL TEMPO DE PERMISO CONCEDIDO 
A UN PENADO NO RJEíNiTGRADO A LA. PRISION 

Exc~os.  E ILTMOS. SRES.: 
Consulta V. E., en su esoriito de fecha 30 de marzo 

próximo pasado, el caso de un recluso que, extinguiendo 
pena privativa de libertad, obtuvo el permiso de siete 
días que autoriza el apartado D) del artículo 109 del 
Reglamento de Instituciones Penitenciarias, introducido 
por la reforma de 29 de julio de 1977, y el penado no se 
reintegró al Establecimiento Peniteilciario el día y hora 
señaladas para la finalización del expresado permiso. 

Habiendo sido detenido dos meses después, se esta 
practicando nueva liquidación.de condena y V. E. plan- 
tea la cuestión sobre si le serán abonables, como de cum- 
plimiento efectivo, los lsiete días de permiso legalmente 
concedido y disfrutado. 

Confo~me con el parecer de V. E., esta Fiscalía en- 
tiende que el período de permiso es legalmente abonable 
para el cumplimiento de la condena, pues la obligación 
de reintegrarse a la prisión, obligación que quebrantó, 
sólo le era exigible al finalizar el permiso y en el día y 
hora que se le había señalado y que el inteino se había 
comprometido a realizarlo. 

La analogía que hasta cierto punto existe entre el 
disfrute de permiso y la concesión de libertad condicio- 
nal no justifica la aplicación de lo dispuesto en el pá- 
rrafo 2.O del artículo 99 del Código Penal y en el artícu- 
lo 64 del Reglanlento de Instituciones Penitenciarias, 
tanto por la razón que V. E. señala de que dicha aplica- 



ción analógica ha de ser rechazada porque lo seria en 
perjuicio del reo, como porque la reincidencia o reitera- 
ción que produce la revocación de la libertad condicio- 
nal, con pérdida del tiempo pasado en esa situación, es 
una condicion existente durante el periodo de libertad 
y en el caso de permiso el hecho de que el reo no se 
haya reintegrado a la prisión es un acontecimiento que 
se produce y opera después de transcurrido y agotado 
el tiempo de permiso, por lo que, en buena lógica, no 
puede operar sobre el anterior período de excarcelación 
legalmente disfrutado. 

En su consecuencia, habrá cle instar V. E., si no se 
liubiere hecho, que se abonen al penado como cumpli- 
miento efectivo de condena los siete días en que dis- 
frutó el permiso. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 6 de abril de 1978. 

CONSULTA NUM. 2/1978 

INTERVENCION DEL n s c A L  EN LOS PROCESOS 
POR CALUMNUS O INJURIAS CON PUBLICIDAD 

Exc~os .  E ILTMOS. SRES.: 
En relación con el sumario 32/1978 del Juzgado de 

Instrucción núm. 2 de esa capital, instruido por injurias 
cometidas por medio de la prensa, consulta V. S., en 
su escrito de 21 de los corrientes, si el Ministerio Fiscal 
debe intervenir en la causa de referencia y en todas aque- 
llas que se instruyan por los delitos de injuria o calum- 
nia cometidos con publicidad. 

En virtud de las disposiciones del Real Decreto-Ley 
24/1977, de 1 de abril, especialmente las que contiene 
en su artículo 4.O, basta la mera denuncia del ofendido 
para la persecución de los delitos de injuria y calumnia, 
definidos en los artículos 453 y siguientes del Código 
Penal, en los supuestos a que se refiere el 463, es decir, 



en los casos en que se reputan hechos por escrito y con 
publicidad o por medios de difusión legalmente equipa- 
rados a aquellas formas. 

En su consecuencia, ha sido tácitamente derogado el 
párrafo 3 . O  del artículo 467 del Código Penal, que para 
tales delitos exigía inexcusablemente querella de la parte 
ofendida, exigencia que ahora ha  quedado reducida sola- 
mente para los delitos de calumnia e injuria cuando no 
hayan sido cometidos por escrito y con publicidad. 

Conforme al artículo 105 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, los Físcales han de intervenir como parte acu- 
sadora, haya o no acusador particular, en todas las cau- 
sas penales, "menos aquellas que el Código Penal reserva 
exclusivamente a la querella privada". 

Desde que los delitos contra la honestidad dejaron 
de estar reservados exclusivamente a la querella privada 
y bastó para su persecución la mera denuncia de las per- 
sonas legitimadas por la Ley, se hizo preceptiva la inter- 
vención del Fiscal y este precedente corrobora que ahora 
en los delitos de calumnia e injuria, en que ya no es 
necesaria la querella del ofendido, haya de intervenir el 
Ministerio Fiscal. 

El denunciante sólo resulta imprescindible para po- 
ner en marcha el proceso y no asume otra responsabi- 
lidad que la que pueda derivarse de la falsedad de su 
denuncia. Por lo demás, no le alcanza ninguna carga 
procesal ni, como tal deunciante, es parte en el proce- 
dimiento. 

De no intervenir el Ministerio Fiscal en estas causas 
de calumnia o injurias, desde que pueden iniciarse por 
mera denuncia del agraviado o sus representantes, se 
daría el contrasentido en nuestro sistema acusatorio de 
que pudiera entablarse un proceso penal sin parte acu- 
sadora. 

El hecho de que el ofendido pueda personarse en for- 
ma para constituirse en parte no altera los términos de 
la cuestión, pues al Ministerio Fiscal no le cabe mante- 



nerse a la expectativa de que se produzca tal evento ni 
admitirlo como condicion para ejercer su actividad. 

El denunciante no solamente podrá incorporarse 
como parte al proceso que inició con su denuncia, sino 
que también puede iniciarlo, desde luego, mediante que- 
rella formal, pero todo ello no significa más que un 
orden de posibilidades u opciones facultativas que no 
suponen la reserva exclusiva de la acción a que se refiere 
el articulo 105 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 
que veda la intervención del Fiscal en el proceso. 

Así, pues, dispondrá V. E. la intervención Fiscal en 
el sumario 32/78 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de 
esa capital y al que se refiere en su Consulta, así como 
en todas las causas en instrucción o que se instruyen 
por delitos de calumnia o injuria cometidos por escrito 
y con publicidad en los términos del artículo 463 del 
Código Penal. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 27 de abril de 1978. 

Excmos. e Iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CONSULTA NUM. 3/1978 

SOBRE APLICACION DEL INDULTO 
DE 14 DE MARZO DE 1977 

Exc~os .  E ILTMOS. SRES.: 
Con fecha 20 de mayo del corriente eleva V. 1. con- 

sulta en los términos siguientes: 
En causa núm. 21/1973 del Juzgado de Instrucción 

núm. 1 de 1% capital de la provincia, seguida por delito 
de asesinato, se dictó sentencia, en recurso de casación, 
por la Sala Segunda del Tribunal Supremo en 10 de 
diciembre de 1974, condenando al procesado, como cul- 
pable de asesinato, cualificado por la premeditación y 
con las agravantes de despoblado y alevosía, a la pena 



de muerte. Por acuerdo de Consejo de Ministros de 25 
de abril de 1975 se conmuta la pena de muerte por la 
de treinta años de reclusión mayor. Publicándose el 
correspondiente Decreto en el Boletin Oficial del Estada 
de 5 de junio de dicho año. 

El 25 de noviembre de 1975 se promulga el Decreto 
2940/1975, por el que se otorga Indulto general en las 
condiciones que dicho Decreto establece. Solicitado por 
el procesado la aplicación del beneficio le fue denegado 
por la Sala, en auto de 13 de enero de 1976, de confor- 
midad con .el dictamen del Fiscal. 

Al pasar, en otro trámite, la Ejecutoria a la Fiscalía 
el Fiscal dictaminó en el sentido de serle de aplicación 
los beneficios del Decreto de indulto 388/1977, de 14 de 
marzo, lo que fue acordado, de conformidad con dicho 
dictamen, por la Sala en auto de 25 de marzo de 1977. 

En el Centro Penitenciario donde el condenado se 
encuentra está redimiendo pena por el trabajo y ha sido 
propuesto para una reducción extraordinaria. 

Se plantean en la consulta que se evacúa tres distin- 
tas cuestiones: 

a) Si fue correcta la denegación de los beneficios 
del Indulto de 25 de noviembre de 1975; b) si igual- 
mente lo ha sido la concesión del Indulto de 14 de marzo 
de 1977, y c)  si a pesar de la prohibición contenida en 
el articulo 7 del Decreto 2940j1975 le es de aplicación 
el beneficio de redención de penas por el trabajo. 

En cuanto a la primera de las cuestiones señaladas, 
visto lo dispuesto en el artículo 1.O c)  del Decreto 2940~/ 
1975, comoasimismo en los artículos 6.O y 7.O de la misma 
Disposición, está claro que en los casos de penas de 
muerte impuestas o cuya imposición proceda por delitos 
cometidos con anterioridad al 22 de noviembre de 1975, 
el legislador sólo quiso conmutar la pena capital por 
la de reclusión mayor, con duración de treinta años, 
independientemente de que dicha conmutación ya se 
hubiera concedido por una gracia anterior y particular, 



pues así se deduce de la letra c) del articulo 1.O cuando 
dice que se concede el indulto "de la sexta parte de las 
penas supwiures a veinte años, salvo de las impuestas 
por conmutación de la pena capital". Ratifica este cri- 
terio el artículo 6.O,  que al conceder indulto total de la 
pena que les quede por cumplir a los que hayan curn- 
plido o cumplan veinte años de reclusión efectiva excep- 
túa expresamente a los condenados a penas privativas 
de libertad "por conmutación de la pena capital". Igual- 
mente el artículo 7." expresa de una forma evidente la 
voluntad del legislador de que en los casos de penas de 
muerte impuestas o que procedía imponer por delitos 
anteriores al 22 de noviembre de 1975 el único beneficio 
que se otorgue sea el de la conmutación por la de treinta 
años de reclusión, que, según el Decreto, habrían de ser 
de reclusión efectiva al negarles los beneficios de indul- 
tos generales posteriores y de redención de penas por el 
trabajo. 

Fue, por tanto, correcta la postura adoptada por V. 1 
al oponerse a la aplicación del beneficio de Indulto al 
condenado en la causa objeto de la consulta y en el 
mismo sentido se pronunció esta Fiscalía en la Circu- 
lar 4/1975, inserta en la Memoria correspondiente al 
año 1976. 

Plantea V. 1. como segundo objeto de consulta si fue 
correcta la aplicación al mismo penado del beneficio de 
indulto establecido en el articulo 4 del Decreto 388/1977 
a pesar de la prohibición que en cuanto a gozar de futu- 
ros Indultos Generales estableció el artículo 7 del ante- 
rior Decreto, 2940/1975. 

A este respecto se ha de tener en cuenta que, como 
en el preámbulo del Decreto 388 se dice, éste viene a 
completar el conjunto de las diferentes medidas de gra- 
cia que tienen el propósito de plena reincorporación de 
los beneficiarios a la sociedad, medidas de gracia conce- 
didas por circunstancias especialmente extraordinarias 
vividas por la nación y que tienen su comienzo precisa- 



mente con el Decreto 2940/1975, razón esta que obliga 
a considerar al 388/1977 como complemento de aquél y, 
por tanto, ampliatorio con respecto al mismo de los bene- 
ficios por él otorgados. En este sentido, el artículo 4 . O  del 
Decreto que examinamos, al disponer que se concede 
indulto de la cuarta parte de las penas impuestas "por 
todos los delitos y faltas incluidas en el Código Penal", 
emplea la expresión más amplia y el suprimir la limita- 
ción del Decreto 2940/1975 para las penas privativas de 
libertad por conmutación de la capital es evidente que 
el beneficio que concede es de aplicación a los condena- 
dos a reclusión mayor por conmutación de la pena capi- 
tal impuesta, siendo indiferente en este caso que la con- 
mutación haya sido resultante de un indulto particular 
o de la aplicación del Decreto 2940/1975. 

Siguiendo en la tónica de excepcional generosidad, el 
Decreto que comentamos, de 14 de marzo de 1977, dis- 
pone en su artículo 6.'" que todos aquellos a quienes la 
aplicación d e  los beneficios que se conceden no suponga 
la inmediuta libertad podrán disfrutar los beneficios de 
los a r t f c u h  80 y 100 del Código Penal cuando se cum- 
plan los requisitos que en ellos se establecen, valorando 
la conducta penitenciaria que se observe a partir de la 
entrada en vigor de esta disposición, o sea a partir del 
18 de marzo de 1977. 

Esto es, cualquiera que sea la cuantía y naturaleza 
de la pena que reste por cumplir al beneficiario, aunque 
sea resultante de conmutación de pena capital, no sólo 
se beneficia del indulto de la parte de pena de privación 
de libertad que dispone el artículo 4.', sino también de 
la redención de penas por el trabajo y libertad condicio- 
nal, sin más requisitos y limitaciones que las estable- 
cidas en el Código Penal, pero sin que la mala conducta 
penitenciaria del condenado observada con anterioridad 
al 18 de marzo de 1977 pueda enervar el beneficio. 

Por lo anteriormente expuesto, V. 1. actuó correcta- 
mente al dictaminar a favor de la aplicación del Indulto 



que concede el Decreto 388/1977 al condenado en la 
causa 21/73 del Juzgado núm. 1 de la capital, y asirnis- 
mo procede que dictamine favorablemente en cuanto a 
la reducción extraordinaria para la que el condenado 
ha sido propuesto si la misma se ajusta a lo dispuesto 
en el artículo 100 del Código Penal. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 31 de mayo de 1978. 

Excmos. e iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CONSULTA NUM. 4/1978 

SITUACION PROCESAL DE CAUSA CON VARIOS 
PROCESADOS EN LA QUE UNO DE ELLOS 
SE ENCUENTRA, PFCESO EN EL EXTRANJERO 

Exc~os .  E LTMOS. SRES.: 
Consulta V. 1. sobre la situación planteada en la 

causa del rollo 261/1976, dimanante del sumario 49/76 
del Juzgado núm. 2 de Castellón, por los delitos de rapto, 
hurto, estafa y apropiación indebida, en la que están 
procesados los súbditos alemanes Joachin Klaus, Peter 
Grafe y Berndt Günter Pulwey. 

Según los datos que V. 1. expone como antecedente 
de su Consulta y los informes recabados de la direc- 
ción General de Instituciones Penitenciarias, resulta que 
Berndt Günter Pulwey se hallaba en prisión desde el 24 
de febrero de 1977 y por auto de 14 de abril de 1977 se 
decretó su libertad con fianza de 25.000 pesetas que cons- 
tituyó el Procurador de los Tribunales doña María de 
los Angeles D'Amato Martín, expidiéndose, en su conse- 
cuencia, el oportuno mandamiento de libertad para el 
Centro Penitenciario de Castellón, donde a la sazón se 
encontraba el preso. 

Sin embargo, en dicho Centro Penitenciario no se 
dio cumpiímiento efectivo al referida mandamiento de 



libertad porque Berndt Günter Pulwey quedó retenido 
a virtud del expediente de extradición 11/1977, rollo 
núm. 7/1977, Juzgado Central núm. 2, sección segunda 
de la Audiencia Nacional, Tribunal que, por auto de 30 
de junio de 1977, acordó acceder a la entrega del reo a 
las autoridades alemanas, a las que fue entregado el día 
9 de agosto de 1977, constando que el 10 de agosto 
de 1977 Berndt Günter Pulwey se hallaba en Alemania, 
según certificación del director de la Institución de Eje- 
cuciones de la Justicia en Franckfort. 

Las cuestiones que V. 1. plantea en su consulta son 
las siguientes: 

a) Si,- como tiene solicitado el Procurador de los 
Tribunales doña María de los Angeles D'Amato Martín, 
debe serle devuelta la fianza de 25.000 pesetas que cons- 
tituyó en favor de Berndt Günter Pulwey, 10 que pro- 
cede sea resuelto en sentido positivo, pues, conforme al 
artículo 534 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, el fiador responde de la comparecencia de la 
persona que gozare de libertad con esa garantía, pero 
es lo cierto que ~ e r n d t  Günter Pulwey no disfrutó en 
ningún momento de libertad a pesar de la constitución 
de la fianza, por lo que ésta ha  carecido absolutamente 
de objeto, y la suma depositada deber& ser reintegrada, 
sin más, a la persona que la constituyó. 

b) Sobre la imposibilidad legal para la celebración 
del juicio contra el procesado presente Joachin Peter 
Grafe en tanto no sea declarado en rebeldía Berndt Gün- 
ter  Pulwey, declaración que no se considera viable, ya 
que la presunta rebeldía no es imputable al reo porque 
no se le ha dado oportunidad para comparecer ante el 
Tribunal de Castellón. Por tratarse de un procedimiento 
ordinario es de aplicación lo dispuesto en el artículo 842 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con arreglo a la 
cual sólo podrá continuarse el curso de la causa res- 
pecto a los procesados presentes cuando se hubiese decla- 
rado la rebeldía de los ausentes. 



Sin embargo, es de tener presente que en este caso 
el juicio contra Joachin Klaus y Peter Grafe no puede 
quedar indefinidamente suspendido, dando lugar a los 
perjuicios que para ese procesado y para la recta admi- 
nistración de justicia supone la indefinida situación de 
pendencia. 

La Ley 28/1978, de 26 de mayo, que acaba de entrar 
en vigor, permite la continuación del juicio para los 
procesadas presentes sin necesidad de previa declaración 
de rebeldía de los que no hubieren comparecido, siem- 
pre que Bstos hayan sido citados personalmente y el Tri- 
bunal entienda, con audiencia de las partes, que existen 
elementos suficientes para juzgar a los procesados pre- 
sentes, con independencia de los que no hubieren com- 
parecido. 

Esta solución discrecional del Tribunal requiere que 
los procesados que no hubieren comparecido hubieran 
sido citados personalmente y, en el caso de Berndt Gün- 
ter Pulwey, la citación personal que pudiera hacbrsele 
seria una mera ficción, ya que es notorio que está impe- 
dido de comparecer por hallarse en prisión. 

La solución racional en este caso es la de declaración 
de rebeldía de Berndt Günter Pulwey, conforme a lo 
prevenido en los articulas 834 y siguientes de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminai, entendiéndose que no tiene 
domicilio conocido el que carece de 61 dentro del terri- 
torio nacional y, por consiguiente, no se halla a dispo- 
sición del Tribunal. 

El hecho de que la incomparecencia de Berndt Gün- 
ter Pulwey no le sea imputable deberá ulteriormente 
ser tomada en consideración a los efectos de impedir las 
consecuencias lesivas que en cualquier sentido pueda 
tener para ese procesado la expresada declaración de 
rebeldía y una vez que pudiendo hacerlo comparezca ante 
el Tribunal. 



En consecuencia, se atendrá V. 1. en su actuación a 
los términos expresados. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 27 de junio de 1978. 

Excmos. e iitmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CONSULTA NUM. 5/1978 

EXTRATERRITORLALIDAD DE LA LEY PENAL ESPA- 
moLA EN RELACION CON UN DELITO DE ABORTO 

COMETIDO EN FRANCIA 

Exc~os.  E ILTMOS. S-.: 
Con fecha 5 de los corrientes ha tenido entrada en 

esta Fiscalía su escrito de 26 de mayo, al que acompaña 
consulta formulada por el iltmo. Señor Fiscal de la 
Audiencia de Tarragona sobre extraterritorialidad de la 
Ley Penal española y competencia de nuestros Tribuna- 
les para el enjuiciamiento de un presunto delito de 
aborto cometido en Francia al que se refieren las dili- 
gencias previas 144/1978 del Juzgado de Instrucción 
núm. 2 de Tortosa. 

Conforme al relato de hechos, antecedente de la con- 
sulta, una mujer, embarazada de su novio y de acuerdo 
con éste, se trasladó a Francia con el propósito de que 
le provocaran el aborto, lo que se lievó a cabo en una 
clínica francesa y por facultativos de aquella nociona- 
lidad. 

El presunto delito aparece, pues, cometido en el 
extranjero y siendo extranjero el autor principal, es 
decir, el médico o sanitario que provocó el aborto, aun- 
que el consentimiento prestado por la mujer española 
determine también su responsabilidad como coautora, y 
asimismo el varón español que la acompañó, que parti- 
cipó en la gestión y en atender los gastos, sea respon- 
sable en el grado de participacibn que le corresponda. 



Como bien razona la consulta, tales hechos pudieran 
estar comprendidos en la excepción a la territorialidad 
de la Ley Penal que establece el artículo 339 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, por cuanto autoriza la per- 
secución en España de los delitos cometidos por espa- 
ñoles contra españoles siempre que concurran las demis 
circunstancias que dicho artículo contiene. 

El citado artículo 339 dispone: 
"El español que cometiere un delito en país ex- 

tranjero contra otro español será juzgado en Es- 
paña si concurrieren las circunstancias siguientes: 
1." Que se querelle el ofendido o cualquiera de las 
personas que puedan hacerlo con arreglo a las Le- 
yes. 2.a Que el delincuente se halle en territorio es- 
pañol. 3.a Que el delincuente no haya sido absuelto, 
indultado o penado en el extranjero." 

Desde luego, el presunto deiito aparece perpetrado 
por españoles y, es más, por espaiíoles que se han tras- 
ladado a un país extranjero a fin de reaiizar un acto 
punible conforme a la legislación nacional y tolerado en 
el país donde se proponen realizarlo, cometiendo de esta 
manera un fraude de ley que, con arreglo al articulo 6.4 
del Código Civil, no impedirá la debida aplicación de la 
norma que se hubiere tratado de eludir, principio asi- 
mismo aplicable a los confiictos de leyes en el ámbito 
internacional cuando la invocS1'ción de una norma de 
conflicto tenga como fin eludir una,ley imperativa espa- 
ñola, según dispone el a.rticulo 12.4 del mismo texto legal. 
Aunque estos preceptos pertencen al Ordenamiento Civil, 
tienen sentido general en cuanto condenan y declafan 
ineficaces los propósitos pretendidos mediante el fraude 
de ley. . . 

Conforme a la hipótesis del articulo 339, antes trans- 
crito, no basta que se trate de un delito cometido por 
un español, sino que ha de ser contra otro español, y en 
relación con la nacionalidad del sujeto pasivo, el délito 
de aborto consentido por la madre p1an tea . s~  dudas la 



consulta porque considera que en este caso la víctima 
es el feto, que "no es aún persona física, a quien, entre 
otras cosas, pueda atribuirse una nacionalidad". 

Para examinar este punto se ha de partir de que el 
delito de aborto es indudablemente un delito contra la 
vida no sólo porque en la sistemática del Código apa- 
rezca junto a los demás atentados contra la vida (homi- 
cidio, parricidio, asesinato e infanticidio), sino porque 
fundamentalmente, y sin ningún género de duda, el feto 
es un ser vivo. La vida existe en el meramente concebido 
aunque todavía no sea persona, sino sólo esperanza de 
persona, que adquirirá tal condición por el nacimiento, 
y legalmente cuando cumpla las exigencias de viabilidad 
y supervivencia exiadas por la Ley Civil. 

Con arreglo a esa misma Ley Civil -artículo 29 del 
Código- al cencebido se le tiene por nacido para todos 
los efectos que le sean favorables y, evidentemente, nada 
es más favorable para el "nasciturus" que la conserva- 
ción de su propia vida intrauterina. 

También es de señalar que para la aplicación de la 
Ley Penal no es de rigor la exigencia del artículo 30 del 
mismo Código Civil, en cuanto requiere que "sólo se 
reputará nacido el feto que tuviere Agura humana y 
viviere veinticuatro horas enteramente desprendido del 
seno materno". El mismo artículo determina que esas 
exigencias son solamente "a efectos civiles". Por esto la 
jurisprudencia penal considera persona a las víctimas 
de infanticidio, parricidio o asesinato aunque el sujeto 
pasivo sea u n  recién nacido y no se hayan cumplido en 
él los requisitos necesarios para adquirir la personalidad 
conforme al citado artículo 30 del Código Civil. Así, pues, 
el concepto penal de persona y personalidad es mucho 
más amplio que el de la Ley Civil. 

A los efectos penales basta la personalidad potencial 
y para determinar el supuesto de competencia debe bas- 
tar la-nacionalidad potencial del feto, que en el conce- 
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bid0 por padres españoles será la española, con arreglo 
a lo dispuesto en el articulo 17. 1 y 2 del Código Civil. 

Por otra parte, razones de todo orden aconsejan que 
esta delicada cuestión sea sometida a la decisión de los 
Tribunales para dar ocasión a que la jurisprudencia se 
pronuncie, por lo que conviene plantearla en forma y 
no sustraer al conocimiento judicial un caso de tanta 
trascendencia jurídica y sociológica. 

Se hade observar, por Último, que el enjuiciamiento 
de este asunto no corresponde a la Audiencia de Tarra- 
gona, pues, con arreglo a lo dispuesto en el artícu- 
lo 4.1 e) del Real Decreto-Ley 1/1977, de 4 de enero, está 
atribuido a la Audiencia Nacional el conocimiento de 
todas las causas por delitos cometidos fuera del territo- 
rio nacional. 

Por consiguiente, esa Fiscalía habrá de limitarse a 
pedir del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Tortosa que, 
en cumplimiento de lo establecido en la regla primera 
del artículo 5." del citado Real Decreto-Ley de creación 
de la Audiencia Nacional, eleve a dicha Audiencia y en 
relación con las diligencias previas 144/1978 la exposi- 
ción a que dicho precepto se reflere. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 30 de junio de 1978. 

Ekcmos. e iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CONSULTA NüM. 6/1978 

SOBRE DETERMJNACION DE LA CSRAVEDAD DE LAS 
PENAS A EFECTOS DE APIJCACION DEL PARRAFO 
SEGUNDO DEL ARTICULO 71 DEL CODIGO PENAL 

Exmos. E ILTMOS. SRES.: 
En consulta formulada por V. E. con fecha 13 de 

julio plantea la duda que ha suscitado en esa Fiscalia 
la aplicaci6n del artículo 71 del Código Penal en la cali- 



ficación de una causa por falsedad y estafa, siendo la 
primera medio necesario para cometer la segunda. 

Señala V. E. que la pena correspondiente al delito de 
estafa, con arreglo al artículo 528, número 2, del Código 
Penal, es la de presidio menor, aunque por concurrir la 
circunstancia de multirreincidencia y por aplicación del 
artículo 530 del mismo texto la pena que correspondería 
sería la de presidio mayor. Para la falsedad, conforme 
al artículo 303 del Código punitivo, la pena señalada es 
la de presidio menor y multa. Según el parecer que 
motiva su consulta, la gravedad de las infracciones, a 
estos efectos, ha de apreciarse tal como los delitos estén 
penados en el Código, con independencia de la agravante 
calificada del 530, y, conforme a ese criterio, la pena 
más grave no seria la del delito de estafa, sino la del 
delito de falsedad, por lo que la pena máxima a imponer 
sería la de seis años de presidio menor y multa, criterio 
que conduce a que castigados conjuntamente los dos 
delitos resulte inferior la penalidad a la de sólo el delito 
de estafa, si éste fuera el únicamente enjuiciado, o se 
castigará por separado. 

El problema planteado por V. E. consiste, en defini- 
tiva, en la determinación de si las penas a considerar 
para la aplicación o inaplicación del artículo 71 han de 
ser consideradas en abstracto y de acuerdo únicamente 
con las que se fijan para los respectivos tipos de delito, 
o bien en concreto, es decir, atendiendo a la que corres- 
ponda a cada uno de los reos según las reglas que, en 
cada caso, determinan la sanción individualizada aten- 
diendo al grado de ejecución, forma de participación y 
circunstancias modificativas de la responsabilidad cri- 
minal. 

Esta Fiscalía, en las Circulares de 10 de enero y 11 
de febrero de 1908, apuntó el criterio de la valoración en 
concreto de las penas, doctrina que ratifica la de 30 de 
noviembre de 1942. 

La Jurisprudencia del Tribunal Supremo, después de 



diversas resoluciones que vacilan entre uno y otro cri- 
terio, ha declarado en sentencia de 1 de julio de 1975 
que para la aplicaci6n del artículo 71 las penalidades 
a comparar deben ser las determinadas en concreto por 
la aplicación de las reglas para la determinación de la 
pena y establece que "la manera de realizar la medición 
concreta en cada caso es sencilla en cuanto a la preci- 
sión de la excepción favorable al reo, en orden a Ajar la 
suma de las penas de los diversos delitos, a imponer sepa- 
radamente, pues se atenderá a la fijada típicamente para 
cada infracción en el tipo, aplicándose a su vez las reglas 
generales de penalidad y obteniéndose así el resultado, 
según el grado delictivo, forma de participación y cir- 
cunstancias modificativas", añadiendo más adelante que 
para fijar cuál es la pena más grave "se atenderá la que 
resulte del juego de las tan citadas reglas generales para 
determinar la pena, pero operando sólo con la propia de 
los grados de ejecución, formas de participación y cir- 
cunstancias atenuantes y agravantes de eficacia excep- 
cional -eximentes incompletas, multirreicidencia, me- 
nor edad, etc.", doctrina que coincide con la opinión per- 
sonal de V. E., tal como la expone al Anal de su consulta. 

Aplicando estos criterios al caso de autos, la pena 
correspondiente al delito más grave es la de presidio 
mayor, conforme a lo prevenido en el artículo 528, nú- 
mero 2, en relación con el 530, que en su grado máximo 
tiene una extensión de diez años y un día a doce años. 
La pena señalada para el delito de falsedad, conforme 
al artículo 303, concurriendo la agravante de reiteración, 
es la de cuatro años, dos meses y un día a seis años. 

Según establezca el Fiscal en su escrito de conclu- 
siones, la extensión de las penas dentro de los límites 
legales resultará favorable o desfavorable para el reo la 
aplicación del artículo 71 o el castigo por separado de 
las diversas infracciones, debiéndose proceder, en con- 
secuencia, a lo que le resulte más favorable. . - - - 



A estos criterios, por tanto, deberá atenerse V. E. 
para la calificación del caso consultado. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 29 de septiembre de 1978. 

Excmos. e Iltmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 

CONSULTA NUM. 7/1978 

SOBRE LA INTERVENCION EN EL PROCESO PENAL 
DE LOS ASEGURADORES DE F¿IESGOS EN EL USO 

Y CIRCULACION DE VEHICULOS DE MOTOR 

Exmos. E ILTMOS. SRES.: 
Se ha recibido en esta Fiscalía, elevada a través 

de V. E., la consulta formulada por la Fiscalía de Lérida 
sobre la posibilidad .de que el Ministerio Fiscal pueda 
interesar en los procesos penales que se declare la res- 
ponsabilidad civil directa de las Compañías de Seguros 
que tuvieran suscrita con el acusado póliza de seguro 
voluntario, suplementario o complementario del obliga- 
torio, hasta el límite concertado, así como exigir de las 
mismas prestación de fianza suficiente para garantizar 
dichas responsabilidades civiles de conformidad con los 
artículos 615 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. En apoyo de su criterio afirmativo alega, sin 
otros razonamientos, la sentencia del Tribunal Supremo 
de 14 de junio de 1977. 

La importancia y trascendencia de la cuestión que 
se plantea, a la que se hizo referencia en la Circular de 
esta Fiscalía de fecha 12 de julio de 1969, aconseja un 
estudio de las disposiciones legales aplicables y del al- 
cance de la doctrina sentada en la citada sentencia. 

Los preceptos legales que regulan la responsabilidad 
civil derivada de infracciones -penales están contenidos 
en los articulas 19 a 22, 25 y 10.1 a 110 del Código Penal, 



que hacen referencia a ios tipos de responsabilidad civil 
en sus formas directa y subsidiaria; y en los artícu- 
los 100, 106 a 117, 615 a 621 y artículo 784, regla 5." de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que regulan el ejer- 
cicio de la acción para su efectividad y medidas caute- 
iares garantizadoras de las mismas que pueden adop 
tarse, disponiéndose, por lo que afecta al procedimiento 
de urgencia, el Úitimo de los preceptos indicados, que 
en los supuestos en que las responsabilidades civiles estén 
total o parcialmente cubiertas por el régimen del Seguro 
Obligatorio de Responsabilidad Civil derivada del uso y 
circuiación de vehículos de motor se requerirá a la enti- 
dad aseguradora o al Fondo Nacional de Garantía, en 
su caso, para que afiance aquélla hasta el límite del 
Seguro Obligatorio. Si la fianza exigida fuera superior 
al expresado límite el responsable directo o subsidiario 
vendrá obligado a prestar fianza o aval por la diferencia, 
procediendose, en otro caso, al embargo de sus bienes. 
Pero sin que en ningún caso y por concepto alguno la 
intervención en el proceso de tales entidades pueda ser 
otra que la expresamente establecida en dicho precepto, 
esto es, las derivadas de las obligaciones asumidas en el 
acto constitutivo de la fianza o del requerimiento para 
afianzar. 

La sentencia del Tribunal Supremo de 1977, lo mismo 
que la de 21 de mayo del mismo año, siguiendo el cri- 
terio interpretativo ya establecido en la de 7 de mayo 
de 1975, admite la acción directa del perjudicado contra 
el asegurador del vehículo hasta el límite del seguro 
voluntario o complementario del obligatorio en cuanto 
a la indemnización que exceda de los limites previstos 
por este Último, con la consecuencia obligada de que 
pueda ejercitarse en el proceso penal, conforme con el 
principio de rogación de los artículos 100, 108 y 111 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y dando correlativa 
entrada en el proceso a la Compañía aseguradora decla- 
rada tercero civil responsable, con todas las consecuen- 



cias legales que tal legitimación pasiva entraña, para 
la defensa de sus derechos. 

Criterio interpretativo que se ha visto robustecido, 
se dice en uno de los considerandos, por la Orden del 
Ministerio de Hacienda de 31 de marzo de 1977, que 
regula como una de las modalidades del seguro volun- 
tario de automóviles la que ampara la responsabilidad 
civil suplementaria que garantiza el pago de las indem- 
nizaciones que en virtud de lo dispuesto en los articu- 
los 1902 a 1910 del Código Civil y 19 del Código Penal 
se impongan al asegurado o al conductor autorizado y 
legalmente habilitado, siempre que la indemnización, 
dentro de los límites pactados, exceda del Seguro Obli- 
gatorio de Vehículos de Motor. Lo que viene, sigue dicién- 
dose en dicho considerando, "a reafirmar" la posibilidad 
de accionar el perjudicado en el proceso penal para obte- 
ner de la entidad aseguradora declarada tercero civil 
responsable la efectividad de aquella responsabilidad 
civil suplementaria, como contrariamente si la acción 
no se ejercita por el perjudicado y, en su consecuencia, 
no se declara la responsabilidad civil, en concepto de 
tercero, de la entidad aseguradora, no podrá condenarse 
a la misma por razón del seguro voluntario, sin perjui- 
cio de que se dilucide tal responsabilidad en vía civil". 

Se distingue, pues, en las sentencias que comenta- 
mos, y ello fija el alcance de su doctrina, entre el Seguro 
obligatorio de responsabilidad civil derivada del uso y 
circulación de vehículos de motor, respecto del cual las 
entidades aseguradoras son meros fiadores "ex lege", sin 
más intervención en el proceso penal que la permitida 
por la regla 5.= del articulo 784 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, y el Seguro voluntario de automóviles, 
suplementario, hasta ser complementario del obligatorio, 
en cuyo supuesto de existencia el perjudicado podrá, con- 
forme al criterio jurisprudencial, accionar dentro del 
proceso penal contra la entidad aseguradora del respon- 
sable para que se declare la responsabilidad civil del ter- 



cero derivada de dicho contrato privado de seguro, con 
la consiguiente legitimación pasiva de esta última para 
personarse como parte en el procedimiento. 

Ateniéndonos a los criterios mantenidos por esta Fis- 
calía, el Ministerio Fiscal al ejercitar la acción civil junto 
con la penal, en cumplimiento de la obligación que le 
impone el artículo 108 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, debe limitarse a las responsabilidades civiles, 
directa o subsidiaria, derivadas de la infracción criminal, 
conforme con el principio de responsabilidad subjetiva, 
y, en su consecuencia, la fianza a exigir a la Entidad 
aseguradora o al Fondo Nacional de Garantía, en su 
caso, no podrá exceder de los limites de cobertura legal- 
mente establecidos para el Seguro Obligatorio de Auto- 
móviles. 

A la interpretación que precede, recordándole las ins- 
trucciones consignadas en la Circular núm. 4/69 de esta 
Fiscalía, deberá atenerse V. E. en su actuación. 

Dios guarde a V, E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 7 de diciembre de 1978. 

Excmos. e iitmos. Sres. Fiscales de las Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 



ESTADISTICA 



Estado A 1 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Diligencias previas del ArtZculo 789 de la Ley de Enjuiciumiento Criminal . 

Total 
de Iss 

dos uislllea ........... 

4.852 

3.79 1 

20.668 

6.788 

17.615 

1.763 

7.567 

14.013 

129.407 

7.265 

3.733 

18.677 

5.149 

4.704 

14.364 

17.583 

1.980 

15.471 

17.124 

2.204 

1 1.402 

7.215 

2.686 

7.933 

21.186 

7.529 

4.668 

3.588 

4.930 

109.700 

35.042 

11.720 

7.032 

5.778 

2.56 1 

13.398 

4.218 

13.973 

7.900 

2.037 

47.775 

1.576 

13.635 

1.852 

4.378 

29.686 

9.270 

18.733 

2.860 

15.882 

1.369 

1 746.234 

1 
¡ 
l 

A U D I E N C I A S  1 
pendlanlss 

ensm en m 

186 

3 62 

837 

566 

2.102 

265 

918 

2.137 

21.576 

889 

396 

3.510 

477 

595 

1.815 

2.310 

370 

3.215 

1.166 

462 

1: 156 

1 .O 40 

426 

1.4-46 

3.135 

757 

698 

288 

5?7 

8.316 

5.532 

1.549 

845 

3 20 

279 

1.616 

208 

1.730 

88 1 

326 

7.503 

3 17 

1.741 

337 

553 

2.426 

1 .. 033 

2.141. 

2. 62 

1.63 1 

272 

1 94!081 

1 

Inldedae del 
1 .. snem a 

31 dlclernbre 
1978 

4.066 

3.429 

19.831 

6.222 

15.513 

1.498 

6.649 

11.876 

107.83.1 

6.376 

3.337 

15.167 

4.646 

4.109 

12.549 

15.273 

1.610 

12.256 

15.958 

P.742 

10.246 

6.1 69 

2.260 

6.487 

18.051 

6.772 

3.970 

3.300 

4.403 

101.384 

29.510 

10.171 

6.187 

5.458 

2.282 

11.782 

4.010 

12.243 

7.019 

1.71 1 

40.272 

1.259 

11.894 

1.515 

3.825 

27.2f30 

8.237 

16.592 

2.598 

14.251 

1 . 097 

1 652.153 

' Alava ........................ 
Albacete ..................... 
Alicante ..................... 

..................... Almerh 

Astiirias ..................... 
Avila ........................ 
Badajoz ..................... 
Baleares ..................... 
Hnrcelona ..................... 
Riirgos ........................ 
Ciceres ........................ 
CBdiz ........................ 
Castellón ..................... 
Ciudad Read .................. 
Córdoba ..................... 
Comüa (La) .................. 
Cumca ..................... 

Padlmms 
en ... enero fü7B 

1.119 

727 

3.472 

555 

1.893 

483 

1.163 

2.569 

24.739 

806 

526 

5.224 

610 

722 

2.338 

2.802 

706 

1.709 

1.551 

505 

2.226 

2.083 

591 

1.818 

4.9 19 

1 1 8  .O 

1.161 

516 

694 

11.029 

3.204 

2075 

846 

651 

282 

2.257 

292 

1.545 

1.105 

565 

8.806 

463 

1569 

362 

756 

3.123 

1.347 

2.104 

318 

1.498 

31 

114.763 

Amhlvo por 
no ser dsllm 

hecho 
(ert' m'1.*' 

280 

427 

2.044 

1 . 023 

3.708 

319 

1 . 207 

2.734 

17.344 

1.129 

677 

1.642 

670 

905 

2.642 

4.121 

2 62 

64 1 

5.131 

3.8 1 

990 

927 

662 

1.816 

2.848 

I . 448 

558 

496 

482 

16.797 

3.833 

1.145 

692 

985 

369 

1.380 

789 

2.108 

842 

348 

8.543 

283 

1.386 

476 

487 

4.625 

1 . 092 

4.2 15 

8 07 

3.7 18 

480 

1 Il3..237 

1 Gerona ........................ 

80brersl d.. 

y z c l d w  
el autor 

(ert . 789/1.*) 

1.418 

1.053 

10.283 

2.689 

6.729 

48 1 

2.178 

5.150 

54.722 

2.894 

1 . 050 

6.836 

1.884 

1.010 

5.250 

4.3 14 

285 

5.618 

5.322 

589 

4.123 

2.229 

407 

1.999 

9.066 

2.269 

1.311 

1.524 

1.416 

64.092 

2'0.292 

4.571 

3.051 

1.309 

834 

4.970 

1.903 

5.975 

2.624 

648 

15.572 

311 

6.494 

310 

1.592 

12.163 

4.332 

7.308 

580 

6.146 

3 68 

1 309.574 

TERMINADAS 

DBClamdaa 
falla 

(ert . 789f2.0) 

1.297 

850 

2.621 

1.179 

2.852 

242 

1.288 

1.220 

17.784 

1.433 

1.014 

1.409 

655 

1.160 

2.425 

3.443 

350 

645 

2.099 

285 

1.926 

916 

418 

1.466 

2.046 

1.720 

692 

498 

1.127 

5.893 

3.297 

1.560 

1.295 

1.707 

582 

2.930 

405 

1.964 

2.097 

260 

7.87 1 

250 

2.119 

338 

774 

3.825 

500 

2.155 

698 

2.669 

1 98.659 

1 

1 

Granada ..................... 
Guaddajara .................. 
Guipúzcoa .................. 
Huelva ..................... 
Huesca ........................ 
Jaén ........................ 
Las Palmas .................. 
León ........................ 
Lérida ........................ 
Logroño ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 

........................ 
Navarra ..................... 
Orense ........................ 
Palencia ..................... 
Pontevedra ................... 
Sa~lamanm ..................... 
Smta Cniz de Tenenife ......... 
Sam'tander ..................... 
Segwia ........................ 
Sevilla ........................ 
Son' a ........................ 
Tar~agona ..................... 
Teme1 ........................ 
Toledo ........................ 
Valencia ..................... 
Valladolid ..................... 
Vizcaya ..................... 
Zamora ........................ 
Zaragoza ..................... 
Aiidienua Nacional ............ 

TOTAL .................. 

DURANTE 1978 . 
lnhlbldaa 

conforme al 
ert . 78913 .m 

193 

80 

236 

395 

386 

35 

619 

135 

3.099 

147 

155 

5 30 

72 

210 

601 

652 

3 1 

153 

940 

28 

598 

261 

79 

322 

323 

1 S9 

96 

152 

I O5 

3.2 19 

1.064 

450 

148 

501 

51 

209 

67 

31: 

134 

33 

1.747 

35 

462 

70 

149 

1.801 

89 

1.210 

53 

462 

19 

( 24.089 1 

POR 

Cansrtldea 
en aunnulo 
Iart . 78914 .. 1 

93 

60 

442 

220 

483 

28 

1 98 

151 

3 S65 

1 99 

87 

1.112 

159 

159 

461) 

611 

132 

1 62 

532 

70 

336 

187 

55 

140 

627 

272 

179 

92 

113 

2.63 1 

1 . 053 

406 

3 17 

1 70 

54 

3Q4 

151 

517 

305 

4 1. 

1.167 

44 

5 68 

3 9 

152 

645 

352 

594 

78 

238 

34 

20.784 1 

El& a 
prepratorlu 
(M . 78915 .. ) 

452 

562 

1 . 570 

727 

1.564 

165 

914 

2054 

8.154 

657 

224 

1.824 

836 

538 

648 

1.640 

2 14 

493 

1.246 

346 

l.2W 

602 

474 

372 

1.347 

643 

67 1' 

3 10  

663 

6.039 

2.289 

1.513 

683 

3 64 

389 

f.348 

61 1 

1.541 

694 

132 

3.069 

181 

1 . 037 

257 

468 

3.504 

Y.492 

1.147 

326 

1.151 

147 

59.106 1 



Eetado A 2 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Diligencias preparatorias . 

B . Sentencias y recursos . 

P R O V I N C I A S  

Alava ........................ 
Albacete ..................... 
Alicante ........................ 
Airneria ........................ 
Astunas ........................ 
AvZa ........................ 
Badajoz ........................ 
Baleares ........................ 
Barcelona ..................... 
Bwgos ........................ 
C&mes ........................ 
Cádiz ....................... 
Castellón ..................... 
Ciudad Real .................. 
Córdoba ........................ 
&niña (La) .................. 
Cuenca ........................ 
Gerona ........................ 
Granada ..................... 
Guaddajara .................. 
Guipúzcoa .................. 
Huelva ..................... 
Huesca ........................ 
Jaén ........................... 
La6 Palmas .................. 
León ........................... 
iérida ........................ 
Logroiío ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 
Murcia ........................ 
Navarra ..................... 
Orense ........................ 
Pdencia ..................... 
Pontevedra ..................... 
Jdamanca ..................... 
Santa Cruz de Tenenfe ......... 

Sobmselmlenio 
estar 

pen$SYOos6RBiiDrB! o 
no haberse 

de"ubierto 6atoa 
[arts 63713 .. y 

64112.0) 

17 

13 

91 

12 

347 

33 

25 

7 1 

1.302 

97 

11 

41 

19 

5 

13 

147 

12 

101 

19 

4 

8 1 

2 1 

67 

20 

144 

61 

123 

9 

8 

8 90 

55 

56 

139 

26 

30 

408 

8 

380 

~ o n v a r t ~ d u  
en sumario 

(art . 79114.0) 

13 

38 

89 

38 

159 

9 

70 

45 

76 

46 

18 

79 

77 

16 

4 

24 

10 

42 

6 1 

33 

58 

37 

16 

14 

74 

46 

25 

30 

10 

462 

113 

65 

29 

14 

38 

97 

51 

91 

..................... Saataader 

........................ Segovia 

Sevilla ........................ 
Saria ........................ 
Tarragona ..................... 
Teniel ........................ 
Toledo ........................ 
Valencia ..................... 

..................... Valladolid 

Vizcaya ........................ 
Zamma ........................ 
Zaragoza ..................... 

............ Audiencia Nacional 

TOTAL ................ 

Sobre.elmlento 
por no considerar 

~~r~~~~ 
realización 

faes 63711 .. y 2 .e 
y 54111.') 

125 

171 

2 10 

214 

93 

48 

228 

465 

985 

33 

43 

346 

265 

80 

21 

228 

18 

640 

5 1 

39 

36 

167 

24 

80 

% 

84 

133 

54 

224 

682 

82 

208 

6 

131 

32 

64 

155 

176 

~ b ~ e r t o  
SI 

juicio o n l  

3 24 

249 

1.557 

464 

1 . 508 

134 

620 

971 

5.620 

472 

142 

1.456 

621 

409 

574 

1.028 

133 

92 1 

836 

262 

646 

511 

363 

43 6 

1.278 

43 1 

349 

227 

383 

3.425 

2.453 

926 

71 1 

154 

286 

876 

376 

816 

Pendlenhs 
en 

1.. enero %m 

71 

175 

550 

1 68 

274 

50 

70 

688 

1.836 

103 

40 

636 

84 

186 

37 

495 

105 

424 

132 

74 

56 

378 

23 5 

75 

57 3 

72 

272 

32 

43 

919 

2.520 

826 

287 

76 

49 

44 1 

176 

478 

26 

3 

1 M 

9 

53 

1 

35 

353 

55 

15 

3 

102 

3.022 

En en 

68 

276 

59 

215 

203 

9 

67 

1.209 

2.609 

112 

53 

664 

141 

214 

77 

684 

146 

243 

195 

82 

460 

378 

256 

77 

345 

93 

313 

30 

90 

1 . 579 

1.166 

1.084 

115 

1 05 

52 

487 

197 

636 

Instmldas 
entre ..... 1.0 y 

31 diciembre 
1978 

476 

579 

1.956 

775 

2.036 

183 

938 

2.073 

8.756 

657 

227 

1.950 

1.039 

538 

652 

1.616 

214 

1.158 

1.247 

346 

1.204 

736 

491 

552 

1.364 

643 

67 1 

318 

672 

6.119 

2.447 

1.513 

713 

3 64 

389 

1.491 

611 

1.621 

225 

9 

208 

56 

122 

201 

107 

1.244 

332 

260 

59 

111 

18 

. 17.809 . 

181 

6 

523 

31 

148 

237 

116 

1.548 

171 

155 

84 

53 

77 

17.036 

Total 
de las 

d ~ ~ t ~ ~ ~ ~  

547 

754 

2.006 

943 

2.3 10 

23 3 

1 .o0 8 

2.761 

10.592 

760 

267 

2.586 

1.123 

724 

68 9 

2.111 

319 

1.582 

1.379 

420 

1.260 

F.114 

726 

627 

1.937 

715 

943 

3 50 

715 

7.038 

4.967 

2.339 

1.000 

430 

43 8 

1.932 

787 

2.019 

32 

6 

182 

1 

106 58 

11 

35 

321 1.038 

269 284 

82 144 

35 17 

29 28 

29 8 

8.640 6.750 

535 

103 

2.290 

114 

835 

278 

3 04 

2.996 

683 

801 

296 

1.212 

239 

42.734 

748 

132 

3.069 

183 

1.037 

257 

475 

3.504 

1.492 

1.147 

326 

1.429 

217 

63.351 

929 

138 

3.592 

214 

1.185 

494 

59 1 

5.052 

1.663 

1.302 

410 

1.482 

294 -- 
80.587 

Absolutor'as 

12 

11 

154 

37 

134 

6 

44 

84 

217 

37 

9 

28 

38 

22 

59 

31 

5 

80 

34 

24 

28 

34 

33 

27 

5 1 

24 

11 

9 

38 

324 

104 

79 

35 

8 

18 

44 

24 

78 

TOTAL 
senianclas 

27 1 

Cot:"' 

230 

225 

640 

324 

695 

9 1 

42 1 

558 

1.868 

3 10 

81 

68 1 

25 1 

3 30 

153 

464 

95 

192 

635 

60 

284 

337 

232 

308 

379 

329 

252 

175 

245 

1 . 543 

1.180 

556 

270 

73 

181 

551 

251 

587 

5 1 

2 

106 

3 

43 

14 

13 

136 

46 

50 

19 

124 

34 

2.669 . 

CONDENATORIAS 

DlMonfomiei 

29 

46 

166 

72 

274 

7 

77 

111' 

532 

55 

31 

55 

224 

43 

301 

134 

25 

3 68 

66 

3 1 

59 

100 

81 

66 

102 

57 

49 

37 

54 

168 

174 

159 

225 

112 

71 

42 

85 

80 

230 

65 

747 

86 

52 1 

109 

177 

996 

426 

568 

238 

748 

152 

20.638 

Returrldoa 
por el F l r u l  

2 

123 

10 

1'87 

31 

158 

47 

35 

410 

133 

106 

25 

247 

6 

5.814 . 

404 

77 

1 . 040 

120 

722 

170 

2?5 

1 S42 

605 

724 

282 

1.119 

192 

29.657 . 

45 

15  

88 

13 

88 

45 

25 

149 

101 

40 

46 

167 

29 

2.979 u 

24 

30 

4 

3 

2 

5 1 

29 

11 

8 

6 

844 n 

Reuinldos 
por las ps r ~ .  

48 

960 2 8 2 1  
43 3 

1.103 

104 

545 

753 

2.617 

402 

121 

764 

513 

395 

513 

629 

120 

640 

735 

115 

371 

47 1 

346 

401 

532 

410 

312 

22 1 

337 

2.03 5 

1.458 

794 

530 

193 

270 

63 7 

360 

745 

31 

60 

23 

128 

18 

4 1 

55 

168 

64 

3 

63 

44 

41 

41 

133 

15 

92 

63 

6 

39 

61 

52 

51 

13 

95 

43 

28 

54 

100 

53 

151 

39 

22 

3 1 

78 

56 

36 

36 

8 

52 

8 

74 

28 

20 

129 

71 

36 

3F 

126 

16 

2.220 

8 

21 

7 

33 

2 

20 

5 

51 

8 

88 

7 

77 

14 

11 

82 

3 

16 

26  

.> 

14 

3 

4 

7 

3 3 . 

14 

21 

11 

42 

2 

7 

.. '> 

14 

12 

7 

- 

Connmunda 

32 

33 

64 

21 

84 

7 

33 

37 

121 

49 

1 

16 

37 

31 

64 

111 

13 

42 

31 

7 

45 

42 

30 

38 

7 

48 

26 

25 

26 

87 

62 

101 

32 

11 

24 

77 

44 

26 

17 

2 

12 

4 

19 

12 

9 

71 

42 

15 

15 

27 

7 

1.037 

16 

54 

.. 7 

13 

8 

4 

42 

17 

5 

8 

16 

6 

680 

SENTENCIAS 2 r 

Revoando 

13 

INSTANCIA 

Pendlates 
de 

~entsncla 

5 

21 

17 

9 

52 

4 

22 

23 

52 

22 ., 
18 

8 

6 

26 

23 

10 

47 

4 

13 

12 

17 

23 

16 

10 

37 

50 

14 

35 

24 

33 

52 

17 

7 

7 

26 

16 

6 

11 

37 

25 

11 

6 

46 

13 

2 

42 

3 

11 

28 

13 

3 

85 

31 

A 
7 

8 

8 

4 

I 

17 

3 

17 

19 

14 

20 

12 



Estado A 3 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Sumarios de Urgencia. 

A. Trámite en el Juzgado. B. Trámite en la Audiencia. 

SENTENCIAS DICTADAS 

A U D I E N C I A S  CONDENATORIAS 

Alava ........................ 
Albacete ..................... 

Málaga ........................ 
........................ Murcia 

Navarra ..................... 
OFen5e ........................ 
Palencia ..................... 
Pontevedra ..................... 
Salamanca ..................... 

......... Santa C m  de Tenerife 

Santander ..................... 
........................ Segwia 

Sevilla ........................ 
Sori a ....................... 
Tarragona .................... 
Teme1 ....................... 

....................... Toledo 

Valencia .................... 
Valladolid .................... 
V i a y a  ....................... 
Zamora ........................ 
Zaragoza ..................... 
Audiencia Nxional ............ 



Estado A 4 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 
Sumarios ordinarios y los especiales del Libro ZV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (excepto Titulo IIZ). 

A. En el Juzgado. B. En la Audiencia. 

RECURSOS DE CASACION 
Sobreselrnlento 

A U D I E N C I A S  CONDENATORIAS 

........................ Huesca 

Jaén ........................ 
La3 Palmas .................. 
Le6n ........................ 
Lésida ........................ 
Logrofio ..................... 
Lugo .................e...... 

Madrid ........................ 
Málaga ........................ 
Murcia ........................ 
Navarra ..................... 
(XcriJc ......................... 
Pdencia ..................... 
Po~teveüra ..................... 

..................... Mamanea 

Santa Cruz de Tenerife ......... 
saamldw ..................... 
Segwia ........................ 
Sevilla ........................ 
solia ........................ 
Tarragona ..................... 
Teme1 ........................ 

........................ Toledo 

Valencia ..................... 
..................... vailadolid 

..................... Vizcaya 

........................ Zarnora 

ZGW~g0aa ..................... 
Audiencia Naciomi ............ 



Estado B 1 - 

personas 

id ...... 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Diligencia previas instruidas en las distintas provincias desde 1." de enero a 31 de diciembre d& 1978. 



mditos c 

Delitos c 

honestidac 

honor ... 
. . .  

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

~iligencias preparatorias incoadas en los Juzgados de las provincias, desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1978. 





Estado B 4 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Sumarios Ordinarios y otros del Titulo IV, Ley de Enjuiciamiento Criminal, incmdos en los Juzgados de las prmindas, desde 1.O de enero a 31 de diciembre & 1978. 

TOTAL 





Eetado D 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Asuntos civiles incoados en los Juzgaüos de Instancia de cada una üe las Provincias del Territorio en 1978. 

JUZGADOS 
TERRITORIAL DE 

&BACETE ............ 

BARCELONA ......... 

BURGOS ............... 

. . . . . . . . . . . .  CACERES 

CiRANAnA ............ 

......... LAS PALMAS 

MADRID ............... 

NAVARRA ............ 

SEVILLA ............... 

VALENCIA ............ 

VALLADOLID ......... 

............ ZARAGOZA 



Estado E 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Asuntos civiles iniciados en la Audiencia Territorial desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1978 . 

1- 
1 AUDIENCIA 

TERRITORIAL DE 

Alba "te .............. 
Baleares ............... 
Barceloni ............... 
Burgos .................. 
Cáceres .................. 
Comña (La) ............ 
Granada ............... 

.................. Madrid 

Oviedo .................. 
Las Palmas ............ 
Pamplona ............... 
Sevilla .................. 
Valencia ............... 
Valladolid ............... 
Zaragoza ............... 

1 TOTAL ............ 

Competencias 

10 

4 

29 

1 

3 

7 

25 

30 

3 

3 

7 

2 

1 

125 

... 

JURlSDlCClON 

= -= 

Con relación 
a las personas -- 

38 

3 

110 

2 

2 

49 

39 

58 

4 

3 

14 

30 

22 

8 

1 

383 

.. 

JURlSDlCClON 
CONTENCIOSA 
.- 

Con relación 
a las cosas 

490 

286 

1.764 

1.077 

205 

840 

641 

1.720 

368 

114 

399 

795 

923 

590 

518 

10.730 

..... 

TOTAL 
de 

nentenclas 
dictadas 

273 

155 

970 

500 

123 

488 

294 

885 

245 

162 

240 

713 

600 

414 

351 

6.413 

TOTAL 
<le 

asuntos 
inicxados 

554 

289 

1.903 

1.080 

213 

901 

768 

1.814 

375 

222 

413 

828 

992 

600 

520 

11.472 

-. 

Cnn relación 
a las personas 

9 

28 

1 

3 

1 

7 

49 

VOLUNTARIA 
....... .- 

Con relacldn 
a las cosas 

7 

3 

5 

35 

5 

2 

3 

60 

.. 

ASUNTOS EN OUE INTERVINO 
1 

EL MINISTERIO 
...... ....P.. 

Número 

FISCAL 

TOTAL 

I 
de asuntos 

22 

12 

31 

1.080 

6 

68 

23 

39 

1 O 

4 

5 

6 

24 

21 

8 

de dici5menes l 
l 

1 8 1  

11 

27 

14 

20 

15 

23 

28 

4 

4 

5 

24 

21 

19 

1 - 3 9  / 



Estado F 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 
Asuntos civiles tramitados en la Audiencia Provincial 

desde l." de enero a 31 de diciembre de 1978 . 

Jurlsdfccl6n 
voluntaria 

1 

4 

I 

10 

28 

1 

2 

4 

2 

8 

1 

9 

I 

17 

3 

5 

85 

8 

6 

1 

6 

1 

TOTAL 

~a~~~ 
en le 

Audlencla 

40 

42 

M9 

63 

288 

30 

91 

117 

940 

120 

70 

86 

37 

5 1 

89 

343 

14 

83 

226 

19 

82 

86 

29 

61 

206 

179 

63 

41 

84 

1.266 

176 

159 

93 

70 

49 

250 

130 

304 

233 

23 

222 

13 

92 

15 

53 

285 

18 1 

420 

64 

246 

8.113 1 

A U D I E N C I A S  

........................ Mava 

Albacata ..................... 
..................... Alicante 

AtmcrIa ..................... 
..................... Aaturiaa 

........................ Avfla 

Badaja ..................... 
Balea!res ..................... 

Compstencla, 

1 

Smnamdw ..................... 
Segwia ........................ 
W l a  ........................ 
Soni a ........................ 
Tarragona ..................... 
Teme1 ........................ 
Tuledo ........................ 
Valencia ..................... 
Valladolid ..................... 
Vizcaya ..................... 
Zamora ........................ 
Zaragoza ..................... 

TOTAL .................. 1 

JURISDICCION 

Asuntos 

,&E el 
Minlsterlo 

Fiscal 

1 

1 

2 

4 

2 1  
4 8 1  Barcelona ..................... 

Bwgm ........................ 
Cb31-e~ ........................ 
Cádiz ........................ 
Cbtellón ..................... 
Ciudad Read .................. 

..................... Córdoba 

Comña (La) .................. 
Cuerna ..................... 
Gerona ........................ 
Oranada ..................... 
Guaddajara .................. 
GuipÚzcoa .................. 
Huelva ..................... 
Huesca ........................ 
Jaén ........................ 
Las Palmas .................. 
Lb6n ........................ 
Lénda ........................ 
Logro60 ..................... 
h g 0  ........................ 
Madrid ........................ 
MPaga ........................ 
Murcia ........................ 
Navarra ..................... 
Orense ........................ 
Paiencia ..................... 
Ponteiedra ..................... 
Sds3narma ..................... 
Santa Cruz de Tencrife ......... 

M 

Apelaciones 
procedentes 
. 

Jmador 
lnStancla 

3 

11 

45 

17 

46 

20 

15 

34 

3 1  

1 

1 

1 

2 

1 

2 

25 

2 

5 

86 

2 

6 

3 

1 

2 

6 

7 

4 

2 

1 

2 

8 

9 

12 

3 

10 

265 

CONTENCIOSA 
~ . 

de sSUMos 
de 

Juzgados 
Municipales 

y Comsrcales 

37 

3'1 

199 

41 

242 

10 

75 

73 

1 

1 

12 1 

768 

110 

55 

68 

25 

40 

69 

266 

12 

62 

148 

13 

62 

70 

18 

35 

130 

161 

52 

28 

58 

986 

'120 

101 

82 

58 

35 

184 

1 1 1  

1 1 1 1  

26 

6 

24 

7 

33 

2 

13 

54 

26 

67 

9 

32 

1.709 1 

" 

1 

6 

3 

197 

17 

185 

6 

56 

12 

38 

230 

155 

353 

55 

214 

6.260 1 

1 142 

19 

12 

1'8 

8 

9 

20 

69 

2 

21 

78 

6 

20 

16 

1.1 

25 

76 

18 

8 

8 

26 

189 

56 

50 

7 

12 

13 

66 

13 

191 

10 

3 

3 

1 

2 

1 

4 

10 

238 1 



Estado G 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Juicios de faltas en los J ~ g a d o s  Municipales. Comarcales y de Paz de toda la provincia . 

1 

P R O V I N C I A S  

........................ Nava 

Albanete ..................... 
Alicasite ..................... 
Almería ..................... 
Asturim ..................... 
Aviia ........................ 
Badajoz ..................... 
Balsaars ..................... 
Barcelona ..................... 
Bwgm ........................ 
l3axea ........................ 
C5dk ........................ 
Oaskll6n ..................... 
Ciudad Red .................. 
Córdoba ..................... 
Coruña (La) .................. 

, Cuenca ..................... 
Gerona ........................ 
Chanada ..................... 
Guaddajara .................. 
Guipíizcoa .................. 
Huelva ..................... 
Huesca ........................ 
iaén ........................ 
Las Palmas .................. 
M n  ........................ 
Lérida ........................ 
Logroño ..................... 
Lugo ........................ 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 
Murcia ........................ 
Navarra ..................... 
Orense ........................ 
Pnlencia ..................... 
Pomtewdra ..................... 
Cdl~amaaw ..................... 
Santa Cruz de Tensilfe ......... 
Santandar ..................... 
Segwia ........................ 
Sevilla ........................ 
Sorb ........................ 
Tarragona ..................... 
Teml ........................ 
Toledo ........................ 
Valencia ..................... 
Valladolid ..................... 
Vizcaya ..................... 
Zamora ........................ 
Zuaig<ma ..................... 

.................. TOTAL 

Pendientes 
del 

eiío anterlw 

305 

774 

3.953 

7 30 

1.930 

226 

635 

1.492 

19.05 1 

979 

851 

2.920 

47 8 

8 2.8 

1.578 

5.629 

191 

1.284 

1.693 

235 

979 

914 

126 

1.057 

2.476 

1.142 

1.219 

832 

542 

13.538 

2.670 

1.606 

537 

754 

139 

1.136 

630 

1 . 055 

1.064 

187 

3.794 

140 

1.246 

92 

832 

6.012 

1.420 

3.845 

254 

572 

94.693 

. 
Condenstwlaa 

1.359 

1.189 

4.802 

1.463 

5.259 

822 

2.459 

1 .. 567 

18.628 

4.3.82 

1 . 807 
8.527 

1.674 

2.307 

2.3 12 

2.61 1 

740 

2.686 

4.482 

614 

2.294 

1.264 

59 l 

2.973 

1.841 

3.003 

1 . 574 

1.345 

1.494 

17.511 

4.594 

3.960 

196 

880 

1.167 

3.3 10 

1.135 

2.617 

3.484 

515 

7.583 

435 

2.117 

373 

1.647 

12.248 

2.664 

6.540 

995 

3.345 

163.379 

SENTENCIAS 

AbsolUmla* 

353 

818 

4.117 

2.708 

3.344 

2 69 

1.135 

3.835 

36.108 

1.734 

892 

2.862 

503 

641 

1.966 

1.951 

162 

1.478 

1.5.37 

296 

1.268 

850 

358 

1.486 

1 . 859 

1.729 

1.171 

544 

732 

22.416 

4.125 

1.897 

839 

814 

675 

2.164 

1.194 

2.290 

2.020 

391 

5.931 

175 

1.150 

1 8.8 

806 

5.262 

779 

3.300 

639 

2 . 03 S 

1'03.406 

Por el 
~ 1 ~ 1  

18 

10 

16 

31 

20 

110 

1 O 

2 

71 

6 

66 

14 

2 1 

3 

12 

10 

4 

30 

4 

24 

19 

3 9 

42 

3 

29 

25 

68 

20 

14 

4 

8 

24 

2 

23 

5 

1 

140 

14 

1 

29 

65 

7 

38 

17 

54 

1.173 

- 
Pendientes 

en 
3 l  diciembre 

1978 

3 94 

1.102 

5.912 

2.258 

3.462 

567 

2.907 

3.257 

34.875 

1.724 

749 

4.534 

540 

1.123 

234 

4.228 

307 

1.547 

2.641 

325 

4.853 

1.348 

338 

1.709 

4.006 

1.736 

1.995 

1.336 

614 

18.495 

6.467 

3.581 

722 

2.246 

317 

2.453 

4.721 

2r020 

2.162 

190 

4.860 

229 

1.708 

230 

1 . 064 

8.994 

1.650 

5.690 

63 6 

65 1 

160.794 

J U I C I O S  

Ingresados 
durante 

el a60 1978 

2.372 

2.826 

1 3.203 

4.699 

14.278 

1.735 

5.871 

12.057 

152.158 

6.861 

3.158 

16.737 

2.372 

5.141 

11.157 

1 1.564 

1.739 

5.992 

16.535 

2.1'07 

7.43 6 

2.048 

1.512 

7.462 

8.4 17 

6.563 

354 

3.968 

2.299 

75.037 

19.000 

9.624 

2.248 

2.647 

2.571 

9.480 

6.420 

5.882 

6.602 

1.214 

40.269 

P.213 

5.868 

1 . 075 

4.768 

43.814 

7.546 

11.685 

2.016 

13.1'1'0 

779.387 

JUEZ DE 
.. 

~ ~ r m ~ o  

171 

126 

305 

117 

554 

50 

139 

42 

903 

313 

122 

275 

95 

184 

1 92 

368 

34 

170 

292 

28 

198 

5 1 

92 

536 

383 

683 

97 

94 

193 

1 . 005 

237 

629 

120 

121 

102 

447 

96 

215 

428 

45 

315 

30 

224 

27 

97 

899 

97 

604 

99 

292 

12.935 

A P E L A C I O N E S  

Par el 
prjudlcado 

30 

31 

102 

67 

33 1 

16 

40 

433 

160 

3 9 

70 

31 

41 

40 

173 

1 I 

6 1 

143 

10 

88 

20 

37 

41 

104 

3 14 

3 5 

29 

91 

389 

46 

44 

69 

74 

10 

200 

76 

59 

206 

36 

98 

14 

130 

13 

37 

322 

52 

412 

30 

130 

5.035 

SENTENCIAS 
iNSTRUCCiON 

- 

19 

55 

75 

33 

165 

15 

60 

20 

210 

100 

35 

44 

I S 

62 

62 

106 

9 

51 

138 

8 

52 

15 

25 

60 

48 

88 

39 

38 

63 

215 

53 

177 

36 

43 

25 

158 

33 

53 

188 

16 

109 

15 

51 

4 

26 

127 

55 

137 

64 

76 

3.373 

D E  

2.677 

3.600 

17.156 

5.429 

16.228 

1.961 

6.506 

13.549 

1'7 1.209 

7.840 

4.009 

19.657 

2.850 

5.969 

12.735 

15.193 

1.931 

7.276 

18.227 

2.342 

8.415 

3.462 

1.738 

8.519 

10.893 

7.705 

4.740 

4.800 

2.841. 

88.575 

21.670 

1 1.230 

2.785 

3.401 

2.710 

10.616 

7.050 

6.927 

7.666 

1.401 

44.063 

1.363 

7.114 

1.167 

5.600 

49.826 

8.966 

1,5.530 

2.270 

13.682 

874.080 

,U',"& 

160 

150 

290 

89 

458 

75 

155 

45 

884 

245 

132 

276 

125 

180 

M 6  

397 

42 

153 

316 

38 

239 

42 

1 02 

268 

238 

415 

157 

74 

218 

1.109 

264 

748 

90 

149 

124 

495 

57 

186 

505 

29 

450 

28 

179 

28 

97 

805 

93 

426 

130 

229 

12.450 

F A L T A S  

Juiclos 
celebrados 

2.283 

2.425 

10.275 

4.171 

15.689 

1.091 

3.594 

10.292 

63.561 

6.116 

3.260 

15.129 

2.183 

2.948 

4.278 

10.965 

1.112 

4.547 

6.019 

91'0 

3.562 

2.114 

970 

5.136 

3.700 

5.969 

2.715 

1.889 

1.227 

59.927 

8.719 

5.857 

2.063 

1.155 

1.842 

5.845 

3.355 

4.907 

5.504 

906 

39.203 

610 

3.377 

561 

4.536 

17.510 

7.316 

9.840 

1.634 

5.826 

369.347 



Estado H 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Asuntos civiles tramitados en los Juzgados Municipales, Comrcales 
y de Paz cle todas las provincias durante 1978. 



- 

Estado I 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Procedimientos inccrados e n  virtud de la  Ley de Peligrosidad Social desde l.* de enero a 31 de diciembre de 1978. 

JUZGADO DE 

Bale- ..................... 
Barcelona ..................... 

......... Burgos (se& en Bilbao) 

Comiia (La) .................. 
Las Pahae .................. 
Madrid ........................ 
Málaga ........................ 
Sevilla ........................ 
Valencia ..................... 
Valladolid ..................... 
Zmagoaa ..................... 
Audiencia Nacional ............ 

TOTAL .................. 

Pendientes 
en 

Z lgF 

213 

3.258 

384 

51 

207 

63 5 

412 

658 

176 

48 

82 

6.124 

lncoados 
desde 1.. ds 

enero a 31 
de diciembre 

de 1978 

3 42 

149 

740 

370 

415 

2.317 

769 

1.308 

729 

215 

458 

7.812 

TOTAL 

555 

3.407 

1.124 

42 1 

622 

2.952 

1.181 

1.966 

905 

263 

540 

13.936 

TERMINADOS DESDE l.' DE ENEA0 

TOTAL 

426 

1.523 

645 

324 

441) 

2.357 

618 

1.015 

705 

193 

489 

8.735 

A 31 
- - 

Por sentencia ~evlslonei 

64 

31 

6 

40 

194 

35 

47 

22 

45 

57 

541 

Pendlentss 

d!'',e3E 
de 1978 

129 

1.884 

479 

97 

182 

595 

5 63 

95 1 

200 

70 

5 1 

5.201 

DE DICIEMBRE DE 

Por inhlblcidn 

14 

24 

16 

14 

12 

47 

19 

15 

16 

5 

37 

219 

Absolutorlas 

85 

18 

27 

24 

M) 

169 

44 

8 

22 

12 

2 1 

490 

~ancelaclones 

130 

2.699 

69 

18 

18 

1.030 

123 

63 

117 

60 

119 

4.446 

Condenatorlas 

110 

6 

96 

6 

179 

855 

208 

392 

82 

32 

128 

2.094 

1978 

Por rebeldla 

162 

6 

46 
" 

41 

3 1 

69 

37 

38 

6 

43 6 

Archlvadoa 

55 

1.469 

460 

280 

148 

1.255 

379 

563 

547 

1 44 

297 

5.497 



Estado J 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalia en materia civil 
(Sala 1." del Tribunal Supremo), desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1978. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 
1 Número 11 

de wunios 

.............................. Desistidos 
Reciirsos de casación preparados por el Fiscal. 

Interpuestos ........................... 

Recursos de casación interpuestos por las 
partes .................................... 

I 
... : Despachados con la nota de "visto" ...\ 447 

...... Dmpachados con la nota de "Visto" 17 

............... Combatidos en la admisión 1 116 

Con dictamen de improcedencia ......... 
Con dictamen de procedentes ............ 
Con dictamen de nulidad de actuación ... 
Con dictamen de absteniéndose ......... 
Con dictamen de adhiriéndose ............ 

l .................. \ Incompetencia Sala ...; 3. il 
Recursos de revisión ......................................................... 

............................................................. Recursos de queja 

Cuestiones de competencia ......................................................... 
Expedienta de ejecución de senttencias extranjeras ................................. 
Dcmandas de responsabilidad civil ................................................... 
Dictámenes de tasación de costas ................................................ ...I 

........................ I 1n.iuslicia notoria ........................ Intervenciones varias 
Conflicto jurisdiccional .................. 

i1 



Estado K 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalia e n  materia social, 
desde l." de enero a 31 de diciembre de 1978. 

Número 
de asuntos --1 

5.184 

2 

5 

6.228 

727 

374 

3. 

723 

294 

13.539 I 

NATUEULEZA DE LOS ASUNTOS 

Dictamen Competencias a efectos M. 1661174 P. La'bord ........................... 
.............................. I ............ Desistidos 

Recursos preparados por d Fiscad 
Init~uestos ........................... 

Dictamen Sentencias T. C. a efectos Recursos en interés Ley ........................... 
/ varios ................................. 

"Visto" ................................. 
Combatidos en la admisión ............... 

......... Reourcos inaeapuestm por las partes ......... Con dictamen de ,i~mmprocedentes 

............ Con dictamen de p r h n t e s  

Con dictamen de absíemiéndosa ......... 
\ Nulidad de. actuaciones .................. 
....................................... Recursos de revisión interpuestos por las partes 

.................. ......... C o m , ~ C  J. Laboral 
Competencias del Tribunal Ceniral ............... 1,ncompetente J. Laboral 

TOTAL .............................. 



Estado L 

FISCALTA GENERAL DEL ESTADO 

RESUMEN de los asuntos criminales (Sala 2." del Tribunal Supremo) despachados 
por esta Fiscalía desde 1." de mero a 31 de diciembre de 1978. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Procedimientos atribuidos al1 Tribunal Supremo en Pleno, constituido en Sala de Justicia ... 
Recursos de casación Por infracción de Y \ Inteqwestos ........................... 

quebrantamiento de forma preparados por 
los Fiscales .............................. 1 Desistidos .............................. 

Recursos de revisión intquestos por el Fiscal .......................................... 
............... 1 InWxpuestos por las rpartes ........................ Recursos de súplica 

Interpuestos por el F i d  ............... 
............ . Apoyados total o parcialmente 

......... impugnados t d  o parciaimente 
Recursos be casación interpuestos por las par- 

tes, acordado en Junta de F i W í  respecto Fonndar adhesión ..................... 
de ellos ................................. 

Oponerse a h admisión toiai o parcial- 

mente .............................. 
Recursos de casación interpuestos en benefioio del reo ................................. 
R~~~ de deseshados por dos Int-estos en beneficio de los reos ...... I Levados ................................. ...... Despachados w n  Js nota & 'Visto" 

............ I ........................... Con dictamen de p r d e n t e s  
Recursos de queja ......... Con dictamen & improccdems 

Competencias ............................................................ 
Causas cuyo conmimiento está aitnbuido a la Sala de lo Criminal del Tribunial Supremo ... 
Dictámenes de tasación de costas ................................................... 
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